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Informe del magistrado Rivas referente a su participación actividad denominada “Expert Group Meeting on judges use of social media”, efectuada en The Vienna International Centre, en Vienna, Austria.
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Magistrado Molinari remite informe sobre su participación en en el “Foro para jueces en Propiedad Intelectual”, realizado en la sede principal de la Organización Mundial de Propiedad Intelectual (OMPI), Ginebra, Suiza.
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Informe del magistrado Luis Fernando Salazar referente a su participación en la Conferencia Iberoamericana de Justicia Constitucional, celebrada en Guatemala.
ARTÍCULO VI
Licda.  Milagro Rojas Espinoza, Magistrada Suplente de la Sala Segunda, renuncia como integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia, así como de las subcomisiones de acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y la de Niñez y Adolescencia.
ARTÍCULO VII
Dirección de Planificación comunica que el informe solicitado en sesión N° 41-18 celebrada el 3 de setiembre de 2018, artículo XIX, será remitido a más tardar el 15 de febrero de 2019.

ARTÍCULO VIII
Directora Ejecutiva solicita se designe a la máster Dinorah Álvarez Acosta como Sub Directora Ejecutiva, como representante del Poder Judicial ante la Junta de Patronato de Construcciones, Instalaciones y Adquisición de Bienes, del Ministerio de Justicia.
ARTÍCULO IX
Msc. Ana Daisy Quiros Barrantes, Fiscala Adjunta de la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas, se autorice insertar un artículo 4 bis dentro del reglamento de la cuenta de la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas del Ministerio Público.
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[bookmark: _Toc534987043][bookmark: _Toc535589776]Lic. Mario Alberto Mena Ayales, Presidente de la ANEJUD, remite recurso de Recurso de Reposición Contra el acuerdo de la sesión de Corte Plena N° 38-18 del 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, presentada por veinte personas, todos jubilados del Poder Judicial y afiliados a ANEJUD.
[bookmark: _Toc535589777]Lic. Jorge Luis Morales García, Secretario General del Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD), solicita se disponga el aumento 2,03%, para la población jubilada y pensionada judicial.
[bookmark: _Toc535589778]Recurso de reconsideración contra acuerdo tomado por Corte Plena en la sesión número 38-18 celebrada el 13 de agosto del 2018, articulo XXLV, presentado por jubilados judiciales. 
ARTÍCULO XIV
[bookmark: _Toc535589781]Designación de la Vicepresidencia de la Corte. 
ARTÍCULO XV
Informe del Magistrado Aguirre sobre el referente el texto actualizado del proyecto de Ley denominado: “Ley de declaratoria de servicios públicos esenciales”, expediente Nº 21.097.
ARTÍCULO XVI
[bookmark: _Toc535589783]Informe del magistrado Solís, referente al texto base del proyecto de Ley N° 20.620.
ARTÍCULO XVII
[bookmark: _Toc535589785]Magistrada Rojas rinde informe solicitado N° 1-19 celebrada el 14 de enero del 2019, artículo XXVIII, referente al proceso disciplinario N° 18-002781-0031-IJ.
ARTÍCULO XVIII
[bookmark: _Toc535589787]Informe del magistrado Rivas, referente a la queja presentada por la empresa Verizon Information Sevices Costa Rica LLC, contra la Sala Primera. 
ARTÍCULO XIX
[bookmark: _Toc535589791]Informe del magistrado Rivas referente a la resolución del Tribunal de la Inspección Judicial correspondiente a la queja establecida por el señor José Roberto de la Trinidad Bastos Castro contra la Sala Primera, expediente N° 18-002739-0031-IJ.
ARTÍCULO XX
[bookmark: _Toc535589789]Informe del magistrado Aguirre referente a la resolución del Tribunal de la Inspección Judicial correspondiente a la queja establecida por la señora Sofía Picado Calvo, contra la Sala Segunda, expediente N° 18-002582-0031-IJ.
ARTÍCULO XXI
[bookmark: _Toc535589793]Informe de la licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez, Integrante del Consejo Superior, remite informe solicitado, en sesión N°53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXIV, en el que se refiere a lo expuesto por el licenciado Frank Paniagua Mendoza.
ARTÍCULO XXII
[bookmark: _Toc534987069][bookmark: _Toc535589799]La magistrada Rojas solicita corregir error material en el acuerdo sobre las normas que permitan el conocimiento público del informe de conclusiones de la investigación preliminar, en caso de magistrados y magistradas.
ARTÍCULO XXIII
[bookmark: _Toc530146550][bookmark: _Toc530752100][bookmark: _Toc531356211][bookmark: _Toc531963291][bookmark: _Toc532569207][bookmark: _Toc534987050][bookmark: _Toc535589795]Acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión Nº 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo VII. Factibilidad de crear un Consejo de Administración en Osa.
ARTÍCULO XXIV
[bookmark: _Toc528936415][bookmark: _Toc529545466][bookmark: _Toc530146539][bookmark: _Toc530752097][bookmark: _Toc531356206][bookmark: _Toc531963288][bookmark: _Toc532569204][bookmark: _Toc534987047][bookmark: _Toc535589801]Informe de la magistrada Allón Zuñiga referente al análisis de la estructura del Digesto de Jurisprudencia y de los Centros de Jurisprudencia de las Salas de la Corte y oficio del Digesto de Jurisprudencia.

Nº 02-19
Sesión extraordinaria de Corte Plena celebrada a las nueve horas cincuenta minutos del veintiuno de enero del dos mil diecinueve, con la asistencia inicial del Presidente Magistrado Fernando Cruz Castro, de los magistrados y las magistradas Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Román Solís Zelaya, Iris Rocío Rojas Morales, William Molinari Vílchez, Orlando Aguirre Gómez, Julia Varela Araya, Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Jorge Olaso Álvarez, Roxana Chacón Artavia, Jesús Ramírez Quirós, Patricia Solano Castro, Fernando Castillo Víquez, Paul Rueda Leal, Nancy Hernández López, Luis Fernando Salazar Alvarado, Jorge Araya García; las Suplentes y los Suplentes Yazmín Aragón Cambronero, Sandra Zúñiga Morales, Martha Esquivel Rodríguez, Jorge Enrique Desanti Henderson y Rafael Segura Bonilla, las tres primeras en plazas vacantes de las Salas Primera, Tercera y Constitucional, los restantes en plazas vacantes de la Sala Tercera. 
[bookmark: _Toc531963224][bookmark: _Toc532569149][bookmark: _Toc535589741][bookmark: _Hlk536444432]ARTÍCULO I
Documento 1002-2019
Se aprobaron las actas de las sesiones celebradas el 3 y 10 de diciembre de 2018, números 55-18 y 56-18. 
Los Magistrados Rueda, Salazar Alvarado y el suplente Segura Bonilla se abstuvieron de aprobar el acta Nº 55-18 por no haber asistido a esa sesión. 
El magistrado Castillo, la magistrada Hernández y la suplente Zúñiga Morales, se abstienen en cuanto a la aprobación del acta Nº 56-18 por no haber participado en esa sesión. 
La suplente Aragón Cambronero se abstiene de aprobar ambas actas por no hacer asistido a esas sesiones. 
[bookmark: _Toc535589744]ARTÍCULO II
Documento N° 416-2019
El Magistrado Solís, mediante correo electrónico del 14 de enero en curso, dirigido a la licenciada Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte, expresó:
“Por este medio le solicito poner en conocimiento de Corte Plena mi labor docente en la Universidad Escuela Libre de Derecho como detallo a continuación:

Derecho Administrativo I:  martes de 5 a 7 pm
Procesal Administrativo:    jueves de 7:30  a 9:30  pm

-0-
Se acordó: Tener por conocida la anterior comunicación del Magistrado Solís. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc535589748]ARTÍCULO III 
Documento N° 11916-18, 355-19

En sesión N°47-18 celebrada el 8 de octubre de 2018, artículo XIV, se concedió permiso con goce de salario al Magistrado Rivas del 5 al 8 de noviembre de 2018, con sustitución únicamente por el 5 de noviembre, para que asistiera a la actividad denominada “Expert Group Meeting on judges use of social media”, que se efectuó en The Vienna International Centre, en Vienna, Austria
En relación a lo anterior, el Magistrado Rivas, mediante del 11 de enero de 2019, informó:
“Recibí permiso con goce de salario y sustitución para asistir a la Reunión de expertos sobre el Uso de Medios sociales por Jueces en Viena, Austria, el 5,6 y 7 de noviembre del 2018. La organización UNODC, de las Naciones Unidas, cubrió pasajes y estadía. Partí el 3 de noviembre y regresé el 9 de noviembre. Participaron jueces de Europa, Estados Unidos, Canadá, África, Filipinas, Qatar, Reino Unido, Brasil, Rumania y Trinidad y Tobago. También participaron Organizaciones Internacionales como OSCE, comisiones como el Consejo Europeo para lo Judicial, Comisión Iberoamericana de Ética Judicial, Asociación Internacional de Jueces, IBA, National Center for State Courts y el Grupo por la Integridad Judicial. Participé los tres días intercambiando opiniones con los otros participantes, con base en un documento base, previamente recibido y se elaboró un borrador que contiene normas y recomendaciones a Jueces para el uso de redes sociales. Se agregan esos documentos.”
- 0 -
Se acordó: Tener por rendido en informe del magistrado Rivas, con motivo de su participación en la actividad denominada “Expert Group Meeting on judges use of social media”, efectuada en The Vienna International Centre, en Vienna, Austria. Se declara acuerdo firme.  
[bookmark: _Toc535589750]ARTÍCULO IV
Documento N° 10555-18, 396-19
Con instrucciones del Magistrado Molinari, la servidora Laura Rivera Ballestero, Secretaria Ejecutiva de la Sala Primera, en correo del 14 de enero en curso, remite el siguiente informe:
“En la sesión de Corte Plena no.43-18, celebrada el 17 de setiembre de 2018, artículo X, se autorizó mi participación en el “Foro para jueces en Propiedad Intelectual”, que se realizó los días 7, 8 y 9 de noviembre de 2018 en la sede principal de la OMPI en Ginebra, Suiza. La Organización Mundial de Propiedad Intelectual (OMPI) fue la organización anfitriona. 
El foro se constituyó con jueces de todo el mundo con competencia en la resolución de asunto relacionados con la propiedad intelectual.   El objetivo primordial fue explicitar las experiencias que en la materia se han experimentado en distintas latitudes, enfocados primordialmente en las nuevas situaciones que surgen consecuencia tanto de la globalización, como de las nuevas tecnologías.  En estos ámbitos, la solución de los asuntos de propiedad intelectual no necesariamente encuentran respaldo en la tradicional forma de concebir las soluciones, por lo que la actividad resultó de especial valor. 
Es de esa dinámica donde surgen algunas propuestas para compartir antecedentes de los distintos países participantes, para contar con un nuevo instrumento de información que permita el análisis y la resolución de esas situaciones novedosas.  Así, se planteó en el seno del Foro, lo que ahora se está ejecutando con la participación también de personas juzgadoras de nuestra institución.
Adicionalmente, y es en este tema donde tuve participación directa, se analizó la formación a nivel de judicatura, en materia de propiedad intelectual. En mi panel participaron jueces y juezas de Emiratos Árabes Unidos, Filipinas, Korea del Sur y Estados Unidos.  En particular, se informó del desarrollo del tema en nuestra Escuela Judicial, sobre todo en lo que respecta al programa de Capacitación en Materia de Propiedad Intelectual, que se ha impartido en asocio con la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), nuestro anfitrión.  Esta exposición generó interés en países de la región latinoamericana, con el propósito de replicar nuestras experiencias. 
El foro se realizó del 7 al 9 de noviembre del año próximo pasado, en la sede central de la OMPI, según ya indiqué.  El costo de traslado y hospedaje lo asumió esa misma organización.”
- 0 -
Se acordó: Tener por rendido el informe del magistrado Molinari, con motivo de su participación en el “Foro para jueces en Propiedad Intelectual”, realizado en la sede principal de la Organización Mundial de Propiedad Intelectual (OMPI), Ginebra, Suiza. Se declara acuerdo firme.  
[bookmark: _Toc535589752]ARTÍCULO V
Documento N° 12844-2018, 466-2019
	
En sesión N° 51-18 celebrada el 5 de noviembre de 2018, se le concedió permiso con goce de salario y sustitución al magistrado Salazar Alvarado del 2 al 6 de diciembre de 2018, para que participara en la Conferencia Iberoamericana de Justicia Constitucional, “Balance de dos décadas de diálogo entre Tribunales”, la cual se realizó en el Centro de Formación de la Cooperación Española en Antigua, Guatemala.
El magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado, mediante oficio N° SC-LFSA-01-2019, recibido en esta Secretaría el 15 de enero en curso, manifestó: 
 “Con el debido respeto y con fin de que lo haga de conocimiento de la Corte Plena, me permito rendir el informe de rigor con ocasión de mi participación en "La Conferencia Iberoamericana de Justicia Constitucional", celebrada en la Ciudad de Antigua, Guatemala, del 3 al 5 de diciembre de 2018.

Por acuerdo de Corte Plena, Artículo XII, de la Sesión Nº 51-2018, celebrada el 5 de noviembre de 2018, se me concedió el respectivo permiso con goce de salario del 2 al 6 de diciembre de 2018, para atender la invitación a ese foro que me hiciera el Dr. Andrés Javier Gutiérrez Gil, Secretario General del Tribunal Constitucional de España, entidad que se hizo cargo de los gastos de los traslados, el hospedaje y la alimentación.
Salí del país por medio de la Aerolínea Copa, Vuelo CM01787, a las 08:53 horas del 2 de diciembre de 2018, con destino a Guatemala y regresé a Costa Rica, en el Vuelo CM0788, de la misma Aerolínea, a las 13:42 horas del 7 de diciembre de 2018.
El seminario se llevó a cabo en la sede del Centro de Formación de la Cooperación Española en Antigua (Guatemala), donde participé como asistente a todas las conferencias y mesas redondas durante los tres días del evento; incluida una ponencia del suscrito sobre “La influencia de la doctrina científica en la jurisprudencia constitucional costarricense”.
El encuentro sirvió para efectuar un análisis sobre dos décadas de diálogo entre Tribunales y Cortes Constitucionales de Iberoamérica, donde participamos jueces, ministros y magistrados constitucionales de todos los países que conforman la Conferencia Iberoamericana de Justicia Constitucional, con sede en el Tribunal Constitucional de España, siendo la Sala Constitucional de Costa Rica firmante del acuerdo iberoamericano que dio inicio a estas conferencias, de ahí el interés institucional de promover y mejorar las jurisdicciones constitucionales de los países miembros de la CIJC.
Me permito adjuntar el programa académico, así como el certificado de participación obtenido.
Dejo así rendido el informe correspondiente a mi participación en dicho evento, y quedo anuente a cualquier aclaración adicional que se me requiera”.
-0-
Se acordó: Tener por recibida la comunicación del magistrado Salazar Alvarado, referente a su participación en la Conferencia Iberoamericana de Justicia Constitucional, “Balance de dos décadas de diálogo entre Tribunales”, celebrada en el Centro de Formación de la Cooperación Española en Antigua, Guatemala, del 2 al 6 de diciembre de 2018. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc535589754]ARTÍCULO VI
Documento N° 11842-10, 369-18
La licenciada Milagro Rojas Espinoza, Magistrada Suplente de la Sala Segunda, en nota del 11 de enero en curso, comunicó:
“En este año que inicia y después de meditarlo mucho, he tomado la decisión de renunciar como integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia, en un inicio denominada Comisión de Personas con Discapacidad, así como de las subcomisiones de acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y la de Niñez y Adolescencia.
Cabe indicar que he tenido el honor de pertenecer esa Comisión desde el año 2008, siendo incluso que ante la creación de la subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes, dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia de la Corte Suprema de Justicia, en acuerdo tomado en la sesión N°100-12 del Consejo Superior, celebrada el 15 de noviembre del 2012, se me nombró como coordinadora.
Asimismo en el año 2011 y ante la renuncia de la Magistrada Varela como coordinadora de la Subcomisión de Niñez y Adolescencia, Corte Plena me designa en su lugar.
El haber sido parte de esta importante Comisión y de las subcomisiones citadas, me ha dejado un sinnúmero de satisfacciones y gratas experiencias, pues estoy convencida de la importancia que reviste para la administración de justicia, la existencia de estas herramientas de acceso a la población en estado de vulnerabilidad. Siempre he estado en primera fila, cuando se trata de trabajar por el mejoramiento de las condiciones del servicio público que el Poder Judicial brinda a la ciudadanía y es por ello, que pese a la cantidad de asuntos que como jueza me corresponde tramitar y resolver, en el tiempo que estuve integrando este órgano, he procurado conciliar mi responsabilidad para con los/as usuarios/as del despacho y las labores y el tiempo que demanda la Comisión y las sub- Comisiones. Empero, el aumento en el circulante y el haber sido nombrada como jueza coordinadora, hace que se me dificulte cumplir de manera exitosa, las responsabilidades que conllevan integrar la citada comisión y la coordinación eficaz de las subcomisiones. Es por ello, que muy a mi pesar, pero pensando en lo mejores intereses de éstas, he decidido dejar ese espacio a otra persona, que pueda, al igual que lo hice yo durante varios años, realizar sus labores profesionales en su quehacer diario y al mismo tiempo pueda dedicarle un espacio a las tareas propias de la Comisión y subcomisiones. No omito indicar que la información del trabajo realizado en ambas sub-Comisiones se encuentra en la Unidad de Acceso a la Justicia, quien siempre fue un apoyo fundamental para el éxito de las acciones realizadas, como por ejemplo la “Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial y su Plan de Acción”, aprobada por la Corte Plena, en la sesión N° 35-15 celebrada el 21 de setiembre del 2015, con lo cual este Poder del Estado ha dado una muestra de sensibilidad y acceso a la justicia, con rostro humano, siendo ese uno de los principales logros obtenidos desde la creación de dicha sub-Comisión.
	Aprovecho también para agradecer a los/a Presidentes/a de Corte que en estos diez años de trabajo, siempre brindaron un apoyo incondicional al quehacer de la Comisión de Acceso a la Justicia y a las diferentes Sub Comisiones, a las ex Magistradas Anabelle León Feoli y Carmenmaría Escoto Santamaría (sic), que desde la Coordinación orientaron las acciones que fortalecieron los derechos humanos de los/as funcionarios/as judiciales y de los/as usuarios, desearle muchos éxitos y satisfacciones al/la próximo/a Magistrado/a que Corte Plena designe para asumir la coordinación, en sustitución de la recién jubilada, Magistrada Carmenmaría Escoto Santamaría (sic).
	Reciba un cordial saludo y mi reconocimiento a su labor como Presidente de Corte Plena.”
- 0 -
Se acordó: 1.) Tener por aceptada la renuncia de la licenciada Milagro Rojas Espinoza, Magistrada Suplente de la Sala Segunda como integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia, así como de las Subcomisiones de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y la de Niñez y Adolescencia, y reconocerle su labor en las citadas comisiones. 2.) Hacer de conocimiento de la Presidencia de la Sala Segunda la citada renuncia. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc530578249][bookmark: _Toc535589756]ARTÍCULO VII
Documento N° 1684 -18, 309-18
En sesión N° 41-18 celebrada el 3 de setiembre de 2018, artículo XIX, en lo que interesa, se trasladó la propuesta del Magistrado Castillo a la Dirección de Planificación, para que realice un estudio, que abarque un plazo de los últimos 5 a 10 años, referente a los disparadores del presupuesto y se haga un diagnóstico, con el fin de resolver lo que correspondiera en una próxima sesión.
Informa la Secretaria General que el 17 de diciembre de 2018, mediante oficio N° 12894-18, se remitió atento recordatorio a la Dirección de Planificación, con la indicación de los temas pendientes de respuesta para Corte Plena.
En respuesta a lo anterior, el licenciado Minor Alvarado Chaves, Jefe del Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación, en correo del 10 de enero en curso, comunicó:
“Como parte del procedimiento establecido para la atención de los acuerdos por parte de la Dirección de Planificación, se debe informar a la Secretaría General de la Corte el plazo de atención de los asuntos asignados a cada Subproceso.
Mediante oficio 12894-18 de 17 de diciembre de 2018, la Secretaria General de la Corte emitió un recordatorio a la Dirección Planificación, en relación a lo dispuesto por la Corte Plena en la sesión N° 41-18 del 3 de setiembre del 2018, artículo XIX. 
Se acordó: 1) Tener por hechas las manifestaciones de las magistradas y magistrados que hicieron uso de la palabra. 2) Trasladar la propuesta del Magistrado Castillo a la Dirección de Planificación, para que realice un estudio, que abarque un plazo de los últimos 5 a 10 años, referente a los disparadores del presupuesto y se haga un diagnóstico, con el fin de resolver lo que corresponda en una próxima sesión.”
En relación con lo anterior, se comunica que este informe se encuentra en etapa final de revisión por esta Dirección, para luego ser enviado en consulta a los despachos involucrados, de manera tal que una vez recibidas las observaciones correspondientes, se preparará el informe final para ser enviado a la Secretaría de la Corte. 
De esta forma se tiene previsto, remitir el informe definitivo a más tardar el 15 de febrero de 2019.”
- 0 -
[bookmark: _Hlk528919372]Se acordó: Tener por recibida la comunicación anterior, por ende, estar a la espera del informe requerido por esta Corte, para lo cual se amplía el plazo concedido a la Dirección de Planificación, al 15 de febrero de 2019. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc535589758]ARTÍCULO VIII
Documento N° 5403-14, 567-19
En sesión N° 22-14 celebrada el 26 de mayo de 2014, artículo XXVIII, se acogió la solicitud de la señora Directora Ejecutiva y se designó al licenciado Rodrigo Arroyo Guzmán, Subdirector Ejecutivo, en representación del Poder Judicial en la Junta del Patronato de Construcciones, Instalaciones y Adquisición de Bienes del Ministerio de Justicia.
Posteriormente, en sesión N° 57-18 celebrada el 17 de diciembre de 2018, artículo XXI, se designó a la máster Dinorah Álvarez Acosta, como Subdirectora Ejecutiva, a partir del 1 de enero del 2019, en el entendido que es un puesto de confianza, conforme lo estable el artículo 60, inciso 10) de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el "Reglamento de Puestos de Confianza”.
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 146-DE-2018 del 15 de enero de 2019, comunicó:
“La Corte Plena en sesión N° 22-14 celebrada el 26 de mayo de 2014, artículo XXVIII, designó al Máster Rodrigo Arroyo Guzmán, es ese entonces Sub Director Ejecutivo, como representante del Poder Judicial ante la Junta de Patronato de Construcciones, Instalaciones y Adquisición de Bienes, del Ministerio de Justicia. 
Debido a la jubilación de don Rodrigo, en sesión N° 57-18 celebrada el 17 de diciembre último, artículo XXI, ese mismo órgano designó a la MBA Dinorah Álvarez Acosta como Sub Directora Ejecutiva por lo que, de manera respetuosa, solicito que la Corte la designe como representante del Poder Judicial ante esa Junta.”
- 0 -
Se acordó: Tener por conocida la solicitud de la señora Directora Ejecutiva y designar a la MBA Dinorah Álvarez Acosta, Sub Directora Ejecutiva, como representante del Poder Judicial ante la Junta de Patronato de Construcciones, Instalaciones y Adquisición de Bienes, del Ministerio de Justicia.
El magistrado Sánchez se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc535589760]ARTÍCULO IX
Documento N° 9200-11, 535-19
El Consejo Superior en sesión Nº 22-18 celebrada el 20 de marzo del 2018, artículo LXXXIV, en lo que interesa, tuvo por rendido el informe N° CJP016-18 del 09 de febrero de 2018, remitido por la doctora Doris María Arias Madrigal, en su condición de Presidenta de la Comisión de la Jurisdicción Penal. Asimismo, ese  Consejo acogió el informe citado y estuvo de acuerdo con la definición de las competencias de los abogados de la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas del Ministerio Público, esto por cuanto la misma Ley Orgánica del Ministerio Público estipula su alcance, no obstante, no se compartió la posición de que sea la Procuraduría General de la República la que actúe cuando se trate únicamente de la liquidación de honorarios, ya que es una función Oficina de Defensa Civil de las Víctimas del Ministerio Público.
Con instrucciones de la máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General, la servidora Isabel Rojas Quirós, Secretaria Ejecutiva, remite oficio N° 1052-ODCV-18 del 20 de diciembre de 2018, suscrito por la máster Ana Daisy Quiros Barrantes, Fiscala Adjunta de la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas, que indica:
[bookmark: _Toc535589092][bookmark: _Toc535589762]“Yo Ana Daisy Quirós Barrantes, Fiscala Adjunta de la Oficina de Defensa Civil de la Víctima (en adelante ODCV), de conformidad con el criterio vertido por el honorable Consejo Superior mediante oficio 3777-18, sesión 22-18, del 20 de marzo de 2018, artículo LXXIII, en cuanto a la participación de la Oficina de Defensa Civil de la Víctima (en adelante ODCV), en los procesos de ejecución de sentencia, ante ustedes con el debido respeto expongo:
ANTECEDENTES 
1)- El artículo 33 de la Ley Orgánica del Ministerio Público (LOMP),  establece la creación de la ODCV, y con los artículos 34 y 35 se prevé el cobro de honorarios generados de los procesos en los que se ha delegado la acción civil resarcitoria en el Ministerio Público, cuando se determina solvencia económica de quien promueve.  
2)- Mediante pronunciamiento del Consejo Superior, en sesión 22-18, del 20 de marzo de 2018, artículo LXXIII, se determinó que una de las funciones propias de la Oficina de Defensa Civil de la Víctima, es promover  los sumarios de ejecución de sentencia civil. 
SOBRE EL FONDO:
Durante el trámite del proceso de ejecución de sentencia,  en el que participa la ODCV como actora civil representando intereses  del Poder Judicial –ODCV-,  debido a que se otorgaron rubros económicos a favor de ésta mediante sentencia penal, los que se convierten en “capital” que genera intereses al ser ejecutados en vía civil, resultan varias aristas que se presentan en la fase del remate y que deben ser reglamentadas, a efecto de  trazar la actuación del profesional que participa en éstas, debido a que por un lado el Consejo Superior prohibió la participación de la oficina para ofertar en el remate y por otro lado al ser actor civil, indistintamente de ofertar o participar con otros actores, el juez de oficio adjudicará el bien a favor de todos los actores intervinientes en el proceso, incluida la ODCV, por lo que conocedores  que el Poder Judicial no se adjudicará cualquier bien y menos en copropiedad, se debe regular dichos extremos, conforme se solicita. 
En efecto, la normativa Procesal Civil establece en el artículo 161, lo siguiente: 
“Remate Fracasado: Si en el primer remate no hubiera postores se efectuará la segunda subasta una vez transcurrido un plazo no menor de cinco días, rebajando la base en un veinticinco por ciento (25%) de la original. Si en el segundo remate tampoco hay oferentes, se celebrará una tercera subasta en un plazo no menor de cinco días. La tercera subasta se iniciará con el veinticinco por ciento (25%) de la base original y en ella el postor deberá depositar la totalidad de su oferta. Si en la tercera subasta no hubiera postores, se tendrá por adjudicados los bienes al ejecutante, por el veinticinco por ciento (25%) de la base original.”

Por la anterior disposición, en algunos procesos se favorecen los intereses de la parte actora civil (cliente), pero en otros escenarios resultan perjudicados, debido a que primero se debe hacer frente al pago de honorarios de la ODCV (imputación de pagos).
A modo de ejemplo,  en el siguiente caso hipotético se presenta un proceso de ejecución de sentencia por sumas líquidas, establecido por la oficina a favor del actor civil (cliente) y por intereses propios de la ODCV por el cobro de honorarios, es decir, existen dos actores civiles: el particular que es nuestro cliente y la ODCV.
En efecto, hipotéticamente se presentó la demanda de ejecución de sentencia por sumas líquidas, y se solicitó  embargo de una finca propiedad del demandado, a la cual se le realiza el peritaje correspondiente para determinar la base del remate; no llegaron postores al remate, por tanto, el juez civil aplicará lo indicado en el artículo 161 del Código Procesal Civil; es decir, se adjudica el bien al ejecutante, que resulta ser el actor civil (cliente) y ODCV, pero primero se debe aplicar la imputación de pagos establecida en el artículo 164 del procesal civil, por lo que conforme se indicó, se deberá pagar primero los honorarios a la ODCV, aunque no alcance el dinero para la totalidad de honorarios y pese a que el actor civil-víctima, viene enfrentando un proceso por largos años no recibiría nada con el producto del remate, por lo que podríamos visualizar otros casos que se están presentando en el siguiente sentido:  
1)-  El bien es adjudicado al actor civil:
1-a)  Sin que el monto por el cual se adjudica el bien cancele la totalidad de lo adeudado, éste debería cancelar a la ODCV las costas por la imputación de pagos legalmente establecida.   (Recordemos que mediante sesión 22-18, del 20 de marzo de 2018, artículo LXXIII, del Consejo Superior, a la ODCV se le prohibió ofertar en remates).
En este escenario queda un saldo pendiente que cancelar al actor, y por la imputación establecida en la norma procesal civil, con el monto por el cual se adjudica el bien se deben cancelar las costas, intereses y capital, siendo entonces que el actor civil debe  cancelar las costas procesales y personales a favor de la ODCV, para poder adjudicarse dicho bien, con la problemática de que las costas pueden ser muy elevadas y los actores civiles personas de escasos recursos económicos, por lo que no tienen dinero para hacer frente al pago de dichas costas.
1-b) Sin que el monto por el cual se adjudica el bien cancele la totalidad de lo adeudado, pero la parte actora no debe cancelar las costas por imputación de pagos reglada: 
La diferencia con el supuesto 1-a, se da precisamente al existir un saldo al descubierto a favor del actor civil (cliente) y de la ODCV, por lo que se considera que el actor civil no debería cancelar las costas personales a favor de la ODCV, por ser el cliente que representamos personas de escasos recursos, estar en presencia de costas muy elevadas o que en algunos casos lo recibido ni siquiera alcanza para el pago de esas costas, aunado a que la ODCV debe continuar con el patrocinio de aquel. 
1-c)-  Bien adjudicado únicamente al actor civil (cliente) y el monto por el cual se adjudica el bien cancela la totalidad de lo adeudado, tanto a favor del primero como de la ODCV: 
En este supuesto, el monto por el que se adjudica el bien el actor (cliente) cancela la totalidad de lo que se le adeuda y cancela también el rubro a favor de la ODCV; por tal razón, el actor civil deberá cancelar la  deuda a la oficina, de lo contrario, el abogado o abogada se encuentra en el imperativo legal de realizar las gestiones correspondientes para su debido pago, por ejemplo incidente de cobro de honorarios y en última instancia la venta forzosa del bien. (Artículo 35 de la Ley Orgánica del Ministerio Público).
2).-  Bien adjudicado al actor civil (cliente) y al Poder Judicial (hipotéticamente):
2.a)  Sin que el monto por el cual se adjudica el bien, cancele la totalidad de lo adeudado: 
En este caso, al igual que los anteriores, el monto por el cual se adjudica el bien no cancela la totalidad de la deuda, quedando saldos pendientes. La diferencia a los anteriores ejemplos, es que el bien se adjudica a los ejecutantes, es decir, al actor civil (cliente) y a la ODCV (Poder Judicial), como copropietarios conforme a la normativa procesal civil, no obstante, se considera por reglas de la sana crítica racional, que no podría existir tal copropiedad, por lo que se debe determinar qué sucederá con la deuda existente a favor de la ODCV, si el actor no tiene dinero para pagarla.
2.b)  Porque no hubo postores, y el monto por el cual se adjudica, cancela la totalidad de lo adeudado a ambas partes: 
En esta escena, con el monto de la adjudicación del bien, el demandado cancela la totalidad de lo adeudado y el bien se debe adjudicar al ejecutante; es decir, al actor civil (cliente) y a ODCV (Poder Judicial), como copropietarios, ya que el expediente de ejecución de sentencia será archivado por el pago total de lo adeudado.  
Las anteriores, son varias posiciones que se deben aclarar para hacer frente a los procesos de ejecución de sentencia civil, cuando interviene la oficina como coautora en el mismo proceso, respetando la función y objetivos para lo que fue creada, y que es precisamente brindar servicios en defensa de los derechos de las víctimas, para un efectivo resarcimiento económico. 
Por lo indicado, se considera que los lineamientos referidos para la incorporación de recursos a la ODCV, mediante los procesos de remate en ejecución civil, deben definirse mediante reglamento, conforme se solicita.
EN CONSECUENCIA:
De conformidad con los argumentos expuestos, solicito con el debido respecto al Honorable Consejo Superior, se autorice, incorporar dentro del reglamento de la cuenta de la ODCV, el artículo que se dirá, tomando en consideración el proyecto de reforma al reglamento presentado ante la Secretaría de Corte el 28 de agosto de 2018,  y mediante la cual se reformuló entre otros el ordinal 3, insertándose como ingreso económico a la cuenta de la ODCV  lo obtenido mediante los “procesos de ejecución de sentencia civil”.
De tal forma, se solicita insertar un artículo 4 bis, al reglamento de la cuenta de la ODCV, o bien correr la numeración, para que se lea de la siguiente forma:
 Artículo 4 bis—  Del producto del remate, cuando figura la ODCV como parte coautora dentro del proceso de ejecución civil. 
El ingreso de fondos a la cuenta, expediente automatizado o número del proceso de cobro que sea asignado por la ODCV, se hará de la siguiente forma:
a- De las resultas del proceso de ejecución de sentencia civil (remate, embargo de cuentas-salarios-valores, arreglos extrajudiciales, entre otros) se aplicará la imputación de pagos en el siguiente orden: costas, gastos de cuido, intereses y principal al actor civil;  costas, gastos de cuido, intereses y principal a la ODCV. 
b- En caso de remate fracasado:
b-1   Conforme al artículo 161 del Código Procesal Civil, se solicitará adjudicar el bien al actor civil en abono a su crédito. Si por el monto en que se adjudica el bien no se cubre la totalidad de lo adeudado para el actor (cliente) ni la ODCV, el actor civil (cliente) se adjudicará el bien y no deberá imputar rubros a favor de la ODCV, quien debe continuar representándolo hasta finalizar el proceso.
b-2  Si por el monto en que se adjudica el bien al actor civil, cancela su deuda y parcialmente los rubros que corresponden a la ODCV, el actor (cliente) deberá cancelar la proporción respectiva a favor de la ODCV, asimismo, dicha entidad continuará con el trámite del expediente en procura del cobro de la totalidad de lo adeudado a su favor.
b-3- Si el monto por el cual se adjudica el bien cancela la totalidad de lo adeudado a favor del actor (cliente) como de la ODCV, el primero  debe cancelar los rubros correspondientes a la última y una vez cancelados se solicitará el archivo del proceso.  En caso de incumplimiento por parte del actor civil (cliente), el abogado (a) de la ODCV se encuentra en el imperativo legal de realizar las gestiones correspondientes para su debido pago, por ejemplo incidente de cobro de honorarios y en última instancia la venta forzosa del bien. (Artículo 35 de la Ley Orgánica del Ministerio Público).
c- Se podrán adjudicar bienes a favor del Poder Judicial, únicamente cuando el Departamento de Planificación de esa entidad, valore la oportunidad de incorporarlos al patrimonio de éste, y solo cuando se hayan cancelado los montos adeudados a la parte actora civil (cliente), con recursos de la cuenta de la ODCV.  
 Se solicita audiencia para la exposición de los argumentos aquí expuestos.”
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	Se acordó: Previamente a resolver lo que en derecho corresponda, se remite la gestión de la Fiscalía General de la República, a estudio e informe de la magistrada Zúñiga en el plazo de un mes a partir del recibo de este acuerdo. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc535589763]ARTÍCULO X
Documento N° 324-2019

En amplia nota recibida en esta Secretaría el 10 de enero en curso, el señor Jhonny Enmanuel Rivas Díaz, remitió recurso de revisión de sentencia referente al expediente N° 15-000311-0612-PE, por supuestas violaciones en varias etapas del proceso, contra la Fiscalía de Fraudes, el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José, Organismo de Investigación Judicial y Tribunal de Apelación del Segundo Circuito Judicial de San José. 
Se acordó: Comunicar al señor Jhonny Enmanuel Rivas Díaz, que esta Corte carece de competencia para revisar resoluciones emitidas en la vía jurisdiccional, por los diferentes tribunales de la República. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc534987065][bookmark: _Toc535589765]ARTÍCULO XI
Documento N° 13578-18
	El Consejo Superior en sesión N° 102-18 celebrada el 22 de noviembre último, artículo XVII, tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La Corte Plena, en sesión extraordinaria N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, tuvo por rendido el informe del máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y en lo conducente, dispuso que el Consejo Superior del Poder Judicial tendría la competencia y responsabilidad de implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Al mantenerse las competencias del Consejo Superior, no se está en presencia aún de un órgano con máxima desconcentración, por lo que se mantienen las relaciones inter orgánicas del mismo con la Corte Suprema de Justicia y demás instancias de rango inferior. 

La máster Dinorah Álvarez Acosta, Sub Directora Ejecutiva, en oficio N° 5311-DE-2018 de 5 de noviembre de 2018, remitió lo siguiente:

“Para conocimiento, aprobación y elevar a Corte Plena para lo que corresponda el Consejo Superior, me permito remitir oficio N° 581-FC-2018 de fecha 1° de noviembre de 2018, suscrito por el MBA Miguel Ovares Chavarría, Jefa del Departamento Financiero Contable y el Lic. José Andrés Lizano Vargas, Jefe a.í. del Proceso de Riesgos del Departamento en mención, mediante el cual remite: 

Políticas para la Administración de Riesgos.

 	Es menester indicar, que dicho informe fue conocido por el Comité de Riesgos, en sesión extraordinaria del 30 de octubre de 2018.”
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De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, se acordó: 1) Tener por rendido el oficio Nº 5311-DE-2018 de la Dirección Ejecutiva, en el que se remite el oficio N° 581-FC-18 del Departamento de Financiero Contable, que contiene el informe sobre las Políticas para la Administración de Riesgos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  2) Tener por presentado el informe sobre las Políticas para la Administración de Riesgos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el cual fue conocido por el Comité de Riesgos en sesión extraordinaria del 30 de octubre de 2018, y remitirlo a la Corte Plena para su aprobación. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva, del Departamento de Financiero Contable, de la Corte Plena, del Comité de Riesgos e Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de la Comisión de Seguimiento del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como de las Organizaciones Gremiales del Poder Judicial, debidamente acreditadas en la Secretaría General de la Corte. 

[bookmark: _Toc534986718][bookmark: _Toc534987067][bookmark: _Toc535589097][bookmark: _Toc535589767]La máster Dinorah Álvarez Acosta, se abstiene de votar en el presente acuerdo. Se declara acuerdo firme.”
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	Se acordó: 1.) Tener por recibido el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, adoptado en sesión N° 102-18 celebrada el 22 de noviembre último, artículo XVII 2.) Previamente a resolver lo que en derecho corresponda, remitir el informe sobre las Políticas para la Administración de Riesgos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a estudio e informe de la magistrada Roxana Chacón Artavia, en el plazo de un mes contado a partir de la notificación de este acuerdo. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc535589768]ARTÍCULO XII
Documento N° 615-19
El magistrado Olaso, mediante oficio N° JOA N° 001-2019 del 18 de enero en curso, hizo de conocimiento que a partir del 15 de enero de 2019, impartirá en la Universidad Libre de Derecho, los cursos “Principios de Derecho Privado I” y “Principios de Derecho Privado II, ambos programados para los días martes, a las 5:00 p.m. y 7:30 p.m. respectivamente.
	Se acordó: Tener por conocida la anterior comunicación del Magistrado Olaso. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc534987041][bookmark: _Toc535589773][bookmark: _Hlk536518226]ARTÍCULO XIII
Documento N° 9183, 12968, 14081-2018, 14778-18, 320-19, 404-19y 481-19.
En sesión Nº 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, se tuvo por conocido el acuerdo adoptado por el Consejo de Personal en la sesión N°16-18 celebrada el 13 de julio de 2018, artículo II, relacionado con el incremento salarial para el II semestre de 2018, correspondiente a los jubilados y pensionados del Poder Judicial, se aprobó la propuesta planteada por ese Consejo y se decretó un incremento por costo de vida para el segundo semestre del año 2018 de ¢4,000.00 (cuatro mil colones) para la población jubilada y pensionada judicial a partir del 1° de julio del año en curso. 
Posteriormente, en sesión N°42-18 celebrada el 10 de setiembre de 2018, artículo XIX, previamente a resolver el recurso de revisión planteado por el Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial (SITRAJUD) y el Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD), sobre acuerdo tomado en cuanto al reajuste salarial para el segundo semestre del año 2018, se acordó, solicitar a la Dirección Jurídica se sirviera analizar el estado procesal del citado recurso y si el mismo es admisible por parte de esta Corte Plena y rinda el correspondiente informe a este órgano.
En la N° 51-18 del 5 de noviembre de 2018, artículo XXII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice: 
“(…)
Se acordó: 1) Tener por hechas las manifestaciones de las señoras magistradas y los señores magistrados que hicieron uso de la palabra. 2) Tener por recibido el criterio vertido por la Dirección Jurídica Nº DJ-3715-2018. 3) Designar al máster David Zeledón González, Coordinador interino del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales de la citada Dirección, como Órgano Director, para instruir el procedimiento de nulidad absoluta, evidente y manifiesta del acuerdo tomado por este órgano en sesión Nº 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV. 4) Resolver en la próxima sesión, lo correspondiente a la forma de pago del incremento por costo de vida para la población jubilada y pensionada judicial.
Los suplentes Blanco González, Desanti Henderson y la suplente López Madrigal se abstienen de votar.”
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Finalmente, en sesión Nº 01-19 celebrada el 14 de enero de 2019, artículo XXXI, después de una amplia deliberación, se dispuso resolver lo correspondiente a este tema en la sesión del próximo lunes 21 de enero en curso. 
La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, en oficio N° DGH-831-2018 de 21 de noviembre de 2018, rindió el informe en los siguientes términos:   
“En atención a lo dispuesto por Corte Plena en sesión No. 51-18 del 5 de noviembre del presente año, artículo XXII, comunicado el día 15 de los presentes, en el que solicita que esta Dirección rinda informe en término de cinco días con respecto al pago a efectuar en relación a los jubilados y pensionados judiciales, con motivo de la variación en la fórmula de fijación de los reajustes de jubilaciones, contenido en la Ley 9544.

Sobre el particular, en tiempo y forma nos permitimos hacer de su conocimiento los siguientes argumentos.
 Que la Ley 7333, modificada por la Ley 9544 a partir del 22 de mayo de 2018 en el artículo 229, regulaba que el aumento por costo de vida para la población jubilada y pensionada del Poder Judicial se realizaba en igual porcentaje que para los servidores activos.

 Con la entrada en vigencia de la Ley 9544 el incremento por costo de vida para los jubilados y pensionados varía en su fórmula de cálculo tal y como lo indica el artículo 225, que expresamente indica:

“Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial. El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC)”. (El subrayado no pertenece al original).

En sesión No. 16-18 de fecha 13 de julio del 2018 artículo II el Consejo de Personal conoció la propuesta de incremento por costo de vida para la población activa, la cual en atención a las medidas propuestas por el gobierno nacional en relación con la contención del gasto se formuló que, para el segundo semestre de 2018, la población activa tendría un aumento de ¢4.000.00 (cuatro mil colones 00/100).

En esa misma sesión el Consejo de Personal toma como acuerdo: aprobar el incremento por costo de vida para el II semestre de 2018 en ¢4,000.00 a la base para los jubilados y pensionados judiciales, igual al monto que se le asignaría a la población judicial activa.  

La Corte Plena en sesión No. 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, en el tema de interés, aprobó la propuesta planteada por el Consejo de Personal y se decretó un incremento por costo de vida para el segundo semestre del año 2018 de ¢4,000.00 (cuatro mil colones) para los empleados activos, de igual forma el monto se aprobó para la población jubilada y pensionada judicial, la cual regía a partir del 01 de julio del año en curso. 

En la sesión de cita, se identificó que se tomó como referencia el artículo 229 el cual corresponde a la Ley 7333, siendo que lo correcto por la fecha de aprobación de la reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, es considerar el artículo 225 de la Ley 9544.

Con motivo de lo anterior esta Dirección consideró conveniente hacer una consulta vía correo electrónico al señor Director Jurídico para que, nos indicará claramente cómo proceder para ejecutar el proceso tendente a incrementar los beneficios de jubilación y pensión a partir del 1 de julio de 2018. 

En fecha 26 de agosto de 2018, don Rodrigo Campos Hidalgo, remite un correo electrónico indicando que, según su conocimiento el artículo 225 de la Ley 9544 puede interpretarse de la siguiente manera:

“Estimo que la interpretación del 225 de la RPL en cuanto a los jubilados es que el aumento se aplica bajo un sistema similar la indexación utilizando el IPC definido por INEC.

La norma no define periodicidad, por lo que podría aplicarse el acumulado en la variación de manera semestral como se ha venido aplicando. “

Al respecto y emitiendo el criterio técnico que debe brindar esta Dirección con relación al incremento por costo de vida, se tiene que:

 De acuerdo con la consulta realizada en la página oficial del Banco Central de Costa Rica y del Instituto Nacional de Estadística y Censos INEC, la variación acumulada para el primer semestre de 2018 es de 0, 57%. 

 De aplicar el porcentaje correspondiente a la variación acumulada del IPC, el monto total de la planilla asciende a ¢32.842.087,47.

 Es importante acotar que, el incrementar en el porcentaje señalado los beneficios de jubilación y pensión se tendrá como resultado a considerar que, 871 de los beneficios de jubilación disfrutarán un incremento menor a ¢4.000,00 (cuatro mil colones 00/100), los cuales se distribuirían según el monto del beneficio en diferencias absolutas entre  ¢ 0,29 centavos  a ¢ 2.761,72 y que 2326 beneficios de jubilación tendrán un incremento mayor a esos ¢4.000,00 (cuatro mil colones 00/100) que ronda según el monto del beneficio en ¢7,09 y ¢52.573,35

 Adicionalmente el Sindicato de Trabajadores Judiciales somete a revisión de Corte Plena el monto aprobado por incremento de costo de vida por la suma de ¢4.000,00 toda vez que la Ley 9544 estipula una forma diferente de cálculo en este caso particular el aumento se debe reajustar según el cambio del IPC.

 Como último punto, es importante poner en conocimiento de ese órgano, que a la fecha de la realización de este informe, no se ha llevado a cabo la aplicación del incremento por costo de vida para los jubilados y pensionados, pese a que la Ley es clara en su aplicación y lo procedente es realizar el aumento de manera porcentual tal y como lo indica la Ley, en este caso con la aplicación del incremento del IPC 0,57%.”
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El máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico mediante oficio N° DJ-4057-2018 del 10 de diciembre de 2018, manifestó:
[bookmark: _Toc528936405][bookmark: _Hlk529545091] “Me refiero al acuerdo de Acta 51-18, ARTÍCULO XXII mediante el cual se dispuso instruir el procedimiento de nulidad absoluta, evidente y manifiesta del acuerdo tomado por este órgano en sesión Nº 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, este último referente al acuerdo adoptado por el Consejo de Personal en la sesión N°16-18 celebrada el 13 de julio de 2018, artículo II, relacionado con el incremento salarial para el II semestre de 2018, correspondiente a los jubilados y pensionados del Poder Judicial, en donde se aprobó la propuesta planteada por ese Consejo y se decretó un incremento por costo de vida para el segundo semestre del año 2018 de ¢4,000.00 (cuatro mil colones) para la población jubilada y pensionada judicial a partir del 1° de julio del año en curso. 
Al respecto, de previo a su firmeza, esta unidad asesora de la manera más respetuosa, se permite revisar lo acordado por los siguientes motivos: 
A).- En primer término esta unidad asesora se permite hacer la indicación a la Corte que el acuerdo de la sesión Nº 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, aún no ha sido comunicado debidamente a las personas sobre las cuales el mismo surtirá efectos, por las vías establecidas en la LGAP para los actos de alcance general no normativos.
En este sentido, en un criterio anterior de esta unidad asesora se hizo indicación de que la Administración acostumbra comunicar sus actos de alcance general mediante correo electrónico enviado por medio de la intranet.
Empero en el caso de los jubilados y los pensionados, de conformidad con la información recabada por esta unidad asesora, más del 60 % no han sido comunicados por el medio ordinario institucional, dado que se nos ha indicado lo siguiente: “La cantidad de beneficios de jubilación asciende a 3 196 personas  de las cuales solo 1365 cuentan con correo  electrónico y las pensiones a 749 personas solo 288 disponen de correo electrónico según la base de datos al 06/11/2018”.
Tampoco el acuerdo respectivo se encuentra publicado en La Gaceta, por lo que el acto respectivo no deviene en eficaz y por ende no puede ser considerado como generador de derechos subjetivos.
Al no estar publicado el acto como tal no puede entenderse que se encuentre firme, siendo improcedente declarar su lesividad o anularlo en sede administrativa.
En palabras de Ernesto Jinesta Lobo:
“La declaratoria de lesividad es un presupuesto obligatorio de los procesos contencioso-administrativos en los que la propia administración pública impugna, en condición de parte actora, un acto administrativo formal externo de alcance concreto o general -pero no normativo- que ha dictado previamente, que se encuentra firme y resulta favorable o declaratorio de derechos para el administrado. De la noción indicada se deduce que no pueden ser objeto del proceso de lesividad los reglamentos que son actos administrativos de alcance o efectos generales y normativos, puesto que, en estos casos lo que procede es su reforma para modificarlo, adicionarlo o derogarlo y, desde luego, que tampoco los actos administrativos de efectos concretos pero que son de gravamen, puesto que, en tales supuestos cabe su revocación o anulación (artículos 152 y 183 de la LGAP)”.
En este orden de ideas, debe tomarse en consideración que la LGAP establece con respecto a los actos de alcance general lo siguiente:
“Artículo 239.- Todo acto de procedimiento que afecte derechos o intereses de las partes o de un tercero, deberá ser debidamente comunicado al afectado, de conformidad con esta Ley. 
Artículo 240.- 1.- Se comunicarán por publicación los actos generales y por notificación los concretos”.
Artículo 247.- 1. La comunicación hecha por un medio inadecuado, o fuera del lugar debido, u omisa en cuanto a una parte cualquiera de la disposición del acto, será absolutamente nula y se tendrá por hecha en el momento en que gestione la parte o el interesado, dándose por enterado, expresa o implícitamente, ante el órgano director competente”.
En el caso de análisis, consecuentemente no estamos en presencia de un acto administrativo firme para con los receptores de la conducta administrativa, toda vez que el mismo no ha sido comunicado por las vías idóneas.
En este orden de ideas Jinesta Lobo indica:
“El "acto firme" es aquel que ha adquirido firmeza en vía administrativa por dos razones, la primera, por cuanto, el administrado ejerció todos los recursos procedentes y no fue anulado, revocado o modificado - quedando expedita la vía judicial para su impugnación- y la segunda cuando el administrado lo consintió de forma expresa o tácita, renunciando a los recursos o no planteándolos en tiempo y forma, respectivamente”.
No es óbice indicar que no es procedente partir que la notificación a algunos del acto general es suficiente, toda vez que estaríamos en presencia de una violación del principio de igualdad y un lesión al debido proceso administrativo, habida cuenta que los receptores de los efectos negativos del acto no tendrían la posibilidad de objetarlo y dar elementos para que no pudiera surtir los mismos. 
En este orden de ideas, el artículo 175 de la LGAP indica: “Artículo 175.- El administrado podrá impugnar el acto absolutamente nulo, en la vía administrativa o la judicial, en el plazo de un año contado  a partir del día siguiente a su comunicación”.
Consecuentemente, no puede hablarse de que alguien pueda reclamar la existencia de un derecho subjetivo a su favor de un acto que no ha sido comunicado por las vías idóneas a todas las personas que podrían ser susceptibles de sentir sus efectos positivos o negativos.  
B).- Lo acordado en la sesión Nº 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, es un acto de alcance general normativo que no se ha materializado en conductas particulares, toda vez que el mismo no se ha ejecutado.
Consecuentemente, nadie podría aún alegar la creación de un derecho subjetivo por la vía de una conducta particular que concrete los efectos del acto administrativo en su caso de manera singular, ni hay un acto tácito en el caso de análisis, toda vez que no ha operado pago alguno. 
C) En tercer término si bien no es una consideración de orden jurídica, de partirse que estamos ante la posibilidad de anular el acuerdo en mención en sede administrativa, implicará que será parte en el respectivo procedimiento,  las 3 196 personas jubiladas y 749 personas pensionadas necesariamente. 
Lo anterior en razón de que dichas personas tendrían derecho a ser parte en el procedimiento anulatorio para defenderse, lo que se estima son sus derechos subjetivos.
De conformidad con lo anterior, recomendamos no declarar la firmeza del acuerdo  de Acta 51-18, ARTÍCULO XXII y por el contrario, entrar a la conversión del acuerdo de sesión Nº 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, a fin de que se dicte un nuevo acto administrativo que reconozca el derecho del aumento de jubilaciones conforme la normativa aplicable que en lo atinente dispone:
“Artículo 225- Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salarlo base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial. El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC)”.
En razón de lo anterior, deberá convertirse el acto indicado para que se indique que en lo atinente a los jubilados el reajuste correspondiente al segundo semestre del año 2018 será conforme a las variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC) y en el entendido de que dicho reajuste es un acto reglado, no discrecional, lo que implica que no resultaría válido una fijación que sea menor o inferior a lo indicado en la norma.”
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El licenciado Mario Alberto Mena Ayales, Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, mediante oficio N° ANEJUD-0007-2019 del 10 de enero de 2019, remite solicitud presentada por veinte personas, jubilados y jubiladas del Poder Judicial y afiliados a dicha asociación, en la que presentan Recurso de Reposición contra el acuerdo de la sesión de Corte Plena N° 38-18 del 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, que indica:
“(…)
1.- El día de hoy, de manera informal me enteré que por acuerdo de sesión N° 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, en el mes de agosto de 2018, se dispuso un incremento por costo de vida para el segundo semestre del año 2018 de ¢4000.00 (cuatro mil colones).
II.- He verificado y ese acuerdo nunca fue publicado ni me fue comunicado personalmente.
III.- El acuerdo indicado es un acto de alcance general y debió haber sido publicado a fin de garantizar el principio de publicidad de dichos actos administrativos.
IV.- No hay norma que autorice a la Corte Suprema de Justicia de no publicar los indicados actos generales.
V.- El acuerdo de sesión N° 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, está viciado de nulidad porque la forma de cálculo establecida en él para el aumento de las jubilaciones es incorrecta, dado que se decretó un incremento por costo de vida para el segundo semestre del año 2018 de ¢4,000.00 (cuatro mil colones), cuando la ley 9544 lo que indica que las jubilaciones se reajustarán por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).
VII.- Por la falta de comunicación y por lo indicado, el acuerdo no es válido, no es eficaz ni está firme para con las personas que recibimos sus efectos.
Petitoria
Se acoja el presente recurso de reposición y se revoque el acuerdo de sesión N° 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, en lo que corresponde al ajuste a jubilaciones.
Se emita un nuevo acuerdo que reconozca el reajuste a jubilaciones con base en la variación de índice de precios del consumidor del INEC.”
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[bookmark: _Toc535589779]El licenciado Jorge Luis Morales García, Secretario General del  Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD), en oficio N°0001-SINDIJUD-2019 del 15 de enero del año en curso, comunicó:	
“(…)
Desde oficio conjunto presentado por nuestro sindicato y SITRAJUD (oficio 035-S-2018 de fecha 22 de agosto de 2018) claramente indicamos que, a nuestro criterio, el procedimiento seguido para la fijación del incremento correspondiente a las jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, que se había dispuesto en sesión número 38-18 de esta Corte Plena del 13 de agosto de 2018 (artículo XXIV), por acuerdo declarado firme, se fundaba en un criterio improcedente, al hacerse conforme a una legislación ya derogada y que en aplicación del artículo 225 vigente de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Reformada por la ley número 9544,  desde el 22 de mayo de 2018), lo procedente era hacer esa fijación de aumento en orden al índice de precios al consumidor fijado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos. Así lo que correspondía es hacer el ajuste a aquellas personas pensionadas o jubiladas, que en virtud del porcentaje que le correspondía, según los cálculos del INEC, superaran dicho monto.
Lo peticionado por nosotros a este momento no ha sido resuelto, dado que según sesión número 42-18 del 10 de setiembre de 2018, artículo XIX se acordó: “Solicitar a la Dirección Jurídica se sirva analizar el estado procesal del recurso de revisión presentado por el Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial (SITRAJUD) y el Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD) y si el mismo es admisible por parte de esta Corte Plena y rinda el correspondiente informe a este órgano”.
En relación con lo anterior, debemos aclarar que la gestión que presentamos, en virtud del oficio 035-S-2018, se hizo tan pronto nos enteramos de lo dispuesto en sesión de Corte Plena del 13 de agosto de 2018 y que nuestra fuente de conocimiento lo fue el correo institucional, pues como sindicatos no se nos comunicó formalmente del acuerdo respectivo.
El día de ayer lunes 14 de enero de 2019, nos presentamos a Corte Plena pues habíamos sido informados que se iba a conocer nuestra petición de agosto de 2018 y creíamos que el asunto se iba a resolver en forma definitiva, llevándonos la sorpresa de que, en primer lugar, el informe de la Dirección Jurídica ni siquiera se refirió a nuestro recurso, sino que aludió únicamente a gestiones presentadas por ANEJUD el día 10 de enero de 2019 y, luego de una discusión entre las señoras y señores magistrados, donde eventualmente su preocupación se cifraba en lo referente a la posibilidad que algunos jubilados y pensionados les correspondiera porcentualmente menores de los 4000 colones fijados en el acuerdo de agosto de 2018, se sacó de la agenda el asunto para ser conocido, en forma prioritaria , en la sesión del día 21 de enero de 2019, requiriendo del departamento de personal que hiciera una lista de esas personas y el monto de lo que corresponde de más por la citada fijación.
Tal proceder nos parece absolutamente inadmisible y una afectación real para derechos fundamentales de una población ciertamente vulnerable como son un gran sector de las y los jubilados y pensionados, dicho sector incluso está enfrentando problemas de liquidez ante los incrementos por conceptos como cuota obrera para el fondo de pensiones,  porcentaje para el mantenimiento de una Junta Administradora del Fondo de Pensiones que ni siquiera está funcionando y los incrementos ya sabidos en conceptos como los servicios públicos y los préstamos bancarios, sin mencionar el costo de la vida en alimentos.  Debe tomar en cuenta esta Corte Plena que, en virtud de la extensión de esta discusión, no han recibido aumento alguno por costo de vida durante el año recién pasado. La inercia de esta Corte Plena en tomar un acuerdo a este respecto no se justifica, a tal punto que a esta altura ya corresponde realizar el segundo aumento por el transcurso del segundo semestre del año anterior.
En razón de todo lo expresado y conforme a la publicación digital que acompañamos a continuación, que dimana de la página Web del INEC, instamos a esta Corte Plena que, para compensar la gran lesión económica que se ha ocasionado a nuestra población jubilada y pensionada, se disponga el aumento que legalmente correspondiente al acumulado de todo el año, que sería el 2,03% según el incremento al índice de precios al consumidor correspondiente al acumulado del año 2018[footnoteRef:1]1, con ello se compensaría un poco la situación difícil que están pasando los que fielmente sirvieron a nuestra institución y sus deudos.” [1: ] 
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Los señores Luis Guillermo Romero Ramos, Hernán Sánchez Guevara, Luis Arguello Rodríguez, Edgar Ardón Retana y Rodrigo Coto Calvo, todos jubilados judiciales, mediante documento presentado en la Secretaría de la Corte el 14 de enero del año en curso, manifestaron:
“Los suscritos, en nuestra condición de jubilados del régimen del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, nos presentamos de manera muy respetuosa ante ustedes para interponer recurso de reposición contra el acuerdo tomado por Corte Plena en la sesión número 38-18 celebrada el 13 de agosto del 2018, articulo XXLV, con base en los siguientes motivos.
I. Al preguntar los motivos por los cuales no se nos hizo un incremento en nuestras jubilaciones en el segundo semestre del año 2018, se nos informa de manera no oficial, que por acuerdo de Corte Plena y ante una sugerencia del Consejo de Personal del Poder Judicial, en la sesión N° 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, se dispuso un incremento por costo de vida para el segundo semestre del año 2018 de ₡4,000.00 (cuatro mil colones).
II.- Una vez verificado que efectivamente ese acuerdo se tomó en la sesión y fecha indicada, caemos en la cuenta de que nunca fue publicado ni se nos comunicó personalmente, además, de que dicho incremento de CUATRO MIL COLONES, nunca nos fue aplicado y en consecuencia al día de hoy nos adeudan todo el segundo semestre del año próximo pasado.
III.- Consideramos que ese acuerdo es un acto de alcance general y debió haber sido publicado a fin de garantizar el principio de publicidad de dichos actos administrativos.
IV.- No existe norma alguna que autorice a la Corte Suprema de Justicia omitir la publicación de los actos generales acordados.
V.- El referido acuerdo de Corte Plena, de la sesión N° 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, además está viciado de nulidad por cuanto decretó un incremento por costo de vida para las jubilaciones correspondiente al segundo semestre del año 2018 de 04,000.00 (cuatro mil colones), cuando la ley 9544, que reformó el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, publicado en el diario La Gaceta N° 89, del martes 22 de mayo del 2018, en su artículo 225, lo que indica claramente es que las jubilaciones se reajustarán por variaciones en el índice de precios al consumidor (1PC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).
VII.- De tal manera que ante la falta de comunicación del acto y además por lo indicado con respecto al cálculo en el incremento, el acuerdo no es válido, no es eficaz, ni está firme-para con las personas que recibimos sus efectos.
Petitoria
Con base en lo anterior, solicitamos se acoja el presente recurso de reposición, se revoque el acuerdo de la sesión celebrada el 13 de agosto de 2108, número 38- 18, artículo XXIV, en lo que corresponde al incremento a las jubilaciones y se emita un nuevo acuerdo que reconozca el reajuste a dichas jubilaciones con base en el índice de precios al consumidor, tal y como lo indica la ley 9544, que reformó el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”
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Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: “Ahora vamos a pasar a un tema que es urgente, que tiene relación con el reconocimiento de un aumento a los jubilados que ha tenido una polémica y que se nos ha dificultado encontrar una solución que contemple todos los escenarios:
El primer escenario es que se requiere aplicar la Ley como corresponde, que es aplicar un porcentaje y no un monto fijo, que eso hay que resolverlos para todos.
El segundo tema importante es resolver la particularidad de aquellos a quienes el monto fijo les benefició, lo cual requiere un ajuste no solo para un proceso de anulación si no para que haya una medida cautelar o algún tipo de medida para que no se les siga aplicando como correspondía. 
El tercer escenario importante es resolver los recursos o las impugnaciones planteadas por un grupo de jubilados.
Entonces después de conversarlo el viernes con el Director Jurídico, llegamos a una propuesta más definida para poderlo resolver en relación al afinamiento que se hizo porque no tenemos capacidad 22 personas para estar haciendo un ajuste muy particular de los distintos escenarios que yo he mencionado.
Se le concede la palabra al Máster Rodrigo Campos Hidalgo Director de la Dirección Jurídica: “Tal y como lo indicó el señor Presidente, la propuesta de acuerdo que se plantea parte en primer término de cómo se indicó en sesión 38-18 de 13 de agosto del 2018, en artículo XXIV, en su momento se dispuso un incremento por costo de vida para los jubilados y las jubiladas para el segundo semestre del 2018.
Como analizó esta Corte en su momento de conformidad con los alcances del artículo 225 de la Ley 9544, ese incremento debió hacer según las variaciones en el Índice de Precios al Consumidor definidos por el Instituto Nacional de Estadística y Censos, dado lo anterior en su momento en agosto del año 2018 esta Corte dispuso iniciar un procedimiento para la nulidad evidente y manifiesta del acuerdo como tal.
No obstante y recapitulando, el 10 de diciembre de 2018, mediante oficio DJ-4057-2018, esta Dirección hizo ver a esta Corte que este acuerdo no se había notificado oportunamente desde agosto 2018 por las vías que corresponden y en razón de lo anterior mediante oficio ANEJUD-07-2019 del 10 de enero de 2019, el Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, hizo remisión de 20 recursos planteados en contra del acuerdo del 13 de agosto del 2018, en el sentido de que los recurrentes invocan de que el incremento no debe de ser por costo de vida si no conforme la Ley 9544.
Dado lo anterior, primero hay que partir de que hay que resolver los recursos y en función de esos recursos tomar la decisión, lo que se está planteando es acoger parcialmente el recurso de reposición opuesto por lo recurrentes y en consecuencia revocar parcialmente el acuerdo de sesión 38-18 del 13 de agosto de 2018, en el sentido de que se dispone que el reajuste de las pensiones y jubilaciones a partir del primero del 2018 para lo recurrente y cualquier jubilado y pensionado por el cual dicho acto administrativo pudiera surgir efectos debe ser según las variaciones en el Índice de Precios al Consumidor definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos de conformidad artículo 225 de la Ley 9544.
Lo otro que se habló en Corte la semana anterior, fue la necesidad de adoptar una medida cautelar sobre el exceso que pudiera generarse en algunas situaciones, entonces el segundo punto sería ordenar que se suspenda cautelarmente el pago de cualquier monto que exceda las sumas que corresponden con forme a la aplicación del artículo 225 de la Ley 9544, y que se pudieran haber generado con motivo de la ejecutividad del acuerdo de sesión 38-18 del 13 de agosto del 2018, así entonces cautelarmente se suspendería el pago sobre este exceso de lo que correspondería según la Ley 9544. 
Y el tercer punto es una pequeña rectificación del acuerdo de noviembre del 2018, en el sentido de que procedimiento de nulidad evidente y manifiesto lo es solamente con respecto al tema propiamente del incremento de las jubilaciones, el acuerdo había salido en términos absolutos pero ese acuerdo también está incorporado el tema salarial, que no se ve afectado por la Ley 9544.
Con eso entonces se recogería las intervenciones que se hicieron en Corte la semana anterior y se procedería al ajuste conforme con lo que indica la Ley 9544 y no se estaría pagando ningún exceso sobre lo que dice la Ley 9544 dado que cautelarmente se estaría adoptando esta medida de no girar en función del procedimiento que se ordenó instaurar en noviembre 2018.
Indica la magistrada Rojas: “Señor Director Jurídico, primero una solicitud de aclaración, no le entendí el último punto en cuanto a que ya la Corte ordenó en firme la conformación de un Órgano Director de Procedimiento para nulidad evidente y manifiesta, no entendí que es lo que usted propone con respecto a esto.”
Aclara el señor Director Jurídico: “Es que cuando salió el acuerdo el acuerdo salió términos absolutos el procedimiento de nulidad de todo el acuerdo pero este acuerdo tiene dos partes, una parte de los salarios de los servidores ordinarios de los servidores que están ejerciendo y la parte de los ex servidores jubilados y pensionados, entonces respecto a los servidores que están ejerciendo funciones no hay nada que anular porque si se hizo conforme derecho, es la parte respecto a los jubilados, entonces simplemente es haciendo la aclaración de que el procedimiento de nulidad evidente y manifiesta no es sobre todo porque sería anular también la parte de los servidores ordinarios si no que solo sobre la parte de los jubilados y pensionados que es la que tiene el problema de la aplicación de la Ley 9544.”
Indica la magistrada Rojas: “Ahora sí ya le comprendí, lo que sucede aquí es que hay dos líneas una donde la Corte se dio cuenta de error técnico de la recomendación técnica que sirvió de base al acto que adoptó y ya había caminado en ese acuerdo en los términos en los que usted indica que incluía a los ordinarios y a los jubilados.
El segundo término y ya dándose por notificada un grupo de personas que no se si serían 20 recursos o 1 recurso presentado por 20 personas, que podrían ordenar acumularse, porque es lo mismo, presentan un recurso de nulidad, eso le entendí, y piden la nulidad del acto porque no es el monto que les corresponde lo que se determinó y dentro del grupo de jubilados hay dos tipos de jubilados por decirlo así.
Unos jubilados que no tienen ningún problema porque más bien les deberíamos aplicando las nuevas reglas y entonces no tiene razón de ser una medida cautelar que les implique impidiéndoles disfrutar de eso más bien ellos podrían hacer y presentar un reclamo administrativo para el pago de las diferencias todo lo cual es posible y se los resolvemos administrativamente.
El otro tipo de jubilados es al que el monto que se les dio excede lo que la Ley dice, con respecto a ellos, la diferenciación no sería que solo es para los jubilados la nulidad evidente y manifiesta si no, que de los jubilados hay un sector de ellos que se enfrenta a las disposiciones de Ley otro sector más bien les deberíamos.
Eso es lo que veo, entonces esa aclaración no sería procedente porque es un sector de los jubilados, creo que esta es como la cuarta vez que le pido y ahora ya se lo haría en termino de súplica a la Dirección de Gestión Humana, algo que es tan sencillo porque está en los sistemas, que nos indique una lista porque el acto administrativo de tal magnitud es des ablatorio, no puede ser de manera genérica y he pedido ya con esta cuatro veces por favor donde están las listas y en este momento por lo menos no las he recibido.
De esos que reciben más de lo que les corresponde, para mí, es con respecto a ellos que se tiene que concretar la nulidad del acto porque se les dio más de lo que les corresponde, entonces ese acto efectivamente es nulo yo proponía en la medida cautelar no para todos los jubilados a los que más bien les estemos debiendo podemos girarles esa injusticia, proponía en la medida cautelar para retener el porcentaje de más que se acordó darles y que no les corresponde en resguardo de los recursos públicos mientras el procedimiento declara que eso es nulo ese exceso.
Entonces también les podríamos pagar lo que les corresponde si cautelarmente suspendemos a la espera del resultado del procedimiento ordinario la diferencia, que es lo que sucede, si también les pagaríamos porque me parece que sería muy grosero no darles el aumento de costo de vida me parece una injusticia, entonces lo que estaría suspendido es el exceso pero para que ese excedo se suspenda necesito una lista, el acto administrativo tiene que ser específico concreto de que a estas personas se les va a retener, además es básico para que pueda haber traslado de cargos por parte del Órgano Director de Procedimiento, es básico sin eso no se puede dar traslado de cargos de que a usted se le acordó este monto y lo que le corresponde es este.
La medida cautelar que sugería era una medida sobre el exceso para que cuando se declare el acto no haya que dárselas en vez de recuperar ese dinero o del todo no dárselas y generar digamos el problema humano que representa porque entonces no sería proporcionada ni razonable la medida y nos la podrían impugnar porque lo principios proporcionalidad y racionalidad también aplican a la justicia cautelar, entonces lo que decía era, es sobre el exceso de los que le dimos un monto y les toca menos pero eso necesita un nombre y necesito un dato, y ese nombre y ese dato que ya tengo mucho pero seguro no se me explicar de solicitarlo eso es lo que necesitamos además para que el Órgano Director haga un adecuando tramite.
A la gente que le estamos pagando menos perfectamente puede plantear y aprovechando que estamos en stremming se los comunico a los señores de los sindicatos podrían plantear un reclamo administrativo para que les paguemos esas diferencias que no habría ningún problema en otorgárselas porque es un derecho que la Ley les acordó y no creo que haya ningún problema en disponer que se les complete.
La medida cautelar entonces que refería y que explico nuevamente es sobre el exceso para que también a los jubilados que se les ordenó pagar de más y que no es culpa de ellos, o sea finalmente ellos no contribuyeron con la nulidad del acto, fue un criterio técnico de no se de qué  x Departamento que sirvió de base a la Corte y ahí viene el error, creo que ningún o de los jubilados debería castigárseles y aunque sí es obvio que hay que declarar una nulidad la nulidad debería concretarse entonces don Ricardo yo agregaría no al grupo de jubilados en general sino a los jubilados que tienen una extra y solo aplicable al exceso, para eso si necesito los datos concretos, que me parece que si no los tenemos aquí, la Dirección de Gestión Humana nada le cuesta con los servicios informáticos, levantarnos una lista y efectivamente que nosotros hagamos un acto bien motivado, etc., indicando en que consiste la nulidad para que el órgano director lo haga y que no nos pase como nos pasó recientemente que la Procuraduría General, declinó entre otras cosas declarar la nulidad del acto porque no venía el motivo de la nulidad, ni venía claro, ni se les había dicho en que estaba mal el acto.
Entonces, ya nos lo dijeron en un caso anterior creo que esto hay que corregir para mejorar y debemos seguir mejorando hacia el futuro, entonces esa era mi intervención, si estaría de acuerdo en resolverlo, concretándolo, pero en los términos que le he indicado”.
Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Tengo información de que la Dirección de Gestión Humana tiene ya los datos en concreto y se van a poner en pantalla, pero va a explicarlo, el máster Rodrigo Campos Hidalgo quería hacerle algunas observaciones a lo que usted señaló y después de la intervención del máster Campos Hidalgo y de los datos de la Dirección de Gestión Humana le doy la palabra al magistrado Salazar y al magistrado Casillo y a la magistrada Aragón, vamos a proceder así, creo que los escenarios están claros, la única cuestión que faltaría es casualmente determinar las personas a las que se le pagó de más, para que el acto en concreto de anulación identifique a quienes se le pago de más y eso incide también en la medida cautelar, porque es a ellos a quienes les incide la medida cautelar”.
Refiere el magistrado Salazar Alvarado: “Estoy de acuerdo con el orden por supuesto que usted ha pactado, lo que creo que es importante para dirigir mejor ahora las intervenciones es que hasta donde tengo entendido no se ha hecho pago todavía, entonces no tenemos demasía o algo que recuperar todavía, o sea tenemos un acto administrativo que no ha sido notificado, que no ha sido comunicado, que otorga un aumento de costo de vida a todos por parejo, jubilados y pensionados de cuatro mil colones, ese es el error de ese acto de la Corte Plena, error que viene del Consejo de Personal que fue quien tomó el acuerdo y nosotros lo avalamos porque ya había cambiado la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Entonces tal vez para partir de ahí la discusión, no hay pago que se haya hecho ni por índice de precios al consumidor que es como se tiene que hacer, ni tampoco por costo de vida, entonces desde el segundo semestre del año 2018 los jubilados y pensionados del Poder Judicial no han recibido ningún incremento”.
Indica el Presidente, Magistrado Cruz: “Le doy la palabra al máster Campos Hidalgo y luego la máster Roxana Arrieta Meléndez hará la relación, su cinta o sintética de toda la identificación ya están identificados magistrada Rojas, pero para que ella lo exponga brevemente, ¿máster Campos Hidalgo usted quería hacerle alguna observación a la magistrada Rojas?”.
Responde el máster Campos Hidalgo, Director Jurídico: “Dos observaciones, una que el recurso, es un recurso de reposición y así lo indican los recurrentes y lo otro es que la medida cautelar lo que viene es precisamente a regular sobre el exceso nada más, reitero y leo nuevamente, ordenar que se suspenda cautelarmente el pago de cualquier monto que exceda las sumas que corresponden conforme la aplicación del artículo 225 de la Ley 9544 y que se pudieran generar con motivo de la ejecutividad del acuerdo de sesión 38-18 del 13 de agosto del 2018, la idea es esa, la cautelarmente solamente sería ese exceso, sobre lo demás no habría nada cautelar”.
Expresa el Presidente, magistrado Cruz: “Máster Roxana Arrieta Meléndez, tal vez que usted se refiera a lo que le pide la magistrada Rojas en respecto de la identidad de las personas que recibieron un pago extra que no correspondía legalmente”.
 Se concede el uso de la palabra a la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana: “Básicamente para poder cumplir con el cometido solicitado por la magistrada Rojas, para eso tenía que condicionar todo un proceso de un recorrido informático a través de los compañeros de informática y en un servidor de pruebas, aspecto que es un poco difícil en la logística, por ahí para que tenga un poquito de claridad digamos, porque el detalle no era tan expedito poder brindarse en el momento que ella lo requería.
Básicamente el archivo está compuesto, como pueden ver ahí están consignados cada una de las personas, la clase de puesto a la que tienen adquirido el beneficio, el monto del beneficio que tienen hoy, lo que se les está depositando hoy a cada uno de esos miembros, el archivo está separado tanto por jubilados  como por pensionados, cada uno tiene su propia pestaña, el monto que debería de adjudicarse según la Ley, que es el punto 0.57%, el valor que corresponde a ese, la sumatoria del beneficio actual más el 0.57% y en caso de que se le otorgará el acumulado que sería el aumento de los cuatro mil, esa es la diferencia.
En el primer caso la diferencia son dos mil setecientos sesenta y un colones con noventa y dos céntimos, ese es el caso con el monto más alto de diferencia que estaría percibiendo de más la persona con ese beneficio, esta es la estructura del archivo, como pueden ver al final, cada una de estas personas van generando, en caso de que se pagara de más diferencias de mil, mil seiscientos, dos mil, hasta de 0.83, eso suma ochocientos noventa y cuatro mil ciento noventa y nueve punto cero cinco, la diferencia mensual que se estaría generando de más en el beneficio acumulado de todas estas personas, que estas son la jubiladas.
En la pestaña siguiente, ahí están todas las personas pensionadas, ellas están distribuidas según el tipo de beneficio, porque cada una tiene porcentajes diferentes, igual viene la identificación de la persona, el nombre, a que clase fue adscrito el beneficio y como pueden ver el porcentaje de beneficio, en unos es un cincuenta, en otros doce punto cinco, en otros un treinta y tres punto treinta y tres, depende del tipo de beneficio que tenga la persona pensionada y a su vez la misma distribución según lo habíamos indicado en el archivo anterior, el beneficio actual, el cálculo del IPC (Índice de Precios al Consumidor), lo que correspondería ya con Ley si le sumáramos los cuatro mil colones en el caso inicial.
Como puede ver el porcentaje está repartido, tiene dos beneficios, dos causahabientes cada uno tiene un 50% del valor del beneficio inicial y las diferencias que estarían por recibir estas personas son de cuatrocientos ochenta y tres colones a cada una de ellas, esta es la composición, estas serían las diferencias si sumamos ambas condiciones y tuvieran una decisión hacia incrementar o pagar demás estaríamos pagando millón trescientos mil colones por mes de más a cada una de estas personas acumulado, por todos, las sumas de cada una de estas diferencias entre jubilados y pensionados, estarían sumando un millón trescientos mil colones”.
Interviene la magistrada Rojas: “Es que tenía entendido, el Director Jurídico nos había explicado que alguna gente más bien deberíamos y que a otra le teníamos que pagar de más, pero con esos negativos que veo ahí, más bien, aunque sea en menos proporción, pero a todos les estamos pagando de más”.
Responde la máster Arrieta Meléndez: “Vamos a ver, el dato y lo que se está consignado en los archivos, son solamente los ochocientos setenta y una personas que tienen o tendrían un monto inferior a las cuatro mil, esa fue la solicitud expresa”.
Agrega la magistrada Rojas: “Entonces estos son los que hay que recuperar jurídicamente para luego la Institución pueda dejarse, el exceso, yo sé que a nadie se le ha pagado, el asunto es que esto no se pague para que no haya que recuperarlo, sino que la recuperación sea orden interna”.
Añade el magistrado Salazar Alvarado: “Era lo que quería decirle antes, muchas gracias”.
[bookmark: _Hlk536450215]Dice el magistrado Castillo: “Para tener claro a efectos de tomar y asumir una postura en este asunto, primero no estaríamos anulando todo el acuerdo, sino solo lo relacionado en cuanto a los pensionados, en segundo lugar, en aquellos casos en los cuales se ha afectado la hacienda pública potencialmente, toda vez que no se ha pagado, entonces lo que haríamos es tomar una medida cautelar, girando lo que en derecho corresponde y proceder a ser una declaratoria de nulidad evidente y manifiesta, iniciar un procedimiento, eso es lo segundo.
Queda un tercer aspecto, que es en aquellos casos en los cuales los cuatro mil colones son inferiores a lo que jurídicamente corresponde, que creo que ese es el reclamo de los veintidós recurrentes, en ese caso específico, porque una cosa va asociada a la otra, es decir si nosotros consideramos que a los que se les va a pagar cuatro mil colones es un exceso, porque deben de recibir menos por el índice de precios al consumidor.
Lo lógico es que a quienes van a recibir menos por ese mismo índice, que nosotros, entonces procedamos cautelarmente también a pagarles esa diferencia, toda vez que es lo que jurídicamente corresponde, porque no tendría sentido tomar una cautelar para no pagar a quienes no les corresponde los cuatro mil, y en relación con los que sí les corresponde según el Índice de Precios al Consumidor, no le paguemos, por lo menos esa sería mi posición, salvo que haya un mejor criterio jurídico pero por ahí estaría yo votando”.
Aclara el máster Campos Hidalgo, Director Jurídico: “Para las personas en este último supuesto, es que precisamente se estaría acogiendo el recurso que están planteando, para poder pagarles conforme al Índice de Precios al Consumidor y no sobre el cálculo de agosto y no ocuparía nada cautelar porque se está acogiendo el recurso precisamente”.
[bookmark: _Hlk536450251]Responde el magistrado Castillo: “Es que hay un problema, que el recurso es solamente de 22 personas y a mí me parece que nosotros deberíamos extenderlos a todas las personas, porque es una disposición de carácter general, de ahí que sostengo que como medida, siguiendo un poco lo que es un instituto, ahora le preguntaba a la compañera magistrada Aragón Cambronero, lo que es el tema de dos institutos que tiene el Código Procesal Contencioso Administrativo, uno es la extensión de la jurisprudencia a favor de un tercero y el otro es el caso típico del acto favorable a favor de un administrado en sede administrativa, a mí me parece que si hay un acto favorable que es de carácter general a favor de una persona, siendo ese acto de carácter general, como administración pública tengo que extenderse a todas aquellas personas que están en la misma situación, esa sería mi posición”.
Aclara el Presidente, magistrado Cruz: “En principio me parece que no hay ningún problema, casi es que como algo que se impone por equidad, que si se acoge el recurso se hace extensivo a todos los demás, eso sería lo más razonable y además permitiría resolver un tema que ha dado mucha angustia a las personas desde hace bastante tiempo, el Director Jurídico, quería hacerle una observación para ir aclarando los nublados del día”.
Dice el máster Campos Hidalgo, Director Jurídico: “En ese mismo sentido que indica el magistrado Castillo es que el acuerdo dice; en el sentido que se dispone que el reajuste del monto de las pensiones y jubilaciones a partir del primero de julio del 2018 para los recurrentes y cualquier otro jubilado o pensionado sobre cual dicho acto administrativo pudiera tener efectos, precisamente para cubrir a todos”.
Señala la suplente Aragón Cambronero: “Con las intervenciones que se han realizado, me han aclarado bastante el acuerdo, nada más a ver si tengo la claridad, acá se está acogiendo el recurso y se está anulando el acto modificando el contenido del acto inicialmente tomado, diciendo que el reajuste para esas personas jubiladas, será el establecido en la norma vigente, es así verdad? Y acudiríamos al 173 de la Ley General de Administración Pública, únicamente para los 873 personas jubiladas que están recibiendo un monto en exceso, ¿así es?, Eso sería básicamente el contenido del acto”.
Expresa la magistrada Solano: “En la sesión anterior creo que lo había manifestado, pero simplemente lo reitero, como durante el breve periodo en que estuve jubilada, esto podría incidir precisamente en la valoración, comunico que me abstengo de votar el tema y así quiero que conste en el acta”.
Indica el suplente Desanti Henderson: “Tal y como lo acaba de exponer la magistrada Solano, me encuentro en la misma situación, soy jubilado.
En sesiones anteriores cuando se inició ese tema expuse que me abstenía de votar por esa situación. Igualmente ahora lo reitero, me voy a abstener de votar por la situación que he indicado”.
Manifiesta la suplente Esquivel Rodríguez: “Nada más para recordar que había un documento presentado por el sindicato, que creo que fue el que generó esta discusión, en relación a la observación que hace el magistrado Castillo, de que son solo 22. Nada más para hacer esa aclaración”. 
Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Creo que con esas observaciones podemos tener el acuerdo aprobado de esa forma para dilucidar este tema. ¿Les parece?”.
Señala la magistrada Rojas: “Únicamente me gustaría que el acuerdo incluyera las listas de las personas, porque el acuerdo tiene que ser concreto y que les sirva para el traslado de cargos que se incluye en el acto administrativo, que a estas personas y por los montos que es la diferencia, ya con eso estaría más que satisfecha”. 
Refiere el Presidente, magistrado Cruz: “ Así quedaría identificado –como usted lo señala magistrada Rojas- el acto en concreto de la medida cautelar, a quienes se refieren para individualizar bien el acuerdo.
Me parece que ya se aclararon los nublados del día, no se puede hacer mucha fiesta a veces con los nublados, porque uno no sabe si después aparecen otros nubarrones. Pero por el momento creo que queda claro eso.
Vamos a pasar a otro tema. Por unanimidad, no creo que haya observación, así como ha quedado lo aprobamos.
Interviene el magistrado Rueda: “Que quede acuerdo firme, porque desde agosto un sindicato planteó esto y hasta ahora lo estamos resolviendo, entonces debe quedar acuerdo firme”.
Indica el Presidente, Magistrado Cruz: “Así es, como acuerdo firme”.
[bookmark: _Hlk536092054]Una vez analizado y discutido el asunto, 
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1.- Que en sesión Nº 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, se tuvo por conocido el acuerdo adoptado por el Consejo de Personal en la sesión N°16-18 celebrada el 13 de julio de 2018, artículo II, relacionado con el incremento salarial para el II semestre de 2018, correspondiente a los jubilados y pensionados del Poder Judicial, se aprobó la propuesta planteada por ese Consejo y se decretó un incremento por costo de vida para el segundo semestre del año 2018 de ¢4,000.00 (cuatro mil colones) para la población jubilada y pensionada judicial a partir del 1° de julio del año 2018. 
2- Que en sesión N° 51-18 del 5 de noviembre de 2018, artículo XXII, de esta Corte, se conoció informe de la Dirección Jurídica DJ-3715-2018 referente a la existencia de un vicio de nulidad en el acuerdo de sesión Nº 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, en tanto que el incremento de las jubilaciones se dispuso conforme al costo de vida, siendo así que de conformidad con el artículo 225 de la Ley 9544 el   monto de las pensiones y las jubilaciones se debe reajustar por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).
3.- Que conocido el respectivo informe se dispuso designar al máster David Zeledón González, Coordinador interino del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales de la citada Dirección, como Órgano Director, para instruir el procedimiento de nulidad absoluta, evidente y manifiesta del acuerdo tomado por este órgano en sesión Nº 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV.
4.- Que mediante oficio N° DGH-831-2018 de 21 de noviembre de 2018, la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, hizo de conocimiento de esta Corte que a la fecha de la realización de este informe, no se ha llevado a cabo la aplicación del incremento por costo de vida para los jubilados y pensionados, pese a que la Ley es clara en su aplicación y lo procedente es realizar el aumento de manera porcentual tal y como lo indica la Ley, en este caso con la aplicación del incremento del IPC.
5.- Que mediante oficio N° DJ-4057-2018 del 10 de diciembre de 2018, el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, hizo de conocimiento de esta Corte que que el acuerdo de la sesión Nº 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, aún no ha sido comunicado debidamente a las personas sobre las cuales el mismo surtirá efectos, por las vías establecidas en la LGAP para los actos de alcance general no normativos.
6.- Que el licenciado Mario Alberto Mena Ayales, Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, mediante oficio N° ANEJUD-0007-2019 del 10 de enero de 2019, remite solicitud presentada por las personas jubilados y jubiladas del Poder Judicial y afiliados a dicha asociación, señores y señora Walter Elizondo Solís, Henry Madrigal Ledezma, Miguel Ángel Céspedes Carranza, Emmanuel Castro Álvarez, Juan Ramón Coronado Huertas, Manuel Mesén Hernández, José Jaen Arrieta, José Celso Fernández Angulo, Sandra Soto Molina, Fernando Solano Cambronero, José Manuel Sánchez Obando, Fernando Castro Alfaro, Mario A. Fernández Fernández, Guillermo Fonseca González, José Montero Mora, Carlos Eduardo Rodríguez Núñez, Rolando Chavarría Orozco, Edwin Meléndez Cortés, Bladimir Miranda Yubank y Rafael Ángel Gómez Castro. En dicho escrito las indicadas personas presentan Recurso de Reposición contra el acuerdo de la sesión de Corte Plena N° 38-18 del 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, en donde se invoca que el mismo está viciado porque la forma de cálculo establecida en él para el aumento de las jubilaciones es incorrecta, dado que se decretó un incremento por costo de vida para el segundo semestre del año 2018 de ¢4,000.00 (cuatro mil colones), cuando la ley 9544 lo que indica que las jubilaciones se reajustarán por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).
7.- Que de conformidad con la información suministrada por la Dirección de Gestión Humana, los jubilados y pensionados sobre los cuales el acto administrativo del  acuerdo de la sesión de Corte Plena N° 38-18 del 13 de agosto de 2018, artículo XXIV surte efectos se distribuyen en dos grupos, unos respecto de los cuales, se ven afectados, en tanto que la aplicación correcta de la Ley 9544 les significa un incremento en el ajuste de su jubilación y otros, que con motivo de la anulación del indicado acuerdo, les implicará un perjuicio, en tanto que hubieran recibido más de haberse aplicado un aumento por costo de vida y no según lo indica el índice de precios al consumidor.       
8.- Que analizados los antecedentes indicados por esta Corte y luego de la respectiva deliberación se estima procedente acoger parcialmente los recursos opuestos conforme lo dispuesto en el artículo 225 de la ley 9544 y disponer que el reajuste del monto de las pensiones y jubilaciones a partir del 1 de julio de 2018 debe ser según las variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC).
9.- Que de manera adicional, conforme el artículo 157 de la Ley General de la Administración Pública, procede rectificar el acuerdo de sesión N° 51-18 del 5 de noviembre de 2018, artículo XXII de esta Corte en el sentido de que el procedimiento de nulidad absoluta, evidente y manifiesta lo será exclusivamente en lo referente al incremento por costo de vida para la población jubilada y pensionada judicial, que se verían beneficiada con una diferencia a favor con motivo del incremento por costo de vida comparado con la aplicación del índice de precios al consumidor.   
10.- Que esta Corte estima suspender los efectos del acuerdo de sesión Nº 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, en lo que corresponde al pago de sumas en exceso que podrían recibir un grupo de jubilados y pensiones de mantenerse la ejecutividad del mismo y procederse al pago del incremento de costo de vida y no conforme a la aplicación del artículo 225 de la ley 9544.
POR TANTO
1.- Acoger parcialmente el recurso de reposición opuesto por los recurrentes y en consecuencia revocar parcialmente el  acuerdo de sesión Nº 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV de esta Corte, en el sentido de que se dispone que el reajuste del monto de las pensiones y jubilaciones a partir del 1 de julio de 2018 para los recurrentes y cualquier otro jubilado o pensionado sobre el cual dicho acto administrativo pudiera tener efectos, debe ser según las variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), de conformidad con el artículo 225 de la ley 9544.
2.- Ordenar que se suspenda cautelarmente el pago de cualquier monto que exceda las sumas que corresponden conforme a la aplicación del artículo 225 de la ley 9544 y que se pudiera generar con motivo de la ejecutividad del acuerdo de sesión Nº 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, a favor de las personas que se indican en el punto 3 de la parte dispositiva del presente acuerdo.  
3.- Rectificar el acuerdo de sesión N° 51-18 del 5 de noviembre de 2018, artículo XXII de esta Corte en el sentido de que el procedimiento de nulidad absoluta, evidente y manifiesta lo será exclusivamente en lo referente al incremento por costo de vida para el segundo semestre del año 2018 de ¢4,000.00 (cuatro mil colones) para las siguientes personas que podrían verse afectados con motivo de la nulidad del acuerdo  de sesión Nº 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV:

	La magistrada Solano y el suplente Desanti Henderson se abstienen de votar. Se declara acuerdo firme. 
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Documento N° 15057-18
         En sesión Nº 57-18 celebrada el 17 de diciembre de 2018, artículo XXVI, al conocerse el oficio Nº CMEF-VP-SP-43-2018, suscrito por la exmagistrada Carmenmaría Escoto Fernández, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice: 
“(…)

Se acordó: 1) Tener por hechas las manifestaciones de los señores magistrados y las señoras magistradas que hicieron uso de la palabra. 2) Tener por recibido el oficio Nº CMEF-VP-SP-43-2018, suscrito por la magistrada Escoto, en que comunica que se acogerá a su derecho a la jubilación. 3) Resolver en una próxima sesión lo correspondiente a la designación del Vicepresidente o Vicepresidenta de esta Corte.”
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En la Nº 1-19 celebrada el 14 de enero de 2019, artículo XXX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva en lo que interesa dice: 
“(…)

Se acordó: 1.)... 2.) Establecer como fecha límite para la postulación de las candidaturas el viernes 18 de enero de 2018. 3.) Continuar con el proceso de elección en la sesión del 21 de enero próximo, en concordancia con lo estipulado en las “Reglas para la sucesión de una vacante permanente en la Presidencia o Vicepresidencia de la Corte”.  
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Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: “El artículo XV, se refiere al procedimiento para la designación de la persona que ocupará la vicepresidencia.
De acuerdo con los lineamientos, porque se produjo una jubilación de la exmagistrada Escoto Fernández, que era la Vicepresidenta y en apego a lo dispuesto por Corte Plena en sesión N° 11-17 del 15 de mayo del año antepasado, se dispuso modificar las reglas, sería con base en eso y establecer las pautas”.
Expresa la magistrada Varela: “Le he pedido al señor Presidente el conseguir este espacio que es en general para las señoras magistradas titulares y también obviamente para las suplentes e informar lo siguiente:
Nosotras considerando –las magistradas propietarias- que es muy importante este espacio, esta oportunidad que se presenta, nos hemos reunido el 10 de este mes, tomando en consideración las reglas establecidas por esta Corte, sobre el tema de la alternabilidad, en los puestos de presidencia y vicepresidencia de esta Corte. 
Los compromisos internacionales sobre al tema de acceso de las mujeres profesionales a los puestos de poder en los distintos poderes del Estado, después de considerar que cualquiera de las titulares, está en capacidad suficiente para asumir con buen suceso el puesto de vicepresidencia de esta Corte, acordamos por unanimidad postular a nuestra compañera Patricia Solano Castro, considerando que ella tiene suficientes atestados para estos efectos.
Consideramos que es una excelente candidata –entre otras razones- por las siguientes:
La magistrada Solano, además de que ha tenido una experiencia laboral muy importante, debemos decir que ella es licenciada en derecho de la Universidad de Costa Rica, especialista en Administración en Derecho Penal de la Universidad Nacional, egresada del Programa de Maestrías de Administración de Justicia de esa misma Universidad.
Ha hecho diversos cursos de actualización muy importantes, sobre el tema de crimen organizado, medicina legal, derecho marítimo, propiedad intelectual, derechos de menores, extradición, acción civil resarcitoria, derechos de autor, violencia intrafamiliar, derecho constitucional de menores, penal juvenil.
Y durante su vida laboral en el Poder Judicial desde el año 1988 la magistrada Solano se desempeñó en diversos puestos, comenzando por la Defensa Pública, estuvo en Cañas, Puntarenas, Desamparados. También fungió como jueza de instrucción en el tiempo que esta figura existía, jueza penal, jueza de instrucción en distintos lugares del país, entre ellos: San Ramón, Desamparados, Cañas, Puntarenas, Puriscal.
También fue instructora en la Escuela Judicial, desde el año 1998 a la fecha del retiro por jubilación que tuvo en su momento, fungió como jueza penal en el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, periodo en el que también fue integrante del Tribunal Penal de Goicochea.
Del 2014 al 2017, fue coordinadora suplente del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, Presidenta del Consejo de Administración del edificio de Tribunales del Primer y Tercer Circuito Judicial de San José.
Además, la magistrada Solano, hizo permisos en el Tribunal Superior Segundo Penal, Sección Tercera y como pueden notar la trayectoria de la magistrada Solano es excelente, nos da la confianza de que es una candidata de primera calidad, para efectos de asumir este puesto.
Consideramos que tiene fortalezas, conoce bien la Institución, sabe sus debilidades y fortalezas, sin duda alguna tendrá un buen desempeño porque tiene el conocimiento de la institución, la capacidad profesional, el respeto de las y los funcionarios del Poder Judicial, para acompañar al señor magistrado, Presidente Fernando Cruz, en esa labor de dirección del Poder Judicial.
Consideramos que ella tiene además el compromiso, es una mujer que se ha caracterizado por ser una buena trabajadora, una comprometida con la buena gestión del Poder Judicial. De tal manera que no nos queda la menor duda de que hará una buena representación de la mujer profesional en el Poder Judicial.
Además, esperamos –y eso es algo muy importante- que con toda esta experticia de la magistrada Solano y los compromisos que este Poder Judicial ha asumido en el pasado, va con rumbo a buscar significativos acuerdos. 
Por lo tanto, esperamos y les pedimos respetuosamente que cumpliendo con el trámite legal por aclamación o por votación unánime, elijamos hoy a la magistrada Solano como Vicepresidenta de esta Corte, seguras de que no será ningún riesgo para la gestión de este Poder Judicial, seguras de que va a conformar un equipo sólido, eficiente con el Presidente, magistrado Cruz, para lograr que este Poder Judicial, fortalezca los valores institucionales y además que logremos ir generando mayor confianza, respeto por esta institución que todos y todas amamos.
Por lo tanto, en representación de las compañeras integrantes de esta Corte en propiedad y también las suplentes –con las que ya se ha hablado- esperamos que este sea el resultado, esta es la presentación previa que queríamos hacer y la magistrada Solano tendrá lo suyo como corresponde”.
Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Antes de seguir con el procedimiento, me parece oportuno leer las pautas para esta sesión y las reglas para la vacante, le voy a pedir a la Secretaria General que se las lea, para tenerlos presentes”.
Indica la Secretaria General: “Las pautas para la sesión de hoy, para la elección de la Vicepresidencia de la Corte Suprema de Justicia, son las siguientes: -Bueno, ya el señor Presidente indicó que se está en este proceso-. 
La Secretaria General procede a leer las pautas para la elección de Vicepresidenta de la Corte.
	Indica el Presidente, Magistrado Cruz: “La candidatura de la magistrada Solano Castro y lo que correspondería ahora es darle la palabra para que exponga sobre los lineamientos de lo que pretende en los próximos dos años, con un límite máximo de 15 minutos”.
	Refiere la magistrada Solano Castro: “Gracias, muy buenos días honorable señor Presidente de esta Corte Suprema de Justicia, estimadas compañeras y compañeros magistrados, compañeros funcionarios de todos los ámbitos judiciales que nos acompañan en esta Sala y a través de las redes sociales, ciudadanos aquí presentes.
Durante tres décadas esta ha sido mi segunda casa, a veces mis hijos cuestionan si en realidad esta era mi segunda casa o la primera casa, las largas jornadas de trabajo que siempre realicé, he servido desde la Judicatura a este Poder de la República con todas mis fuerzas, mi conocimiento y ahora con mi experiencia, por consideración y respeto para quienes no me conocen me permito hacer un breve resumen de mis atestados laborales, de alguna manera la magistrada Varela hizo un resumen de cuál ha sido mi trayectoria dentro de este Poder Judicial.
En donde inicié mi carrera en el año 1988, laboré por muy poco espacio en la Defensa Pública y me di cuenta de que mi carrera no estaba ahí sino en la administración de justicia, laboré en diferentes despachos siempre en condición de juez, a lo largo y ancho de todo el país.
Recientemente jubilada y al ser honrada como magistrada de esta honorable Corte siendo que había postulado mi nombre desde antes del retiro, con un renovado y entusiasta deseo de volver a servir al país, absolutamente feliz y agradecida por esta nueva oportunidad que me ha dado Dios y la vida, con la convicción de que puedo y eso lo digo humildemente, aportar con mi experiencia y conocimiento de la Institución adquiridos en mis años de trabajo y el haberme involucrado a lo largo de mi carrera en diferentes comisiones institucionales como fue la Escuela Judicial, el Consejo de Administración de la Escuela Judicial, estuve también en el Consejo de la Judicatura y sobre todo en el Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de San José el cual presidí por casi cuatro años.
Es que he asumido esta enorme responsabilidad que me compromete a trabajar día con día en el cumplimiento de todas las metas que colegiadamente nosotros tengamos por delante, fue decisión unánime de mis compañeras magistradas y aún sigo sorprendida sin embargo acepté de alguna manera digo con valentía y segura de mi responsabilidad postular mi nombre para el cargo de Vicepresidenta de esta Corte Suprema de Justicia, con toda sinceridad puedo dar fe y garantía de que trabajaré como siempre lo he hecho, con absoluta probidad y responsabilidad, en coordinación permanente con usted señor Presidente y con todas ustedes señoras y señores compañeros magistrados y magistradas.
Valores fundamentales tales como la transparencia, la credibilidad, la eficiencia de nuestro servicio público, son hoy una exigencia nacional por lo que debemos ejercer nuestra función y cumplimiento de estos valores, es muy importante para mí integrar a toda agenda de este Poder Judicial la equidad de género que las compañeras magistradas desde antes que conformara esta honorable Corte Plena, se habían propuesto lograr y con su ejemplo y decisión hoy me motivan  a poder respaldar todas estas propuestas en la democratización del poder, de los diferentes poderes en este caso del Poder Judicial y desde aquí impulsar que en otras instituciones del país se pueda respetar esta democratización en la visión de género en los diferentes puestos de poder del país.
Agradezco profundamente la confianza y apoyo, con todo respeto les solicitó que nos mantengamos unidos y en forma valiente y decidida llevemos a este Poder Judicial a ser orgullo y garantía de los más puros y consagrados derechos que la justicia a reservado a todos los costarricenses aún para aquellos que todavía no han nacido, esa es la propuesta, no me he centrado conozco todas las diez comisiones, los ejes temáticos que han venido trabajando y en los cuales ya algunos compañeros han venido hacerme las presentaciones en las que tengo que trabajar y estoy involucrada por supuesto que lo único que ofrezco es, les repito, lo que siempre he dado a este Poder de la República, mi trabajo y mi probidad, dejo de esta manera postulado mi nombre y con mucho respeto les solicito si a bien lo tienen se sirvan apoyarme en esta misión”.
Responde el Presidente, Magistrado Cruz: “Muchas gracias magistrada Solano Castro, entramos a un periodo de preguntas o cuestionamientos sobre lo que se dice o lo que se espera, alguno de ustedes quiere referirse o hacer alguna observación”.
Manifiesta el magistrado Salazar Alvarado: “Nada más es sumarme a la presentación que hizo la magistrada Varela, respecto de la candidata magistrada Solano Castro, en el sentido de que cinco magistradas que podían optar para el cargo de Vicepresidenta, se han puesto de acuerdo y creo que eso hay que resaltarlo, no me cabe la menor duda que cualquiera de las 5 hubiera sido una buena Vicepresidenta, para que guiara y acompañara también al señor Presidente en un año que esperamos que sea de más provecho que el anterior y hay mucho por hacer.
A mí particularmente aunque conozco bien la trayectoria de la magistrada Solano Castro, tiene conocimiento jurídico administrativo porque también presidió varios Consejos de Administración, fue jueza coordinadora, en fin tiene los atributos necesarios, desde la parte administrativa incluso para asumir una Vicepresidencia, pero quisiera resaltar que de las 5 magistradas que podían optar se pusieron de acuerdo y presentan un solo nombre a esta Corte, eso dice o para mí es un mensaje importante de que esta Corte va por buen camino en el sentido de que hay que replantearse muchas cosas y así lo estamos haciendo.
La magistrada Solano Castro si bien estaba jubilada, representa también una camada de jueces y de juezas que hemos venido llegando a la Corte Suprema de Justicia, con un compromiso con la Carrera Judicial, creo que en eso la magistrada Solano Castro viene a sumar, es cercana con la familia judicial y creo que todo esto abona en beneficio de esta Corte Suprema de Justicia, resalto de eso al menos como hombre, como magistrado, de que el consenso al que ellas llegaron, que muchas veces no es fácil, es por el fin y por el rumbo de esta Corte Suprema de Justicia.
Entonces me sumo a ese reconocimiento que se le hizo a esa presentación y por supuesto gozoso también acompaña a la magistrada Solano Castro en esta difícil labor que es la judicatura donde uno sabe que tiene que dar más allá de una jornada laboral, pero desde la judicatura también la magistrada Solano Castro lo ha hecho, sé que tiene los méritos suficientes para llevar a cabo una tarea digna y sobre todo de cara a la Judicatura”.
Consulta el Presidente, Magistrado Cruz: “Alguna otra intervención de alguno de ustedes”.
Agrega la suplente Esquivel Rodríguez: “Me uno a las palabras que ha dicho ahora el magistrado Salazar Alvarado, en muchas ocasiones a las mujeres nos cuesta ponernos de acuerdo, pero ustedes las magistradas propietarias han hecho un esfuerzo de reconocer, como mujer les agradezco ese esfuerzo porque además es un gran ejemplo para las mujeres que laboramos en el Poder Judicial y a la magistrada Solano Castro definitivamente agradecerle porque asume un reto muy fuerte a la par de un excelente Presidente, pero eso implica que hay mucho trabajo por hacer definitivamente en este Poder Judicial, de lo que he visto del trabajo de la magistrada Solano Castro, creo que tiene una gran cualidad que admiro en muchas personas y es que es muy ejecutiva y creo que esa es una característica que tenemos que traer mucho más aquí a Corte Plena.
Así que mi agradecimiento de verdad magistrada Solano y a las magistradas propietarias también por el esfuerzo que han hecho, demos el ejemplo que hay mucha gente que está viendo lo que estamos haciendo nosotros aquí”.
Prosigue el magistrado Ramírez: “Creo que es un momento muy importante para la Corte Suprema de Justicia, la designación de una funcionaria de carrera, una funcionaria que hace gala de grandes conocimientos en el campo administrativo y la Sala Tercera se siente muy motivada que uno de sus miembros llegue a la Vicepresidencia de la Corte Suprema de Justicia y le deseamos que Dios ilumine su camino y su trayectoria en este puesto que asume”.
Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Alguna otra intervención, creo que vamos a proceder al procedimiento de elección conforme se leyó”.
Expresa la Secretaria General: “Voy a proceder a cerrar las urnas de votación y allá les entrego el voto a cada una y cada uno de ustedes”.
Añade el Presidente, magistrado Cruz: “Bueno ya las urnas se cerraron y vamos a proceder, voy llamando a cada magistrado para que vaya a la urna que corresponde para emitir su voto”.
Recibida la votación correspondiente, se obtuvieron veintiún votos por designar a la magistrada Solano como Vicepresidenta de la Corte y un voto por no designarla. 
En consecuencia, resulta electa la magistrada Patricia Solano Castro, como Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia, por el término de dos de años, a partir del 21 de enero de 2019 y hasta el 20 de enero del 2021. 
Seguidamente el Presidente, magistrado Cruz, procede a la juramentación constitucional de la magistrada Solano, quien acepta el cargo y jura cumplirlo bien y fielmente, y se le designa como Vicepresidenta de esta Corte.
Se concede la palabra a la Vicepresidenta, magistrada Solano: “Dos palabras que pueden sonar muy pequeñas pero que engloban muchas cosas decir muchas gracias a veces parece que es tan chiquito, nunca imaginé cuando yo comencé a trabajar para el Poder Judicial hace más de tres décadas que podría aspirar siquiera al puesto de Magistrada, y nunca jamás paso por mi mente que esta honorable Corte Plena me pudiera honrar y distinguir con este cargo, la responsabilidad es muy grande, lo único que les puedo decir como hace un ratito les dije, que es algo el compromiso de mucho trabajo y de trabajo honesto es lo que puedo ofrecer a ustedes compañeras y compañeros Magistrados, al Poder Judicial y al país.
Espero poder ser siempre digna de esta distinción que ustedes me hacen, en realidad es muy emotivo y salvo el compromiso de apoyo de todas las comisiones el trabajo arduo que sé que en el último año han hecho que ya está muy adelantado en todo lo que tiene que ser de la restructuración de este Poder de la República, de todo lo que los ciudadanos y ciudadanas esperan de todas y todos de cada uno de nosotros que es dar siempre nuestro mejor esfuerzo, presupuesto que cometemos a veces errores como humanos que somos, sin embargo la disposición del buen servicio, la disposición de escuchar siempre dice que mi oficina y he tratado de hacerlo siempre sea un despacho de puertas abiertas en donde sin mayores formalidades si nos buscan podamos atenderlos sin tantos problemas.
Estoy sumamente agradecida y comprometida con cada una de las compañeras Magistradas, con Magistrada Varela, Magistrada Rojas, Magistrada Chacón y Magistrada Hernández, de que ellas como dijo hace un momento la suplente Esquivel Rodríguez a veces no es sencillo que nos pongamos de acuerdo sin embargo pese a que soy de las últimas que ha llegado a este cuerpo colegiado, las compañeras con gran trayectoria han tenido confianza de que pueda ser una digna representante y que pueda cumplir a cabalidad la función que es básicamente en apoyo al señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia puesto con el que ustedes me han honrado es en sustitución del señor Presidente de la Corte y la disposición de trabajar en los proyectos que él ha dirigido y los esfuerzos que ha dado para que este Poder de la República sea lo que Costa Rica espera, que sea un Poder Judicial transparente, que sea un Poder Judicial democrático, siempre he tenido claro desde que empecé mi carrera y creo que es un norte que nunca podemos perder cual es la función que cumple un Poder Judicial dentro de un Estado democrático y dentro de él es pilar fundamental lo que es la independencia judicial, sin independencia judicial este Poder Judicial queda sin ningún tipo de soporte, de manera que mis esfuerzos estarán dirigidos siempre a fortalecer la independencia judicial como garantía de que este país pueda tener la democracia de la que todos nos sentimos orgullosos y fortalecer las instituciones.
Nuevamente reiterarles mi agradecimiento, porque realmente me siento muy emocionada, me siento muy conmovida, de corazón les agradezco la confianza y el apoyo que ustedes me han dado y reiterarles siempre mi compromiso y apoyo en cada una de las comisiones, sé que el trabajo que falta es arduo en todo lo que sigue y que tiene que ver con la restructuración administrativa de este Poder de la República, muchas gracias”.
Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Vamos a hacer un receso de 15 minutos para que la magistrada Solano y quien les habla atendamos a la Prensa en virtud de la designación, retomamos en 15 minutos porque hay asuntos muy urgentes que resolver y la agenda está muy recargada, retomamos a las 11:30 a.m.
Se decreta un receso y a las 11:36 horas se reanuda la sesión con la asistencia del Presidente, magistrado Cruz, las magistradas y los magistrados Rivas, Solís, Rojas, Molinari, Aragón Cambronero, Aguirre, Varela, Sánchez, Olaso, Chacón, Ramírez, Solano, Zúñiga Morales, Desanti Henderson, Segura Bonilla, Castillo, Rueda, Hernández, Salazar Alvarado, Araya y Esquivel Rodríguez. 
ARTÍCULO XV
Documento N° 272, 395, 596, 630-2019
En oficio N° AL-CPAS-569-2019 del 9 de enero en curso, la licenciada Ana Julia Araya Alfaro, Jefa de Área de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, solicitó el criterio de esta Corte referente al texto actualizado del proyecto de Ley denominado: “Ley de declaratoria de servicios públicos esenciales”, expediente Nº 21.097.
La consulta se remitió a estudio del magistrado Aguirre, quien, mediante nota de 18 de enero en curso, rindió el respectivo informe.
Se concede el uso de la palabra al magistrado Aguirre, quien expone: “Esta es una consulta que se está haciendo por parte de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa sobre un Proyecto de ley que presentó una señora diputada en la Asamblea, la cual se denomina Ley de declaratorio de servicios públicos esenciales N° 21.097.
Quiero decirles, que a la Sala se le invitó por parte de esa Comisión, la semana pasada, cuando hubo algunas sesiones para ver proyectos relacionados con las huelgas en la Asamblea Legislativa y nosotros asistimos a dar una opinión desde el punto de vista técnico sobre la Ley.
Esta Ley es de unos pocos artículos. En el número uno, lo que dice; será servicio público esencial aquel cuya interrupción podría poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de la persona en toda o parte de la población. 
En el artículo segundo, hace un enunciado de cuáles son los servicios públicos esenciales y prácticamente incluye todas las letras del abecedario, 
“a)        la atención y prevención en salud;
b)        el suministro y comercialización de alimentos;
c)         el suministro y comercialización de medicamentos;
d)        el suministro de agua potable y la disposición de aguas servidas;
e)        la recolección y disposición de basura;
f)         la protección y atención de las personas menores de edad, personas adultas mayores y personas con discapacidad;
g)        el suministro y comercialización del servicio eléctrico o de otros tipos de energía o combustibles;
h)        la atención médica pública;
i)          la atención de menores de edad en la red de cuido y en comedores escolares;
j)          la atención de emergencias;
k)         el transporte de pacientes;
l)          el servicio de transporte público en cualquiera de sus modalidades; 
m)       el funcionamiento de aeropuertos internacionales y nacionales;
n)        la función de seguridad pública;
o)        la educación pública;
p)        la carga y descarga en muelles y atracaderos cuando se trate de bienes de los cuales dependa, directamente, la vida, la salud de las personas o su seguridad;
q)        la resolución jurisdiccional de conflictos;
r)         la celebración de elección nacionales, cantonales, referéndum, plebiscitos o consultas populares; y,
s)         todos aquellos que se lleguen a determinar en la vía judicial o reglamentaria.”
En realidad, como vimos es una enunciación amplia sobre todas las actividades que en el proyecto se considera que son o que corresponden a servicios esenciales. 
El proyecto no tiende a prohibir las huelgas en los servicios esenciales, si no a regularlos, porque en el artículo cuarto, viene a decir que cualquier limitación o prohibición de la huelga en una institución que preste servicios públicos esenciales, se reduce a las personas que sea necesarias para la prestación de esos servicios. Esto es un problema técnico que nosotros lo hicimos ver en la Asamblea Legislativa, que pareciera que lo que ellos están, es volviendo a lo que hacía el proyecto original, de permitir la huelga en los servicios esenciales, con la condición de que se mantuvieran los mínimos necesarios para satisfacer las medidas de emergencia, pero un problema de tipo técnico.
Después dice: el Estado deberá realizar todas las acciones necesarias para garantizar la continuidad de la prestación de todo servicio público esencial.
Ninguna institución del sector público que preste un servicio público esencial podrá cerrarse o venderse sin que antes se garantice la prestación del servicio público en iguales o mejores condiciones que en las que se brinda. 
	La única mención que hace del Poder Judicial es en el último inciso de la enunciación en la cual dice que sí consideraban también aquellos otros que se establezcan en la vía judicial o reglamentariamente.
	Nosotros lo que estamos diciendo en la recomendación es que este proyecto no incide en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, la única observación que hacemos aquí es que debería entenderse que en el entendido de que esa competencia del Poder Judicial o de lo judicial es en la determinación de los casos que le corresponde conocer a los tribunales de conformidad con la Constitución Política y la Ley.
No es que nos va a corresponder a nosotros hacer en determinado momento, tomar decisiones para establecer que algo es un servicio o no, entonces en el entendido de que esa norma si esto se mantiene dice; serán servicios esenciales aquellos que se consideren en la vía judicial en el entendido de que se trata de lo que establezcan los tribunales en los procesos de calificación que le correspondan conocer conforme a la Ley y al reglamento, pues esto no afecta el funcionamiento y la organización del Poder Judicial y sugerimos que la Corte lo haga saber así a la Asamblea Legislativa para los efectos del artículo 67 de la Constitución Política.
Quiero decirles que podemos encontrar aquí cuestiones de tipo técnico que nos parece que no están muy claras. Por ejemplo, no sería correcto que se delegue al Poder Ejecutivo, dictar reglamentos para establecer también servicios esenciales y en fin, hay otros aspectos de tipo técnico que se podrían corregir, pero nosotros como Sala los hicimos ver allá en la Comisión, pero desde el punto de vista nos parece que a lo que a la Corte, a lo que nosotros nos interesa aquí es si el proyecto afecta o no afecta la organización y funcionamiento del Poder Judicial y estamos viendo que no, que se comunique así para los efectos del artículo 167 constitucional”.
Indica la Magistrada Rojas: “Quiero pedir la oportunidad de agregar mi propio razonamiento al que está enviando ahorita el magistrado Aguirre a la Asamblea Legislativa y uno de ellos consiste en que tratándose de empleo público y como la continuidad y eficiencia del servicio, la adaptación a todos los cambios es un artículo que señala que son principios esenciales del servicio público. 
Estimo que, tratándose la huelga en el sector público, es resorte de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y que la declaratoria de legalidad de huelga solamente es para la jurisdicción laboral cuando se trata de la huelga en el sector privado.
Por tanto, considero que se le estaría dando una competencia que no está dentro del artículo 49 de la Constitución Política y que esa competencia les corresponde a los tribunales Contencioso Administrativos que además tienen procedimientos más expeditos para resolver este tipo de asuntos, como el proceso preferente, en donde los plazos son de 24 horas y a lo sumo se pueden extender a 48 horas.
Creo que un país como el nuestro, no soporta unos plazos de huelga como los que se han regulado, que no creo que también lo soporte el servicio privado, o la inversión privada.
Sí me parece que la regulación que se haga de huelga afecta el desarrollo del país, afecta la inversión y nosotros necesitamos que este país desarrolle y genere empleo y entonces tengo una reserva competencial que hacer, que considero manteniéndose en la jurisdicción laboral, podría rozar el artículo 49 de la Constitución. Eso es en primer término.
Hay un artículo de don Mauro Murillo publicado, que se manifiesta en similares términos y yo lo quisiera aportar a la Asamblea Legislativa tratándose del empleo público. 
Lo otro es que me pareció entenderle al magistrado Aguirre que dice que, la Administración de Justicia pareciera declararse un servicio esencial, la resolución de conflictos me pareció entenderle. El asunto es que yo también tendría alguna inquietud de qué se entiende por resolución de conflictos, si son todas las resoluciones de conflictos, la resolución jurisdiccional de conflictos. 
Resulta que el Poder Judicial tiene la Defensa Pública y el Ministerio Público y ya vivimos la experiencia de que llegaban los jueces a hacer juicios y la Defensa Pública que también pertenece a este Poder Judicial no iba, o los fiscales estaban de huelga y tanto la Defensa Pública como los fiscales realizan función típicamente administrativa, no es función jurisdiccional, pero nada hace usted con que la función jurisdiccional esté trabajando, si la Fiscalía General o la Defensa Pública no, porque igual paraliza el sistema.
Además, hay que hacer una diferencia, no es lo mismo un proceso penal con reo preso, pero aun cuando no hiciéramos la diferencia, hay gente que ha esperado años por estar en agenda para que se le haga un juicio de cualquier tipo, desde contencioso administrativo hasta el que sea y resulta que por una huelga, ahora que hemos recurrido a tantos defensores públicos contra mi criterio como sabrá el magistrado Aguirre y con una Fiscalía dentro del Poder Judicial que podría sí entrar en huelga, de manera indirecta esa garantía se estaría vaciando de contenido. Entonces, sí creo que la regulación se queda corta y creo que además hay un problema de competencia y que eso corresponde a la Jurisdicción Contenciosa, que ha demostrado tener mejores instrumentos, porque se trata de uno de los elementos esenciales del servicio público, eso es función administrativa y si se va a suspender son los jueces de lo Contencioso Administrativo los que deben pronunciarse. 
A mí me parece que la resolución de la Sala Constitucional tiene que entenderse en el sentido de que la Constitución dice claramente que se prohíbe la huelga en los servicios públicos. Entonces en realidad cuando se refirió de los conflictos de este tipo, se estaba refiriendo a los conflictos de carácter privado. Los conflictos de carácter privado yo no tengo ninguna intervención que hacer, pero tratándose del Estado, eso es competencia de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa porque es función administrativa y es esta la que se está suspendiendo.
En ese sentido, yo quisiera, acompañando inclusive a los criterios técnicos que ya existen a nivel de doctrina nacional a la Asamblea Legislativa que sostienen esto, no es que se me está ocurriendo, ya hay tratadistas ya les hablé de don Mauro Murillo que se ha pronunciado en este sentido y yo quisiera que la Asamblea Legislativa revise esto porque me parece que la experiencia con la huelga debe ser revisada muy delicadamente. 
Entonces, con el ruego de que se me mande la consulta a la oficina para poner unas manifestaciones en los términos en que ha quedado y por lo demás no tengo ningún problema.”
El Presidente, Magistrado Cruz le indica a la Magistrada Rojas: “Esto no venía en la agenda porque la Asamblea Legislativa nos dio 8 días y vencen hoy, nada más para que usted sepa, porque es una cuestión perentoria que la Asamblea Legislativa tiene la costumbre de hacer, poner un plazo, que es un tema de constitucionalidad y discusión sobre constitucionalidad, porque me parece Asamblea Legislativa pone el plazo y la Constitución no lo dice, pero eso es una interrogante que está ahí pendiente, pero nos dio plazo hasta hoy, no nos permitió la ampliación.”
Señala la Magistrada Rojas: “Si usted me lo remite, yo me quedo sin almorzar y lo agrego, porque en todo caso como voy a agregar doctrina, nada más la incluyo.”
Dice el Presidente, Magistrado Cruz: “No hay problema, nada más le hago ver eso”
Interviene el Magistrado Aguirre: “Quiero señalar eso, que el plazo está corriendo y casi se está extinguiendo y además hay una comunicación de la Asamblea Legislativa de que no van a ampliar plazo para este proyecto, con lo cual nos están poniendo como quien dice contra la pared.
Lo otro, es que el proyecto no se ocupa de los temas competenciales, lo único que hace mención es de que se considera servicio esencial aquellos que se consideren en vía judicial. También para información suya, hay otro proyecto, este es nada más para la definición de qué son servicios esenciales. Hay otro proyecto que ya está en consulta en la Corte, ese yo no sé si lo tiene el Magistrado Sánchez, en el cual sí se vienen regulando las competencias de los Tribunales de Justicia para conocer de las huelgas e incluso le dan hasta a esta Corte competencia para conocer en algunos puntos temas relacionados con la declaratoria de la huelga.
Nada más quería decirles eso, porque este otro proyecto sí tiene que ver con el tema de las competencias y este no.”
Interviene la Magistrada Varela: “También para acotar a lo que dijo el Magistrado Aguirre y aclarar a esta Corte, que en realidad en esa convocatoria que nos hicieron como Sala, también hicimos ver que no era suficiente el tema de regular la cuestión de servicios esenciales, si no que era bueno hacer una revisión de todo lo que es el procedimiento de las competencias que ya, como dice el Magistrado Aguirre, existe un proyecto, pero además, hicimos ver lo que históricamente se venía tramitando y resolviendo con la fluidez que corresponde a este tipo de asuntos de emergencia.
Lo que ocurrió en este momento histórico, el año pasado, fue una situación inusual, una cuestión inédita y que puso a reflexionar a todo el país sobre qué deberíamos de hacer, si había que abordar este tema. Por supuesto que ya se ocuparon de esto los legisladores, están en ese proceso, hicimos ver cómo era antes vía jurisprudencia donde en 24 horas un Juez Laboral resolvía una primera resolución y en 3 días la apelación se resolvía sin ningún retraso, así es como ocurría y por supuesto esto se les hizo ver a ellos que tomaran en cuenta esto para el abordaje que a ellos les compete, no es nuestra competencia obviamente irles a decir qué hacer, pero ellos por supuesto que están en esa labor y no es por lo tanto que haya sido ineficiente la Jurisdicción Laboral para resolver estos temas, si no que ha habido un cambio legislativo, se dieron eventos que no estaban muy claras las reglas sobre el tema y esto es lo que nos ha correspondido vivir y que por supuesto la idea es que sin violentar el derecho de huelga se hagan los ajustes legislativos, que repito competen a ellos y no a nosotros.”
Interviene el Presidente, Magistrado Cruz: “Por eso se introdujo, porque había esa premura. 
Creo que los laboralistas sabrán mejor que yo, todo el tema de la huelga, que realmente a veces pienso, viendo la historia de la huelga anterior a la reforma actual, casi ninguna huelga era legal, era como un derecho Constitucional con una condición muy especial y es una reflexión, porque tampoco hay huelga en el sector privado. Es decir, que hay una derogatoria fáctica real, de que en el sector privado no hay huelga, qué cantidad de interrogantes me plantea y solo agrego uno más, es una interrogante porque puede que se podría plantear. Si usted al imponer una serie de requisitos en la huelga, que significa un derecho fundamental el derecho a la huelga, solo lo puede hacer por ley, no lo puede hacer con una cláusula abierta de que alguien pueda determinar cuándo es huelga o no. 
Lo planteo como interrogante, es interesante. De tal forma que podría ser que en un futuro eso se planteara, reserva de ley, porque ya vimos que la reserva de ley ha adquirido una gran trascendencia, porque ya dijeron por ejemplo que en materia salarial solo por ley se pueden hacer reconocimientos, muy importante para la democracia del país decir que solo por ley se puede hacer reconocimientos salariales, podríamos pensar lo mismo que solo por ley se puede regular cuáles son los servicios esenciales, porque esto tiene incidencia en un derecho fundamental. 
Bueno son tiempos muy lindos, porque hay urgencias para todos los gustos.”
	Sin objeción alguna, se acordó: Tener por rendido el informe del magistrado Aguirre y hacerlo de conocimiento de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, en respuesta de la consulta formulada, con la indicación expresa de que el proyecto de ley consultado no afecta la organización y funcionamiento del Poder Judicial
El informe es el siguiente:
 “En atención a su solicitud de informe sobre el proyecto de “Ley de declaratoria de servicios públicos esenciales, expediente de la Asamblea Legislativa N° 21.097, me permito informar lo siguiente:

El proyecto tiene como propósito establecer los servicios públicos que deben considerarse esenciales, en los cuales se limita el derecho de huelga, de tal manera que “Cualquier limitación o prohibición al derecho de huelga en una institución que preste un servicio público esencial se reduce a aquellas personas cuyas funciones serán indispensables para que la prestación del servicio público no se vea interrumpida, obstaculizada o dificultada”.

Se hace una lista de cuáles son esos servicios en atención a las actividades donde se prestan y se cierra el enunciado diciendo que tienen tal carácter de servicios públicos esenciales “todos aquellos que se lleguen a determinar en la vía judicial o reglamentaria” (artículo 2.g). Esa es la única referencia que se hace en el proyecto al Poder Judicial y debe entenderse que la competencia que se le asigna está referida a la “determinación” de la naturaleza de los servicios que deban calificarse en los procesos de conocimiento de los despachos judiciales conforme a la Constitución y a la ley.
	
Con esa observación, estimo que el proyecto no contiene disposiciones que afecten la organización y funcionamiento del Poder Judicial y sugiero a la Corte informarlo así a la Asamblea Legislativa para los efectos del artículo 167 de la Constitución Política.”
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La nota de la magistrada Rojas literalmente dice:
“ME APARTO DEL CRITERIO DE MAYORÍA EN CUANTO A QUE NO SE COMPROMETE LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL PODER JUDICIAL: Estimo que sí compromete organización y funcionamiento por los motivos que indico a continuación.

a.-El proyecto pretende declarar como un servicio esencial la resolución jurisdiccional de conflictos, sin embargo, estimo que la resolución jurisdiccional de conflictos que corresponde al Poder Judicial es la administración de justicia, de la que no forma parte ni la defensa pública, el Ministerio Público ni el Organismo de Investigación Judicial -investigación de delitos, morgue, exámenes de laboratorio, defensa en indagatorias, pensiones alimentarias, etc-. Estos órganos realizan una función típicamente administrativa. Nada se logra con el hecho de que se regule la huelga de los jueces, sino se hace lo propio con los órganos administrativos QUE POR DISPOSICIÓN DE LEY pertenecen al Poder Judicial y no realizan función jurisdiccional, sino TIPICAMENTE ADMINISTRATIVA y cuya función no encuadraría en la definición indicada de resolución jurisdiccional de conflictos. 

Téngase en cuenta que la fuerza pública -policía- no es OIJ y no es función jurisdiccional. 

b.-Debo agregar que, en mi opinión, la regulación de la huelga en los servicios públicos es RESOLRTE EXCLUSIVO DE LA JURISDICCION CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA, dado que existe una relación de servicio de naturaleza estatutaria. 

Cuando la Sala Constitucional señaló que este tipo de conflictos de carácter económico social era materia propia de la jurisdicción laboral ello aconteció debido  a que la Constitución Política prohíbe -aún lo hace-  la huelga en los servicios públicos y no se vislumbraba a ese momento ninguna posibilidad de que existiera  en el sector público una regulación como la que contiene la reforma procesal laboral que, entiendo,  NUNCA fue en consulta a la Sala Constitucional; tampoco se envió a la Corte Suprema de Justicia en su versión final, luego del veto interpuesto en la administración anterior a la que la promulgó.  

c.-Como se indicó, por disposición del artículo 49 constitucional corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa todo lo relacionado a los conflictos de este tipo que involucran en sector público. Acompaño posición que sobre este tema ha desarrollado el especialista en Derecho Público DR. Mauro Murillo. 

d.-También debo indicar que no se justifica para el sector público una regulación de plazos tan amplios como los establecidos en la materia laboral privada. El artículo 60 del Código Procesal Contencioso Administrativo  establece un proceso especial para casos de urgencia  o necesidad, En ese proceso denominado PREFERENTE -en aras del interés público que involucra- los  plazos son sumamente cortos (24 horas para el trámite) 5 días para dictar fallo de fondo. 

e.-Estimo que debe aprovecharse la oportunidad para hacer una reforma sustancial al instituto de la huelga, al menos en el sector público si es que se establece viable constitucionalmente su existencia, lo que aún no ha sido establecido por nuestro máximo tribunal constitucional. 

Es importante indicar que la huelga en el Poder Judicial ha afectado DE TAL MANERA su organización y funcionamiento que aún penden de resolución las declaratorias de legalidad o ilegalidad de las huelgas convocadas por los sindicatos del Poder Judicial EL AÑO ANTERIOR.  Nótese que en esas huelgas, además de la judicatura- los jueces de trabajo llamados a declarar la ilegalidad o ilegalidad participaron en ella-  también participó el OIJ, la medicatura forense, la fiscalía y la defensa pública, etc
QUEDO A DISPOSICIÓN DE LOS SEÑORES DIPUTADOS PARA CUALQUIER CONSULTA ADICIONAL QUE TENGAN A BIEN FORMULAR.”
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Las magistradas y los magistrados Castillo, Rueda, Hernández, Salazar Alvarado, Araya y la Suplente Esquivel Rodríguez se abstienen de votar. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XVI
Documento N° 3981, 4151-18, 237-19

En oficio N° AL-CPAJ-OFI-0384-2018 del 9 de abril de 2018, la licenciada Silvia Jiménez Jiménez, Jefe de Área de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa, solicitó el criterio de esta Corte referente al texto base del proyecto de Ley denominado: “Creación del Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, para que se reformen: los artículos 6 Inciso C), artículo 92 Inciso 6), artículo 133 Inciso 1), artículo 178, Artículo 183 Inciso 3), de la Ley 8508 (Código Procesal Contencioso Administrativo). Derogar toda referencia al Tribunal de Casación de lo Contencioso, contenido en los artículos 134, 136, 139, 142, 146, 147, 148, 151, 153, 185, 186, 188, del Código Procesal Contencioso Administrativo y en cualquier otra Ley. Reformar el artículo 94 Bis,  Inciso 1) y el artículo 54 de la Ley 7333 (Ley Orgánica del Poder Judicial). Reformar los artículos 40, 41, 42 y 43 de la Ley 9286 (Ley de Expropiaciones). Reformar los artículos 20, 21 y 42 de la Ley 8754 (Ley Contra la Delincuencia Organizada)”, expediente Nº 20.620.
La consulta se remitió a estudio del magistrado Solís, quien, mediante nota de 23 de abril de 2018, recibida en esta Secretaría el 9 de enero del año en curso, rindió el informe respectivo.
Se concede el uso de la palabra al magistrado Solís, quien expone: “Este es un proyecto de Ley que viene a tener incidencia en el Código Procesal Contencioso Administrativo y lo que se pretende con dicho proyecto de ley es darle base legal al Tribunal de Apelaciones en materia Contenciosa Administrativa, trasladándole al Tribunal de Apelaciones todos aquellos asuntos que de conformidad con el Código Procesal Contencioso son competencia del Tribunal de Casación. 
Hago aquí una regresión histórica. Cuando se promulgó el Código Procesal Contencioso Administrativo y la Corte lo puso en desarrollo, el Código tiene un transitorio que establece la posibilidad de la creación del Tribunal de Casación a la par de la Sala de Casación en materia Contenciosa Administrativa, eso hace que, en la regulación del código, existan algunas regulaciones recursivas para determinado tipo de resoluciones que en la letra de la normativa procesal esas apelaciones la conocían el Tribunal de Casación.
Cuando se puso en funcionamiento la nueva jurisdicción -que dicho sea de paso tuvo un alto costo económico- eso estuvo presente para que esta Corte en un acuerdo previa deliberación adoptara la idea de que no se iba a abrir el Tribunal de Casación Contencioso Administrativo y que las atribuciones de conocimiento del recurso de casación que el legislador le había dado al Tribunal de Casación, lo iba a conocer la Sala de Casación actuando como Tribunal, o sea, tres de nosotros asumimos el conocimiento del recurso de casación que formalmente es del Tribunal de Casación y así lo resolvemos. Abro un paréntesis indicándoles que las materias que van al Tribunal de Casación no a la Sala de Casación son fundamentalmente relacionadas con temas de disciplina en el empleo público o de sanciones en la administración pública, etcétera, sanciones en el ejercicio de la potestad disciplinaria de Colegios Profesionales.
Así hemos venido trabajando hasta hoy, con una Sala de Casación que cuando así lo requiere el asunto, asume el rol de Tribunal de Casación siguiendo la distribución que lleva la Secretaría de cuáles magistrados integramos Tribunal y cuando vamos a votación se nos indica este asunto es de Tribunal este asunto es de Sala.
Pero además la Corte como les decía en aquel acuerdo, tomó la decisión de abrir un Tribunal de Apelaciones. Ese Tribunal de Apelaciones iba a conocer como hasta hoy lo está conociendo, todas las materias recursivas que por vía de apelación el Código Procesal Contencioso Administrativo mantiene, así mismo como otras apelaciones que leyes especiales que tiene relación con la jurisdicción contencioso lo han indicado, Ley de Expropiaciones entre otras, la Ley de Lucha contra la Delincuencia Organizada, etcétera. 
Ese es el panorama, la existencia del Tribunal de Apelaciones aprobado por acuerdo o acto administrativo en ese entonces por la Corte, que generó, dicho sea de paso, un nivel de discusión alto, pero que el trasfondo de esa decisión lo era temas eminentemente presupuestarios y temas eminentemente pragmáticos. Estuvo flotando ahí, la idea de que la experiencia que se había dado en la jurisdicción penal con la existencia de Tribunales de Casación Penal y de Sala de Casación Penal no era en ese momento la más feliz, porque lo que se generaba era una cantidad bastante grande de criterios encontrados de análisis jurídicos opuestos sobre determinadas regulaciones de la legislación penal y nosotros cuando veíamos eso y lo oíamos, cuando intervenía don Alfonso Chávez en su momento, don Daniel González y posteriormente don José Manuel Arroyo que ellos hablaban y nos llamaban atención sobre la crisis que se daba en la Jurisdicción Penal con una cantidad muy diversa de criterios a nivel casacional que lo que generaba era más que todo inseguridad jurídica y afectación a los ciudadanos con eso.
Nosotros tomando en cuenta esas valoraciones, quisimos orientar la puesta en funcionamiento del Código Procesal Contencioso Administrativo en el sentido de que cuando allí se reguló el Tribunal de Casación, que al día de hoy si ustedes me preguntan cuál fue la razón lógica, cuál fue el raciocinio que hubo detrás de la regulación de crear un Tribunal de Casación Contenciosa Administrativa distinto a la Sala de Casación, no encuentro respuestas de carácter científico doctrinario, podría aventurar otro tipo de especulaciones de carácter subjetivo y personal que estuvieron detrás de la regulación de esa figura de un Tribunal de Casación.
La Corte adopta el acuerdo de crear el Tribunal de Apelaciones, trasladándoles a ese Tribunal toda la materia recursiva y la materia de casación se la deja de conocimiento de la Sala de Casación actuando como Tribunal, pero siempre se ha dado una fuerte discusión en el ámbito académico, en el ámbito del litigio y aquí internamente dentro del Poder Judicial y dentro del esquema de la Jurisdicción Contenciosa, de que por acto administrativo no se pueden crear tribunales. Este es un tema que ahora, se abre a debate de nuevo con este informe que estoy presentando, porque el tema lo hemos venido impulsando y trasladando. 
Todavía en días pasados en una actividad que tuvimos en el Estado de la Justicia en relación con los diez años de vigencia del Código Procesal Contencioso, se hace mención de esa circunstancia, el expositor no toma posición, sino que hace mención de que por acto administrativo se crea un tribunal al respecto.
Entonces, el proyecto que aquí estoy presentando, lo que persigue es la creación legal, con base legal, de un Tribunal de Apelaciones que va a seguir funcionando como hasta la fecha ha venido funcionando, conociendo aquellos asuntos propios de la materia recursiva que el Tribunal de Casación, otrora tenía que conocer y ahora lo va a conocer este Tribunal de Apelaciones y el recurso de casación pasa ya formalmente a ser conocido por Sala de Casación al respecto.
De igual manera, el proyecto reforma la Ley de expropiaciones para darle ahí una regulación a las apelaciones que se puedan dar y también entra a analizar el tema de la Ley Contra la Delincuencia Organizada. Esta ley en un ámbito bastante que llama a reflexión, cuando el Ministerio Público o el Instituto de Drogas abre un trámite para determinar si el capital de una determinada persona tiene origen dudoso, hace unas diligencias ante el juez Contencioso Administrativo y aquí hago una manifestación muy personal, el legislador puso al juez Contencioso Administrativo a luchar contra el narcotráfico, pero son valoraciones muy personales.
También se hace una mención a esta Ley de lucha Contra la Delincuencia Organizada para que la materia recursiva sea conocida entonces por el Tribunal de Apelaciones y no por un Tribunal de Casación que el Proyecto de Ley está totalmente ya derogando en cuanto a su existencia y su nomenclatura.
Concluyo el informe -ustedes pudieron verlo- diciendo que si bien hay una afectación a la organización y funcionamiento del Poder Judicial, porque incide en la organización y en el funcionamiento jurisdiccional, la tesis que yo ofrezco en el informe es que es positiva la regulación y que desde esa perspectiva entonces no hay oposición en vía de principios, salvo mejor criterio de cada una de ustedes, el tema de por sí genera discusión diga o mantenga una tesis muy distinta a la que presenta el proyecto de informe”.
Señala la Suplente Aragón Cambronero: “En lo personal he sido parte del Tribunal de Apelaciones desde su creación en el 2010, he sido la jueza coordinadora y conozco perfectamente cuáles son los problemas que se enfrenta el operador jurídico al leer una Ley que hace remisión a un órgano concreto que es el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo, llaman a la Sala Primera y preguntan dónde queda este tribunal de casación y los mandan para la Sala.
Esta dificultad del operador jurídico, yo sí creo que hace necesaria la reforma del artículo, pero acá la reforma debe ir en dos sentidos, tiene que reformarse el artículo sexto del Código Procesal Contencioso Administrativo en el tanto este artículo contempla como parte de la Jurisdicción Contencioso Administrativa al Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y cambiar ese artículo para que se incluya al Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda.
Además, tiene que hacerse una reforma en cuanto a los artículos particulares que establecen el recurso de apelación en esta materia, hablo completamente del artículo 28, 30, 71 y 98 del Código Procesal Contencioso Administrativo, porque ahí se hace referencia expresamente al Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo. 
Es importante, porque incluso ya fue objeto de una consulta de constitucionalidad por parte del Tribunal, que el decreto únicamente hace referencia a la Ley de Expropiaciones y se está hablando a la Ley General de Expropiaciones, deja por fuera leyes especiales como la Ley del ICE, las regulaciones que hacen referencia a Leyes especiales en materia de expropiación, por ejemplo, la del CENARA y la de Acueductos y Alcantarillados que hacen referencias a otras leyes particulares en esta materia.
No veo tampoco la Ley Contra el Crimen Organizado, esa ley debe de ser reformada. Sin embargo, me queda una duda adicional más allá de lo que establece esta reforma y es que se hace la reforma al 136 del Código Procesal Contencioso Administrativo, porque ese artículo hace referencia básicamente al recurso de casación en materia Contencioso Administrativa, lo conoce el Tribunal de Casación, acá tenemos que tener todos claros que en materia Contencioso Administrativa no existe recurso de apelación contra la sentencia que dictan los tribunales contenciosos de primera instancia o las que puedan dictar los jueces tramitadores, estas resoluciones van en casación cuando así lo determina la Ley a la Sala.
Entonces me queda la duda, si con la reforma, la sentencia de conocimiento que estaba prevista como recurso de casación dado al Tribunal de Casación, va a quedar en manos de la Sala Primera siempre o es que se le va a dar recurso de apelación a esas sentencias, porque si se modifica, me queda la duda y vuelvo a insistir en cuál va hacer el recurso final que va a tener esa sentencia, que me parece que eso es importante hacerlo ver desde el punto de vista del proceso. Además, existen unas leyes especiales como la Ley de informaciones posesores, la Ley de Derechos indivisos, que hacen referencia a un Tribunal Especializado en este caso sería el Tribunal de Apelaciones, nada más es que me parece que hay que hacerle ciertas acotaciones a ese informe para poderlo sustentar adecuadamente.
Perdón magistrado Solís me queda la duda si está la reforma al artículo sexto del Código que me parece que es trascendental para poderlo cambiar e introducir ahí el Tribunal de Apelaciones”.
Responde el Magistrado Solís: “Más bien extraordinarias las observaciones planteadas por la magistrada Aragón que con su experiencia como integrante desde hace tiempo atrás del Tribunal de Apelaciones conoce muy en detalle el funcionamiento, pero plenamente de acuerdo. Creo que esas sugerencias deberían quedar incorporadas si es que esta Corte aprueba la idea y ahí hago mención que si estamos de acuerdo en que se dé que por Ley se venga a crear el Tribunal de Apelaciones, si estamos de acuerdo de que por Ley se crea el Tribunal de Apelaciones, todas estas importantísimas observaciones de la magistrada Aragón Cambronero deben quedar debidamente señaladas si la Corte aprueba el proyecto como tal”.
Prosigue la Magistrada Varela: “En primer lugar, debo decir que celebro que estas reflexiones y esta oportunidad que se está dando para mejorar otrora se discutió ampliamente en esta Corte, bien lo señala el magistrado Solís que fue una discusión muy ardua, debo reconocer que en aquel momento yo entre otras dijimos, esto no puede ser, nosotros por un acto administrativo no podemos modificar lo que la Ley dice primera cosa que se acotó en aquel momento.
Pero bueno, la buena intención era que eso iba a ser más favorable, iba ser más ágil, la jurisdicción como se previó. 
Estimo que fue inteligentemente esa Ley, no por nada fue trabajada y revisada y muy trabajada por dos especialistas de reconocidísimo talento en esta materia, entre otros, entonces creo que las observaciones que hace la magistrada Aragón Cambronero es sumamente relevante tomarlas en cuenta para mejorar la propuesta, más yo abogaría porque más bien se mantenga lo que dice este Tribunal de Casación que en aquel entonces aquí las razones que se dieron por lo menos a mí no me convencieron y me parecieron fuera de lugar, pero bueno los debates son para eso.
Sin embargo qué pasa, se suponía que una Sala iba a tener la capacidad suficiente de gestión para llevar una jurisdicción como se pretendía con el Código Procesal Contencioso Administrativo, pero sabemos todos y todas que eso no ha sido así, nada más quisiera que talvez en eso los compañeros de la Sala Primera me digan si estoy equivocada, pero entiendo que está atascadísima, entiendo que son unos atrasos no buscados, porque ni la integran, pero si se les ha hecho inmanejable y que lejos de darse una Justicia pronta y cumplida como se pretendía con el Código Procesal Contencioso Administrativo, ha sido y las críticas que uno oye de las y los litigantes son impresionantes.
De tal manera que, creo que hay que replantearse y en buena hora los están ya replanteando. ¿Cómo lograr que esto mejore y por qué? Porque no puede ser una Sala para poder modificar la integración de una Sala, crear unas adicionales, es una reforma constitucional, mientras que el tema de las competencias, en esto se puede hacer por Ley.
Considero que una forma de resolver el serio problema que saben todos y todas ustedes que tiene la Jurisdicción Contenciosa, ahí está más que demostrada la necesidad y la urgencia de hacer esa modificación.
Otra alternativa que podría surgir - dejo nada más lanzada la idea- es que si van a pretender que se derogue el artículo 6 y todos los que la magistrada Aragón ha señalado que existe legalmente un tribunal de casación que le ayudaría muchísimo a desahogar la gestión en lo que tiene la Sala Primera, además de eso otra alternativa podría ser -magistrado Solís se lo dejo planteado- es lo que establece por ejemplo el artículo 600 en la Reforma Procesal Laboral para despejar esas dudas que se señalaban de integración del ordenamiento jurídico, darle competencia a la Sala Primera solo para efectos de que cuando hay esas disparidades de criterios, se pueda dar una casación para integración del ordenamiento jurídico. Esa podría ser una solución más viable, hacemos que todo fluya como deba fluir en las diferentes jurisdicciones y eso hay que tomarlo en cuenta.
Quería hacer esta acotación y -repito- celebro, así es, el tiempo nos dice que hay que mejorar, a veces uno está equivocado, otras veces no y creo que yo dije en aquel entonces no se me olvida, ojalá que sea yo la equivocada y no la Corte y aquí nos está demostrando que aquí había algo que hacer. Entonces oportunamente magistrado Solís yo no solo apoyo el criterio que usted está dando, sino que creo que hay que hacerle unas mejoras y hay que aportar lo que técnicamente y con gran sabiduría la magistrada Aragón ha señalado porque es la que vive el problema y creo que ustedes como Sala también tienen que ver y es más, sería hasta interesante ver cómo está la Sala en los diferentes procesos que le toca, cuánto tiempo se está durando para demostrar la necesidad y la urgencia de que se mejore la estructura procesal, las competencias que recordemos que es reserva de Ley”. 
Refiere la Magistrada Rojas: “También pertenecí al Tribunal de Apelaciones y de ahí de hecho vine para acá, conozco su funcionamiento plenamente, yo creo que es peligroso decir que este proyecto no afecta la organización y funcionamiento del Poder Judicial, porque sí lo hace.
El asunto es que no es cierto que se ha creado un tribunal por acto administrativo, en realidad las apelaciones están creadas por Ley, en todos los casos por el principio de taxatividad de los recursos. Lo que significa es que ese recurso se encomendó al Tribunal de Casación, pero si hay apelaciones que tiene que ver un órgano y el transitorio de la Ley lo que decía es que mientras no se conformara un Tribunal de Casación ese sería la Sala Primera. Entonces, nosotros vemos casaciones, los cinco y casaciones tres y tres de acuerdo a un rol, porque además somos Sala Primera y Tribunal de Casación. 
Entiendo que esto no es lo que ha querido modificarse por las experiencias que se tuvo en la materia penal, y nosotros en este momento tenemos el problema con el mismo Tribunal de Apelaciones donde tenemos dos tesis ahora que se crearon dos Secciones, una resuelve una cosa y otra resuelve otra en temas tan sensibles por ejemplo como en materia de expropiación. 
Hay demasiada inseguridad jurídica y además los números aparentemente están en revisión por parte de la Dirección de Planificación, esa es la razón por la cual yo pedí una medida cautelar antes de elegir nuevos miembros del Tribunal de Apelaciones, porque mi percepción es que no se necesitan dos secciones que además están generando diversas competencias.
La única razón por la que sí es esencial que el Tribunal de Apelaciones aparezca regulado es por seguridad jurídica, para que la gente sepa que hay un Tribunal de Apelaciones, porque el Tribunal de Casación ve apelaciones además y la Sala Tercera no ve esas apelaciones, solo las casaciones.
Si es importante, por esa razón justamente nosotros los miembros de la Sala Primera con dos votos salvados, siempre hemos entendido bien presentado el recurso de apelación que nos llega a la Sala, siempre le hemos dado inclusive como jerarcas funcionales reposición de términos a las partes, porque no es culpa de ellos entender que la casación ve solo casación y no apelaciones y que en realidad quedó otro. 
Aplicando esa situación que en una ocasión nos planteó la Procuraduría General de la República, decidimos por mayoría, que lo devolvemos con reposición de plazos. Es decir, no se cuenta cuando llegó a la Sala de Casación, sino en el momento en que interpuso el recurso para que el Tribunal de Apelaciones conozca esa apelación que en realidad fue presentada ante nosotros y no ante ellos. Sí creo que una reforma de este tipo, porque esta es iniciativa de un legislador, requiere de la participación del Poder Judicial.
Hay además un montón de asuntos como son las apelaciones de los amparos de legalidad, que en realidad tienen casación y que nosotros estimamos que eso podría tener recurso de apelación y que eso bajaría muchísimo el circulante de la Sala de cara a una inflación que se espera por la implementación del nuevo Código Procesal Civil.
Por jurisprudencia hemos determinado que las costas cuando son solo costas -también jurisprudencia de mayoría- que el que fija las costas es un auto y que corresponde entonces al Tribunal de Apelaciones y no a la casación, porque también estar viendo costas a nivel de casación no solo sale muy caro para el país, si no que nos llena de un montón de asuntos que no son cosa juzgada y que está largo del espíritu digamos de la creación de la casación.
A mí me parece que sí afecta, que el dictamen debe ser que sí afecta e indicar que debería haber más materias que se pueden trasladar vía ley al Tribunal de Apelaciones y hacer un análisis más detallado de los artículos que están ahí y algunos habría que agregarlos, para que la finalidad de la reforma en realidad sea lo que nosotros necesitamos. 
Se podría hacer una propuesta que sería lo que yo le propongo al Magistrado Solís y a la Corte, en el sentido de que si es importante la creación por seguridad jurídica como un órgano de la jurisdicción, que ya existe desde hace muchos años, pero que este ahí claro para que dejen de presentarnos recursos en casación de apelación, pero también ampliar el campo de trabajo del Tribunal de Apelaciones, que considero además que es gente de muy altísimo nivel que tiene ahí la Jurisdicción Contenciosa y que podría ayudarnos con la descongestión de la Sala en esta materia, lo que además es sumamente importante de cara a la Reforma Procesal Civil porque recuerden ustedes que nosotros somos una sala mixta, vemos Civil, vemos Agrario, vemos Mercantil, vemos Contencioso Administrativo, vemos Notarial. Es decir, es una gama de asuntos muy grandes y con la eliminación de una instancia en materia civil que pasa de una vez del Tribunal Sentenciador a Casación Civil, probablemente el trabajo nuestro va a ser en exceso para poder tocar la Sala, hay que hacer una modificación constitucional. Entonces, considero que esto es una oportunidad legal para algunas de las cosas que nos podrían distraer de la casación, poderlas enviar al Tribunal de Apelaciones, pero con una conformación que razonadamente haga la Corte con todos los involucrados en su experiencia, porque esto viene de un diputado que ya no está, quien en muchas ocasiones habló con nosotros y nosotros le indicábamos que era necesario hacer una reforma pero de un contenido muchísimo más importante y en ese entonces no había entrado en vigencia el Código Procesal Civil. 
Estas oportunidades no deberían desdeñarse y sí creo que podríamos agregarle algo a la Asamblea Legislativa en términos de mejorar ese funcionamiento.”
Dice el Presidente, Magistrado Cruz: “No sé si el Magistrado Solís acoge las sugerencias para llegar a un punto de darle respuesta, porque también ha habido un gran atraso para responder a esta consulta.”
Responde el Magistrado Solís: “Plenamente de acuerdo señor Presidente, yo más bien iba a sugerir que la Magistrada Aragón que es la que maneja muy en detalle el funcionamiento de este Tribunal de Apelaciones lo vea el documento y agregue al igual que las ideas de la Magistrada Rojas y se envié así haciendo los ajustes correspondientes a la misma redacción.”
Consulta el Presidente, Magistrado Cruz: “¿Pero quedaría pendiente para la próxima sesión?”
Responde el Magistrado Solís: “Era lo que decíamos, si estamos de acuerdo en que se des dicte la ley, tomaríamos el acuerdo y esto es nada más montar la propuesta.”
Dice el Presidente, Magistrado Cruz: “Entonces así quedaría. 
Quiero nada más hacer un comentario muy breve. Discrepo de la opinión que tuvo don José Manuel Arroyo en su tiempo y en su época y don Alfonso Chávez, compañeros de generación, lo que pasa es que nunca le consultaron al Tribunal de Casación sobre el tema, pero considero que fue una buena idea, pero no voy a entrar en este tema porque es muy tarde y esa no es la idea.
Hay que tomar en cuenta que el origen del Tribunal de Casación era la idea que teníamos en Costa Rica de que la casación sustituía la apelación, habíamos cambiado la casación, pero claro ese es un riquísimo campo porque yo lo que creo es que lo penal lo que hizo fue demostrar que la casación es un sustituto obsoleto. En realidad, lo que importa es la impugnación y los tribunales y las salas para lo que quedan es para resolver las contradicciones entre los tribunales, nada más, todo lo demás es una cuestión francesa que en el fondo era una forma de intervenir. ¿Qué es lo que significa? Que jueces nombrados políticamente intervienen en el proceso, eso es básicamente, pero bueno ese no es el tema central.
Si creo que si nosotros exploramos sobre este tema, encontramos muchas soluciones para la estructura orgánica del Poder Judicial, para el cambio de la estructura. Tenemos una gran cantidad de vinculaciones atávicas constitucionalmente reconocidas que por eso nos hacen tan ineficientes, pero nada más les abro esa posibilidad.
Solo señalar de que sí, que no fue tan mala la experiencia, pero claro cada uno habla de la feria según le fue en ella, claro como yo estuve en el Tribunal de Casación claro que yo hablo distinto, pero nunca le consultaron ni nunca investigamos para confrontar ¿Qué era lo que hacía falta? Una instancia que resolviera las contradicciones entre el Tribunal de Casación y la Casación Penal. ¿Por qué razón era más rápido el Tribunal de Casación Penal? Porque eran 3 jueces no eran 5, entonces eso daba… y además la informalidad del recurso. 
Pero bueno quedamos en eso, así lo aprobamos Magistrado Solís para resolver.”
SALEN LOS MAGISTRADOS ARAYA, CASTILLO Y RUEDA
	Sin objeción alguna, se acordó: Tener por rendido el informe del magistrado Solís con las observaciones de la magistrada Rojas y la Suplente Aragón Cambronero y hacerlo de conocimiento de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa, en respuesta de la consulta formulada, con la indicación expresa de que el proyecto de ley consultado incide en la organización y funcionamiento del Poder Judicial
El informe es el siguiente:
	[…]
I. CONTENIDO Y OBJETIVOS DEL PROYECTO

	En el documento sometido a estudio, el legislador plantea incorporar las modificaciones necesarias y atinentes que requiere el Código Procesal Contencioso Administrativo (CPCA), la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), la Ley de Expropiaciones y la Ley contra la Delincuencia Organizada, de manera que se pueda formalizar la existencia del Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo, habida cuenta que este carece de base legal suficiente. 

	Es decir, como bien se expone en los motivos del proyecto, con el texto analizado se busca consolidar ese planteamiento y darle la forma que merece a la respectiva organización, aprovechando la oportunidad para corregir una serie de defectos que contiene la legislación, atinente a las funciones que debe desarrollar el Tribunal de Apelaciones de esa jurisdicción.

	En ese tanto, en el documento se enlistan cinco disposiciones:

- El artículo 1 reformaría los cánones 6 inciso c), 92 inciso 6), 133 inciso 1), 178 y 183 inciso 3) del CPCA.

- En el artículo 2, se derogaría toda referencia al Tribunal de Casación de lo Contencioso, contenido en los ordinales 134, 136, 139, 142, 146, 147, 148, 151, 153, 185, 186, 188 del CPCA y en cualquier otra ley.

- El artículo 3 reformaría los numerales 94 bis y 54 “inciso 1)” de la LOPJ.

- El artículo 4, reformará los numerales 40, 41, 42 y 43 de la Ley 9286 (Ley de Expropiaciones).

- El artículo 5 reformaría los ordinales 20, 21 y 42 de la Ley 8754 (Ley contra la Delincuencia Organizada).

	De ese articulado, se desprende que el otro objetivo que subyace en el Proyecto (no se explica así en la exposición de motivos), consiste en eliminar cualquier referencia que en el CPCA se hace al Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda y los criterios de distribución de competencia a favor de este último órgano. Ello implica la intención de concentrar o unificar las competencias de casación en materia contencioso administrativo en la Sala Primera, eliminando del todo al Tribunal de Casación.
	Ante ese panorama, la Asamblea Legislativa (Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Jurídicos) solicita a la Presidencia de esta Corte, criterio sobre el Proyecto de Ley indicado, expediente legislativo no. 20.620.

II. OBSERVACIONES AL PROYECTO

a) Antecedentes e importancia del Texto Legislativo

Primeramente, ha de indicarse, el Texto sometido a estudio, sí tiene inferencia en la estructura y el funcionamiento del Poder Judicial, según lo dispuesto en los artículos 167 de la Constitución Política y 59 inciso 1) de la LOPJ, ya que su contenido, incide en la estructura y el funcionamiento de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa.

Ahora bien, con la entrada en vigencia del CPCA en el año 2008, recuérdese, no se había creado formalmente un Tribunal de Apelaciones pese a que en el esquema recursivo de ese Código, regulaba supuestos donde debía interponerse recurso de apelación contra ciertas resoluciones o autos, como son los siguientes: el que fija la garantía o caución en la medida cautelar (artículo 28); el que resuelve en forma definitiva una medida cautelar (artículo 30); el que acuerda el archivo del proceso por no subsanar los defectos prevenidos (artículo 61.2); el que resuelve sobre la integración de la litis (artículo 71.4) y el que resuelve sobre el embargo de bienes de cualquiera de las partes (artículo 178). 

Así las cosas, es el propio Código el que establece los supuestos en los cuales procede el recurso de apelación. Sin embargo, también dispone que este debe interponerse dentro del tercer día hábil siguiente a la notificación de todas las partes, directamente ante el “Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo” (numeral 133 del CPCA).

En relación con lo anterior, el Transitorio I del CPCA intentó regular el funcionamiento de este mal llamado “Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo” al disponer lo siguiente:

 “TRANSITORIO I.- La Corte Plena pondrá en funcionamiento el Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, cuando las circunstancias jurídicas o de hecho así lo exijan. Entre tanto, los recursos de apelación y casación asignados a él en el presente Código, serán del conocimiento de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia”.

Ante ese escenario, fue la Sala Primera quien actuó como Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo, en aras de resolver aquellas apelaciones, pero también ciertos recursos de casación que le fueron asignados según los criterios de distribución de competencias definidos en las normas 94 bis de la LOPJ y 136 del CPCA. Es decir, el peso de todas esas competencias recayó exclusivamente en la Sala Primera, afectando los plazos de resolución, principalmente de las apelaciones (justicia pronta y cumplida).

En resumen, con el Código Procesal Contencioso Administrativo, el legislador creó el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, con competencia para conocer, según la determinación que hizo, entre otros asuntos, de algunos recursos de casación, así como de las apelaciones en los casos en que la ley lo establece. Por establecerlo así el Transitorio I del Código, tales funciones fueron designadas temporalmente a la Sala Primera.

Pero se repite, a raíz de la carga de trabajo que estaba presentando la Sala Primera, la celeridad buscada con el nuevo Código se estaba viendo socavada por la falta de funcionamiento de ese Tribunal de Casación (o al menos uno de Apelaciones). En todo caso, para inicios de 2009, existía otro inconveniente para que entrara en funcionamiento ese Tribunal de Casación dispuesto por el Transitorio I del CPCA, y era la negativa de la Corte Plena de crear Tribunales de Casación en virtud de la experiencia penal, la cual no estaba permitiendo el efecto nomofiláctico de la jurisprudencia de casación.

Fue por todo ello, pese a la discusión que existía sobre la conveniencia o no de crear Tribunales de Casación, que la Sala Primera, en lo de su interés, solicitó a la Corte Plena, en primer término, crear el Tribunal dispuesto por el transitorio, pero con fundamento en la LOPJ, decir que solamente se dedicaría a conocer apelaciones. Como esa idea original no tuvo resultados favorables, nuevamente se solicitó a Corte Plena -por algunos integrantes de la Sala Primera- el funcionamiento del Tribunal de Casación, pero esta vez para trasladarle las apelaciones y las casaciones, o instar una reforma al Código, de manera tal que se concentre la casación en la Sala Primera (Sesión de Corte Plena no. 4-2009 de 2 de febrero de 2009, Artículo XXI). 

Aunque en ese momento no se autorizó el inicio de funciones del referido Tribunal, sí se encargó a la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativo, elaborar un proyecto de reforma de los artículos correspondientes del CPCA, para que, en lugar de un Tribunal de Casación, lo que exista en la jurisdicción sea un Tribunal de Apelaciones y se concentre la Casación en la Sala Primera. 

Finalmente, fue a través del artículo VIII de la sesión ordinaria de Corte Plena no. 34, celebrada el 5 de octubre de 2009, que este Órgano decidió crear no el Tribunal de Casación sino un Tribunal de Apelaciones. Es decir, se disgregaron las funciones que la ley había concedido al Tribunal de Casación (en materia de apelación), para asignarlas a ese nuevo Tribunal de Apelaciones.
En lo de interés se acordó:

“…3) Mientras no se apruebe la reforma legal acordada por la Corte (concentración de la Casación en la Sala y Tribunal de Apelaciones), con fundamento en el artículo 59 inciso 16), párrafo segundo, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se autoriza el funcionamiento del Tribunal de Casación, para que ejerza únicamente sus competencias como Tribunal de Apelaciones. La Sala Primera continuaría asumiendo el conocimiento de todas las casaciones. La integración del Tribunal sería con recursos de la jurisdicción contencioso administrativa, salvo que el informe del Departamento de Planificación recomiende algo distinto…”.

De ese modo, las competencias en apelaciones que el legislador ideó para el Tribunal de Casación y que venía desempeñando la Sala Primera, fueron trasladas a un Tribunal de Apelaciones de la Jurisdicción Contencioso Administrativo, el cual se fue extendiendo a dos secciones con el paso de los años. Es decir, se creó el Tribunal con competencia para conocer de apelación (Jueces plaza 5) y con ese rango de “Tribunal de Apelaciones”.  No se creó el Tribunal de Casación, por ser una distorsión al régimen. Fue por ello que se dejó el conocimiento de los recursos de casación a la Sala Primera actuando como Tribunal de Casación, en los términos del Transitorio I del CPCA (según los criterios de asignación de competencias de las normas 94 bis de la LOPJ y 136 del CPCA). Solo se reguló un Tribunal que no conoce la casación, pero sí la apelación.

Dicho lo anterior, estimo procedente la postura del Proyecto en estudio, pues por un lado busca que las competencias de ese Tribunal de Apelaciones sean fortalecidas con base en todo un planteamiento de reformas al Código Procesal Contencioso Administrativo y otras Leyes, las cuales le permitan ajustarse a aquella orientación analizada en su momento en Corte Plena. Por el otro, emerge el otro gran objetivo, cual es unificar las competencias de Casación en materia contencioso administrativo en la Sala Primera; eliminando cualquier referencia al Tribunal de Casación y, por ende, los criterios de asignación de competencias que se hacen a ese último órgano. 

Así, el único criterio para definir la procedencia del recurso de casación, será si la impugnación se plantea contra sentencias y autos con carácter de sentencia que tengan efecto de cosa juzgada material, cuando sean contrarias al ordenamiento jurídico, independientemente de la Administración demandada y el tipo de procedimiento que haya originado la conducta objeto del proceso. Siempre deberá ser conocido por la Sala Primera; de ahí la relevancia de las reformas que se harán a los numerales 134, 136, 139, 142, 146, 147, 148, 151, 153, 185, 186, 188 del CPCA según lo que de seguido se analizará.

b) Observaciones Generales por Artículo
Primer artículo

“ARTÍCULO 1-	Para que se reformen los artículos 6 inciso c), artículo 92 inciso 6), artículo 133 inciso 1), artículo 178 y artículo 183 inciso 3) del Código Procesal Contencioso Administrativo, para que en adelante se lean de la siguiente manera: 

Artículo 6 inciso c):

(…)

c)	El Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda

Artículo 92 inciso 6):

(…)

6)	Contra la resolución que declare con lugar las defensas previas previstas en los subincisos g), h), i), j) y k) del inciso primero del artículo 66, de este Código, únicamente cabrá recurso de casación. En el caso de los subincisos b), c) y d) del inciso primero del artículo 66, de este Código, cabrá recurso de apelación ante el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda".

Artículo 133 inciso 1):
1)	Cuando proceda, el recurso de apelación deberá interponerse directamente ante el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, en el plazo de tres días hábiles. (…)”

En estas tres normas, en términos sencillos, se viene a sustituir el nombre “Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda” por el de “Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda”. Lo anterior, viene a replicar lo que se dijo en el apartado anterior, pues se introduce en el CPCA, el Tribunal de Apelaciones como uno de los Órgano Colegiados pertenecientes a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y Civil de Hacienda, correspondiendo de esta forma, con la Cámara que en la actualidad conoce de las apelaciones.

Lo que debe quedar claro, es que cuando proceda el recurso de apelación en los términos del CPCA, la Ley dirá expresamente que este deberá interponerse directamente ante el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, en el plazo de tres días hábiles, en lugar del Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo como se dice actualmente; ya que se insiste, este último nunca fue creado por la Corte Plena y la tendencia del proyecto es suprimirlo del régimen en todas sus facetas.

“(…) Artículo 178:	 Contra el auto que resuelva el embargo cabrá recurso de apelación ante el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. Contra la sentencia emitida por el juez ejecutor, según los artículos 163, 164 y 165 de este Código, cabrá recurso de casación. Los demás autos emitidos durante el proceso de ejecución y que impongan obligaciones o que resuelvan las liquidaciones de costas tendrán el recurso de apelación. En este último caso, el pronunciamiento sobre las costas deberá ser resuelto mediante auto aparte de la sentencia a que se refiere este artículo. (…)”.

Este numeral distingue con mayor claridad las competencias de la Sala Primera y las del Tribunal de Apelaciones en sentencias de ejecución. 

Uno de los cambios sugeridos, es que contra el auto que resuelve el embargo, procede el recurso de apelación ante el Tribunal de Apelaciones, en lugar del recurso de revocatoria con apelación en subsidio ante el Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo como se encuentra redactado en la actualidad.

 El Texto no es claro en eliminar el recurso ordinario de revocatoria, solamente lo suprime del artículo; lo cual podría generar confusión en virtud de lo estipulado en la norma 132 inciso 2) del CPCA, el cual establece lo siguiente:

“2) Contra los autos, salvo disposición en contrario, cabrá únicamente recurso de revocatoria, el cual deberá interponerse dentro del tercer día hábil.  Dicho recurso deberá ser resuelto en el plazo de tres días hábiles, contados a partir del día siguiente al vencimiento del plazo para su interposición…”

A mi entender, si la propuesta se dirige a eliminar la posibilidad de que el auto de embargo tenga revocatoria, debe decirse expresamente. De este modo, mi recomendación es que la norma sea redactada de la siguiente forma:

“Contra el auto que resuelva el embargo solo cabrá recurso de apelación ante el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda…”.

Luego, se dice literalmente que todos los pronunciamientos (autos) que impongan obligaciones y resuelvan las liquidaciones de costas serán apelables, al punto que, si se encuentra en los casos de los ordinales 163, 164 y 165 ibídem (sentencia final), ese pronunciamiento de costas deberá hacerse por separado. Lo anterior obedece a que, en la actualidad, el Tribunal de Apelaciones ya conoce esos pronunciamientos por mandato de la propia Sala Primera, quien ha calificado esas resoluciones (donde solo se imponen las costas en ejecuciones de sentencia) como simples autos, los cuales carecen de recurso de casación.

Se mantiene la casación tratándose de la sentencia final emitida en procesos de ejecución de sentencias de procesos contenciosos administrativos y civiles de Hacienda.

Otro punto, es que el proyecto debería aclarar cuando dice “Los demás autos emitidos durante el proceso de ejecución y que impongan obligaciones o que resuelvan las liquidaciones de costas tendrán el recurso de apelación…”, pues podría generar confusiones con los pronunciamientos de los ordinales 163, 164 y 165 ibídem (pronunciamientos finales) cuando estos impongan obligaciones. No queda claro si ese apartado se refiere solamente a las costas, pese a estar unidas a la conjunción coordinante “o”.

Finalmente, en este artículo se han dejado por fuera otras normas del CPCA que se encuentran estrechamente vinculadas a los preceptos que se proponen cambiar. Se trata de las disposiciones: 28 inciso 2- (auto que fija la garantía o caución en la medida cautelar); 30 (resuelve en forma definitiva una medida cautelar); 61 inciso 2- (acuerda el archivo del proceso por no subsanar los defectos prevenidos); 71 inciso 4- (resuelve sobre la integración de la litis). En todos esos artículos, el Código concede recurso de apelación a ciertos autos, por lo que, si no son reformados, se seguirán refiriendo al Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo como el órgano competente para su conocimiento. El proyecto, de forma increíble los deja por fuera, pese a ser pilares de ese esquema recursivo del Código. Se recomienda realizar la reforma de cada una de esas disposiciones y sustituir Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo por Tribunal de Apelaciones. Lo mismo debe decirse del cardinal 5 inciso 4) ibídem en relación a los conflictos de competencia.

“(…) Artículo 183 inciso 3):
(…)
3)	Contra el auto que resuelva la ejecución, cabrá recurso de apelación y lo que se decida tendrá la autoridad de cosa juzgada formal".

Contra las resoluciones que se dicten en los “procesos de ejecución de sentencias de los procesos constitucionales de hábeas corpus y de amparo contra sujetos de derecho público”, hasta el día de hoy, únicamente es procedente el recurso de casación, cuyo conocimiento corresponde a la Sala Primera o al Tribunal de Casación. El proyecto califica esas resoluciones como autos y las remite al Tribunal de Apelaciones, con lo cual se viene a descongestionar a la Sala Primera de este tipo de procesos.

En esas resoluciones que emite el Juzgado Contencioso Administrativo, generalmente se liquidan costas del proceso constitucional y los daños y perjuicios concedidos en aquella sede; constituyendo de esa forma, gran parte del circulante del Órgano de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. Con esta iniciativa, el amparado y el justiciable serán los grandes beneficiados, pues los recursos que se presenten, serán resueltos -en tesis de principio- de forma célere y se lograría unificar criterios, pues no existirá el riesgo de fallos contradictorios (aun cuando el Tribunal de Casación no haya entrado en funcionamiento).

Por último, lo deseable es hacer la indicación expresa que la resolución final tendrá la eficacia de cosa juzgada material, pues quedaría el portillo de seguir discutiendo estos temas en procesos ordinarios.

Segundo Artículo

“ARTÍCULO 2-	Para que se derogue toda referencia al Tribunal de Casación de lo Contencioso, contenido en los artículos 134, 136, 139, 142, 146, 147, 148, 151, 153, 185, 186, 188 del Código Procesal Contencioso Administrativo y en cualquier otra ley”.

Estas normas, reflejan justamente la intención de unificar las competencias del Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda (ordinales 136 del CPCA y 94 bis de la LOPJ) y de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia (numerales 135 del CPCA y 54 de la LOPJ) en este último órgano, eliminando toda referencia al Tribunal de Casación de lo Contencioso. Es decir, concentrar la Casación dentro de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda en la Sala Primera, lo cual ayudará a uniformar la jurisprudencia y evitar criterios contradictorios.

Empero, sí creo conveniente derogar del todo las disposiciones 135 y 136 del CPCA, puesto que, si la intención es unificar la casación en la Sala Primera, ya no tendrían razón de ser esos criterios de distribución de competencias desarrollados en las disposiciones señaladas. En otros términos, si contra todas las sentencias y los autos con carácter de sentencia que tengan efecto de cosa juzgada material, cuando sean contrarias al ordenamiento jurídico, procede el recurso de casación, y este debe ser conocido por la Sala Primera ¿qué sentido tendría mantener vigentes esos criterios de distribución de competencia establecidos en el Código? Para eso se está modificando el numeral 134 inciso 3) ibídem en este mismo artículo 2 del Proyecto, el cual deberá quedar redactado de la siguiente forma:[footnoteRef:2]  [2:  El Proyecto no dice expresamente cómo quedará redactado, pues solo ordena derogar la referencia al Tribunal de Casación. Sin embargo, esta es una de las observaciones que se hará al artículo.] 

“ARTÍCULO 134.-
1) Procederá el recurso de casación contra las sentencias y los autos con carácter de sentencia que tengan efecto de cosa juzgada material, cuando sean contrarias al ordenamiento jurídico.
2) Asimismo, por las mismas razones señaladas en el apartado anterior, será procedente el recurso de casación contra la sentencia final dictada en ejecución de sentencia, que decida sobre las prestaciones o conductas concretas que debe cumplir la parte vencida, de acuerdo con el fallo firme y precedente emitido en el proceso de conocimiento.
3) El recurso será conocido por la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia.”.
Así las cosas, lo correcto es desarrollar un apartado que diga, deróguense las normas 135 y 136 del CPCA. Algo similar a lo que se está proponiendo en el próximo artículo del Texto Base, al proponer la reforma al numeral 94 bis de la LOPJ, donde a los incisos 1) y 2) de ese precepto, se les suprime el Tribunal de Casación cómo órgano integrante de la Jurisdicción Contenciosa y, por ende, se eliminan los criterios de distribución de competencias ahí regulados.

En relación con lo anterior, se repite, respecto al canon 134 inciso 3) ibídem, lo que debe operar es una reforma, puesto que, si solo se elimina la referencia al Tribunal de Casación, quedaría vigente lo de los criterios de competencia. Así la reforma deberá indicar:

“3) El recurso será conocido por la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia”.

Respecto al ordinal 142 del CPCA, el inciso 4) también deberá ser reformado para que diga “4) Los magistrados podrán solicitar aclaraciones o ampliaciones a las partes o a sus representantes.”. 

Ya no tendría sentido mantener la palabra Jueces (lo era para un Tribunal de Casación), pues si todo se unifica en la Sala Primera, esta estaría integrada solo por magistrados de casación.

En torno a los cardinales 139, 146, 147, 148, 151, 153, 185, 186 y 188 del CPCA, no veo problemas e inconvenientes en derogar las referencias que en ellos se hace al Tribunal de Casación de lo Contencioso, porque va de la mano con uno de los objetivos del Proyecto.

No obstante, en términos generales, para evitar problemas de redacción, recomiendo que cada artículo sea redactado por separado e incorporado al proyecto; y que no se diga solamente “que se derogue toda referencia al Tribunal de Casación de lo Contencioso…”. Por ejemplo, al ordinal 188 ibídem, no solo basta eliminar Tribunal de Casación de lo Contencioso, deberá modificarse también el término “podrán” para que en la reforma se diga: “ARTÍCULO 188.- La Sala Primera podrá modificar sus criterios jurisprudenciales, mediante resolución debidamente motivada, con efectos hacia futuro.”. Este ejercicio debe hacerse con cada norma como también se hizo con el 134 inciso c) ibídem. Lo ideal, es aprovechar la oportunidad para replantear todas estas normas que mencionan al Tribunal de Casación y verificar que su redacción sea acorde a la nueva realidad que propone el Proyecto.

Por último, debo advertir que, en relación con este precepto 2 del Proyecto, quedaron por fuera los artículos 60 inciso 7), 62 inciso 3), 124 inciso 4), 140 inciso c), 144 incisos 1) y 3), 145 inciso 3), 149 inciso 1), 150 incisos 1) y 3), 152 incisos 2) y 3), los cuales deben ser reformados, porque en ellos también se hace referencia al Tribunal de Casación en relación con competencias de un Órgano de Casación.

Tercer Artículo

“ARTÍCULO 3-	Para que se reformen los artículos 94 bis, inciso 1) del artículo 54 de la Ley 7333 (Ley Orgánica del Poder Judicial), para que en adelante se lean de la siguiente manera: 

Artículo 94 bis: 

1)	Corresponderá al Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda conocer la apelación de las resoluciones que dicten los tribunales y los juzgados de lo contencioso administrativo y civil de hacienda, cuando la ley conceda ese recurso, atendiendo al principio de taxatividad.

2)	De los impedimentos, la excusa y las recusaciones de sus jueces, propietarios y suplentes.

3)	De los conflictos de competencia que se susciten entre los tribunales y los juzgados que componen la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda.

4)	De los demás asuntos que determine la ley".

De igual forma como se propone en los artículos primero y segundo del Proyecto, aquí se busca eliminar, pero ahora de la LOPJ, cualquier referencia al Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, así como los criterios de distribución de competencia establecidos para que ese órgano conozca de los recursos de casación. 

Lo que se pretende es que este artículo sea dedicado exclusivamente a las competencias generales del Tribunal de Apelaciones como órgano perteneciente a la Jurisdicción Contencioso Administrativa (en sintonía con las reformas antes expuestas, de los ordinales 6 inciso c) y 133 inciso 1) del CPCA).
Se establece de forma genérica, que ese órgano será el encargado de conocer las apelaciones de las resoluciones cuando la Ley así lo disponga; de los impedimentos, la excusa y las recusaciones de sus jueces, propietarios y suplentes; así como de los conflictos de competencia surgidos entre tribunales y los juzgados que componen la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

Sin embargo, es necesario realizar dos advertencias:

1) En aras de mantener coherencia con la nueva legislación procesal civil (NCPC, Ley 9342), se debería eliminar del todo el recurso de apelación en aquellas resoluciones que se emitan a raíz de impedimentos, excusas y recusaciones.

Recuérdese que el NCPC en su artículo 17 establece lo siguiente: 

“ARTÍCULO 17.- Recursos. Las resoluciones que se dicten con motivo de inhibitoria y recusación no tendrán recurso alguno.”.

2) Además, resulta recomendable modificar el inciso 3) para que contemple los conflictos de competencia que se susciten entre todos los órganos que componen la Jurisdicción Contencioso Administrativa y no solo los conflictos de competencia que se susciten entre los Tribunales y los Juzgados.

Finalmente, la norma deja abierta la posibilidad de que, mediante ley, se establezcan otras competencias para ese Tribunal.

“Articulo 54 inciso 1):

1)	Del recurso extraordinario de casación en materia contencioso-administrativa y civil de hacienda”.

Esta reforma, obedece igualmente a la intención de eliminar aquellos criterios de distribución de competencias de la Sala Primera y del Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, por la sencilla razón de que todas esas competencias de casación serán unificadas en la Sala Primera.

El problema radica en un error material del Proyecto, pues el inciso que debe ser reformado es el 2) y no el 1) como se propone en el artículo 3, ya que ese segundo inciso, es el que actualmente define los criterios de competencia de la Sala Primera en materia contencioso-administrativa, no el primero que simplemente refiere a la competencia de la Sala tratándose de temas civiles y comerciales.

El inciso primero, desde la reforma integral a la Ley 7333 y aún con la reforma que realizó el artículo 212 de la Ley 8508 de 28 de abril de 2006 (CPCA), se ha dedicado a definir competencias de la Sala distintas a la Contencioso Administrativo, como son el conocimiento de los recursos de casación y revisión, que procedan, conforme a la ley, en los procesos ordinarios y abreviados, en las materias civil y comercial (con salvedad de los asuntos referentes al Derecho de familia y a juicios universales). Incluso, estas competencias se mantuvieron intactas en la reforma que hizo el artículo 184 aparte 4) del Código Procesal Civil, Ley 9342 del 3 de febrero de 2016, puesto que solo se eliminaron los procesos abreviados respondiendo a la estructura de esa nueva ley procesal.

Se recomienda modificar este artículo 3 del Proyecto, para que se diga que la reforma es la del cardinal 54 inciso 2) de la LOPJ. 

Cuarto Artículo
“ARTÍCULO 4-	Reformar los artículos 40, 41, 42 y 43 de la Ley 9286 (Ley de Expropiaciones), cuyos textos se leerán de la siguiente manera: 

Artículo 40-	Apelación.  La parte disconforme con la resolución final podrá apelar ante el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de la notificación. 

Artículo 41-	Audiencia sobre el fondo y prueba para mejor resolver. El Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda concederá a las partes un plazo de cinco días hábiles para presentar los alegatos que consideren oportunos. También, podrá solicitar la prueba para mejor resolver que considere pertinente. 

Artículo 42-	Resolución de segunda instancia. Vencido el plazo fijado en el artículo anterior o evacuada la prueba para mejor resolver, el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso- Administrativo y Civil de Hacienda dictará la resolución final, dentro de los quince días hábiles siguientes. 

Artículo 43-	Recursos. Mediante escrito motivado, los autos que se dicten en el proceso podrán ser apelados para ante el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, en el efecto devolutivo, dentro del plazo de cinco días hábiles, solo cuando tengan relación con las siguientes materias: a) La designación de los peritos. b) La fijación de los honorarios de los peritos. c) Lo concerniente al retiro, el monto y la distribución de avalúo. d) Los autos que resuelvan sobre nulidades de actuaciones y resoluciones. e) Los autos que resuelvan los incidentes de nulidad de las actuaciones periciales. En los demás casos, los autos solo tendrán recurso de revocatoria, que deberá ser interpuesto en el plazo de tres días hábiles.”.

Estas reformas, solamente vienen a sustituir el nombre del órgano Jurisdiccional encargado de conocer las apelaciones y su trámite dentro de los procesos especiales de expropiación. En este tanto, incorpora al Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda como el encargado de conocer los recursos de apelación contra la resolución final y los autos que la propia ley establece. No existe ningún cambio sustancial en las normas, más que nombrar correctamente al órgano decisor que hoy conoce de esos recursos de apelación.

Sería conveniente que, en este apartado, se valore también la reforma del numeral 21 de la “Ley de adquisiciones, expropiaciones y constitución de servidumbres del Instituto Costarricense de Electricidad”, Ley 6313, de 4 de enero de 1979, y sus reformas; el cual regula el recurso de apelación contra la resolución final que fije el monto de la indemnización en las diligencias judiciales de expropiación de esa normativa; ya que en dicho precepto se dice expresamente que ese recurso será de conocimiento del Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda. 

Quinto Artículo

“ARTÍCULO 5-	Para que se reformen los artículos 20, 21 y 42 de la Ley 8754 (Ley contra la Delincuencia Organizada), cuyos textos se leerán de la siguiente manera:

Artículo 20-	Causa del patrimonio. La Contraloría General de la República y el Ministerio Público ostentarán legitimación activa directa para demandar, ante el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, la pérdida del capital cuyo incremento sea sin causa lícita aparente, con una retrospectiva hasta de diez años, de cualquier funcionario público o persona de derecho privado, física o jurídica. El Ministerio de Hacienda y el Instituto Costarricense contra las Drogas podrán actuar bajo la representación de la Procuraduría General de la República. Recibida la demanda, el Juzgado dará audiencia a la contraparte por el término de veinte días hábiles para contestar la demanda, oponer excepciones y ofrecer la prueba documental que justifique el origen de lo reclamado. En la misma resolución se ordenará, como medida cautelar, el secuestro de bienes, su inmovilización registral y de toda clase de productos financieros. Contra la medida cautelar solo cabrá recurso de apelación sin efecto suspensivo, ante el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda.”.

Este artículo ordena y precisa con mayor detalle la legitimación activa que ostenta la Contraloría General de la República, el Ministerio Público, el Ministerio de Hacienda, el Instituto Costarricense contra las Drogas y la Procuraduría General de la República, para demandar, ante el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, la pérdida del capital cuyo incremento sea sin causa lícita aparente. También regula con mayor orden y precisión las etapas de este procedimiento especial. El principal cambio radica en que se dice expresamente que, el recurso de apelación sin efecto suspensivo (que ya estaba regulado contra la resolución que ordena, como medida cautelar, el secuestro de bienes, su inmovilización registral y de toda clase de productos financieros), deberá interponerse ante el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda en lugar del mal denominado “Tribunal Colegiado Contencioso Administrativo”.

“(…) Artículo 21-	Sentencia y recursos. Al vencimiento del plazo establecido en el artículo 20 de esta ley, el Juzgado resolverá en sentencia lo que en derecho corresponda. Deberá pronunciarse acerca del valor probatorio concedido a los elementos demostrativos traídos a juicio por las partes.  Contra lo resuelto, las partes podrán interponer recurso de apelación ante el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo. Admitido el recurso interpuesto en tiempo y forma, se dará audiencia escrita a la contraparte, por un término de tres días, para que se refiera a los agravios propuestos por el apelante. En segunda instancia no se admitirá prueba extraordinaria ni prueba para mejor resolver, sin perjuicio de que el Tribunal pueda valorar si el ofrecimiento contempla documentos cuya existencia era desconocida por el proponente, por tratarse de piezas con fecha posterior a la interposición de la demanda, o se trate de piezas de fecha anterior, cuya obtención era de difícil o imposible acceso, lo cual deberá comprobarse. El recurso ordinario tendrá prioridad sobre los demás asuntos. El Tribunal de Alzada emitirá la sentencia escrita, prescindiendo de la audiencia oral. Contra la decisión de segunda instancia no cabrá recurso alguno. El fallo firme produce la autoridad de cosa juzgada formal (…)”.

En primer término, se vienen a delimitar con mayor precisión los requisitos de las sentencias de este tipo de procesos. De igual modo, se desarrolla con mayor claridad el trámite de apelación de esa sentencia final (audiencia a la contraparte, excepciones a la aportación de prueba para mejor resolver, prioridad del recurso, erradicación de la audiencia oral). Como es la línea del proyecto, expresamente se dice que el recurso de apelación deberá ser interpuesto ante el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda en lugar del “Tribunal Colegiado Contencioso Administrativo” que actualmente menciona la norma.

En suma, los cambios de estas dos últimas disposiciones, responden al espíritu del Proyecto, de dotar de base legal y fortalecer las competencias del Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; es decir, fortalecerlo en todas las facetas donde la Ley lo obliga a actuar.

Sería conveniente modificar el Texto, y decir que el fallo firme produce la autoridad de cosa juzgada material en aras de evitar se incrementen procesos ordinarios por estos temas; o simplemente eliminar la frase que indica: “El fallo firme produce la autoridad de cosa juzgada formal” como sucede en la actualidad.

“(…) Artículo 42-	Consecuencia pecuniaria.  La persona, física o jurídica, que no pueda justificar su patrimonio o los incrementos emergentes, perderá el patrimonio cuestionado, en favor del Estado, y deberá pagar ambas costas del proceso. Para los efectos de la fijación impositiva y sin perjuicio de la prescripción de los adeudos, resulta irrelevante la causa ilícita del patrimonio o del incremento emergente. El fallo será ejecutado de oficio o a solicitud de parte, por el juzgado de primera instancia; para ello, podrá disponer la presentación de bienes, su secuestro, su traspaso registral y la disposición de toda clase de productos financieros. Estos bienes se entregarán al Instituto Costarricense de Drogas, en representación del Estado, a fin de que proceda conforme a lo dispuesto por esta ley. Si la demanda fuere declarada sin lugar, las costas procesales y personales deberán ser sufragadas por el órgano que haya ejercido la acción.".

En esta última disposición, se busca aprovechar la oportunidad para establecer con mayor detalle y claridad las consecuencias pecuniarias de los procesos donde se cuestionen incrementos de capital sin causa lícita aparente.

No existen observaciones de fondo a este artículo, puesto que solamente viene a ampliar -con mayor claridad- lo que la norma establece en la actualidad, como por ejemplo el tema de las costas. 

Sin embargo, nuevamente se aprecia un error material significativo, pues el ordinal que en la actualidad regula este tema bajo el concepto de “Sanciones”, es el 22 y no el 42 como expone el texto del Proyecto, ante lo cual, se recomienda corregir el error.
III.   CONCLUSIONES 
Del estudio del texto base del Proyecto de Ley 20.620,  se determina que la regulación propuesta es adecuada para el logro los fines que se pretenden alcanzar, y que justifican las reformas al Código Procesal Contencioso Administrativo, a la Ley Orgánica del Poder Judicial, a la Ley de Expropiaciones y a Ley contra la Delincuencia Organizada, en lo que respecta al régimen de apelaciones (creación formal de Tribunal de Apelaciones) y a la unificación de competencias de Casación de lo Contencioso Administrativo en la Sala Primera.
A partir de lo expuesto, de conformidad a los artículos 167 de la Constitución Política y 59 inciso 1) de la LOPJ, al discutirse en el proyecto de ley indicado, aspectos que tienen incidencia directa en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, se estima que el criterio externado en el presente informe en cuanto a las modificaciones legales propuestas, debe acogerse para la aprobación de la reforma legal consultada. Es necesario tomar en consideración cada una de las recomendaciones brindadas.”
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La magistrada Hernández, el magistrado Salazar Alvarado y la Suplente Esquivel Rodríguez se abstienen de votar. Se declara acuerdo firme. 
	A las 12:30 finalizó la sesión con la presencia del Presidente, magistrado Cruz, de las magistradas y los magistrados Rivas, Solís, Rojas, Molinari, Aguirre, Varela, Sánchez, Olaso, Chacón, Ramírez, Solano, Hernández, Salazar Alvarado, las Suplentes y los Suplentes Aragón Cambronero, Zúñiga Morales, Esquivel Rodríguez, Desanti Henderson y Segura Bonilla.
	A las 14:22 horas se reanuda la sesión con la presencia del Presidente, magistrado Cruz, de las magistradas y los magistrados Rivas, Solís, Rojas, Molinari, Sánchez, Olaso, Chacón, Ramírez, Solano, Rueda, Hernández, Salazar Alvarado, Araya, las Suplentes y los Suplentes Aragón Cambronero, Zúñiga Morales, Esquivel Rodríguez y Segura Bonilla.
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Documento N° 5473 -14, 575-19
En sesión N° 1-19 celebrada el 14 de enero del 2019, artículo XXVIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N° 44-18 celebrada el 24 de setiembre de 2018, artículo XVIII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva indica:
“(…)
Sin objeción alguna, se acordó: 1.) Tener por rendido el informe de la Dirección Jurídica. 2.) Con fundamento en lo que expresa la Procuraduría General de la República en oficio N° C-028-2016 de 8 de febrero de 2016 y con base en las razones y citas legales que se han expuesto, declarar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta del acuerdo adoptado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en el artículo VIII, de la sesión número 48-14 del 2 de mayo de 2014, mediante el cual se nombró en propiedad al señor Ronald Alberto Alvarado Granados en el puesto N° 111307, Auxiliar de Servicios Generales 2 en la Fiscalía de Siquirres, por cumplirse con los requerimientos legales para ello. Así votaron los magistrados y magistradas Escoto, Rivas, Solís, Rojas, Molinari, Aguirre, Varela, Sánchez, Rueda, Salazar Alvarado, López Madrigal, Zúñiga Morales, Robleto Gutiérrez, Desanti Henderson, Segura Bonilla, Esquivel Rodríguez, Fernández Argüello y Hernández Gutiérrez.
El Consejo Superior del Poder Judicial, la Dirección de Gestión Humana y la Fiscalía de Siquirres tomarán nota para lo que en derecho corresponda.”  
- 0 -
Asimismo, en esa sesión, artículo XIX, se dispuso:

“Tener por hechas las manifestaciones de las señoras magistradas y señor magistrado que hicieron uso de la palabra, en consecuencia, adicionar a los acuerdos adoptados en los artículos XVI, XVII y XVIII de esta sesión, de conformidad con la norma contenida en el artículo 200 de la Ley General de la Administración Pública, respecto a la necesidad de que el Consejo Superior realice las acciones necesarias para determinar la responsabilidad disciplinaria y material que pudiera desprenderse, previo debido proceso,  con motivo de los actos cuya declaratoria de nulidad absoluta, evidente y manifiesta es realiza en los indicados artículos.”
- 0 -
En sesión de Consejo Superior N° 103-18 celebrada el 27 de noviembre de 2018, artículo XCVIII, se adoptó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente indica:
“Tomar nota del acuerdo adoptado por la Corte Plena en la sesión N° 44-18 celebrada el 24 de setiembre de 2018, artículos XVIII y XIX. 2.) Trasladar el presente acuerdo a conocimiento de la Inspección Judicial para que en uso de sus facultades y de acuerdo a sus competencias investigue lo correspondiente. 3.) Comunicar a la Dirección de Gestión Humana para que a futuro cuando se trate de nombramientos en propiedad realizadas por jefaturas interinas remita la certificación de los atestados de quienes integran la nómina para conocimiento de este Consejo Superior. 4.)  La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo que corresponda para que futuras nóminas de nombramientos se turne a un integrante del Consejo Superior que por roll (sic) corresponda para estudio y análisis respectivo.”
- 0 -
El 21 de diciembre de 2018, ingresó proveniente del Tribunal de la Inspección Judicial, la resolución de las diez horas y cincuenta y tres minutos del veintiuno de diciembre del año dos mil dieciocho, dictada dentro de la causa N° 18-002781-0031-IJ, en que se ordena testimoniar piezas ante la Corte Plena para que se siga causa por separado contra el Consejo Superior, la citada resolución literalmente dice:
“Siendo que en este despacho se comunicó en fecha 19 de diciembre de 2018 el acuerdo del Consejo Superior sesión N°103-18 celebrada el 27 de noviembre del 2018, en donde se expone el procedimiento que inició Corte Plena para declarar la nulidad del acuerdo de sesión N° 48-14 celebrada el 22 de mayo de 2014, artículo VIII, que nombró en propiedad al servidor Ronald Alberto Alvarado Granados en el puesto N° 111307 de Auxiliar de Servicios Generales 2 en la Fiscalía de Siquirres. Y siendo que en autos consta informe de la Procuraduría C-02-2016 del 8 de febrero de 2016 donde se expone la presunta falta por parte del Consejo Superior por la aprobación del citado nombramiento, en contravención con la directriz impuesta en sesión 72-01 de fecha 11 de septiembre de 2001, artículo XL, en el que se dispuso no tramitar las proposiciones de nombramientos en propiedad cuando hayan sido realizadas por jefes interinos, a menos que cuenten con el consentimiento del titular de la oficina. De conformidad con el artículo 205 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 182 del mismo cuerpo normativo donde se indica que esta sede disciplinaria no tiene la competencia para resolver sobre lo denunciado en contra de personas integrantes del Consejo Superior, esta inspectora ordena TESTIMONIAR PIEZAS ANTE CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, para que se siga causa por separado contra dicho órgano, para que Corte resuelva lo de su cargo. Razón por la cual pasen las presentes diligencias de manera urgente, a conocimiento de Corte Suprema de Justicia, para lo a bien tenga disponer. Notifíquese. Licda. Grettel Matarrita Carrillo, Inspectora Judicial Instructora.”
-0-
Se procedió a realizar el sorteo a efecto de determinar la señora magistrada o el señor magistrado que asumirá el conocimiento y rendirá el informe sobre el proceso disciplinario N° 18-002781-0031-IJ. Primero se realiza el sorteo entre las Salas de esta Corte y resultó seleccionada la Sala Primera; posteriormente se hizo el sorteo entre las magistradas y los magistrados pertenecientes a la citada Sala y resultó designada la Magistrada Rojas. 
Se acordó: Tener por designada a la magistrada Rojas para el análisis e informe del  proceso disciplinario N° 18-002781-0031-IJ. De conformidad con lo que establece el párrafo segundo del artículo 13 del Reglamento “Reglas prácticas para orientar el ejercicio de la potestad disciplinaria y el funcionamiento del Tribunal de la Inspección Judicial”, se deja constancia que el plazo mensual previsto en el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial para que esta Corte resuelva en definitiva el procedimiento disciplinario, vence el 14 de febrero de 2019.
-0-
ENTRAN LA MAGISTRADA VARELA Y EL MAGISTRADO AGUIRRE.
En razón de que en el análisis de este asunto, han surgido algunas interrogantes respecto de la tramitación de este caso y otro asunto disciplinario seguido en su oportunidad contra el exmagistrado suplente Moisés Fachler, la magistrada Rojas expresa lo siguiente:
 Tengo que agregar además que por el contencioso todos los Magistrados que votaron en ese sentido están efectivamente condenados, por el contencioso y que nos toca a nosotros, a la suplente Aragón, al magistrado Molinari y a dos suplentes más a don José Rodolfo León y a doña Maribel Seing Murillo, porque los compañeros fueron testigos y fueron quienes presentaron la denuncia, ahora precisamente por esa condición, no sé si seré la persona adecuada para llevar este procedimiento.
Entonces pediría consejo si a nosotros tres por lo menos por la cercanía con el asunto de Moisés Fachler podríamos votarlo o si más bien lo correcto es que nos separemos del conocimiento de este asunto, porque de alguna manera sí podríamos estar adelantando un criterio con un asunto que estaba primero en un asunto de nosotros y que implica la responsabilidad de prácticamente de toda la Corte.”
Se concede la palabra a la suplente Aragón Cambronero: “A mí me preocupa mucho el tema como se ha dimensionado porque nosotros veníamos a votar a un asunto de si era posible abrir o no un proceso administrativo en este caso concreto de estos ex funcionarios, y se ha dado otra connotación y es asimilarlo a un caso que actualmente la Sala Primera está pendiente de resolución en la cual, ya leí el proyecto, pero acá el tema lo tenemos pendiente en el caso de la magistrada Rojas, el magistrado Molinari y yo, lo tenemos pendiente, más dos magistrados suplentes. Si por a o por b, en esta situación entramos en una discusión que recaiga sobre la situación de don Moisés del caso que se presentó por don Moisés, me parece que podríamos nosotros eventualmente quedar separados del conocimiento de ese caso y la Sala en ese caso quedaría desintegrada.
	Creo que es importante para efectos de transparencia, establecer la posibilidad de una inhibitoria, bueno por lo menos lo creo de mi parte no sé si el magistrado Molinari y la magistrada Rojas piensan lo mismo, pero no quisiera de ninguna forma adelantar criterio en un asunto tan delicado como el que está en ciernes en la Sala y en la cual soy integrante para ese caso concreto”.
	SALE LA MAGISTRADA SOLANO.
Refiere el magistrado Molinari: “Inicialmente no veía ninguna dificultad en votar esto, incluso hasta hace un par de participaciones de compañeros y compañeras, sin embargo se ha ligado esto, perdón y no habría ninguna dificultad por como viene planteado el informe, o sea no lo veía ligado al otro asunto que tenemos que votar en la Sala Primera, pero se le ha ligado aquí, y de alguna forma se considera lo que en ese asunto se resolvió para efectos de resolver este otro, incluso el magistrado Rueda va un poco más allá porque lo liga definitivamente al hacer las manifestaciones que ha hecho con respecto a lo que ha señalado la magistrada Rojas.
En consecuencia, sí voy a presentar para que ustedes resuelvan mi inhibitoria y que ustedes decidan si debo o no debo conocer este asunto que está planteado con un objeto muy específico, que está ahí determinado pero que ustedes finalmente dirán si debo o no debo conocer este asunto, así que le rogaría a la Corte que lo defina”.
Indica la magistrada Rojas: “Yo sí quisiera dejar planteada la inhibitoria y que la Corte la resolviera de una vez, hice mi informe con respecto a unas personas y dije, no tengo competencia ni tiene competencia para el disciplinario, pero si tiene competencia y para abrir un procedimiento ordinario para determinar si hay responsabilidad por dolo o culpa en el dictado de ese acto y además patrimonial y en todo caso el hecho de que a don Jorge Chavarría si él tiene responsabilidad administrativa disciplinaria para determinar la verdad real si sucedió algo, serían otros plazos igual que la recuperación del dinero que llega hasta un plazo de cuatro años, o sea no estamos hablando de los mismos plazos, son distintos por eso es factible que además lo hago otro órgano eso en primer lugar.
En segundo lugar ahí en ningún lado dice Fachler verdad, pero como lo que se va a determinar es esa relación con Fachler ya  de alguna manera nosotros tenemos un criterio, porque soy la ponente del asunto de Fachler y ya lo tenemos listo para votar, o sea ya nosotros tenemos nuestro criterio formado con respecto ahí y si estaríamos de alguna manera adelantando criterio con respecto a esta situación, a mí me parece que así tal y como estaba o sea en el sentido de que no somos competentes, mándesele tal y tal no habría problema, pero si ahora se va a suspender para ver el asunto de Fachler entonces creo que tanto don Moisés como estas personas tienen derecho a juez natural, imparcial y  nosotros ya por lo que conocemos del asunto Fachler ya tenemos una posición y eso estamos por votarlo, ya tiene proyecto y ya circuló.
Si quiero dejar planteada, porque además me parece que como quedarían solo dos compañeros lo correcto es que haya sustituto y quien me sustituya a mí eventualmente podría asumir el asunto si es del caso como me toco a mí al revés como con el suplente León Díaz, a mí sí me parece que lo más saludable es que nosotros que nosotros que tenemos este tema en la mano no participemos por que el principio de Juez Administrativo o Jurisdiccional legal o natural y ya nosotros ya tenemos una posición con respecto a este tema.”
Indica el magistrado Molinari: “Quiero aclarar un tema, no tengo posición con respecto a ese tema que dice la magistrada Rojas, el asunto hasta donde yo sé está circulando, pero no lo sé con certeza porque no lo puedo afirmar aquí, es un asunto interno de la Sala que llegará en su momento a votación y cuando llegue a votación se determinará lo que haya que determinar, quiero dejar muy claro esa situación.
Y no sé, sí creo que si vamos a seguir con el tema pues nosotros tenemos que retirarnos y que ustedes resuelvan el tema de las inhibitorias por lo menos sería lo que haría si vamos a seguir con el tema, porque no me parece digamos estar en Corte y que se siga discutiendo el tema.”
ENTRA LA MAGISTRADA SOLANO, SALE EL MAGISTRADO MOLINARI, LA MAGISTRADA ROJAS Y LA SUPLENTE ARAGÓN CAMBRONERO.
Se acordó: 1) Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar criterio a la Dirección Jurídica para que se haga una comparación entre el caso en estudio, el disciplinario que en su oportunidad se siguió contra el exmagistrado suplente Moisés Fachler y algunos otros resueltos en relación con disciplinarios seguidos contra el licenciado Celso Gamboa Sánchez y el Exfiscal General, licenciado Jorge Chavarría Guzmán. 2.) Tener por presentadas las inhibitorias de la magistrada Rojas, del magistrado Molinari y de la suplente Aragón Cambronero, las que se resolverán en una próxima sesión. 
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[bookmark: _Hlk184291] 	En amplia nota recibida en la Secretaría General de la Corte el 20 de julio de 2018, el licenciado Luis Carlos García Jiménez, apoderado especial judicial ante la Sala Primera de la empresa Verizon Information Sevices Costa Rica LLC; presentó queja formal en contra de los magistrados y las magistradas que integran la Sala Primera, referente a la tramitación del expediente N° 0225-20127AR.AD.HOC, proceso Arbitral Ad Hoc, seguido a instancia del Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), contra Verizon Information Sevices Costa Rica LLC.
La Secretaría General de la Corte, le solicitó el correspondiente informe a la Presidencia de la Sala Primera, a cuyos efectos, el Magistrado Rivas, Presidente de la citada Sala en nota recibida el 11 de enero en curso, lo rindió en los siguientes términos:
“[…]
 
Se rinde informe solicitado por la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia mediante oficio N°7840-2017 del 3 de agosto del 2018, por la queja presentada por el Lic. Licenciado Luis Carlos García Rivera, actuando en condición de Apoderado Especial Judicial Verizon Information Services Costa Rica, LLC, dentro del proceso Arbitral Ad Hoc interpuesto en su contra por el Instituto Costarricense de Electricidad, contra los señores y señoras Magistradas de la Sala Primera.
 
Por tratarse de un asunto cuyos antecedentes datan del expediente tramitado bajo el número 12-233-0004-AR, a fin de presentar una adecuada ilación y desarrollo cronológico del caso en atención a los argumentos expuestos por la parte quejosa, previo a conocer uno a uno los argumentos alegados, se expone un resumen del caso y de las actuaciones jurisdiccionales adoptadas por la Sala Primera.
 
I.                  Sobre los antecedentes:
 
Primero:
 
El Instituto Costarricense de Electricidad (en adelante ICE) demandó a la empresa Verizon Information Services Costa Rica (en adelante Verizon), proceso que se tramitó bajo el expediente 05-000881-0163-CA ante el Juzgado Contencioso y Civil de Hacienda. Se solicitó la resolución del contrato suscrito entre el ICE y Verizon -N°6378-, para la confección de una guía telefónica y desarrollo de servicios de información, adjudicado a la empresa demandada. El ICE alegaba en su demanda que la empresa decidió cambiar datos y reestructurar la guía telefónica sin la autorización respectiva, negándose además a devolver la base de datos y todos los registros que se utilizaron para ese fin, solicitando la resolución del contrato N°6378 suscrito el día 10 de marzo  del año 2000, que se nombrara a un perito a fin de valorar los perjuicios ocasionados a la imagen del ICE, así como definir cuál es el costo de haber hecho uso de las base de datos y el logotipo de la empresa, sin previo consentimiento, también pidió se condenara en costas procesales y personales y se ordenara a la empresa demanda devolver la base de datos y la información sobre las guías telefónicas.
 
La empresa Verizon, opuso la excepción de acuerdo arbitral y luego planteó por vía incidental la falta de competencia, el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda acogió la excepción planteada, argumentando lo pretendido es que se apruebe la resolución contractual, lo que debe ser conocido en sede arbitral. El ICE apeló ante el Tribunal Contencioso Administrativo que a su vez presentó consulta ante esta Sala, que mediante Res. 001220-C-S1-2010 de las catorce horas dieciséis minutos del doce de octubre del año dos mil diez declaró que el conocimiento del asunto corresponde a la sede arbitral (anexo N°1). 
 
Segundo:
 
El ICE formuló demanda contra Verizon en sede arbitral, el laudo declaró con lugar la demanda. En el curso de aquel proceso arbitral, el Tribunal Ad-Hoc dictó la resolución número 11 de las 14 horas del 12 de octubre de 2012, en la que se declaró competente para conocer del proceso por existir cláusula arbitral. Contra esa resolución, la empresa Verizon interpuso recurso de apelación ante esta Sala, en su opinión, debía acogerse dado que, tanto el Cartel como el acto dictado por la Junta Directiva del ICE establecían que el reclamo de daños y perjuicios debía realizarse en vía judicial. (este es el argumento que reitera ahora en la queja que se conoce) Además, que el detrimento reclamado derivaba de la resolución del contrato, -ya firme administrativamente-. Refirió al fallo de esta Cámara N°1220 de las 14 horas 16 minutos del 12 de octubre de 2010, en el que la Sala había determinado que la vía correspondiente era la arbitral, pero advierte –en aquel momento no se le había expuesto el argumento de que existía cláusula cartelaria en contrario-. (el detalle de los argumentos están en el Considerando V de la resolución 1695-C-2013, Anexo 2)
 
La Sala Primera dio trámite al recurso bajo el expediente N° 12-000233-0004-AR; y mediante Res. N°001695-C-S1-2013 de las once horas del doce de diciembre de dos mil trece confirmó la resolución número once dictada por el Tribunal Arbitral DE las 14 horas del 12 de octubre de 2012, en cuanto se declaró competente para conocer del proceso. 
 
No se omite indicar, que en aquella ocasión se le llamó la atención a la parte demandada, Verizon, porque al interponerse la demanda en sede contencioso administrativa se opuso aduciendo que la pertinente era acudir a la vía arbitral, pero, una vez interpuesta esta, alegó lo contrario.
 
Tercero:
 
En fecha 27 de enero de 2014, el apoderado especial arbitral de Verizon,  formuló recurso de revocatoria con nulidad concomitante contra la Res. N° 001695. Adujo la incompetencia por falta de jurisdicción, pues, estimaba, lo que se pretendía era la ejecución de un acto administrativo y, en la sentencia no se resolvieron todos de los puntos sometidos a su conocimiento.
 
Esta Cámara, en resolución N° 645 de las 10 horas 30 minutos del 15 de mayo de 2014, rechazó de plano el recurso por inadmisible de conformidad con el artículo 38 de la Ley RAC. Sin embargo, abundando en razones, aclaro que el proceso versaba sobre supuestos daños y perjuicios sufridos por el ICE en virtud del incumplimiento contractual de Verizon, por lo que constituye materia susceptible de arbitraje. Acotó, de los hechos de la demanda y de las pretensiones esbozadas no se aprecia ninguna concerniente a la ejecución de resolución alguna, por lo que resultaba estéril dicha discusión. La Sala insistió, no se estaba ejecutando acto administrativo alguno, si no que, se debatía sobre el detrimento que el actor (ICE) alegaba había experimentado. Fue contundente este Órgano al advertir: “Por consiguiente (…) la cláusula arbitral no se opone de forma alguna a lo establecido en el cartel, por lo que el reclamo patrimonial del ICE puede dilucidarse vía arbitraje”. Igualmente se señaló, contrario a lo aducido por el impugnante, cuando las partes pactaron someter sus diferencias a arbitraje le otorgaron competencia al Tribunal arbitral, y que el cartel no obliga a que la materia de daños y perjuicios se conozca sólo en sede jurisdiccional. El 2 de junio de 2014, el representante de Verizon presentó escrito solicitando adición y aclaración, objetando lo resuelto por la Sala porque a su entender no se analizó de forma pormenorizada la naturaleza de la demanda arbitral y no se pronunció sobre si resultaba posible conocer un proceso de ejecución en vía arbitral. (argumento que se reitera en la queja que se analiza) Este Órgano decisor, mediante resolución N° 924 de las 9 horas 45 minutos del 10 de julio de 2014, rechazó la gestión, la Sala estimó la resolución no era omisa, si no que se pretendía el análisis de fondo de los extremos debatidos respecto a la competencia del Tribunal arbitral. Por ende, declaró sin lugar la adición y aclaración peticionadas”. (el detalle de los argumentos están en el anexo N°3)
 
Cuarto:
 
Mediante, escrito presentado el 25 de agosto de 2014, el representante de Verizon formuló incidente de nulidad de actuaciones y resoluciones. Insistió, la excepción de incompetencia se fundamenta en el hecho de que en sede arbitral no existe competencia para “conocer y resolver procesos de ejecución de sentencia”. En su criterio, la Sala no había querido analizar y determinar la verdadera naturaleza jurídica del proceso planteado por el Instituto. Recalca, las ejecuciones de este tipo están reservadas a los tribunales comunes. Manifiesta, la excepción de incompetencia debe acogerse de oficio y las resoluciones de esta Cámara son totalmente nulas y contrarias a derecho.
 
En auto N°1454 de las 10 horas 40 minutos del 7 de noviembre de 2014, este Órgano decisor al conocer el “incidente de nulidad de actuaciones y resoluciones”, lo rechazó de plano, dado que se pretendía vía incidental combatir resoluciones, contra las que no cabe la gestión presentada, en consecuencia, su gestión resultaba inadmisible, en el tanto -se aseveró- intenta reabrir la discusión relativa a la competencia del Tribunal Arbitral, aspecto precluido y resuelto en la resolución N°1695 de las 11 horas del 12 de diciembre de 2013. (ver anexo N°4)
 
Quinto:
 
El 12 de enero de 2015, el representante de Verizon  formuló recurso de revocatoria contra lo resuelto. Insistió en que, un proceso de ejecución no podía conocerse en vía arbitral y que la incompetencia era declarable aún de oficio. Afirmó ser consciente que los recursos formulados no procedían, pero pedía como ciudadano “…QUE ESTE TRIBUNAL TENGA EL CORAJE Y LA VALENTÍA QUE IMPONE SU INVESTIDURA Y SE REFIERAN CON AMPLITUD Y CON VERDADEROS ARGUMENTOS SOBRE LA COMPETENCIA QUE TIENE UN TRIBUNAL ARBITRAL EN COSTA RICA”. 
 
Además, expresó, tiene derecho a que se expongan los argumentos legales que permiten a un Tribunal arbitral conocer un proceso de ejecución (argumento que reitera ahora en la queja y que, de la simple lectura de las resoluciones de esta Sala, se observa tal afirmación no es cierta). 
 
Con el dictado de la resolución N° 122 de las 14 horas con 25 minutos del 29 de enero de 2015, este Colegio, rechazó de plano el recurso. Por la claridad y amplitud de razones expuestas y que resultan aplicables a la queja que ahora nos ocupa, se transcribe el Considerando II de esa resolución:
 
II.- Abundando en razones ha de expresarse, contrario a lo que parece entender el recurrente, lo relativo a la competencia del Tribunal Arbitral se resolvió mediante resolución no. 1695 de las 11 horas del 12 de diciembre de 2013. Posteriormente, el apoderado especial arbitral de la accionada ha interpuesto una serie de gestiones, recursos e incidentes, los cuales han sido rechazados por improcedentes, en resoluciones números 645 de las 10 horas 30 minutos del 15 de mayo de 2014; 924 de las 9 horas 45 minutos del 10 de julio de 2014; y 1454 de las 10 horas 40 minutos del 7 de noviembre de 2014. En todas estas insistió, no se había resuelto lo pertinente a la competencia. Pese a que los remedios procesales formulados no eran procedentes, se le externó su posición era respetaba, pero no se compartía. Así,  en el auto no. 645 de las 10 horas 30 minutos del 15 de mayo de 2014, a mayor abundamiento, se brindaron las razones por las cuales la presente controversia debe dilucidarse en sede arbitral. Por otra parte, según se señaló en dicha resolución, contra lo dispuesto por esta Sala en lo tocante a la competencia no cabe recurso alguno. Así, resulta estéril cualquier articulación al respecto. Asimismo, ha de recalcarse, de consuno con lo estipulado en el canon 38 de la Ley RAC, en lo que a la competencia del tribunal arbitral respecta, esta Cámara es competente únicamente para resolver en definitiva dicho extremo, sin que quepa recurso alguno. Así, actuando tal normativa en relación con lo dispuesto en los artículos 37, 40 y 579 del Código Procesal Civil (CPC), de aplicación supletoria en esta materia, la competencia de esta Sala se agotó al resolver el recurso de apelación interpuesto con sustento en la regulación de cita, se insiste, sin que tenga ulterior recurso. Por ende, según lo expuesto y de conformidad con lo estipulado en el artículo 97 del CPC, lo pertinente es el rechazo de la impugnación que articula el apoderado especial arbitral de la demandada. Con la finalidad de evitar cualquier interés dilatorio que pueda tener esta y cualquier otra gestión que se pretenda realizar en el futuro, lo procedente es devolver el expediente al Tribunal Arbitral de origen, sin atender ninguna otra gestión que se efectúe por parte del aquí recurrente, respecto al motivo por el cual ingresó el asunto a este Órgano decisor. Además, ha de tener claro el impugnante, no existe ningún derecho declarado mediante laudo o sentencia firme susceptible de conocerse en vía de ejecución de sentencia.  dispuso, el recurso articulado no resultaba procedente (artículo 38 Ley RAC). Se hizo un resumen de las gestiones, recursos e incidentes interpuestos por el representante de Verizon y  lo resuelto por esta Cámara en ellos. Se hizo patente, pese a que las impugnaciones no resultaban procedentes, siempre a mayor abundamiento de razones se brindaron las razones por las cuales se estimaba el Tribunal arbitral resultaba competente para conocer de la controversia. Además, se señaló, de conformidad con lo regulado en los cánones 38 de la Ley RAC, 37, 40 y 579 del CPC la competencia de la Sala se agotó al resolver el recurso de apelación. Por ende,  se ordenó devolver el expediente al Tribunal arbitral de origen y no atender ninguna otra gestión relativa al tema por el cual ingresó el asunto a la Sala. También, se le advirtió al apoderado especial arbitral de Verizon que, de seguir refiriéndose a los integrantes de este Órgano decisor de manera irrespetuosa, se iba hacer de conocimiento de la Fiscalía del Colegio de Abogados para que procediera según correspondía (cardinales 15, 53 y 83 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho). (Anexo N°5)
 
Se estima oportuno, señalar que la en la resolución aludida, se llamó nuevamente la atención al entonces apoderado de Verizon Lic. Marvin Céspedes Méndez por la forma irrespetuosa de referirse a los integrantes de esta Sala.
 
Sexto:
 
El 11 de enero del 2016, el representante legal de Verizon, interpuso recurso de nulidad del laudo arbitral dictado por el Tribual Arbitral Ad-Hoc de las 15: horas del 4 de diciembre del 2015, dentro del proceso arbitral interpuesto por el Instituto Costarricense de Electricidad contra Verizon Information Services Costa Rica, LLC.  (expediente N°0225-2012/AR-AD-HOC) y alegó como agravios: a) El laudo fue dictado fuera del plazo de tres meses dictado desde la constitución del Tribunal Arbitral, según cláusula arbitral; b) Nulidad de notificación del requerimiento arbitral, nulidad en la formación e integración del Tribunal Arbitral y nulidad en el nombramiento indebido del árbitro José Antonio Solera Víquez: c) El rechazo a la defensa de prescripción alegada; d) Incompetencia del Tribunal Arbitral. 
 
Esta Sala, mediante resolución 627-F1-S1-2017 de las once horas veinticinco minutos del siete de junio de dos mil diecisiete declaró sin lugar el recurso de nulidad. Se refirió a todos los agravios y respecto a la incompetencia del Tribunal Arbitral, advirtió, es una reiteración sobre la cual  la Sala emitió pronunciamientos expresos atendiendo los argumentos del apelante en las resoluciones 001695-C-S1-2013 de las 11 horas del 12 de diciembre de 2013, 000645-A-S1-2014 de las 10 horas 30 minutos del 15 de mayo de 2014 y 000122-A-S1-2015 de las 14 horas 25 minutos del 29 de enero de 2015, aclarando además que, los cuestionamientos de la parte gestionante a lo decidido en esos pronunciamientos, fueron igualmente atendidas mediante las resoluciones auto 1220-C-S1-2010 de las 14 horas 16 minutos del 12 de octubre de 2012, 000924-A-S1-2014 de las 9 horas 45 minutos del 10 de julio de 2014 y 001454-A-S1-2014 de las 10 horas 40 minutos del 7 de noviembre de 2014 y 001695-C-S1-2013 de las 11 horas del 12 de diciembre de 2013.
 
Sétimo:
 
En memorial de fecha 14 de agosto del 2017, el representante legal de Verizon, interpuso recurso de revocatoria y reconsideración contra lo resuelto. El cual es rechazado de plano de acuerdo con la doctrina de los ordinales 554 y 618 del Código Procesal Civil (vigente para aquél momento) auto notificado el 30 de noviembre del año 2017.
 
Octavo:
 
El 8 de enero del 2018, el Lic. Marvin Céspedes Méndez, informo a ese órgano jurisdiccional la renuncia a la dirección profesional de este asunto y la sustitución del podes en el Lic. Luis Carlos García Rivera.
 
Noveno:
 
El 08 de enero del 2018, el Lic. Luis Carlos García Rivera, en la condición de apoderado de la empresa Verizon Information Service, Costa Rica, LLC., presentó incidente de Nulidad de Actuaciones y Resoluciones con Nulidad Concomitante, contra la resolución N°00627-F-S1-2017.
 
Décimo:
 
El 20 de julio de 2018, el Lic. Luis Carlos García Rivera, presento “Formal Queja en contra de los Magistrados de la Sala I, por actuar contrario al correcto ejercicio de la Ley, a la subsecuente afectación de sus fines jurídicos, morales y de interés público, insertos de forma integral en el Ordenamiento Jurídico Costarricense, y descritos en específico en la norma fundamental, sea la Constitución Política así como en relación a la normativa interna del Poder Judicial”.  Solicitó además, no conocer el incidente de nulidad presentado  el 8 de enero 2018 hasta que Corte Plena conozca la queja presentada.
II.               Sobre la queja contra los señores y señoras Magistrados (as) de la Sala Primera.
 
Aduce la parte quejosa en diez puntos, un actuar contrario a derecho por parte de los señores Magistrados (as) de la Sala Primera en su condición de jueces, con la consecuente afectación jurídica, moral así como al interés público. A pesar de la reiteración de sus argumentos, para permitir a los señores miembros de Corte Plena, un seguimiento ajustado al desarrollo procesal y cronológico de este asunto, se atenderán uno a uno los razonamientos esgrimidos
 
Para la parte quejosa, el actuar de los señores Magistrados es contrario a derecho por las siguientes razones:
 
Primero:
 
Mediante la resolución N°001220-C-S1-2010 de las catorce horas dieciséis minutos del doce de octubre de dos mil diez, la Sala Primera inició su labor jurisdiccional en el proceso denominado “Ordinario de Instituto Costarricense de Electricidad contra Verizon Information Services de Costa Rica LLC.
 
Como se expuso en el punto 1) de los Antecedentes, al que se remite para evitar reiteraciones, mediante Res. 001220-C-S1-2010 de las catorce horas dieciséis minutos del doce de octubre del año dos mil diez, la Sala Primera declaró que el conocimiento del asunto correspondía a la sede arbitral.
 
Segundo:
 
En razón de las actuaciones jurisdiccionales,  que en su criterio eran improcedentes -advirtió-, la Sala Primera dio cabida al nacimiento de lo que denomina “una nueva figura jurídica” no contemplada en la legislación, porque “no afirman ni niegan que sucede si un Tribunal Arbitral es utilizado por una de las partes para resolver la ejecución de una resolución administrativa firma en vía arbitral”. Estima, la Sala Primera incurrió en omisión interpretativa por no conocer, interpretar y resolver si “el proceso de ejecución de una resolución administrativa, está contemplado para dilucidarse también en vía arbitral.
 
Como se puede observar en el punto 2) de los Antecedentes, este argumento ha sido reiterado por la representación de Verizon. Es falaz la afirmación del quejoso, esta Sala no ha creado figura jurídica alguna. La resolución N°1220 de las 14 horas 16 minutos del 12 de octubre de 2010, es dictada por la Sala Primera en atención al ámbito competencial que otorga el artículo 38 de la Ley RAC, que indica: “Facultades. La excepción de incompetencia del tribunal arbitral deberá ser opuesta, a más tardar, en la contestación a la demanda de arbitraje. Sin embargo, el tribunal podrá declarar, de oficio, su propia incompetencia en cualquier momento o resolver, si así lo considerare conveniente, cualquier petición que una parte presente, aunque sea, en forma extemporánea. El tribunal arbitral deberá decidir, como cuestión previa, las objeciones relativas a su competencia. Sin embargo, mientras resuelve sobre su competencia o sobre el recurso de apelación, que más adelante se menciona, el tribunal, a su discreción, podrá continuar con las actuaciones propias del proceso arbitral si resultaren indispensables, urgentes o convenientes y no resultaren perjudiciales para las partes.  Sobre lo resuelto por el tribunal arbitral cabrá recurso de revocatoria. Además, la parte disconforme podrá interponer directamente ante el tribunal arbitral, dentro de los tres días siguientes a la notificación y en forma fundada, un recurso de apelación que deberá ser resuelto por la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. En este caso, el tribunal arbitral decidirá sobre la admisibilidad del recurso y, si fuere admisible, de inmediato remitirá a la Sala copias de las piezas del expediente que considere necesaria para la correcta resolución de recurso, sin perjuicio de que cualquiera de las partes o la propia Sala pueda solicitar piezas adicionales. Recibidas las copias del expediente o las piezas pertinentes, la Sala resolverá el recurso sin trámite adicional alguno.  Contra lo resuelto por la Sala respecto de cuestiones de competencia no cabrá recurso. Lo resuelto tampoco podrá ser motivo de recurso de nulidad en contra del laudo. (se agrega el subrayado)
 
 La norma es clara. Define la competencia de esta Sala para conocer -en apelación- la disconformidad de las partes sometidas a un proceso arbitral. Y establece además  la inexistencia de recurso alguno, contra lo resuelto por esta Cámara. En esa inteligencia, una vez conocida la competencia del Tribunal Arbitral en este asunto -y ha de reiterarse por acción recursiva de Verizon- definida en la Res.N°1220-C-S1 de las catorce horas dieciséis minutos del doce de octubre del año 2010, era improcedente presentar cualquier ulterior recurso, gestión o incidente procesal que cuestionara lo decidido en última instancia por la Sala Primera. Lo dispuesto no es una creación jurídica de esta Sala, argumento por demás irrespetuoso a las competencias dadas por Ley; lo dispuesto en una norma legal vigente desde el 09 de diciembre del año 1997, a saber la Ley RAC.
 
Tercero:
 
Se indica en la queja: Y es que se puede considerar que lo anterior es cierto con solo observar la base de la negativa de estos Juzgadores a través del tiempo en donde lo que han construido es un silogismo falaz:
 
-La competencia de la Sala I se agotó al resolver el recurso de apelación y el competente es el Tribunal Arbitral (artículos 38 Ley Rac, 40 y 579 Código procesal civil que son los que utilizan para fundamentar dicha premisa)
 
-La vía arbitral resulta procedente, pues las partes suscribieron cláusula arbitral que les faculta dilucidar sus controversias mediante arbitraje.
 
Conclusión: La Sala en ningún momento ha afirmado en alguna de sus resoluciones que en vía arbitral resulta posible ejecutar sentencias o actos administrativos.”
 
No es cierto que los señores Magistrados (as) -de forma reiterada- se hayan negado a conocer los asuntos sometidos a su consideración. Como se indicó en el punto precedente, el conocimiento de este asunto -en lo que procede en razón de la competencia otorgada a la Sala por Ley- se ha dado en estricto apego a lo dispuesto en el ordenamiento. 
 
Esta Sala debía pronunciarse sobre la competencia del Tribunal Arbitral para conocer o  no este asunto, y llega a esta Sede Jurisdiccional por la acción recursiva del ahora quejoso, que fue acogida en aquel momento por el Juzgado Contencioso. El ICE, disconforme, presentó apelación ante Tribunal Contencioso que a su vez remitió el asunto a esta Sala, que en definitiva se pronuncia, en la resolución 1220-C-S1 aludida. 
 
Ante la decisión del Tribunal Ad-Hoc al declararse competente, una vez más Verizon interpone apelación contra esa decisión. Y esta Sala, en resolución 001695-C-S1-2013 de las once horas del doce de diciembre de dos mil trece, confirmó lo dispuesto por el Tribunal Ad-Hoc en cuanto se declaró competente para conocer el asunto. Sin embargo es menester aclarar, la Sala Primera, expuso de manera amplia las razones por las cuales, el argumento de Verizon, -de que la existencia de una cláusula contractual impedía conocer el reclamo patrimonial envía arbitral-, no era procedente. Por resultar de interés, se transcribe lo resuelto por la Sala en el considerando IX de esa resolución:
 
“En el subexamine, como se expuso en el considerando II, el Instituto pretende el pago de daños y perjuicios en razón de la resolución contractual declarada en vía administrativa. De ahí, ambos procesos coinciden en lo relativo al detrimento patrimonial, que es precisamente el extremo que la impugnante aduce, no puede ser ventilado en sede arbitral, en virtud de la estipulación 3.10.3 del cartel. Dicha cláusula estipula: “Si la calidad de los materiales empleados en una edición particular y la confección de las Guías Telefónicas entregadas, no garantiza al I.C.E. el cumplimiento de lo ofrecido en el contrato y lo especificado en este cartel y si además el monto fijado como garantía no fuese suficiente o se encontrare agotado, el I.C.E. podrá accionar judicialmente contra el contratista para el cobro de daños y perjuicios”.  De su contenido se observa, resulta conteste con lo regulado en el ordenamiento jurídico patrio, en cuanto a la posibilidad de acudir a la vía jurisdiccional con el fin de obtener justicia (precepto 41 de la Constitución Política). Además, no dispone que dicha materia únicamente pueda ser dilucidada en sede judicial, de modo que no establece restricción alguna, como parece entenderlo la demandada, si no que se trata más bien de una cláusula programática. De ahí, cuando las partes suscribieron en el contrato de la licitación, la cláusula arbitral, no se opusieron de ninguna manera a lo establecido en el cartel. Recuérdese, la renuncia a la jurisdicción ordinaria es potestativa de los contratantes, y al pactar someter sus diferencias mediante arbitraje (cláusula trigésima del contrato) le concedieron competencia al Tribunal arbitral. Máxime si como se señaló, el cartel no obliga a que la materia de daños y perjuicios solo deba zanjarse jurisdiccionalmente. Por otro lado, no se comparte lo dispuesto en cuanto a que la competencia es arbitral porque este proceso no se relaciona con las materias incluidas en la estipulación cartelaria no. 3.10.3. 3), porque como se expresó, tal cláusula no las excluye. De ahí, debido a que el incumplimiento base que origina el proceso (materia de arbitraje de conformidad con el acuerdo arbitral), es el de Verizon al momento de elaborar las guías telefónicas; y, aunque este extremo está contemplado en la cláusula 3.10.3, aún así su conocimiento corresponde a dicha sede. Por otra parte, en lo tocante a que el acuerdo SGT-2326-2005, no dispuso que el ICE formulara la demanda por daños y perjuicios en vía arbitral, es claro, es un argumento que no se relaciona con el tema de la competencia arbitral, única excepción previa prevista en la Ley RAC. Por ende, no son de recibo ningunas otras defensas, ni cualquier otra cuestión ajena a aquélla.(agregado el subrayado)
 
Cuarto:
 
Para el quejoso, no es posible aceptar que la Sala Primera agotó su competencia con el recurso de apelación por dos razones: a) El deber del funcionario público de cumplir con sus deberes, según el artículo 11 CP y b) La Sala interpretó para sí misma: que con el recurso de apelación se agotó su competencia. Es decir se autoimpuso un  límite inexistente. Estimó, a la luz del artículo 5 de la LOPJ, la competencia de la Sala no puede agotarse solo por el dicho de sus propios miembros. Y en el entender del quejoso, la Sala estaba en la obligación de pronunciarse sobre lo que se le ha pedido reiteradamente: SI ES POSIBLE O NO UN PROCESO DE EJECUCIÓN EN LA VÍA ARBITRAL. Abona a su tesis, jurisprudencia de la Sala Constitucional sobre la obligación de los jueces de resolver todos los conflictos que se someten a su conocimiento en atención al principio de “plenitud hermenéutica del ordenamiento jurídico.
 
Para el representante legal de Verizon, lo que han exigido siempre es que los Magistrados “ejerzan  su autoridad” según lo dispone el numeral 5 de la LOPJ, de cita.  
 
Esta Sala, respeta la tesis argumentativa -que no jurídica- de la parte quejosa. Sin embargo es evidente la interpretación errónea y antojadiza.
 
Los Magistrados (as) -como funcionarios públicos- son los primeros llamados a cumplir con los deberes y obligaciones que la Ley les impone para la atención de las funciones que su cargo les impone.
 
Como se demostró en el apartado de “Antecedentes” y se ha acreditado en los puntos precedentes de la queja, los Magistrados integrantes de la Sala Primera, han atendido todos y cada una de las gestiones presentadas por la parte recurrente, siempre dentro del ámbito competencial dado por Ley, para conocer y pronunciarse sobre los asuntos sometidos a su decisión jurisdiccional. Incluso, aún cuando no cabía pronunciamiento alguno, se ha explicado a la parte quejosa -abundando en razones- la motivación de las decisiones adoptadas en los pronunciamientos realizados en este proceso, que eran completas por sí mismas. Prueba de ello, son las resoluciones: Res. N°001695-C-S1-2013 de las once horas del doce de diciembre de dos mil trece,  N° 645 de las 10 horas 30 minutos del 15 de mayo de 2014, N° 122 de las 14 horas con 25 minutos del 29 de enero de 2015, tal y como se ha expuesto y que se acompañan a este informe como anexos.
 
Quinto:
 
Cuestiona que la vía arbitral sea la procedente por el simple hecho de que las partes suscribieran cláusula arbitral. Estima, el ICE no planteo un arbitraje sino  el cobro de daños y perjuicios y esa petitoria no tiene controversia, ergo no era procedente la vía arbitral, dado que el asunto controversial ya había sido resuelto por resolución administrativa firme 6000-27773-2005 SGT-2326-005 del 1 de junio del 2005. Arguye, el objeto de un arbitraje es resolver controversia no pago de daños y perjuicios (y cita el 18 del RAC que refiere a controversias). Es por ello, que se ha solicitado a la Sala Primera pronunciarse de manera reiterada y no la ha hecho, sobre el desvío del proceso a un proceso jurídicamente inexistente de ejecución en vía arbitral. Agregó, la omisión de Sala Primera, ha permitido que subsista a través de los años un conflicto que no es propiamente un asunto de competencia sino que es en realidad un conflicto de interpretación, y se sustenta en “interpretación de competencia ya resuelta”. Concluyó, lo que se pide son argumentos y en especial resoluciones que, conforme a Derecho, facultan a este máximo tribunal para poder ejercer su autoridad y pronunciarse como debe.
 
Con el respeto debido a la parte quejosa, insiste en un punto conocido y resuelto de manera reiterada por este Colegio, según se ha expuesto en el desarrollo de este informe y de manera resumida se concretan:
 
Primero: En atención a la cláusula trigésima del contrato suscrito entre las partes, éstas le concedieron competencia al Tribunal Arbitral. Esta Sala hizo pronunciamiento expreso en ese sentido en dos ocasiones, en ambos casos por impulso recursivo del ahora quejoso.
Segundo: La Sala se ha pronunciado sobre los asuntos sometidos a su conocimiento cuando por imperio de Ley debía conocer: la competencia y la nulidad del fallo.
 
Tercero: Ante la insistencia reiterada de la representación legal de Verizon; a pesar de sus manifestaciones de inconformidad con lo resuelto,  a mayor abundamiento se han resuelto ampliamente los distintos argumentos alegados.
 
Un aspecto novedoso en su argumentación, es el que ahora agrega cuando advierte: “se sustenta en “interpretación de competencia ya resuelta”; y lo que se pide son argumentos y en especial resoluciones que, conforme a Derecho, facultan a este máximo tribunal para poder ejercer su autoridad y pronunciarse como debe. 
 
Es oportuno recordar, por disposición legal del artículo 67 de la Ley RAC, el recurso de nulidad contra los laudos se ha concebido para garantizar, básicamente, la correcta tramitación del proceso arbitral, causales que preceptúa taxativamente el numeral de cita, siendo además una de las características del recurso de nulidad de los laudos arbitrales, que esta Sala no revisa los aspectos sustanciales resueltos por el Tribunal, se limita  en su labor competencial a la verificación adjetiva de las causales taxativas estipuladas en la Ley RAC, es decir se puede atacar los fundamentos o argumentos sostenidos en los laudos en cuanto resulten desfavorables al impugnante, pero por haber vulnerado alguna de las causales procesales específicas. La norma legal no permite ulteriores interpretaciones, no  se abre competencia funcional ni jurisdiccional para otra cosa más allá de lo establecido en la norma. Eso es lo que ha conocido de manera reiterada esta Sala, y ello tiene una razón y es que este medio de impugnación se concibió para salvaguardar la correcta aplicación del proceso arbitral, no para revisar la correcta interpretación del derecho de fondo, como parece no entender aún la parte quejosa.  
 
Por otra parte, es necesario recordar a la representación de Verizon, lo dispuesto en el Artículo 199 de la LOPJ: “Será rechazada de plano toda queja que se refiera exclusivamente a problemas de interpretación de normas jurídicas. Y ello es lo que busca el quejoso con el agravante de que su pretensión no tiene ningún respaldo legal. 
 
Sexto:
 
Insiste el quejoso, en los argumentos expuestos en el punto 3 de su escrito de queja. 
 
Por innecesario y evitar caer en reiteraciones se remite a lo analizado en ese apartado.
 
Sétimo:
 
Refiere la queja a la resolución  627-F-S1-2017 11 horas 25 minutos del 7 de junio del 2017, por medio de la que se declaró sin lugar el recurso de nulidad. Cuestiona lo dispuesto por la Sala Primera al conocer los agravios.
 
El reproche  por la adecuación del plazo o el dictado del laudo fuera del plazo, fue ampliamente analizado por esta Sala, que luego de una exhaustiva revisión de fechas concluyó la imposibilidad de desprender que el laudo se dicto fuera de tiempo, con lo cual rechazó el agravio. El quejoso, no comparte la interpretación realizada por esta Cámara. Valga recordar lo indicado supra: “Será rechazada de plano toda queja que se refiera exclusivamente a problemas de interpretación de normas jurídicas…” por lo que la queja bajo estudio debe ser rechazada.
 
Octavo:
 
Señala en su escrito el representante legal de Verizon: “Inevitable resulta hacer referencia también a la manera bajo la cual se interpretó por parte del Tribunal Arbitral lo que es un acuerdo de voluntades entre las partes” . Refiere al plazo para laudar según el acuerdo suscrito entre las partes.  Y advierte: “… de manera tal que no se entiende sin entrar a considerar una visión interpretativa que resulta omisiva de la ley, la actuación de la Sala I quien obligada a profundizar sobre este trascendental detalle en la actuación e interpretación de  la Ley por parte de un Tribunal Ad-Hoc, evita pronunciarse sobre el punto…”. (se agrega el subrayado)
 
Al respecto, en la Res. 00627-F-S1-2017 de las once horas veinticinco minutos del siete de junio del 2017, en el Considerando III se conoció el agravio sobre el plazo para dictar el laudo.  Una vez más, insiste el quejoso en contradecir la interpretación de la Sala, se entiende no la comparta; sin embargo esa disconformidad interpretativa no es pasible atenderla a través de la queja, como lo intenta ahora y como en el curso de la tramitación de este asunto lo ha intentado de manera reiterada e irrespetuosa. Así queda acreditado en el recuento de actuaciones expuesto para conocimiento de los señores Magistrados integrantes de esta Corte.
 
Noveno:
 
Indicó: “De trascendental importancia por ser reflejo del efecto jurídico impropio en el que  incurrió la Sala I con sus resoluciones en este asunto  (lo cual se invita a valorar esta vez ajustado conforme a derecho por parte de la Corte Plena); radica en la evidente interpretación que contraria a la realidad plasmada por el legislador en el artículo 39 de la Ley RAC, efectúa dicha Sala a la hora de premiar el segundo inicio de un procero arbitral…”.  Agregó: “Tal interpretación que de la ley efectúa la Sala I y los Magistrados actuantes (ya bajo una posición de garantes) según su decir; es en relación a la necesidad de aplicación adecuada de los principios que emanan de la misma norma 39 de la ley RAC (…) La aplicación y protección de los principios del derecho, ciertamente es una actividad jurídica encomiable a efectuar por la autoridad pública, siempre y cuando para el caso de estudio, no se estuviera interpretando la lay de la forma en que lo hicieron los magistrados de la Sala I, al darle la razón al Tribunal Arbitral …”.
 
Insiste nuevamente la representación de Verizon, en su oposición a la interpretación de normas jurídicas realizada por esta Sala. Se omiten los argumentos expuestos en este sentido, para evitar reiteraciones.
 
Décimo:
 
Concluye su argumento la parte quejosa indicando:  “Y, si aún lo descrito en los 9 puntos anteriores no fuera suficiente, el Tribunal Arbitral en conjunto con la Sala I, groseramente olvidan que el ordenamiento jurídico debe analizarse como un todo, conducta activa que necesariamente conlleva a un análisis jurídico de la ley RAC de forma integral”.
 
El arbitraje es un proceso no judicial mediante el cual las partes eligen voluntariamente y de forma privada  que  un Tribunal Arbitral decida sobre sus obligaciones y deberes y dilucide sus controversias o diferendos; decisión protegida en el artículo 43 de nuestra Constitución Política y en la Ley RAC, entendiendo que las partes renuncian a la posibilidad de que la la decisión última y definitiva de una contienda sea conocida por parte de los Tribunales de Justicia, con las salvedades de Ley, según se indicó. En la especie, esta Cámara, sujeta al imperio de ley y al deber que como funcionarios públicos nos asiste, conocimos los pronunciamientos jurisdiccionales que fueron sometidos a nuestra decisión judicial. Negamos enfáticamente haber faltado a nuestros deberes legales, irrespetado en modo alguno el debido proceso. No se ha incumplido con los deberes que nos imponen los numerales 35, 43 y 49 de nuestra Constitución Política, no se han transgredido los artículos 7, 8, 9 y 10 del Código Procesal Civil vigente para ese momento procesal; nuestras actuaciones fueron apegadas a la normativa de la Ley RAC y al  Código Procesal Contencioso Administrativo en lo dispuesto en el artículo 176 y numeral 86 inciso 22 de su Reglamento.
 
III.           Sobre la petición de la queja
 
El quejoso pretende que Corte Plena atienda su queja y disponga: “…ordene a los magistrados de la Sala I que conforme a la ley y a la Constitución Política de Costa Rica, proceda a resolver, interpretar y aplicar el derecho es este asunto, tal y como corresponde. Solicito asimismo que los magistrados encargados de este asunto en laque se refiere del punto n° 1 al n°6 ANABELLE LEON FEOLI,LUIS GUILLERMO RIVAS LOAICIDA, ROMAN SOLIS ZELAYA,OSCAR GONZALEZ CAMACHO Y CARMEN MARIA ESCOTO FERNANDEZ, rindan informe y que se solicite a efectum videndi la sumaria en cuestión, que refleja el asunto carente aún del debido pronunciamiento. De igual manera, se pide también que se ordena efectuar también lo indicado, a los Magistrados que han resuelto sobre lo mencionado en el punto n°7 de esta Queja formal, LUIS GUILLERMO RIVAS LOAICIGA, ROMAN SOLIS ZELAYA, CARMEN MARIA ESCOTO FERNANDEZ Y ROCIO ROJAS MORALES”.  
 
Es claro que lo solicitado excede las competencias de ese órgano colegiado administrativo, que no puede incursionar en el dictado ni en la valoración de resoluciones jurisdiccionales, las que se han dictado en apego a la independencia, objetividad e imparcialidad propia de la función jurisdiccional como garantía integrante del debido proceso para las partes en contienda.
 
Dejamos en la forma expuesta rendido el informe solicitado.”
 
-0-
 
ENTRA EL MAGISTRADO CASTILLO. SALEN LA MAGISTRADA SOLANO Y EL MAGISTRADO MOLINARI.
         Una vez analizado el asunto,
CONSIDERANDO
1.     Que en nota recibida en la Secretaría General de la Corte el 20 de julio de 2018, el licenciado Luis Carlos García Jiménez, apoderado especial judicial ante la Sala Primera de la empresa Verizon Information Sevices Costa Rica LLC; presentó queja formal en contra de los magistrados y las magistradas que integran la Sala Primera, referente a la tramitación del expediente N° 0225-20127AR.AD.HOC, proceso Arbitral Ad Hoc, seguido a instancia del Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), contra Verizon Information Sevices Costa Rica LLC.
2.     Que la Secretaría General de la Corte, le solicitó el correspondiente informe a la Presidencia de la Sala Primera, a cuyos efectos, el Magistrado Rivas, presidente de la citada Sala, lo rindió en nota recibida el 11 de enero en curso.
3.     Que del análisis del escrito presentado por el representante de la empresa Verizon Information Sevices Costa Rica LLC, y del informe rendido por el magistrado presidente de la Sala Primera, se puede concluir que se trata de una gestión referente a un asunto sometido a conocimiento de una Sala de la Corte Suprema de Justicia y que esta Corte no tiene competencia para incursionar en el dictado ni en la valoración de resoluciones jurisdiccionales, ni se advierte evidencia alguna o criterio de convicción que pueda determinar  la existencia de una conducta que pudiere general algún tipo de responsabilidad de índole disciplinaria. 
POR TANTO
Sin objeción alguna, se acordó: 1.) Tener por rendido el informe del magistrado Rivas. 2.) Rechazar de plano la solicitud planteada por el representante de la empresa Verizon Information Sevices Costa Rica LLC, toda vez que esta Corte carece de facultades legales para tener injerencia sobre la resolución de asuntos de índole jurisdiccional en conocimiento de alguna de las Salas, conforme lo dispone el artículo 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo que se ordena el archivo de las diligencias. 
[bookmark: _Hlk536092999]ARTÍCULO XIX 
Documento N° 15406-2018, 588-2019

El 21 de diciembre de 2018, ingresó proveniente del Tribunal de la Inspección Judicial, la resolución de las once horas y veintidós minutos del diecinueve de diciembre del año dos mil dieciocho, dictada dentro de la causa N° 18-002739-0031-IJ, que es queja seguida a instancia del señor José Roberto de la Trinidad Bastos Castro contra la Sala Primera, la cual literalmente dice:
“En vista de que la presente queja seguida a instancia de JOSE ROBERTO DE LA TRINIDAD BASTOS CASTRO lo es contra la SALA PRIMERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA pasen las presentes diligencias a conocimiento de la Corte Suprema de Justicia, para lo que a bien tenga disponer, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 182 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.- Notifíquese.- (f)”
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La Secretaría General de la Corte, le solicitó el correspondiente informe a la Presidencia de la Sala Primera, a cuyos efectos, el Magistrado Rivas, mediante nota recibida el 17 de enero en curso, rindió el respectivo informe en los siguientes términos:
“En fecha 15 de enero de 2019, la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia notificó a la Sala Primera el oficio No. 333-2019, mediante el cual se le solicita al suscrito rendir informe sobre el oficio No. 2489-IJ-2018 del Tribunal de la Inspección Judicial, referente a la queja interpuesta por el señor José Roberto de la Trinidad Bastos Castro contra la Sala Primera, tramitada bajo el expediente No. 18-002739-0031-IJ. 

En la referida queja, el señor Bastos Castro reclama la demora con la que ha sido tramitado el expediente judicial 12-000281-1027-CA, por parte de la Sala Primera, por cuanto en fecha 11 de mayo de 2015, la representación del Estado (parte demandada en esa causa) planteó recurso de casación y, sin embargo, han transcurrido tres años y seis meses y aún no ha sido resuelta esa impugnación. Arguye que en virtud de que el expediente se encuentra paralizado, ha instado su pronto despacho.

A fin de contextualizar lo ocurrido en el expediente 12-000281-1027-CA, que es proceso de conocimiento establecido en el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, por José Roberto Bastos Castro contra El Estado, se hará un resumen del histórico de movimientos que ha presentado este asunto en la Sala Primera. 

La tramitación se detalla a continuación:

En memorial presentado ante Sala Primera, el 11 de mayo de 2015, la representación del Estado planteó recurso de casación contra la sentencia No. 060-2015-VI de las 13 horas 55 minutos del 15 de abril de 2015, dictada por el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, Sección Sexta.

El 20 de mayo de 2015 el recurso se pasó para estudio a la oficina de admisibilidad.

El 8 de enero de 2016 se solicitó al Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda la remisión del expediente y el correspondiente emplazamiento a las partes para que señalaran medio para notificaciones.

El 14 de marzo de 2016 el expediente fue recibido en la Sala Primera.

El 25 de abril de 2016 se turnó el expediente a la oficina del magistrado Molinari Vílchez. 

Mediante resolución de las 14 horas 23 minutos del 5 de diciembre de 2018, se ordenó pasar el expediente de la Sala Primera al Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo. 

El 5 de diciembre de 2018 se redactó proyecto de admisión en la oficina del magistrado Molinari Vílchez. 

Mediante auto de las 9 horas 49 minutos del 16 de enero de 2019 se resolvió la admisión del recurso y se le dio audiencia a la parte actora sobre el recurso planteado. 

Mediante auto de las 13 horas 53 minutos del 16 de enero de 2019 se dio audiencia a las partes sobre la prueba para mejor resolver ofrecida por el casacionista. 

Culminado el plazo de las audiencias dadas a las partes en las resoluciones anteriores, se dictará proyecto de sentencia, el cual circulará entre los magistrados integrantes del Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo para su respectiva revisión y, posteriormente, será llevado a votación. Todo ese trámite se realizará en el plazo dispuesto en el canon 149, inciso 4) del Código Procesal Contencioso Administrativo. 

Según se colige del histórico de actuaciones expuesto, el recurso de casación no se ha mantenido paralizado desde su entrada a Sala Primera y ahora al Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo, sino que se le ha dado la tramitación debida, encontrándose en sus etapas finales.  

Dejo así rendido el informe requerido. Quedo a su disposición para cualquier aclaración que estime pertinente”.
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Una vez analizado y discutido el asunto, 
CONSIDERANDO
Que el 21 de diciembre de 2018, el Tribunal de la Inspección Judicial remitió a conocimiento de Corte Plena la queja presentada por el señor José Roberto de la Trinidad Bastos Castro contra la Sala Primera, por demora con la tramitación del expediente judicial 12-000281-1027-CA, en tanto que alega que en fecha 11 de mayo de 2015, la representación del Estado planteó recurso de casación y, sin embargo, han transcurrido tres años y seis meses y aún no ha sido resuelta esa impugnación.
Que la Secretaría General de la Corte lo trasladó a la Presidencia de la Sala Primera para su respectivo estudio e informe. 
Que el Magistrado Rivas en nota recibida en dicha Secretaría el 17 de enero de 2019 rindió el informe correspondiente, siendo así que se advierte que el mismo no se encuentra paralizado, toda vez que, como última incidencia procesal, mediante auto de las 13 horas 53 minutos del 16 de enero de 2019 se dio audiencia a las partes sobre la prueba para mejor resolver ofrecida por el casacionista.
Que una vez analizadas las diligencias, de conformidad con los elementos de convicción estudiados de manera preliminar por esta Corte, se estima, que al recurso de casación se le ha dado el trámite correspondiente, tanto en la Sala Primera como en el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo, encontrándose listo para la redacción de la resolución correspondiente. 
Que de conformidad de lo anterior, esta Corte estima que no hay mérito para iniciar causa disciplinariamente, habida cuenta que no evidencia retardo o errores graves e injustificados en la tramitación del expediente 12-000281-1027-CA, y en consecuencia, se considera procedente ordenar el archivo de las diligencias.
POR TANTO
En razón de lo anterior se acordó: 1.) Tener por rendido el informe del magistrado Rivas. 2.) Desestimar la queja interpuesta por el José Roberto de la Trinidad Bastos Castro contra la Sala Primera, dado que no hay mérito para iniciar causa disciplinaria, en consecuencia, ordenar el archivo de las diligencias. 3.) Comuníquese este acuerdo al señor José Roberto de la Trinidad Bastos Castro. 
Los magistrados Rivas, Solís y la suplente Aragón Cambronero se abstienen de votar. 
[bookmark: _Hlk191934][bookmark: _Toc535589792]ARTÍCULO XX 
ENTRA LA MAGISTRADA ROJAS.
Documento N° 14935-2018, 572-2019

[bookmark: _Hlk536075665]El 12 de diciembre de 2018, ingresó proveniente del Tribunal de la Inspección Judicial, la resolución de las diez horas y cuarenta minutos del once de diciembre del año dos mil dieciocho, dictada dentro de la causa N° 18-002582-0031-IJ, que es queja seguida a instancia de la señora Sofía Picado Calvo contra la Sala Segunda, la cual literalmente dice:
“En vista que la presente queja seguida a instancia de la señora Sofía Picado Calvo, lo es contra la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia por tener pendiente de resolver escrito de agosto del 2018, y que mediante informe de investigación 300-IJ-18 del 10 de diciembre de 2018 confeccionado por el Oficial de Inspección Alexander Salas Castrillo, de determinó que el escrito del 29 de agosto del 2018, recibido en la causa número 13-002362-1178-LA, se trata de un recurso de Casación; de conformidad con lo dispuesto por el artículo 182 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se tiene que la competencia para conocer y resolver como Órgano Decisor del presente proceso corresponde a la Honorable Corte Plena, único Órgano legitimado para aplicar el régimen disciplinario en el caso que nos ocupa. Razón por la cual pasen las presentes diligencias a conocimiento de la Corte Suprema de Justicia, para lo que a bien tenga disponer. Notifíquese”
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[bookmark: _Hlk536075971]La Secretaría General de la Corte, le solicitó el correspondiente informe a la Presidencia de la Sala Segunda, a cuyos efectos, el Magistrado Aguirre, en oficio N° 74-2019 del 17 de enero en curso, rindió el respectivo informe en los siguientes términos:
“En relación con su oficio N.° 334-2019 del 15 de enero de 2019, referente a la queja interpuesta por la licenciada Sofía Picado Calvo, ante el Tribunal de la Inspección Judicial contra la Sala Segunda, sobre la tramitación del expediente 13-002362-1178-LA de Lady Gutiérrez Villarevia contra Alejandro De Sarraga Berrocal y Otros, rindo el presente informe: 

 El 29 de agosto de 2018, el licenciado René Ramos Carmona como apoderado especial judicial de la parte demandada, formuló y remitió vía facsímile el recurso de casación para ante la Sala Segunda, contra la sentencia dictada por Tribunal de Trabajo de Heredia del Segundo Circuito Judicial de San José, de las 14:40 horas del 02 de julio de 2018. 

 Mediante oficio 2308-2018 del 30 de agosto de 2018, se solicitó el expediente al Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José.

 El 30 de setiembre, fue presentado el escrito original del recurso de casación.

 En escrito recibido vía facsímile y correo electrónico el 13 de setiembre de 2018, la apoderada especial judicial de la parte actora, licenciada Yesenia Navarro Montero, se apersonó ante la Sala en virtud del emplazamiento realizado por el Tribunal, y solicitó se rechazara de plano el recurso interpuesto por la demandada.

 El 19 de setiembre de 2018, se recibió el expediente procedente del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de San José, y se le asignó el Técnico Judicial encargado de la confección del legajo de Sala.

 El 24 de setiembre, el expediente fue pasado al Técnico de Sala 3, José Anchía López, para el estudio de la admisibilidad del recurso y una eventual redacción de la resolución de rechazo de plano del recurso.

 El 02 de noviembre el Técnico de Sala 3, remitió el expediente a la Técnica Judicial Ruth Raquel Piedra Cortés, para la actualización de los datos del expediente, haciéndole la observación de que no se modificara el proyecto de resolución elaborado.

 El 05 de noviembre la Técnica Judicial, devolvió el expediente al Técnico de Sala 3, quien ese mismo día remitió el expediente a la oficina del magistrado Orlando Aguirre Gómez, para el estudio y firma de la resolución que resolvía el escrito presentado el 13 de setiembre por parte de la actora (ver punto 4).

 El 13 de noviembre la Secretaría Ejecutiva del magistrado Aguirre, Carmen Gutiérrez Castro, devolvió el expediente al Técnico de Sala para la corrección de la resolución, y ese mismo día, el Técnico de Sala corrigió la resolución y lo remitió a la oficina del magistrado Aguirre para el inicio de recolección de las firmas, el 15 de noviembre.

El 15 de noviembre la Secretaria Ejecutiva del Magistrado Aguirre, remitió el expediente a la oficina del magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, para la firma de la resolución. 

El 29 de noviembre la Secretaria Ejecutiva del Magistrado Sánchez, Ana Isabel Vargas Badilla, remitió el expediente a la oficina de la Magistrada Julia Varela Araya, para la recolección de su firma.

El 30 de noviembre la Secretaria Ejecutiva de la Magistrada Varela, Cinthya García Orias, remitió el expediente a la oficina del Técnico de Sala 2, Marco Brenes Madriz, a la espera de la firma por parte del Magistrado Suplente Héctor Blanco González. 

El 04 de diciembre el Técnico de Sala 2, pasó el expediente al notificador, Ramón Rodríguez Fernández, para notificar la resolución del 02 de noviembre, que resolvió el escrito del 13 de setiembre en el que se solicitaba el rechazo de plano del recurso de casación presentado por la parte demandada (ver punto 7 y 8).

El 07 de diciembre el notificador, devolvió el expediente al Técnico de Sala 2, a la espera del término de la resolución, la cual fue notificada a ambas partes el 05 de diciembre.


El 12 de diciembre el Técnico de Sala 2 devolvió el expediente al Técnico de Sala 3, quien, a su vez, el 13 de noviembre remitió el expediente a la Técnica de Sala 1, Ivannia Morales López para la distribución del expediente y asignación del magistrado redactor del proyecto de sentencia que resolverá el recurso de casación formulado por la parte demandada (ver punto 1).

 Siendo que la última repartición de expedientes se realizó el 4 de diciembre pasado, el expediente fue asignado a la oficina del Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, en la primera repartición de expedientes realizada el 08 de enero de 2019.

Finalmente, el 09 de enero el expediente le fue asignado a la letrada Guiselle González Vargas, para su estudio y redacción del proyecto, ubicación en la cual se encuentra el expediente actualmente.

De acuerdo con lo anterior, en la tramitación del expediente 13-002362-1178-LA se observa que lo sucedido es una situación particular que se presenta en todos aquellos asuntos en los que una de las partes solicita el rechazo de plano del recurso de casación formulado por su contraparte, pues dicha solicitud debe ser resuelta previamente a resolver el recurso de casación presentado ante la Sala, tal y como sucedió en este caso”.
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Una vez analizado el informe y discutido el asunto,
CONSIDERANDO
Que el 12 de diciembre de 2018, el Tribunal de la Inspección Judicial, remitió la resolución de las diez horas y cuarenta minutos del once de diciembre del año dos mil dieciocho, dictada dentro del expediente N° 18-002582-0031-IJ, que es queja seguida a instancia de la señora Sofía Picado Calvo contra la Sala Segunda
Que la Secretaría General de la Corte, solicitó el correspondiente informe a la Presidencia de la Sala Segunda, a cuyos efectos el magistrado Aguirre, Presidente de dicha Sala, rindió el respectivo informe mediante oficio N° 74-2019 del 17 de enero del año en curso. 
Que del informe respectivo se advierte que la Sala Segunda, el 5 de diciembre recién pasado, notificó la resolución del 2 de noviembre, que resolvió el escrito del 13 de setiembre en el que se solicitaba el rechazo de plano del recurso de casación presentado por la parte demandada, motivo por el cual se procedió a la distribución del expediente y asignación del magistrado redactor del proyecto de sentencia que resolverá el recurso de casación formulado.
Que del análisis de las diligencias concluye esta Corte, que no existe mérito para aplicar el régimen disciplinario a los señores magistrados y a las señoras magistradas de la Sala Segunda, habida cuenta que no evidencia retardo o errores graves e injustificados en la tramitación del expediente N° 13-002362-1178-LA
Que en razón de lo anterior, lo que procede es rechazar la queja interpuesta y disponer el archivo de las diligencias.
POR TANTO
Se dispuso: 1.)  Desestimar la queja interpuesta por la licenciada Sofía Picado Calvo contra la Sala Segunda, por no existir mérito para aplicar el régimen disciplinario y, por ende, proceder al archivo de las diligencias. 2.) Comuníquese a la licenciada Sofía Picado Calvo.
Los magistrados Aguirre, Varela, Sánchez, Olaso y Chacón se abstienen de votar. 
[bookmark: _Hlk192384]ARTÍCULO XXI 
[bookmark: _Toc534987068][bookmark: _Toc535589798]Documento N° 6037-18, 482-19
El Consejo Superior, en sesión Nº 60-18 celebrada el 5 de julio de 2018, artículo XIII, en lo que interesa, acordó conceder audiencia por el plazo de 10 días hábiles, contados a partir del día siguiente de la comunicación de ese acuerdo, al licenciado Frank Paniagua Mendoza, para que hiciera saber al Consejo Superior lo que a bien estimara manifestar, en relación con la queja enviada por la máster Karla Montenegro Meza, Jueza conciliadora, para lo que se le trasladó copia de la misma. Dentro del plazo indicado debería ejercer su defensa y ofrecer las pruebas que estimara pertinentes. Y caso de estimarlo conveniente se le indicó que podía nombrar un abogado o abogada de su confianza, debiendo informarlo a la Secretaría General de la Corte, para hacer constar su apersonamiento  a esas diligencias.
Esta Corte, en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXIV, tomó el acuerdo que dice:
“El licenciado Frank Paniagua Mendoza, Abogado, en correo electrónico recibido en la esta Secretaría el 12 de noviembre en curso, expresó:
 “SEÑORES 
CONCEJO (sic) SUPERIOR DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA E INSPECCIÓN JUDICIAL:
 INTERPONGO QUEJA CONTRA LA INSTRUCTORA SANDRA PIZARRO, INSTRUCTORA DEL CONSEJO SUPERIOR.
HECHOS
PRESENTÉ UN RECURSO DE REVOCATORIA EL CUAL ADJUNTO Y NO HA SIDO RESPONDIDO. EN CAMBIO, ME NOTIFICAN UN CAMBIO DE SEÑALAMIENTO EN LA CAUSA, SIN ATENDER MIS RAZONES, RAZONAMIENTOS, ALEGATOS, RECURSOS, NULIDADES, Y TODO UN RITUAL DEL DERECHO DE DEFENSA. 
 ESTA SEÑORA CON SU ARBITRARIEDAD ME LLEVA COMO CORDERO  AL MATADERO EN PLENA ARBITRARIEDAD.
 SOY ABOGADO DE 30 AÑOS, NO ES POSIBLE QUE ESTA SEÑORA NO HAYA RESUELTO MI RECURSO Y SE PREDESTINE A LLEVARME A UN PROCESO DEL CUAL NUNCA SUPE LA EXISTENCIA DE PRUEBA NI EN QUÉ SENTIDO Y CUÁLES HECHOS VA A DECLARAR EL TESTIGO. SI SE ME HUBIESE PUESTO EN CONOCIMIENTO CON LA INSTAURACIÓN DE LA QUEJA YO HABRÍA OFRECIDO CONTRA PRUEBA; PERO ME ES IMPOSIBLE SI NO SÉ QUIÉN ES ESTE TESTIGO Y QUÉ ES LO QUE VA  A IR A DECIR, COMO SI UN PROCESO FUESE UNA CAJA DE PANDORA.
NO ES POSIBLE QUE ESA SEÑORA SANDRA PIZARRO NO APLIQUE LA LEY Y LOS PROCEDIMIENTOS Y LO HAGA EN MI PERJUICIO, Y ESTO ES  REALMENTE INAUDITO, COMO SI ESTUVIÉSEMOS EN UN ESTADO QUE NO ES DE DERECHO. PERO NI UN SIMPLE ASUNTO CIVIL, EL QUE OFRECE LA PRUEBA DEBE INDICAR POR ESCRITO EN QUÉ CONSISTE, NO ES SOLO OFRECER A ALGUIEN QUE VAYA A UN PROCESO, ES ESPERAR TAMBIÉN UNA RESPUESTA DE LA CONTRAPARTE, QUIEN PUEDE OFRECER PRUEBA IDONEA NO SOLO PARA CONTRADECIR AL TESTIGO SINO PARA DEMOSTRAR SU FALSEDAD.
 OFRECÍ CONTRAPRUEBA, PRÁCTICAMENTE A CIEGAS, SINO POR SOSPECHAS DE LO QUE ESE TESTIGO PODRÍA EVENTUAMENTE DECLARAR: MI CLIENTE ROXANA MOLINA Y UN VIDEO DE SEGURIDAD PARA DEMOSTRAR QUE ESE TESTIGO NO ESTABA EN EL LUGAR DE LOS HECHOS EL DÍA  EN QUE LA QUEJOSA DICE QUE YO FUI A SU OFICINA.
 ESTA PRUEBA NI SIQUIERA SE TOMÓ EN CUENTA Y LA SEÑORA INSTRUCTORA ME CITA PARA UN NUEVO SEÑALAMIENTO, COMO SI YO NO EXISTIERA O FUESE UN CIUDADANO SIN DERECHOS, AL QUE ELLA PUEDE SOMETER CON LAS FUERZAS DE SU ÍMPETU Y NO DEL DERECHO QUE RIGE A LA ADMNISTRACIÓN PÚBLICA DE JUSTICIA.
 SOLICITO POR LO ANTERIOR: SE ABRA QUEJA DISCIPLINARIA CONTRA ESTA SEÑORA, QUIEN OSA RESOLVER SIN EL MÁS MÍNIMO RESPETO A LAS LEYES PROCESALES QUE LE INVOQUÉ EN MI RECURSO, EL CUAL AÚN NI SIQUIERA HA SIDO RESUELTO, NI MUCHO MENOS NOTIFICADO AL DÍA DE HOY.
 ESTE ES PRECISAMENTE EL TIPO DE ATROPELLOS POR LOS CUALES HE DECIDIDO NO SEGUIR LITIGANDO EN LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA, PORQUE ES IMPOSIBLE QUE UN SIMPLE ERROR NO SE ENMIENDE CON LA SABIDURÍA Y CONOCIMIENTO QUE NOS MERECEMOS LOS USUARIOS DEL SISTEMA JUDICIAL.
LA QUEJA ES GRAVES ERRORES EN EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. NÓTESE QUE, EN LUGAR DE RESOLVER MI RECURSO DE REVOCATORIA, LA SEÑORA LO QUE HACE ES VARIAR EL SEÑALAMIENTO PARA OTRO DÍA, SIN INDICAR LOS MOTIVOS FÁCTICOS O JURÍDICOS POR EL CUAL SE VARÍA LA FECHA DE LA AUDIENCIA, CONVIRTIENDO CON ELLO ESTE PROCESO DISCIPLINARIO EN UNA COMPLETA CAJA DE PANDORA DE SORPRESAS, A LAS QUE JAMÁS ME VOY A SOMETER, SIN ANTES INVOCAR TODOS LOS DERECHOS QUE ME ASISTEN POR CONSTITUCIÓN POLÍTICA.”
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Asimismo, el licenciado Frank Paniagua Mendoza, en correo electrónico recibido en la Secretaría General de la Corte, el 12 de noviembre de 2018, indicó: 
“INTERPONGO QUEJA CONTRA SANDRA PIZARRO GUITIÉRREZ DEL CONSEJO SUPERIOR
LA QUEJA ES HABER UTILIZADO TODA LA MAQUINARIA DEL PODER JUDICIAL (SALA DE AUDIENCIAS, EQUIPO, UN INSTRUCTOR DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL Y UN INSPECTOR DEL CONCEJO SUPERIOR) PARA EVACUAR UN TESTIMONIO EN UNA QUEJA DISCIPLINARIA CONTRA MÍ, a sabiendas que el testigo se referiría a hechos no acusados, y así sucedió; provocando un despilfarro innecesario de lo recursos públicos. EL TESTIGO comenzó su deposición indicando que no le constaban los hechos acusados toda vez que fue llamado al primer piso en donde labora (tribunales santa cruz) sin presenciar ninguno de los hechos acusados. En son de protesta, me salí de la sala de audiencias sin entrevistar al testigo, por evidente  innecesariedad, y no convertirme en cómplice de un acto de total despilfarro de fondos públicos.”
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Sin objeción alguna y previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Remitir las presentes diligencias a la licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez, integrante del Consejo Superior, para que, en el plazo de cinco días contados a partir del recibo de esta comunicación, se refiera a lo expuesto por el licenciado Frank Paniagua Mendoza.”
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En respuesta a lo anterior, la licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez, Integrante del Consejo Superior, mediante nota 9 de enero de 2019, informó:
[bookmark: x__Hlk533081149]“…procedo de conformidad con lo dispuesto en el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N°53-18 celebrada el 19 de noviembre del año en curso, ARTÍCULO XXIV, a rendir informe en tiempo y forma, en relación a la queja interpuesta por el Lic. Frank Paniagua Mendoza en contra de mi persona.
Efectivamente por parte del Consejo Superior se conoció la queja interpuesta por la Jueza Conciliadora máster Karla Montenegro Meza, contra el licenciado Frank Paniagua Mendoza, por la forma irrespetuosa en que éste último se refirió respecto de ella el día veintitrés de mayo de dos mil dieciocho, dentro del proceso de familia N° 18-000125-0776-FA, del cual el licenciado Paniagua Mendoza funge como abogado de la parte actora. El Consejo Superior, en la sesión N° 60-18 celebrada el 5 de julio de 2018, artículo XIII, concedió audiencia por el plazo de 10 días hábiles al licenciado Frank Paniagua Mendoza, para que se refiriera a la queja enviada por la máster Karla Montenegro Meza, para lo cual se le trasladó copia de la queja interpuesta en su contra; siendo que el licenciado Paniagua Mendoza, mediante escrito de fecha 16 de julio de 2018, rechazó por completo lo denunciado en la queja en su contra, alegando que las afirmaciones son absolutamente falas y solicitó el archivo de la queja.
Que  al amparo de lo dispuesto en los artículos 214, 219 y 221, de la Ley General de la Administración Pública, en aras de cumplir con el fin último del proceso disciplinario, como lo es la averiguación de la verdad real sobre los hechos denunciados, considere  pertinente ante la negativa de rendir declaración por parte de los testigos que presenciaron la génesis de los hechos manifestados y acaecidos en la recepción del Centro de Conciliación de Santa Cruz Guanacaste, según se indicó en el cuerpo de la denuncia  por temor a represalias por parte del licenciado Frank Paniagua Mendoza, tomar declaración al señor Jaime Sánchez Jáen, Oficial de Seguridad de la Administración Regional de Santa Cruz, Guanacaste, el cual se mencionó en la denuncia por parte de la quejosa, indicando que el mismo había presenciado la conducta del denunciado, cuando ella se dirigía hacia la Fiscalía con el propósito de interponer una denuncia en contra del licenciado Paniagua Mendoza, quien continuaba detrás de ella profiriendo improperios en su contra.
De lo expuesto se desprende que NO ES CIERTO lo indicado por el señor Frank Paniagua Mendoza, en el sentido de que se estuviera citando a un testigo del cual él desconociera a qué se estaría refiriendo y mucho menos que el mismo declararía sobre aspectos no relacionados directamente con los hechos denunciados.
 Es menester aclarar que en el caso de marras, el señalamiento para la recepción de prueba se hizo de conformidad con lo legalmente establecido para esos efectos en la Ley Orgánica del Poder Judicial así como en la Ley General de la Administración Pública y le fue notificado con la antelación requerida a las partes para que pudiesen estar presentes durante la recepción de la prueba y ejercieran su derecho de defensa realizando las preguntas que considerasen pertinentes para el esclarecimiento de los hechos denunciados y garantizando el debido proceso. 
Como lo indica el mismo licenciado Paniagua Mendoza, el día programado para la recepción de la prueba, él se hizo presente y luego de objetar la recepción de la prueba, ante la indicación del Inspector Judicial de que se procedería con la recepción de la misma, decidió por voluntad propia retirarse del acto de recepción de la prueba, renunciando así a su derecho de ejercer su defensa durante el desarrollo de la misma, por lo que en ningún momento se le privó de su derecho de ejercer la defensa respecto de lo declarado por el testigo, por lo que no puede alegar indefensión alguna al respecto.
Tampoco lleva razón el licenciado Paniagua Mendoza, en cuanto a que no tuvo la posibilidad de ofrecer contraprueba, en primera instancia porque tenía pleno conocimiento de los hechos a los que se referiría el testigo, pues conocía en su totalidad la demanda presentada en su contra, de la cual se le hizo llegar copia cuando se le impuso de la misma a fin de que se refiriese a los hechos denunciados y segundo, porque como él mismo lo indica sí ofreció prueba, propiamente la declaración de la señora Roxana Patricia Molina Rodríguez, actora del proceso dentro del cual se dieron los hechos denunciados y del cual él es el representante legal; declaración que fue recibida en la hora y fecha señalada y para la cual sí se contó con la presencia del aquí quejoso.
Falta a la verdad el señor Frank Paniagua Mendoza, al indicar en su queja que el recurso de revocatoria interpuesto por él no ha sido resuelto ni le ha sido notificado a la fecha, toda vez que mediante resolución de la diez horas con treinta minutos del veintiséis de octubre de 2018, la suscrita resolvió dicho recurso, resolución que le fue notificada ese mismo día al medio señalado por el licenciado Paniagua Mendoza, a saber el correo electrónico bfpaniagua@hotmail.com (se adjunta copia de la resolución y del comprobante de notificación). En relación con el video ofrecido por el quejoso, el mismo no fue incorporado ante la imposibilidad material para hacerlo, en razón de que para la fecha en que el mismo vino a ser ofrecido por el señor Paniagua Mendoza, el video había sido borrado, como se indicó en la resolución final de este asunto, por lo que tampoco lleva razón en cuanto a que de mi parte no fue tomada en cuenta la prueba por él ofrecida.
Por último, en relación a lo manifestado por el quejoso, en el sentido de que de mi parte se procedió con la utilización de toda la maquinaria del Poder Judicial (sala de audiencia, equipo, un instructor de la Inspección Judicial y un Inspector del Consejo Superior) para evacuar un testimonio de una queja disciplinaria en su contra a sabiendas que el testigo se referiría a hechos no acusados; tal aseveración es completamente errada y falta de fundamento. En primera instancia como quedó acreditado en lo previamente expuesto, el testigo citado sí tenía conocimiento de los hechos relacionados con la denuncia interpuesta por la servidora Karla Montenegro Meza, como lo indicó en su declaración y en segunda instancia, porque la utilización de los medios que la Institución posee para esos efectos, se hizo en pleno apego a las potestades de delegación con que cuenta esta Representación para los efectos requeridos y en función de la menor afectación posible a las partes involucradas, razón por la cual mediante auto de las nueve horas con quince minutos del primero de noviembre de dos mil dieciocho, de conformidad con los numerales 187, 188 y 197 de la Ley Orgánica del Poder Judicial así como el 84 y 89 de la Ley General de la Administración Pública, se delegó competencia ante un Inspector Instructor del Tribunal de la Inspección Judicial para que procediera con la recepción de la prueba requerida, la cual se programó para ser recibida en Santa Cruz Guanacaste, en razón de que allí se ubicaban tanto las partes como los testigos, evitando así que los mismos tuviesen que desplazarse hasta San José, evitando la suspensión de audiencias señaladas por la Jueza Montenegro, y sustitución del oficial Jaime.  Por lo que contrario a lo indicado por el señor Paniagua Mendoza, NO se hizo un uso indebido de los recursos del Poder Judicial, para la recepción de una prueba necesaria, dentro del proceso tramitado en su contra.
Con todo lo expuesto,  rindo el  informe solicitado dando respuesta a cada uno de los hechos denunciados en mi contra, y  adjunto las pruebas con lo cual demuestro que al no llevar razón el licenciado Frank Paniagua Mendoza en los hechos denunciados en mi contra, solicito el archivo de la presente queja.
Se aporta copia de los documentos que respaldan  todo lo expuesto, a saber: copia de la denuncia interpuesta por la máster Karla Montenegro Meza, copia del acuerdo del Consejo en el que se emplaza al licenciado Frank Paniagua Mendoza para que se refiera a los hechos denunciados, en el cual se indica que se aporta copia de la queja, copia de la respuesta brindada por el señor Paniagua Mendoza, copia del recurso de revocatoria presentado por el quejoso, copia de la resolución del recurso de revocatoria y constancia de notificación del mismo al señor Paniagua Mendoza y copia del auto de delegación de competencia en un Inspector Instructor de la Inspección Judicial, para la recepción de la prueba en Santa Cruz  Guanacaste. Se adjunta además audio de la recepción de prueba llevada a cabo el dos de noviembre de 2018 en Santa Cruz Guanacaste, donde se puede apreciar la forma inapropiada en la que el señor Frank Paniagua Mendoza, se dirige hacia el Inspector Instructor de la Inspección y se refiere respecto del Poder Judicial y sus servidores en general.”
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ENTRA LA MAGISTRADA SOLANO.
	Una vez analizado y discutido el asunto, 

CONSIDERANDO

Que el Consejo Superior se conoció la queja interpuesta por la Jueza Conciliadora máster Karla Montenegro Meza, contra el licenciado Frank Paniagua Mendoza, por la forma irrespetuosa en que éste último se refirió respecto de ella el día veintitrés de mayo de dos mil dieciocho, dentro del proceso de familia N° 18-000125-0776-FA, del cual el licenciado Paniagua Mendoza funge como abogado de la parte actora. 
Que el Consejo Superior, en la sesión N° 60-18 celebrada el 5 de julio de 2018, artículo XIII, concedió audiencia por el plazo de 10 días hábiles al licenciado Frank Paniagua Mendoza, para que se refiriera a la queja enviada por la máster Karla Montenegro Meza, para lo cual se le trasladó copia de la queja interpuesta en su contra; siendo que el licenciado Paniagua Mendoza, mediante escrito de fecha 16 de julio de 2018, rechazó por completo lo denunciado en la queja en su contra, alegando que las afirmaciones son absolutamente falas y solicitó el archivo de la queja.
Que  correspondió a la Licda. Sandra Pizarro Gutiérrez, integrante del Consejo Superior la instrucción del respectivo procedimiento.
Que en sesión N°53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXIV, esta Corte conoció escrito de queja suscrito por el licenciado Frank Paniagua Mendoza, Abogado, y se dispuso que previamente a resolver lo que correspondiera remitir esas diligencias a la licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez, integrante del Consejo Superior, para que, en el plazo de cinco días contados a partir del recibo de esa comunicación, se refiriera a lo expuesto por el licenciado Paniagua Mendoza.
Que la licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez, en su citado carácter, mediante nota 9 de enero de 2019, rindió el informe correspondiente.
Que hecha una revisión de los antecedentes que dan origen a la queja planteada, así como de los argumentos expresados por el quejoso como de la señor Pizarro Gutiérrez, estima esta Corte que no se advierte la existencia de alguna conducta que implique dolo o culpa grave en contra de la integrante Sandra Pizarro Gutiérrez, no se advierte motivo alguno o evidencia de la existencia de conducta generadora de responsabilidad disciplinaria, por lo que se ordena el archivo de las diligencias.
POR TANTO
[bookmark: _Hlk536111861]Por unanimidad, se dispuso: 1.) Desestimar el procedimiento disciplinario en contra de la licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez, integrante del Consejo Superior, dado que no hay mérito para iniciar causa disciplinaria en su contra. 2.) Ordenar el archivo de las diligencias. 3.) Comuníquese este acuerdo al licenciado Frank Paniagua Mendoza.
ARTÍCULO XXII
Documento N° 340-19
En sesión N°37-18 celebrada el 6 de agosto de 2018, artículo XV, se solicitó a la Dirección Jurídica que emitiera criterio respecto a la viabilidad de aprobar unas normas prácticas que permitan el conocimiento público del informe de conclusiones de la investigación preliminar, así como los argumentos de los enjuiciados y sus defensores, en los casos en que se conozcan asuntos de  régimen disciplinario contra los magistrados y las magistradas de la Corte Suprema de Justicia, lo anterior en razón de que conforme lo estipulado en el artículo 165 de la Constitución Política y el artículo 182 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se impone votación secreta para conocer de esos asuntos.
En sesión N°53-18 celebrada el 19 de noviembre del 2018, artículo XXX, al conocerse el informe Nº DJ-3705-2018 de la Dirección Jurídica, se tomó el siguiente acuerdo:
“(…)
Se acordó: Tener por rendido y acoger el informe Nº DJ-3705-2018 de la Dirección Jurídica, en consecuencia: 1) No es procedente que en la etapa de desarrollo del procedimiento administrativo disciplinario en curso se dé participación a terceros que no sean parte de los diferentes actos procedimentales. 2) Solo será procedente en caso de que terceros no parte tengan conocimiento de la audiencia oral, en aquellos casos vinculados con la Hacienda Pública, toda vez que en estos casos la comparecencia es oral y pública. 3) Podrían tener acceso a los diferentes actos del procedimiento administrativo quienes de manera voluntaria y expresa se constituyan como denunciantes u otro en éste, ostentando y demostrando un derecho subjetivo o interés legítimo, en aquellos casos en donde la parte así lo solicite y así se evidencie que a pesar de estar en un procedimiento disciplinario, están de por medio hechos que trascienden conductas realizadas como falta personal pura y que tengan afectación de bienes jurídicos tutelados de interés colectivo como la Hacienda Pública o la probidad. 4) También podrán tener acceso a los actos procedimentales, quienes se constituyan como coadyuvantes con interés indirecto en el objeto del procedimiento o terceros con pretensiones propias, en las consideraciones anteriores. 5) El ordenamiento jurídico administrativo tutela la posibilidad de que un administrado pueda constituirse en el procedimiento administrativo como parte, invocando un interés difuso. 6) No sería procedente la participación de terceros que no tengan intereses legítimos o derechos subjetivos en aquellos casos en que el objeto del procedimiento se funde en problemas de orden privado de conducta de la persona que sea parte, excepto en los casos en que la persona afectada con dicho comportamiento requiera ser parte.”
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La Magistrada Rojas, en correo electrónico del 10 de enero en curso, manifestó:	
“Por este medio solicito corregir error material consignado en  el acuerdo de Corte Plena que se me notifica. En subsidio presento recurso  de reposición para que se revise el contenido del acuerdo de cita; ello en tanto la parte dispositiva se enfrenta al Derecho de la Constitución y a actos propios de este mismo órgano colegiado.
  
Lo discutido y acordado por la Corte -en mi opinión- no corresponde  a lo consignado en la parte dispositiva. Como lo señaló el mismo Presidente de la Corte en la transcripción, resumiendo la discusión,   las disposiciones legales que cita la dirección jurídica -LGAP LCI, entre otras- son de rango inferior a la Constitución Política que establece, de manera expresa, un procedimiento especial para el juzgamiento de magistrados, en la que el núcleo duro diferenciador es  que la decisión de la Corte  en materia disciplinaria es secreta. Por ello,  las aperturas en cuanto a participación y publicidad que se proponen,  contravienen aquella reserva. 

Para modificar la situación actual, ya la Corte había acordado solicitar a la Asamblea Legislativa una modificación constitucional. Esa es la vía adoptada por la Corte  para abrir con rango constitucional este tipo de juzgamiento y ello  se contrapone a la parte dispositiva del acuerdo que se me notifica.  De manera contraria a como se ha interpretado en el informe que se presenta -que en su contenido legal  es correcto- ,  el secreto del procedimiento  garantiza la imparcialidad del órgano que ejerce una función constitucional, que no tiene paralelo con los restantes procedimientos disciplinarios del sector público, ya que se trata del juzgamiento entre iguales, sin que las causales ordinarias de separación del juzgamiento administrativo -recusación, etc- apliquen en este específico procedimiento de raigambre constitucional. Dentro de esas regulaciones no solo existen obligaciones para el órgano que juzga, sino también derechos para los que serán juzgados y ello integra el debido proceso  de este peculiar procedimiento administrativo. 

Lo que yo entiendo que  acordó la Corte y no corresponde a lo transcrito,  fue la posibilidad de oralizar la audiencia con la presencia del investigado (s), inclusive en una etapa preliminar previa a la investigación, siempre y cuando ello no comprometiera la caducidad del procedimiento disciplinario. Lo dicho por la dirección jurídica es técnicamente correcto para un procedimiento ordinario y por ello se tuvo por adecuadamente rendido el informe, pero no aplica al juzgamiento administrativo de los magistrados, ya que ese procedimiento tiene rango constitucional y por ello, en su esencia, no puede vaciarse de contenido con normas de inferior rango. Lo que si se acordó -a mi entender- en esa oportunidad fue que,  antes de abrir el procedimiento disciplinario y conforme lo prevé la LOPJ, se otorgue  audiencia escrita u oral a todo magistrado  investigado, superando el procedimiento actual en que solo se da audiencia escrita o únicamente al  presidente de la Sala. Se dispuso que el ejercicio del derecho de defensa debe ser personal aún cuando se denuncie a todo el colegio. También se acordó la posibilidad de dar audiencia oral al investigado en Corte, para que se dirija al tribunal con independencia de que concurra a su defensa solo de manera escrita, sino le es posible asistir a la sesión de Corte en que se discutirá el asunto. 

Lo anterior dista mucho de aplicar la normativa de un procedimiento administrativo ordinario al juzgamiento de los magistrados, por lo que hay un grueso error material en el acuerdo. Téngase en cuenta si se abre a discusión nuevamente el asunto que en  los procedimientos disciplinarios ordinarios nunca el juzgamiento es  entre iguales-compañeros de Corte—, y es tan especial el procedimiento que ello -ser compañeros del órgano- no es motivo para apartarse del conocimiento del disciplinario, como ocurriría con un procedimiento ordinario.

Por lo anterior, solicito en primer término la corrección de la parte dispositiva del acuerdo, en los términos supra reseñados y que corresponden -a mi entender- a lo determinado por la Corte Plena. Caso de que se estime improcedente la corrección del error material presento recurso de reposición y pido se reabra a análisis del tema, ya que el contenido literal del acuerdo contradice un acto de Corte anterior que solicitó a la Asamblea Legislativa, modificar la Constitución Política en este tema. La Corte entendió -de manera unánime y con una propuesta distinta del magistrado Castillo- que solo por esa vía era posible modificar el régimen actual.” 
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Manifiesta el Presidente, Magistrado Cruz: “Esta bien, el artículo XXV es una solicitud que presenta la magistrada Rojas para corregir un error material en el acuerdo sobre normas que permiten el conocimiento público del informe de conclusiones de la investigación preliminar, en caso de magistrados y magistradas, ¿recuerda magistrada Rojas?”.
	Responde la magistrada Rojas: “Señor Presidente, me parece que hubo un error material en el acuerdo tal y como quedó establecido, pero si no se entendiera que es un error material yo estaría poniendo una reposición para que se vuelva a discutir, porque me parece que lo que se registró no fue efectivamente lo que quedó, si usted lee el contenido de esa acta, usted mismo que fue el proponente de esa moción señala que no es posible y lo concluye así expresamente, que no es posible darle bondades del procedimiento ordinario de amplia participación de particulares y de publicidad porque el secreto viene por disposición constitucional.
Además, y me parece que usted mismo dijo, creo que hemos avanzado en ese sentido pero no pareciera viable y así inclusive se dijo, pero además de  que sin embargo, después de esa conclusión suya, que para mí reiteraba que no era posible, se habló de la posibilidad de que le aplicáramos a Corte la regulación que tiene la Ley Orgánica que ahorita es como de práctica, de darle al magistrado cinco días y lo había puesto el magistrado Sánchez, que le diéramos formalmente los cinco días que estaban en la Ley Orgánica a los magistrados de la Corte, para que ese procedimiento tuviera una regulación y que nada obstaba siempre y cuando no se comprometiera la caducidad que algunos de nosotros viniera a rendir el informe de manera oral aquí y que luego saliera para que la Corte tomara la determinación, que en razón del secreto constitucional eso era lo más que podía, que su posición no era posible, así entendí que lo habíamos discutido todos y así habíamos llegado a ese acuerdo.
O sea, se trataba de verbalizar lo más posible el procedimiento de regular, con la norma que nos dio el magistrado Sánchez, esa audiencia preliminar para que tuviera un sustento de los cinco días para que todo el mundo fuera igual.
En todo caso y ya para efectos de verla en la sesión, se copia lo que la Dirección Jurídica había concluido que era totalmente contrario en lo que aquí se discutió, entonces para mí hay un error material, en el sentido de que se hizo por tanto se acuerda y lo que traía el informe de la Dirección Jurídica, que no fue lo que aquí se discutió, se introdujo.
Pero en todo caso si lo que procede es la revisión, sí quisiera que la reposición, que me parece que entonces habría que volverlo a discutir si se estima que no es un error material, ¿por qué?, porque tal vez solo tiene claro Corte que este acto iría contra un acto suyo anterior y fue el acto donde algunos compañeros se nos adelantaron a solicitarle a la Asamblea Legislativa un fin de semana que modificara la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Esta Corte luego el lunes siguiente tomó un acuerdo para pedir que se modificara en términos de quitar el secreto y hacerla pública, por tanto, es decir, no podríamos por un acuerdo de Corte hacer lo que ya Corte le dijo a la Asamblea que hiciera. Es decir, a mí me parece que el informe se tuvo por rendido porque es correcto, pero el informe de juzgamiento de los Supremos Poderes y de los magistrados, no tiene las excepciones que tiene la legalidad ordinaria y por tanto no se pueden hacer las aplicaciones analógicas que ese informe dice.
Entonces, a mí me parece que hay un error material ahí, y en todo caso en caso de que así no se estime, no sé si estuve en otra sesión de Corte pero a mí me pareció claramente que la Corte dijo, no para que deje de ser oral hay que modificar la Constitución Política y aquí todos firmamos el acuerdo ese día que fue un lunes siguiente a que algunos compañeros se adelantaron a mandar a través de un medio de prensa una nota firmada solo por ellos.
Pero además había quedado claro y creo que la conclusión suya ahí dentro del acuerdo que la copio, bueno si yo pensaba que eso podía agilizar y transparentar, pero teniendo claro dice usted mismo ahí en lo transcrito creo que habría que esperar otros cauces, entonces es lo que estaba planteando y lo plantee con ocasión de que se quedara firme el acuerdo aquel entendiendo que no se quedaba firme porque presentaba por lo menos esta gestión para los efectos correspondientes.
Me preocuparía mucho que acordemos en un sentido y que se transcribe en otro, o que a la Asamblea Legislativa se le dé una solicitud firmada por todos y que después entendamos que administrativamente vamos a aplicar otra cosa porque si es posible”.
Aclara el presidente, magistrado Cruz: “Creo que el magistrado Sánchez dio una tesis un poco diferente de lo que recuerdo, pero sí hay un tema que tiene un sesgo que hay que valorar bien, efectivamente la norma constitucional habla de que la votación, el acuerdo deberá de tomarse por votación secreta, no menor de los dos tercios de sus miembros, mi tesis la retiraría porque si es cierto que quedé convencido de que no se puede hacer por acuerdo de Corte, pero sí hay otra vertiente que puede tener y es que nosotros podríamos hacer una reforma para que ciertas normas de procedimientos sí sean públicas, a contrapelo de lo que tiene el Código Procesal Contencioso Administrativo, es decir, a contrapelo de eso, pero yo creo que eso no sería excluyente.
En lo que sí recogí mis bartolas es que no se podía hacer por acuerdo de Corte, eso es cierto, pero sí creo que se puede hacer alguna modificación que permita, por la naturaleza de esto, legislativamente se podría justificar dada la trascendencia que tiene juzgamiento en miembros de Supremos Poderes, que deba de hacer una audiencia pública de conocimiento de la imputación, de la defensa sin aplicar la regla general que tiene el Código Procesal Contencioso Administrativo, que eso fue lo que me quedó claro.
Creo que el magistrado Sánchez dijo algo que, no sé si usted lo recuerda o estoy equivocado”.
Añade la magistrada Rojas: “El por tanto del acuerdo que fue transcrito, que sí me acuerdo, de que hablamos de esa posibilidad de que inclusive verbalizar de que se rindiera el informe verbal por el magistrado y etc., eso no es lo que dice el por tanto, porque el por tanto que se copió es el que traía la Dirección Jurídica, antes inclusive de que usted desistiera de la tesis suya, entonces por eso es que lo presento como error material.
A mí me parece que lo que ahí hay es un error, si escuché lo que usted dijo y eventualmente por esa línea se podría que se diera oralidad que si se podía, que se citara la parte pero eso no es lo que dice el acuerdo, por tanto se acuerda, casi que se acuerda oralizar el procedimiento como lo proponía la Dirección Jurídica, a contrapelo de la norma constitucional, entonces por eso es que advertí que una cosa habíamos discutido y otra cosa era el por tanto. La primera instancia que hago es para corregir el error material y ya solo el caso que se estime que no es error material sería bueno para que vieran lo que acordamos según se puso ahí”.
Expresa el magistrado Sánchez: “Entiendo la intención, incluso un medio de prensa trató de señalar la importancia de que este proceso fuera más transparente y abierto, pero es que, si uno ve el 218 de la Ley General de la Administración Pública, la norma no da ninguna otra interpretación dice. “…las partes tendrán derecho a una comparecencia oral y privada”, porque usted señalaba que podríamos idear un procedimiento donde se expusiera ante los magistrados la defensa.
Pero lo que pasa es que en atención a esta norma y a los precedentes de la Sala Constitucional donde ha señalado que durante la tramitación del proceso disciplinario, solo las partes pueden tener acceso, y en atención también al artículo 161 de la Constitución Política estamos fregados, porque la norma va a que todo proceso disciplinario es privado. ¿Cuándo es público?  Ya una vez que se emite el acto final y que se notifica, pero antes de eso el proceso es absolutamente privado.
Entonces, incluso nosotros habíamos valorado de ver como lo mejorábamos en vía reglamentaria, pero parte de lo que se discutió es que en virtud de la jerarquía de la Ley nosotros no podemos hacerlo vía reglamentaria solo sería por reforma constitucional, entonces honestamente lo veo…”
Consulta el Presidente, magistrado Cruz: “¿En qué parte magistrada Rojas queda el acuerdo a su juicio con un error material?”
Responde la magistrada Rojas: “En el sentido de que, sería bueno leer la parte dispositiva como se copió, a mí me parece que fue que después de toda la discusión, la discusión queda clarísima en los términos de que acaba de decirlo el magistrado que me ha antecedido, inclusive se dijo, bueno podríamos mejorar dándole audiencia siempre y cuando no se comprometa la caducidad oral, pero para que la persona investigada venga aquí y pueda ejercer su defensa y se agregó siempre y cuando ella no diga no, no puedo ir ese día y se nos vaya el plazo de caducidad, recordamos el caso de don Ernesto para esos efectos.
Entonces sí podríamos hacer una oralidad pero nunca pública o sea, siempre más bien para escuchar al compañero investigado aquí y además el magistrado Sánchez planteó que la norma  de la Ley Orgánica que establecía la investigación preliminar, otorgando los cinco días que ya existía de la Ley Orgánica, se la podíamos aplicar a los compañeros para que hubiese seguridad jurídica y tuviéramos un plazo en términos de darle un informe como acaba ahorita de pasar, entonces se vota.
Le solicitamos informe o le damos traslado de cargos no, entonces habíamos dicho que se iba aplicar esa norma para darles informe previo, de previo a ordenar y siempre cuidando la caducidad de la acción, siempre y cuando no fuera una investigación preliminar que no tiene plazo.
Entonces para mí esas tres cosas fueron las que se acordaron, es decir oralizar a lo interno, dando oportunidad a los compañeros de defensa, aplicar el plazo siempre de los cinco días y que el acto que si era dispuesto a disposición de las partes una vez que este ya tomada la decisión y notificada, esas eran las tres líneas, pero el por tanto no dice eso, dice lo que la Dirección Jurídica traía preparado antes, entonces esa era mi inquietud”.
Dice el magistrado Cruz: “¿Cuál sería su propuesta para cambiar ese error material?”.
Responde la magistrada Rojas: “Primero quitar el por tanto, que sería bueno leerlo para vea lo que dice ahí que votamos”.
Manifiesta la magistrada Varela: “Es que veo una cuestión, en el punto dos es donde está la última parte que ya recoge no solo que sea oral sino que sea pública, partiendo de que haciendo una diferencia de por qué el tema en discusión tiene que ver vinculado a la hacienda pública, entonces la pregunta que me hago es ¿qué es lo que se tutela con la privacidad, es el interés de la administración o es el interés del investigado? Y traigo esto a colación porque a mí personalmente me parece que lo que se tutela es un derecho subjetivo de la persona investigada y que si la persona investigada quiere que sea oral y público, sea oral, ya lo tendría el derecho porque lo tiene en la Ley pero siendo la persona que está siendo investigada por transparencia tiene derecho desde mi punto a que sea pública, pero si lo pide la persona investigada, mientras esté la ley como está tiene derecho a que sea privada, pero puede renunciar a este derecho desde mi perspectiva, entonces creo que el punto en discusión, al ver el punto dos que sería al que habría que hacerle ese ajuste para que coincida con toda la lógica de lo que se analizó.”
Interviene la magistrada Rojas: “Todo eso era el informe de la Dirección Jurídica y nada de eso se quitó, porque el procedimiento administrativo es privado y solo tienen acceso a ellos las partes.
Con respecto a la hacienda pública se está diferenciando donde la Constitución no lo hace, la Constitución establece el secreto de todo para todos los aspectos, entonces usted no podría abrirlo porque una ley de inferior rango no lo abre, o sea para mí la integración que hace la Dirección Jurídica tampoco es correcta, todo eso no fue lo que nosotros acordamos, todos esos aspectos se debatieron y no fue lo que se acordó, no vengo preparada porque no me imaginé que usted me fuera a preguntar eso, si no hubiera ensayado, pero sí me parece que del contenido de la discusión que está grabado y sin ir más allá de la voluntad del órgano, es claramente deducible cuáles son los aspectos. Pero no fueron esos, además que eso va contra otro acto que firmó esta Corte. 
Cómo vamos a hacer eso administrativamente si le dijimos a la Asamblea Legislativa que modificara la Constitución para que lo hiciera público, es decir, vamos contra actos propios y eso en derecho público genera inseguridad jurídica. Eso no fue lo que se acordó en mi opinión y eso tiene que corregirse, si usted me da más tiempo o me lo pide pues le podría colaborar, en este momento no me da la cabeza.”
Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Vamos a hacer lo siguiente, lo vamos a retirar para que usted tenga el tiempo, para que en coordinación con la Secretaría, definir en qué consiste el error material, porque con todo lo que estamos argumentado en principio no tiene un error material, en cuyo caso sería una revisión.
Expresa el magistrado Sánchez: “Nada más para aclarar el tema, de conformidad con el 10 párrafo 2 de la Ley de Enriquecimiento Ilícito, la norma señala que tratándose de procesos por hacienda pública la audiencia es oral y pública salvo que el órgano director, en una resolución razonada, declare la privacidad del proceso por razones que afecten el derecho de intimidad de la persona que investiga.
Tal vez ahí es donde tenemos esa contradicción con la norma de la Ley General de la Administración Pública, el problema partiendo de que constitucionalmente un proceso disciplinario que nos rigen a nosotros es privado, creo que esta norma no sería de aplicación para el régimen disciplinario normal que aplica.
Así es como queda, porque en ese momento se discutió que la norma de la Ley de Enriquecimiento Ilícito así lo regula, lo que pasa es que nosotros, para régimen disciplinario de los magistrados, tenemos una norma constitucional donde señala que es privado.”
Interviene el magistrado Rueda: “Efectivamente como dice el Magistrado Sánchez, eso sí se discutió, es más, tenía la duda y la Dirección Jurídica específicamente me explicó, entonces creo que no fue error material pero la única forma de saberlo es volver a revisar la grabación y de no ser un error material lo único que procedería es una revisión.
En principio me quedo con el criterio de la Dirección Jurídica, pero sería eso una revisión del acuerdo ya tomado.”
Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Yo lo voy a retirar para definir un poco ese tema que lo prepare la magistrada Rojas y eventualmente podría quedar como una revisión”.
Interviene la magistrada Rojas: “Sería reposición porque revisión es del órgano y ya se aprobó desde el año pasado, entonces lo presento a partir de que se nos notifica de manera expresa, aprovecho y me doy por notificada y presento una reposición, sí quisiera pedir, porque me acuerdo fuimos de los que más intervenimos, si el magistrado Sánchez también me da una mano, para tratar de ordenar este acuerdo, porque sí creo que es muy importante que quede”.
Indica el Presidente, magistrado Cruz: “¿Usted quiere plantear una reposición?
Señala la magistrada Rojas: “La reposición no, la revisión sí a partir de que nos notificaron, es que cuando se acordó el acuerdo, se cerró la posibilidad, dice ella que el año pasado, pero este año se nos notificó en cada uno de nuestros correos electrónicos como si fuéramos afectados y sí lo somos, como posibles investigados del procedimiento de Corte Plena, se nos da una notificación que nos llegó a todos los correos, a partir de ahí se abrió una posibilidad de recurso que estoy aprovechando y que no es una revisión sino una reposición.”
Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: “Vamos a agendarlo”:
Se acordó: 1) Tener por hechas las manifestaciones de los señores magistrados y señoras magistradas que hicieron uso de la palabra. 2) Tener por presentado el recurso de reposición por la magistrada Rojas contra lo resuelto en sesión Nº 53-18 celebrada el 19 de noviembre del 2018, artículo XXX y resolver lo que corresponda en una próxima sesión.
ARTÍCULO XXIII
DOCUMENTO N°1118-18, 13296-18
El Consejo Superior en sesión Nº 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo VII, tomó el acuerdo que literalmente dice: 
“En sesión Nº 8-18 celebrada el 30 de enero de 2018, artículo CXVII, se conoció el informe del Consejo Ampliado realizado en Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Osa, denominado “Participación ciudadana", del 3 de noviembre de 2017.

En esa oportunidad señora Presidenta del Tribunal de Osa, planteó la necesidad, de que la sede de Osa se conforme su propio Consejo de Administración, debido a la distancia que tiene esa sede respecto a Corredores, donde se estableció la cabecera del Consejo de Administración de ese circuito.

Por lo anterior, se dispuso trasladar dicha gestión a la Dirección de Planificación para estudio, a fin de que informara a este Consejo lo correspondiente.

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación, mediante oficio N° 1370-PLA-2018 del 6 de noviembre de 2018, comunicó:
“En atención al oficio 1312-18, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 30 de enero de 2018, artículo CXVII, le remito el informe 163-OI-2018 de 24 de octubre de 2018, suscrito por la Licda. Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso de Organización Institucional, relacionado con la factibilidad de creación de un Consejo de Administración en la localidad de Osa y en el Tercer Circuito Judicial de San José.
Con el fin de que se manifestara al respecto, mediante oficio 1272-PLA-2018 del 24 de octubre de 2018, el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento de la Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.   También se le solicitó criterio a las Administraciones del Primer Circuito Judicial de San José y de Osa Como respuesta se recibió correo electrónico de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de San José y oficio 5259-DE-2018 de la Dirección Ejecutiva, en que indican estar de acuerdo con el informe que se presenta.
Con este informe se da respuesta al oficio recordatorio 5406-18 del 29 de mayo de 2018.”
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Seguidamente se transcribe el informe N° 163-OI-2018, que dice:
“Antecedentes relacionados con el objeto de estudio
En sesión de Corte Plena 10-06, celebrada el 29 de mayo del 2006, artículo XXXIII, se aprobó la creación del Tercer Circuito Judicial de San José con sede en Desamparados, en ausencia de un Edificio de Tribunales de Justicia, debido a limitaciones presupuestarias, y con apoyo de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de San José, quien asumiría las funciones de la Secretaría del Consejo de Administración del Tercer Circuito Judicial de San José.
En Acta de Presupuesto 10, artículo XVI, celebrada el 13 de abril del 2007, se aprobó la creación de un puesto de Profesional 2 y 1 Auxiliar Judicial 2, para la Administración del Tercer Circuito Judicial de San José.
En correo electrónico remitido por el Despacho de la Presidencia el 5 de marzo del 2018, se solicita valorar la propuesta de los jueces y juezas del Tercer Circuito Judicial de San José, relacionada con la conformación de un Consejo de Administración en el citado circuito judicial. 
En sesión de Consejo Superior 8-18, celebrada el 30 de enero del 2018, artículo CXVII, en la cual se acordó solicitar a la Dirección de Planificación valorar la posibilidad de conformar un Consejo de Administración en el Edificio de Tribunales de Osa, debido a que la distancia entre la citada zona y el Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores), -en donde se estableció el Consejo de Administración al cual pertenece Osa-, es de aproximadamente 90.2 km, lo que dificulta que el Consejo de Administración de Corredores realice intervenciones en la localidad, por lo que aspectos como las gestiones necesarias para la construcción del nuevo edificio, deban recaer en la Administración Regional de Osa, así como la atención de las necesidades de la Defensa Pública, Ministerio Público y OIJ.  
Justificación
En visita realizada por la Presidencia de la Corte al Tercer Circuito Judicial a principios del 2018, se expuso por parte de los jueces y juezas, la necesidad de conformar un Consejo de Administración en el Tercer Circuito Judicial, en virtud de que no cuentan con representación en el Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de San José, esto a pesar de que participaron en las elecciones varios jueces y juezas adscritos al Tercer Circuito Judicial de San José, pero fue mayoría el personal del Primer Circuito Judicial.
Asimismo, como parte del Plan Anual Operativo del 2018, el Consejo Superior efectúo un consejo ampliado en el Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Osa, con la finalidad de analizar las necesidades planteadas por la población judicial de Osa, y en esa oportunidad el personal administrativo, jurisdiccional y auxiliar de justicia, planteó la posibilidad de contar con su propio Consejo de Administración, debido a que la distancia existente entre el cantón de Osa y Corredores es alrededor de 90 km y que además las necesidades de cada sede son distintas entre sí y se tienen como antecedente que el cantón de Golfito, el cual pertenece al Circuito Judicial de Corredores, cuenta con su propio Consejo de Administración.
En razón de lo anterior, se procede mediante el presente estudio a analizar la viabilidad de implementar ambos Consejos de Administración, según la zona de solicitud, a saber: en los Tribunales de Justicia de Osa y del Tercer Circuito Judicial de San José. 
 Información Relevante
Antecedentes jurídicos 
En sesión de Corte Plena 3-2001, celebrada el 22 de enero del 2001, artículo XXXVIII, se aprobó el Reglamento del Consejo de Administración de Circuito, el cual indica que un Consejo de Administración de Circuito es un órgano deliberativo y participativo, donde se analizan situaciones y se proponen sus posibles soluciones a las instancias correspondientes; asimismo en el artículo 2 y 3 del citado reglamento se estipula:
Artículo 2°-De conformidad con lo establecido en el artículo 143 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y tomando en consideración las condiciones particulares de la región, la Corte Suprema de Justicia podrá disponer sobre la creación de otros circuitos judiciales o constituir Consejos de Administración en circunscripciones judiciales aún cuando no se les reconozca el carácter de circuito.
Artículo 3°-El Consejo contará con un Presidente, un Vicepresidente y un Secretario- Los dos primeros se elegirán entre sus miembros.
Los miembros del Consejo, con excepción del Secretario, durarán en sus cargos dos años, pudiendo ser reelectos por otro periodo igual.
Con base en lo anterior, la Corte Suprema de Justicia puede autorizar la conformación de Consejos Administrativos en localidades no catalogadas como circuito judicial, como lo fue en su momento las localidades de: Grecia, Turrialba, Santa Cruz, Quepos y Golfito. El mencionado reglamento estipula que los integrantes del consejo, con excepción del secretario(a), durarán en sus cargos dos años con una posible continuidad por el mismo período y que deben contar con un suplente. 
Según el Reglamento de Consejo de Administración de Circuito, las funciones que deberán asumir los Consejos de Administración serán:
Artículo 12—Serán funciones del Consejo de Administración las siguientes:
a) Conocer del informe anual de labores de todas las Oficina a que se refiere el artículo 180 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; preparar uno general que recoja la situación del Circuito, el que será enviado al Consejo Superior en cumplimiento de la norma en mención.
b) Velar por la buena marcha del Circuito; analizar su funcionamiento y proponer las mejoras que se estime pertinentes.
c) Proponer a la Corte Suprema de Justicia, las medidas o planes necesarios para garantizar la eficiencia y al buen servicio público de la justicia en el circuito.
d) Conocer y proponer ante el Departamento de Planificación, los anteproyectos de presupuesto del plan de desarrollo estratégicos del Circuito.
e) Analizar y proponer ante el Consejo Superior lo pertinente en cuanto al circulante de las Oficinas; verificar su rendimiento y el del personal que las conforman.
f) Proponer ante la Escuela Judicial planes de capacitación para el personal que integra el Circuito.
g) Proponer al Consejo Superior los movimientos internos de personal conforme las necesidades de las Oficinas.
h) Conocer de los reclamos e informes que en relación con el servicio, le envié la Contraloría de Servicios y cooperar con ésta cuando se requiera.
i) Proponer ante el Consejo Superior los cambios en el espacio físico que requiera el Circuito para un mejor aprovechamiento de éste
j) Disponer de medidas de mejoramiento de la limpieza y ornato de los edificios del Circuito
k) Las demás que la Ley, la Corte Plena o el Consejo Superior le asigne
A partir de las funciones encomendadas a los Consejos de Administración, es posible deducir que los mismos corresponden a un enlace entre las localidades y las instancias superiores, como lo es Corte Plena y el Consejo Superior, ya que es a través de esta figura que se canalizan las diferentes situaciones que dificultan el brindar un buen servicio al usuario y su posible solución, así como la atención a las necesidades del personal, mejoras en infraestructura y aprobación del anteproyecto de presupuesto de su competencia, por lo que se considera que representan la voz de una localidad, ante instancias superiores. 
Conviene indicar que, actualmente existe una comisión en Corte Plena designada para la actualización y revisión del Reglamento de los Consejos de Administración, la cual es coordinada por el Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga, no obstante, según indicó su secretaria, Sra. Lorena Arce Campos, aún se encuentra en estudio el documento por parte de la citada comisión.
Lista actual de Consejos de Administración
Según la información remitida por la Dirección Ejecutiva, el 20 de junio del 2018, a continuación, se presenta la cantidad de Consejos de Administración vigentes en el Poder Judicial:
Tabla 1
Cantidad de Consejos de Administración Vigentes en los Circuitos Judiciales del País
	N°
	Consejo de Administración
	Circuito Judicial al que pertenecen

	1
	San José
	Primer Circuito Judicial de San José

	2
	Goicoechea
	Segundo Circuito Judicial de San José

	3
	Heredia
	Heredia

	4
	Cartago
	Cartago

	5
	Turrialba
	Cartago

	6
	Alajuela
	Primer Circuito Judicial de Alajuela

	7
	San Carlos 
	Segundo Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos

	8
	San Ramón
	Tercer Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón

	9
	Grecia
	Tercer Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón

	10
	Liberia
	Primer Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia

	11
	Santa Cruz
	Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Nicoya

	12
	Nicoya
	Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Nicoya

	13
	Puntarenas
	Puntarenas

	14
	Quepos
	Puntarenas

	15
	Limón
	Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón

	16
	Pococí
	Segundo Circuito Judicial de Limón, Pococí

	17
	Pérez Zeledón 
	Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón

	18
	Corredores
	Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Corredores

	19
	Golfito 
	Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Corredores


Fuente: Información suministrada por el Lic. Melvin Obando Villalobos, Profesional 2 de la Dirección Ejecutiva, en correo electrónico del 20 de junio del 2018.
Con base en la información anterior, es posible determinar que actualmente la institución cuenta con 19 consejos de administración y se debe destacar que se presentan casos en donde existen dos Consejos de Administración por circuito judicial, como lo son San Ramón, Cartago, Nicoya, Puntarenas y Corredores. Asimismo, cabe indicar que todos los Consejos de Administración detallados en la tabla anterior, comparten la característica de contar con una Administración Regional, lo que se podría interpretar como un requisito para la conformación de un Consejo de Administración. 
De los 15 circuitos judiciales[footnoteRef:3][1], únicamente el Tercer Circuito Judicial de San José no cuenta con su propio Consejo de Administración y según lo indicado por la Administración del Primer Circuito Judicial de San José, en algún momento un juez, planteó la inquietud de contar con su propio Consejo de Administración, pero a pesar de que se brindó la información solicitada, no se materializó la solicitud. [3: [1] Primer Circuito Judicial de San José, Segundo Circuito Judicial de San José, Tercer Circuito Judicial de San José, Primer Circuito Judicial de Alajuela, Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Tercer Circuito Judicial de Alajuela, Circuito Judicial de Cartago, Circuito Judicial de Heredia, Primer Circuito Judicial de Guanacaste, Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Circuito Judicial de Puntarenas, Primer Circuito Judicial de Zona Sur, Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Segundo Circuito de la Zona Atlántica.] 

Antecedentes sobre la creación de los Consejos de Administración 
En Circuitos Judiciales
Respecto a la conformación de los Consejos de Administración de los circuitos judiciales, se consultó a la Dirección Ejecutiva y al Archivo de la Secretaría de la Corte; sin embargo, esas oficinas no cuentan con información del acta de Corte Plena en donde se aprobó la creación de los actuales Consejos de Administración, por lo que no sería posible comparar las variables analizadas en su oportunidad para determinar características homólogas, que se deban cumplir para la conformación de un Consejo de Administración, pero a pesar de lo anterior, se considera que la característica primordial es que debe ser un Circuito Judicial.
En localidades que no corresponden a un Circuito Judicial.-
Actualmente existen cinco Consejos de Administración conformados en circunscripciones que no son consideradas Circuito Judicial, a saber: Grecia, Turrialba, Santa Cruz, Quepos y Golfito por lo que a continuación se muestran los antecedentes de su creación:
Tabla 2
Actas de Corte Plena que autorizan la creación de Consejos de Administración en localidades que no son catalogadas como Circuito Judicial y las justificaciones presentadas por los solicitantes
	Consejo de Administración
	Acta de 
Corte Plena
	Razones presentadas en la solicitud para la 
creación del Consejo

	Grecia
	18-09, artículo XIX
	Cuenta con edificio propio y Administración Regional.

	Turrialba
	4-9, artículo VIII
	Construcción de un edificio de Tribunales en la localidad.

	Santa Cruz
	21-08, artículo XXVI
	Realidad funcional diferente al Circuito Judicial de Nicoya.
El no contar con su propio consejo es discriminatorio.

	Quepos
	19-15, artículo IX
	Inicio de labores de la Administración Regional en el 2015.
Cantidad de despachos judiciales y cantidad de personal.
Circulante de los despachos judiciales, competencia de la Administración de Quepos.
Distancia existente entre el cantón de Quepos y Puntarenas.

	Golfito
	4-9, artículo VIII
	Corresponde a un centro de responsabilidad aparte de Golfito.


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos obtenidos por la Secretaría General de la Corte.
Al analizar los antecedentes de creación de los Consejos de Administración en localidades que no son Circuito Judicial, se determina que no existen variables obligatorias que se deban cumplir para que se autorice la conformación de un Consejo de Administración en una localidad; no obstante, se destaca la característica de que cuentan con una Administración Regional que es la que funge como secretaría del consejo de Administración  y con un edificio de Tribunales que concentre la mayoría de las oficinas judiciales de la zona. 
Cabe señalar, que las Administraciones Regionales asociadas a los Consejos de Administración de la tabla anterior, actualmente constituyen un centro de responsabilidad y un centro gestor, es decir que aprueban la formulación y ejecución de su presupuesto.
Ahora bien, en la sesión de creación del Consejo de Administración de Grecia (18-09, celebrada el 18 de mayo del 2009, artículo XIX), por parte de los magistrados se indicó que cuando se aprobó la creación del Consejo de Administración en Turrialba y Santa Cruz, se mencionó que la creación de nuevos circuitos judiciales podría generar una descentralización poco manejable y eventualmente una complicación administrativa, por lo que en esa oportunidad se aprobó la conformación de un Consejo de Administración en cada localidad, lo que se considera un antecedente importante para la aprobación de un Consejo de Administración en zonas que no son circuito judicial, aunque si disponían de administración.
Comparación de datos generales de los Circuitos Judiciales de San José 
A continuación, se presenta un cuadro comparativo con la cantidad de personal y de oficinas de la judicatura y administrativas, adscritas a los Circuitos Judiciales de San José:
Cuadro 1
Comparativo de la cantidad de oficinas y personal, ubicados en el Primer y Tercer Circuito Judicial de San José
	Circuito Judicial
	Cantidad de oficinas
	Cantidad de Personal

	Primer Circuito Judicial SJ
	54
	925

	Segundo Circuito Judicial de SJ
	28
	791

	Tercer Circuito Judicial SJ
	22
	203


Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por las Administraciones de cada localidad.
A partir de los datos anteriores, se determina que de los tres circuitos judiciales de la provincia de San José, el tercero es el circuito con la menor cantidad de personal y oficinas de la judicatura y administrativas, pero a pesar de esa estructura, se considera que ambas cantidades son significativas, debido a que en su oportunidad cuando se aprobó por Corte Plena la conformación de un circuito judicial, se justificó su creación debido a que existían elementos suficientes para formalizar el funcionamiento de los despachos de Desamparados y que además en aquel entonces la sede del Tribunal de Desamparados contaba con más personal que el que existía en circuitos formalmente establecidos.
Comparación de datos generales de los Consejos de Administración conformados en zonas que no tienen carácter de circuito judicial con la localidad de Osa. -
En virtud de que la localidad de Osa no constituye un Circuito Judicial, es importante comparar su situación con sus homologas, Turrialba, Quepos, Grecia, Golfito y Santa Cruz: 
Cuadro 2
Comparativo de la cantidad de oficinas y personal, pertenecientes a los Consejos de Administración que se ubican en zonas que no son Circuito  Judicial y la localidad de Osa, además de la distancia que existe con su circuito judicial
	Administración Regional/ Consejo de Administración
	Cantidad de oficinas
	Cantidad de Personal
	Distancia con su circuito judicial

	Grecia
	12
	140
	35 km de San Ramón

	Turrialba
	13
	140
	65 km de Cartago

	Santa Cruz
	16
	123
	23 km de Nicoya

	Quepos
	11
	124
	138 km de Puntarenas

	Golfito
	13
	72
	31 km de Corredores 

	Osa
	9
	71
	90 km de Corredores


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de la Relación de Puestos 2018 y la información suministrada por las Administraciones Regionales de cada localidad.
Los Consejos de Administración establecidos en localidades que no son Circuito Judicial, cuentan con más de 11 oficinas judiciales y en la mayoría, la población judicial es superior a las 123 personas; con excepción de Golfito con 72 en total y al comparar esa estructura con la de Osa, se determina que mantiene una cantidad de personal homóloga con Golfito, pero que corresponde a la zona con la menor cantidad de oficinas; no obstante, se considera que la zona de Osa cuenta con la variedad de puestos necesaria para la conformación de un Consejo de Administración, como lo es en la judicatura y ámbito auxiliar de justicia; pero en la judicatura a pesar de que existe representación en todas las categorías, la cantidad de personal se encuentra distribuido de la siguiente manera:
Tabla 3
Cantidad de jueces/zas destacados en Osa según la categoría del puesto
	Categoría
	Cantidad

	Juez/a 1
	1

	Juez/a 3
	4

	Juez/a 4
	3

	Juez Supernumerario
	1


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos obtenidos de la Relación de Puestos 
Partiendo de la información anterior, es posible indicar que en caso de que se conforme un Consejo de Administración en Osa, la representación de la categoría de juez/a 1 tendría que ser asumida siempre por la persona nombrada en propiedad en el puesto y no contaría con un suplente, lo que es contrario al artículo 1 del reglamento, el cual indica:
Artículo 1° - El Consejo de Administración de Circuito es un órgano deliberativo y participativo, que analiza y propone soluciones ante las instancias que corresponda del Poder Judicial, conforme lo establece el artículo 143 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
En los circuitos, judiciales establecidos en el artículo 22 de la Ley de Reorganización Judicial funcionará un Consejo de Administración integrado por un juez nombrado en propiedad, representante de cada uno de los grados que conforman ese Circuito, electo entre todos los jueces de su grado; el Coordinador de la Oficina de la Defensa Pública; el Fiscal Adjunto; uno de los servidores de apoyo elegido entre éstos; un abogado litigante escogido por la Corte de una terna presentada por la Junta Directiva del Colegio de Abogados y el Administrador del Circuito o Jefe de la Unidad Administrativa. Este último ejercerá las funciones de Secretario.
Cada uno de los integrantes tendrá un suplente.
Sin embargo, una situación similar se presenta en el Consejo de Administración de Turrialba y Quepos, en donde se cuenta únicamente con un puesto de juez/a 4 y se consultó a la Licda. Evelyn Llantén Miranda, Secretaria del Consejo de Administración de Quepos, a cerca de esta situación, quien indicó que en efecto la representación de esa categoría la va a realizar siempre la misma persona y además agregó que considera que el Reglamento de Consejo de Administración de Circuito, fue diseñado para circuitos grandes y no se adapta a los circuitos más pequeños.
Siguiendo con la comparación realizada en la tabla anterior, se determina que el cantón de Osa se ubica en el segundo lugar, de las seis localidades, al estar más distante de su circuito judicial (90 km), superado por Quepos, el cual se ubica a 138 km de Puntarenas; sin embargo, el resto de localidades se encuentran a una distancia más corta de sus respectivos circuitos judiciales, pero cuentan con su propio Consejo de Administración.
Beneficios obtenidos en las localidades que no son Circuito Judicial, pero cuentan con un Consejo de Administración
Se consultó a los integrantes de los algunos Consejos de Administración que no son Circuito Judicial, los beneficios de contar con su propio Consejo de Administración y estos concluyeron lo siguiente: 
Consejo de Administración de Quepos[footnoteRef:4][2] [4: [2] Correo remitido por la Licda. Evelyn Llantén Miranda el 16/7/2018, secretaria del Consejo de Administración de Quepos.] 

El principal beneficio es el poder abordar puntualmente y de forma cercana, los aspectos más importantes que atañen a todas las personas que laboran en la localidad y el poder darles seguimiento, siendo uno de los más trascendentes, las gestiones para la construcción del edificio. Asimismo, el tratar de dar solución a problemas de infraestructura de algunas de las oficinas más afectadas, como el OIJ, el Juzgado Contravencional de Quepos y la Defensa Pública, esto con la búsqueda de nuevos locales para alquiler. El poder plantear desde sus inicios, la continuidad del proyecto de descongestionamiento del Tribunal Penal que dotó de tres jueces/zas 4 y permitió la creación de un Tribunal Penal Colegiado, al menos de forma extraordinaria, lo que ha beneficiado a los usuarios del cantón.  
Dentro de los beneficios para el cantón, se puede indicar la rendición de cuentas en la que la ciudanía ha podido informarse de los servicios y las principales labores que cada oficina del Poder Judicial ofrece en el cantón.
Para la población judicial, el Consejo representa el máximo ente rector cercano, quienes pueden evidenciar fortalezas y debilidades de los diferentes servicios que se brindan y a la vez, al estar descentralizado, se pueden buscar soluciones a las eventualidades que van surgiendo de una manera más expedita.
Consejo de Administración de Grecia[footnoteRef:5][3] [5: [3] Correo remitido por la Lic. Minor Arguedas Rojas el 16/7/2018, secretario del Consejo de Administración de Grecia.] 

Se ha logrado un mayor acercamiento con la propia comunidad, debido a que existe representación de Abogados y Abogadas litigantes de la zona, así como representación de la sociedad Civil. 
Apoyados en el Consejo de Administración, se han llevado a cabo durante varios años actividades de rendición de cuentas a la ciudadanía. 
Respecto a beneficios obtenidos para la Administración Regional, se podría enunciar, que el apoyo que brinda este Consejo de Administración ha sido incondicional e importante, para la consecución de diversos proyectos en la zona, entre ellos se cita, la formulación anual de presupuesto, el Plan Anual de Objetivos y Metas para estos Tribunales, lo que permite avanzar con claridad y determinación hacia el logro de los diferentes objetivos planteados, para el buen funcionamiento de cada despacho y oficina judicial. 

Análisis de la situación actual del Tercer Circuito Judicial de San José
El Tercer Circuito Judicial de San José, fue constituido en la sesión de Corte Plena N°10-06, celebrada el 29 de mayo del 2006, artículo XXXIII, estableciendo la Sede en Desamparados, en ausencia de un Edificio de Tribunales de Justicia y con el apoyo de la entonces denominada Oficina Administrativa del Primer Circuito Judicial de San José. 
Cabe señalar que, el Tercer Circuito Judicial de San José constituye un centro de responsabilidad; sin embargo, su presupuesto lo aprueba el Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial, el cual no cuenta con representación de personal del Tercer Circuito Judicial de San José, es decir que el anteproyecto de presupuesto lo aprueba el personal del Primer Circuito Judicial de San José. Ahora bien, la ejecución de ese presupuesto se realiza por medio del Centro Gestor de la Administración del Primer Circuito Judicial, en ausencia de una administración.
Actualmente, la Administración del Primer Circuito Judicial atiende las necesidades del Tercer Circuito Judicial mediante visitas a los despachos, con la finalidad de determinar requerimientos de equipo y mobiliario, así como activos en mal estado para su reparación o eliminación del control de activos y en algunas ocasiones, presentan ante la secretaria del Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial, situaciones que deben ser resultas por esa instancia administrativa. 
Competencia territorial
Según la Relación de Puestos del 2018, el Tercer Circuito Judicial de San José ostenta una competencia territorial que abarca los cantones de Desamparados, Aserrí, Alajuelita y Acosta y del cantón de San José los distritos de Hatillo y San Sebastián.[footnoteRef:6][4] [6: [4] La competencia territorial se confirmó con el Lic. Iván Granados Barquero, Profesional 2, de la Oficina Administrativa del Tercer Circuito Judicial de San José, la cual se ubica físicamente en la Administración del Primer Circuito Judicial de San José.] 

Presupuesto asignado para el 2018 y propuesto para el 2019
Como se ha mencionado anteriormente, no existen características obligatorias que se deben cumplir para conformar un Consejo de Administración, pero sobresalta el atributo de ser un Circuito Judicial y contar con una administración, pero además a partir de las funciones que deben cumplir los Consejos de Administración, destaca el tema relacionado con la proposición del anteproyecto de presupuesto, lo que hace suponer que la zona debe contar con un presupuesto asignado, debido a esto se considera importante plasmar el presupuesto del Tercer Circuito Judicial de San José, el cual actualmente debe ser analizado y aprobado por el Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de San José:
Cuadro 3
Presupuesto 2018 y presupuesto para el 2019 para el Tercer Circuito Judicial de San José
	Detalle
	Tercer Circuito Judicial de San José (b)

	Presupuesto 2018
	¢1,306,950,451.00

	Presupuesto propuesto 2019 (a)
	¢1,525,166,901.00

	Diferencia
	¢218,216,450.00


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos suministrados por el Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos, corresponde solamente a gasto variable. Notas: (a) Se indica propuesto, por cuanto debe ser aprobado por la Asamblea Legislativa. (b) Se excluyen los presupuestos de la Defensa Pública y Ministerio Público, por cuanto son formulados y ejecutados por sus propias administraciones.
El presupuesto del Tercer Circuito Judicial de San José es significativo, debido a que supera los mil millones de colones y se considera que, al ser analizado por el Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial, el cual no cuenta con representación del Tercer Circuito Judicial, puede provocar que existan necesidades propias del circuito sin contenido presupuestario. Cabe indicar que, para el 2019 se espera un aumento de ¢218,216,450.00, el cual obedece a la apertura de oficinas creadas a partir de las reformas procesales laboral y civil, a las cuales se les asigna presupuesto para el 2019.
Criterio del personal destacado en el Tercer Circuito Judicial de San José
Se consultó el criterio a algunos jueces, fiscales, defensores y personal administrativo, de las oficinas adscritas al Tercer Circuito Judicial de San José, a cerca de la posibilidad de crear un Consejo de Administración en el circuito, las cuales se detallan a continuación:
Administración del Primer Circuito Judicial de San José
Se consultó a la Licda. Vivian Chacón Madrigal, Administradora del Primer Circuito Judicial de San José, a cerca de la representación del personal del Tercer Circuito Judicial de San José en el Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial, quien indicó que actualmente no existe esa representación, ya que los puestos del citado consejo los ganaron los jueces del Primer Circuito Judicial; sin embargo, a pesar de lo anterior, considera que no se han dejado de lado las necesidades del Tercer Circuito Judicial, ya que desde su punto de vista se administra un solo circuito judicial y el personal del Tercer Circuito Judicial puede trasladar temas de interés a su persona para agendarlas en las sesiones del Consejo de Administración, además adiciona, que en varias ocasiones se les ha brindado el espacio en sesiones de consejo para que expongan sus temas y en cada elección de conformación de consejo, se les invita a participar de igual forma que el personal del Primer Circuito Judicial de San José. 
Juzgado Contravencional de Desamparados
Indica la Licda. Fabiola Fonseca Madrigal, Jueza del citado despacho, que considera que hasta el momento las necesidades del despacho han sido atendidas satisfactoriamente por el Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial, además agrega que los requerimientos del despacho son pocos, pero si se considera necesaria la conformación de un consejo en el Tercer Circuito Judicial, no tiene inconvenientes en su creación.
Tribunal Penal de Desamparados
La Licda. Patricia Mora, Jueza del Tribunal Penal, menciona que el Tercer Circuito Judicial de San José no cuenta con representación en el Consejo de Administración de San José, por lo que considera necesario se apruebe la conformación de su propio consejo, con la finalidad de poder velar por los intereses de las oficinas que lo conforman, ya que las necesidades de los diferentes circuitos judiciales de San José son distintos y deben ser analizados y resueltos por las personas que conocen de primera mano las situaciones de cada zona. 
Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Hatillo
Menciona el Lic. Carlos Andrés Aguilar Arrieta, que el Tercer Circuito Judicial de San José, requiere de un Consejo de Administración, ya que cuenta con gran cantidad de oficinas judiciales que requieren de una correcta representación en un eventual Consejo de Administración, aunado a que la distancia existente entre las oficinas del circuito más alejadas y el Primer Circuito Judicial de San José, puede generar que el personal no quiera participar de las elecciones del actual Consejo de Administración.
Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Acosta
La Licda. Derling Talavera Polanco, Jueza del despacho, considera que el contar con un Consejo de Administración en el Tercer Circuito Judicial de San José sería una mejora importante, ya que permitiría exponer situaciones que requieren una solución pronta y que a lo mejor no se presentan en el Primer Circuito Judicial, por lo que no son atendidas debidamente. 
Defensa Pública de Desamparados
El Lic. Alejandro Rechnitzer Mora, Defensor del mencionado despacho, indica que la conformación de un Consejo de Administración en el Circuito Judicial contribuiría a que se haga conciencia de que existe el circuito como tal, agrega que esa conformación vendría a formalizar el gran trabajo de coordinación que se realiza actualmente en las oficinas del Tercer Circuito Judicial.
Defensa Pública de Hatillo
Considera el Lic. Juan Pablo Esquivel Vargas, Defensor Coordinador, que es una excelente idea, que permitiría encontrar respuestas más agiles y eficaces a las necesidades de las diferentes oficinas que conforman esta jurisdicción. 
Análisis de la situación actual del cantón de Osa
El cantón de Osa pertenece al Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, por lo que no representa un Circuito Judicial y además forma parte de la competencia del Consejo de Administración de Corredores, sin embargo, cuenta con una Administración Regional, la cual se encarga de los temas administrativos de la zona, así como el control y designación del personal supernumerario destacado en la citada administración.
Al no contar con su propio Consejo de Administración, la formulación del presupuesto de Osa es aprobada por la Administración Regional de Corredores (centro de responsabilidad) y conocida por el Consejo de Administración de la misma localidad, pero su ejecución se realiza a través de la Administración de Osa, ya que constituye un Centro Gestor, es decir que en la citada administración puede proponer la distribución del presupuesto que debe ejecutar, con base en las necesidades de las oficinas, pero este debe ser conocido y aprobado por Corredores. Se consultó al Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación, quien es el responsable de aclarar las dudas respecto a la formulación del presupuesto de Osa y se indicó que las consultas se remiten tanto a Corredores como a Osa, pero en el caso de Osa son evacuadas únicamente por la Licda. Aura Yanes Quintana. 
Se debe destacar que la Administración Regional de Osa, contará con un nuevo edificio de tribunales a finales del 2018, lo que podría implicar realizar gestiones significativas ante la figura del Consejo de Administración.
Competencia territorial
Según la información del Instituto Nacional de Estadística y Censo el cantón de Osa pertenece a la provincia de Puntarenas y cuenta con una superficie de aproximadamente 1930 km y con una población de 29433 personas.
Distancia entre el cantón de Osa y Corredores
La distancia entre el lugar de asentamiento del Consejo de Administración de Corredores y el cantón de Osa es de aproximadamente 90 km, lo que equivale a un traslado aproximadamente de una hora y media, situación que puede propiciar que el personal adscrito a la localidad de Osa no aspire a formar parte del Consejo de Administración de Corredores. No obstante, a pesar de lo mencionado anteriormente, actualmente el citado consejo cuenta con la participación de la Sra. Jennifer Saborío Rojas, Técnica Judicial del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Osa, quien representa a los empleados en el consejo.
Presupuesto asignado para el 2018 y propuesto para el 2019
Tal y como se indicó en el punto 3.2.1, no existen lineamientos obligatorios que deba cumplir una localidad para contar con su propio Consejo de Administración; sin embargo, resalta la característica de que debe contar con una Administración Regional y por consiguiente constituir un centro de gestor encargado de la ejecución del presupuesto de las oficinas de su competencia, por lo anterior se considera necesario plasmar el presupuesto asignado a la Administración de Osa:  
Cuadro 4
Presupuesto 2018 y presupuesto para el 2019 en la Administración Regional de Osa 

	Detalle
	Administración Regional de Osa

	Presupuesto 2018
	¢232,160,624.00

	Presupuesto propuesto 2019 (a)
	¢386,919,017.00

	Diferencia
	¢154,758,393.00


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos suministrados por el Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos. Corresponde solamente a Gasto Variable.
Notas: (a) Se indica propuesto, por cuanto debe ser aprobado por la Asamblea Legislativa.
Respecto a los presupuestos asignados, cabe indicar que para el presupuesto 2019 se espera un aumento de ¢154,758,393.00, respecto al 2018, lo que obedece a que en el año 2019 se tiene previsto equipar una de las salas de juicio con un nuevo equipo de grabación, así como la compra de equipo tecnológico, además de que para finales del año 2018 se tiene proyectada la inauguración de un nuevo edificio de Tribunales en Osa, lo que generará gastos relacionados con su funcionamiento.
Criterio del personal destacado en el cantón de Osa
Administradora Regional 
Se conversó con la Licda. Aura Yanes Quintana, Administradora Regional de Osa, quien indicó que tiene estimado para finales del 2018 la apertura de un nuevo edificio de tribunales, lo que motiva la conformación de un propio Consejo de Administración, aunado a que la distancia existente entre Corredores y Osa representa un viaje de aproximadamente 1 hora y media y es un factor negativo, para que el personal de la localidad quiera participar en la conformación del Consejo de Administración de Corredores. 
Adiciona la Licda. Aura Yanes Quintana, que la Administración de Osa inició funciones en el 2009 y desde entonces el Consejo de Administración de Corredores, no ha realizado una sola visita a la zona, lo que genera un sentimiento de abandono, aunado a que en el 2017 se presentaron inundaciones en el cantón y todos los aspectos necesarios de coordinación para la atención de la catástrofe se realizaron a través de su persona y no se recibió colaboración por parte del Consejo de Administración, por lo que considera de suma importancia contar con un propio Consejo de Administración que permita tomar decisiones inmediatas para la atención de emergencias, así como temas administrativos que involucran a los distintos ámbitos que conforman el circuito judicial.
Juzgado Penal de Osa
En criterio del Lic. Johanner Chavarría Rojas, Juez Coordinador, el circulante de los despachos ubicados en el cantón de Osa es muy reducido como para pensar en contar con su propio Consejo de Administración, además de que considera que las necesidades del edificio han sido atendidas satisfactoriamente por la Administradora Regional; sin embargo, en caso de que se apruebe la conformación del Consejo de Administración, analizaría la posibilidad de participar.
Juzgado, Civil y Familia de Osa
Indica el Lic. Mario Alberto Barth Jiménez, Juez Coordinador, que en caso de ser requerido participaría en la conformación del Consejo de Administración.
Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Osa
Considera la Lic. Sonia Patricia Abarca García, Jueza del citado despacho, que no considera necesario la conformación de un Consejo de Administración en Osa, pero si se recomienda su creación no tiene inconvenientes en conformarlo, pero recalca la necesidad de definir claramente las funciones del Consejo, así como hasta donde le es permitido al Consejo de Administración aplicar medidas correctivas a situaciones de retrasos en los despachos.
La Sra. Jennifer Saborío Rojas, Técnica Judicial del despacho, quien integra el actual Consejo de Administración de Corredores, en representación de los empleados, indica que considera necesario la conformación de un Consejo de Administración en Osa, debido a que las necesidades de ese cantón son distintas a las de Corredores; sin embargo, menciona que durante el período que ha participado de las sesiones, no se han presentado situaciones que analizar provenientes de Osa. Adicionalmente agrega, que su participación en el mencionado consejo requiere invertir mensualmente una audiencia, esto debido a los tiempos de traslado.
Ministerio Público de Osa
Por parte del Lic. Josué Hernández Cerdas, Fiscal de la Fiscalía de Osa, se indica que es de suma importancia contar con un Consejo de Administración en el cantón, debido a que existen decisiones que deben ser tomadas por las personas que conocen las necesidades de la localidad, además de que considera que un consejo en Osa permitiría al Ministerio Público tener voz y voto, respecto a los temas que se deban analizar.
Defensa Pública de Osa
El Lic. Álvaro Porras Murillo, manifestó un criterio neutral ante la necesidad de conformación de un Consejo de Administración en Osa.
Organismo de Investigación Judicial
Considera el Lic. Mario Camacho Campos, Jefe de la Oficina Regional de Osa, que es de suma importancia contar con un Consejo de Administración en la zona, ya que la realidad de Osa es muy distinta a la de Corredores y al ser en esta última localidad en donde se asienta el Consejo de Administración, estima no se atienden de forma satisfactoria las gestiones.
Criterio de la Dirección de Planificación
General 
Se considera que los Consejos de Administración corresponden a un enlace entre las localidades y las instancias superiores de control de la institución, por lo que generan en la población judicial un sentimiento de superior inmediato, así mismo se consideran como una figura administrativa a la que se ha otorgado la responsabilidad de velar por el buen funcionamiento del circuito judicial o localidad, por lo que son un órgano trascendente en la estructura organizativa del Poder Judicial, esto en virtud de las responsabilidades otorgadas a través del Reglamento de Consejo de Administración.
Con base en la información recopilada, se considera que los Consejos de Administración generan las siguientes ventajas para la comunidad y la población judicial:
Rápida solución a los problemas y situaciones que se presentan en el Circuito Judicial o localidad.
Representa un superior inmediato y cercano a la población judicial.
Mayor acercamiento a la población, para la atención de quejas o rendición de cuentas.
Análisis y propuestas para la conformación del anteproyecto de presupuesto del centro de responsabilidad.
En casos necesarios la aplicación de planes remediales para la disminución del circulante de los despachos.
Se observa la necesidad de que el Reglamento de Consejo de Administración vigente, establezca en cuales casos es posible la conformación de un Consejo de Administración o cuáles serían las limitantes para no autorizar su creación, además el citado reglamento no menciona cual es el procedimiento a seguir para su solicitud, como por ejemplo si la persona interesada puede presentar directamente la solicitud a Corte Plena o si debe ser por medio de Consejo Superior o la propia Dirección de Planificación, aunado a que falta claridad respecto a la forma de proceder cuando la cantidad de puestos de la judicatura limita la posibilidad de contar con suplentes.
Tercer Circuito Judicial
Ahora bien, al analizar la situación del Tercer Circuito Judicial de San José, se observa la particularidad de que no cuenta con una figura de Administración Regional, la cual en un eventual Consejo de Administración debe desempeñar las funciones de secretario; no obstante, en la sesión de Corte Plena[footnoteRef:7][5] donde se aprobó la creación del Circuito Judicial se dispuso que esas funciones deberán ser asumidas por la Administración del Primer Circuito Judicial de San José, en virtud de que esta continuaría apoyando en las labores administrativas al nuevo circuito judicial. Debido a lo anterior, el no contar con una Administración Regional no sería limitante para la conformación de un Consejo de Administración en el Tercer Circuito Judicial de San José; sin embargo, si recaería el recargo de funciones el que un administrador conforme dos Consejos de Administración.   [7: [5] 10-06, celebrada el 29 de mayo del 2006, artículo XXXIII.] 

Respecto a la competencia territorial del Tercer Circuito Judicial de San José, la misma es muy amplia, debido a que abarca lugares distantes a Desamparados como lo es el cantón de Acosta, el cual se encuentran a una distancia de aproximadamente 24 km, sin embargo, en criterio de la jueza del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de la zona, es una necesidad el contar con un propio Consejo de Administración que atienda las necesidades de la localidad. En virtud de lo anterior, se estima que el tema de la distancia no imposibilitaría una posible conformación de un Consejo de Administración en el Tercer Circuito Judicial de San José.
[bookmark: _Hlk519763530]Es importante destacar que, la situación del Tercer Circuito Judicial de San José, es muy particular y en caso de que se conforme un consejo de administración, sería una figura para la atención de las necesidades de los usuarios y población judicial, al igual que la aprobación de su propio presupuesto y la responsabilidad del buen funcionamiento del circuito judicial, pero la atención de temas administrativos como el mantenimiento de edificios, del mobiliario y equipo, compras de suministros; así como los pagos a los proveedores, deberán seguir siendo atendidas por el personal de la Administración del Primer Circuito Judicial, ya que a pesar de que en su oportunidad se brindaron dos plazas para esas labores, actualmente no se cuenta con una Administración del Tercer Circuito Judicial, por lo que las plazas creadas se ubican físicamente en la Administración del Primer Circuito Judicial de San José.
Cantón de Osa
El cantón de Osa no corresponde a un circuito judicial, cuenta con Administración Regional encargada de atender los trámites administrativos del edificio de tribunales, formular el presupuesto, autorizar el pago de los gastos del edificio, manejo de la caja chica, velar por el buen funcionamiento del edificio a su cargo, entre otros. 
Pese a las funciones mencionadas anteriormente, el cantón de Osa no cuenta con su propio Consejo de Administración, por lo que existen trámites que se deben coordinar con el Consejo de Administración de Corredores, al cual pertenecen, como lo fue en su momento algunos trámites que requerían el visto bueno del consejo ante la Comisión de Construcciones para el inicio de la obra del nuevo edificio, asimismo de que la aprobación del anteproyecto de presupuesto también se debe realizar a través del Consejo de Administración de Corredores y la aprobación a nivel del sistema la realiza la Administración de la misma localidad, lo cual se considera una desventaja para el cantón, en virtud de que es la Administración la que conoce las necesidades de sus oficinas y por ende debería ser quien realiza el proceso completo de su presupuesto.
No se puede obviar, que la distancia entre el cantón de Corredores, en donde se encuentra la sede del Consejo de Administración y Osa, puede constituir un factor negativo para que el personal desee formar parte del Consejo de Administración de Corredores, debido a que por el traslado se deben invertir aproximadamente tres horas (una hora y media por viaje), es decir que deben invertir prácticamente una audiencia al mes en caso de que fueran miembros del consejo y esto podría repercutir en la carga de trabajo de los despachos. 
Ahora bien, tomando en cuenta lo indicado anteriormente y según lo indicado por la Licda. Aura Yanes Quintana, Administradora Regional de Osa, respecto a que temas importantes como la atención de la emergencia provocada por las inundaciones del 2017, fueron debidamente atendidos por su persona sin participación del Consejo de Administración de Corredores y que para el Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de esta Dirección de Planificación, cualquier aclaración de dudas respecto a la formulación del presupuesto y las debidas justificaciones son presentadas por la Administradora de Osa, se estima que un eventual Consejo de Administración en esa localidad vendría formalizar el actuar de esa administración en la actualidad.
Elementos Conclusivos
A partir del Consejo ampliado en el Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Osa, se solicita a la Dirección de Planificación valorar la posibilidad de conformar en la localidad su propio consejo de administración. 
De igual manera, los jueces y juezas del Tercer Circuito Judicial de San José, a través del Despacho de la Presidencia, solicitan la viabilidad de conformar un consejo de administración en el circuito judicial.
 Según el Reglamento del Consejo de Administración de Circuito, los Consejos de Administración son órganos deliberativos y participativos constituidos para analizar y proponer soluciones a las problemáticas de su circuito. El citado reglamento faculta a Corte Plena para poder disponer la creación de los circuitos judiciales o la constitución de Consejos de Administración en localidades judiciales que no sean circuito judicial.
Actualmente existe una Comisión en Corte Plena, encargada de la revisión y actualización del Reglamento del Consejo de Administración de Circuito a cargo del Sr. Magistrado Luis Guillermo Rivas. 
 Existe un total de 19 consejos de administración y en los Circuitos Judiciales de San Ramón, Cartago, Nicoya, Puntarenas y Corredores, se presenta la particularidad de contar con dos consejos, en donde uno se encuentra conformado en la sede de circuito y el otro en localidades de relevancia que cuenta con su propia administración regional, tal es el caso de Grecia, Turrialba, Santa Cruz, Quepos y Golfito. 
No fue posible encontrar los antecedentes de creación de los consejos de administración con asentamiento en los Circuitos Judiciales, por lo que no es viable en el presente informe determinar características obligatorias para su conformación; no obstante, se podría indicar que la característica primordial es que debe ser un Circuito Judicial y contra con una administración. 

En cuanto a los Consejos de Administración con asentamiento en localidades que no son Circuito Judicial, a saber: Grecia, Turrialba, Santa Cruz, Quepos y Golfito, al analizar los antecedentes de su creación se determina que no existen variables obligatorias que justifiquen la creación o no de un Consejo de Administración en una localidad que no sea considera como Circuito Judicial; sin embargo, sobresale la característica de que debe contar con una Administración Regional y un edificio de Tribunales que albergue y concentre la mayoría de las oficinas judiciales de la zona.

Al comparar los Consejos de Administración conformados en localidades que no son sede de circuito judicial, se determina que cuentan con más de 11 oficinas judiciales y que la cantidad de personal judicial, en la mayoría, superan las 123 personas y al comparar esa estructura con la localidad de Osa, corresponde a la zona con la menor cantidad de oficinas (9), pero mantiene una cantidad de personal homóloga con Golfito (alrededor de 70 personas). Sin embargo, se considera que Osa cuenta con la variedad de puestos para la conformación de su propio Consejo de Administración, con la salvedad de que para la categoría de juez/a 1, se cuenta únicamente con una plaza, por lo que la persona nombrada en propiedad siempre deberá participar del consejo y no podrá contar con un suplente, lo que contradice el artículo 1 del Reglamento de Consejo de Administración; no obstante, esa situación ya se presenta en Quepos y Turrialba y no ha significado una limitante para su conformación, sin embargo, se debería proponer el cambio en el Reglamento por parte de la Dirección Jurídica, para actualizarlo a la realidad de los circuitos judiciales pequeños si así se considera pertinente.   
De igual manera se comparó la distancia existente entre esas localidades con su circuito judicial y se determinó que Osa se ubica en el segundo lugar, de las seis, al tener la mayor lejanía con 90 km, superada por Quepos que tiene una distancia de 138 km de Puntarenas, pero únicamente Osa no cuenta con su propio Consejo de Administración.
El principal beneficio que han obtenido las localidades que no son consideradas Circuito Judicial, al contar con su propio Consejo de Administración es, el poder abordar puntualmente y de forma personalizada las situaciones que se presentan en la zona; así como la rendición de cuentas a la ciudadanía, lo cual ha permitido tener un mayor acercamiento a la comunidad.  
Respecto a las localidades objeto del presente estudio, se indica que el Tercer Circuito Judicial de San José, fue constituido el 2006, pero debido a limitaciones de espacio, se tomó la decisión de crear el citado circuito en ausencia de un edificio de tribunales y actualmente no cuenta con una administración regional, por lo que continúa bajo la administración del Primer Circuito Judicial de San José, por ende forma parte del Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial, el cual a pesar de que jueces/zas del Tercer Circuito Judicial de San José participaron en las elecciones del 2018, ninguno obtuvo la cantidad de votos requeridos para formar parte del mencionado consejo. 
Se consultó a ciertos despachos de la jurisdicción del Tercer Circuito Judicial de San José, su criterio en cuanto a la conformación de un Consejo de Administración en su circuito y la mayoría de las personas consultadas concordaron que sería de gran beneficio contar con su propio Consejo de Administración. 
En el caso del cantón de Osa, pertenece al Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, por lo que no constituye un circuito judicial, pero cuenta con su propio edificio de tribunales y su Administración Regional, la cual se encarga de la ejecución del presupuesto asignado a la zona, es decir que constituye un Centro Gestor. A pesar de contar con una Administración Regional, Osa pertenece al Consejo de Administración de Corredores, por lo que el anteproyecto de su presupuesto debe ser conocido por el mencionado consejo y aprobada su formulación por la Administración Regional de Corredores.
Como dato significativo se debe indicar que la distancia entre el cantón de Corredores, lugar en donde se constituye el Consejo de Administración, y el cantón de Osa es aproximadamente 90 km y se estima un tiempo promedio de traslado de una hora y media, lo que puede provocar que el personal de Osa no considere la postulación en las elecciones del Consejo de Administración de Corredores.
Se consultó a los despachos de la jurisdicción Osa, su criterio en cuanto a la conformación de un Consejo de Administración en su circuito, pero en su mayoría indicaron que no consideran necesario su conformación en virtud de 0que las necesidades de la localidad no ameritan su creación. Específicamente, la Licda. Aura Yanes Quintana, considera de suma importancia el contar con su propio Consejo de Administración, ya que desde el 2009 que inicio funciones la Administración de Osa el Consejo de Administración de Corredores no ha realizado una visita a la zona ni cuando se presentaron las emergencias por inundaciones en el 2017. Considera además que con la apertura del nuevo edificio a finales del 2018, se van a presentar situaciones, que en su criterio justifican aún más el contar con ese anhelado Consejo de Administración.
En criterio de esta Dirección de Planificación, existe limitante para la conformación de un Consejo de Administración en el Tercer Circuito Judicial de San José, dado que no hay una administración específica para la zona. 
En la zona de Osa, no hay limitantes para la conformación del Consejo de Administración, brindando con ello beneficios a la comunidad y a la población judicial. 
Recomendaciones del Informe
De conformidad con la información consignada en los puntos precedentes, se formulan las siguientes recomendaciones:
La conformación del Consejo de Administración en la localidad de Osa, con la revisión previa de la Dirección Jurídica para determinar si hay una limitante con el incumplimiento del artículo 1 del Reglamento de Consejos de Administración.
  No conformar el Consejo de Administración del Tercer Circuito Judicial de San José, en el tanto no se disponga de una administración específica para la zona.
 Mantener el criterio vertido en el informe   688-PLA-2006, del 28 de abril de ese mismo año, conocido por Corte Plena en la sesión 10-06, celebrada el 29 de mayo del 2006, artículo XXXIII, en la cual se indicó, con relación al informe de la creación del Tercer Circuito Judicial de Desamparados: “ya tiene más personal que el que existe en circuitos formalmente establecidos. El inconveniente es que se trata de despachos que están distribuidos por toda la periferia de San José, lo que dificulta el tema en cuanto a la organización administrativa; de ahí que se recomiende la creación del circuito, pero, bajo la administración del Primero de San José, hasta tanto se cuente con un edificio propio.
 Solicitar a la administración del Primer Circuito Judicial de San José proponer el fortalecer los mecanismos de participación e invitación al personal judicial del Tercer Circuito Judicial de San José en las sesiones del Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial, lo cual permitirá una mayor participación del personal judicial y una pronta atención de sus necesidades.
En caso de aprobarse la conformación del Consejo de Administración, modificar el Sistema SIGA-PJ para efectos de Formulación Presupuestaria ya que la Administración de Osa forma parte del Centro de Responsabilidad del II Circuito de la Zona Sur, para efectos de ejecución presupuestaria, si es un centro gestor independiente.
En caso de aprobarse la conformación del nuevo Consejo de Administración de Osa, cumplir fielmente con las obligaciones y responsabilidades que indica el Reglamento vigente.
  Se recomienda que la Comisión encargada de la revisión y actualización del nuevo Reglamento de Consejo de Administración y la Dirección Jurídica, valore la posibilidad de incluir temas como:
Características obligatorias que deben cumplir los solicitantes para la conformación de un Consejo de Administración,
En caso de que la localidad que solicita el consejo cuente con un único puesto por categoría en la judicatura y ámbito auxiliar de justicia, a quien se nombraría suplente o si correspondiese su conformación.
Ante que instancia se debe realizar la solicitud, directamente en Corte Plena o a través del Consejo Superior con un informe de la Dirección de Planificación.”
(…)”
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Se acordó: 1) Tener por rendido el informe N° 1370-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, sobre la factibilidad de crear un Consejo de Administración en la localidad de Osa y en el Tercer Circuito Judicial de San José. 2) Tomar nota de los principales resultados obtenidos del estudio, tales como que no existen variables obligatorias que justifiquen la creación o no de un Consejo de Administración en una localidad que no sea considera como Circuito Judicial; sin embargo, sobresale la característica de que debe contar con una Administración Regional y un edificio de Tribunales que albergue y concentre la mayoría de las oficinas judiciales de la zona; que el principal beneficio que han obtenido las localidades que no son consideradas Circuito Judicial, al contar con su propio Consejo de Administración es abordar puntualmente las situaciones que se presentan en la zona; así como la rendición de cuentas a la ciudadanía, lo cual ha permitido tener un mayor acercamiento a la comunidad. 3) Trasladar a conocimiento de la Corte Plena por ser de su competencia lo concerniente sobre la factibilidad de crear un Consejo de Administración en la localidad de Osa. 4.) Con base al criterio emitido no conformar el Consejo de Administración del Tercer Circuito Judicial de San José, en el tanto no se disponga de una administración específica para la zona. 5) Aprobar las recomendaciones contenidas en el estudio analizado, las cuales deberán ejecutarse conforme se indica en el informe. Se declara acuerdo firme.”
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Manifiesta el Presidente, Magistrado Cruz: “Vamos a pasar al tema del Consejo de Administración en Osa, porque ese es un tema importante, para que lo exponga la licenciada Valverde Bermúdez, ya les voy a decir de qué se trata.
El Consejo Superior en sesión del 15 de noviembre de 2018, artículo VII, ordenó la creación de un Consejo de Administración en la localidad de Osa, el Consejo Superior acordó, tener por rendido el informe de la Dirección de Planificación, sobre la factibilidad de crear un Consejo de Administración en la localidad de Osa y en el Tercer Circuito Judicial de San José. 
Tomar nota de los principales resultados obtenidos del estudio, tales como que no existen variables obligatorias que justifiquen la creación o no de un Consejo de Administración en una localidad que no se considera como Circuito Judicial; sin embargo, sobresale la característica de que debe contar con una Administración Regional y un edificio de Tribunales que albergue y concentre la mayoría de las oficinas judiciales de la zona; que el principal beneficio que han obtenido las localidades que no son consideradas Circuito Judicial, al contar con su propio Consejo de Administración es abordar puntualmente las situaciones que se presentan en la zona; así como la rendición de cuentas a la ciudadanía, lo cual ha permitido tener un mayor acercamiento a la comunidad. 
Se traslada a conocimiento de la Corte Plena por ser de su competencia lo concerniente sobre la factibilidad de crear un Consejo de Administración. 
El Consejo conoció de esta propuesta, pero lo remite a Corte para estos propósitos, la licenciada Valverde Bermúdez nos puede dar las razones por las cuales es conveniente crear un Consejo de Administración en la localidad de Osa, está vinculado con el nuevo edificio también en la zona”.
Se le concede el uso de la palabra a la Licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación: “Como lo indica el Presidente, magistrado Cruz, esta solicitud se atiende ya que llegaron dos solicitudes, una de Desamparados y otra de la localidad de Osa, se hizo el análisis y se determina con respecto a la localidad de Osa la solicitud de crear el Consejo de Administración.
Hacemos el análisis y determinamos que, por cercanía, por acceso al ciudadano y también a los servidores y servidoras judiciales, es oportuno crear el Consejo de Administración dada la particularidad que ya tienen edificio y que también tienen una administración en la zona, normalmente lo que se requiere es que la administración funja como secretaría de esos Consejos de Administración.
En el caso de Osa se está recomendando, solamente se hace la observación de que, es importante que esta Corte considere que en el reglamento se debería valorar la revisión por parte de la Dirección Jurídica en el caso de localidades pequeñas, cuando las categorías en judicatura no implican una segunda plaza, no hay una sustitución sino que es un solo tipo de categoría de juez en la zona.
Hacemos la observación porque, aunque ya hay otros Consejos de Administración como Turrialba que están funcionando así y que son pequeños, se debería solicitar a los compañeros de la Dirección Jurídica que ampliaran el reglamento para que también consignara esta situación, dado que ya hay Consejos de Administración, otros varios también que tiene esta categoría, esto como solicitud a la Dirección Jurídica.
Con respecto al Consejo de Administración de Desamparados, lo que estamos indicando es que no recomendamos todavía la creación de este, sino que se mantenga como hasta la fecha se ha realizado por parte del Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de San José.
Lo que indicamos es que todavía mantiene las mismas condiciones analizadas en el 2016, en donde todavía no hay una conformación propia de un circuito y que todavía no tiene esa administración particular, lo que vendría a no facilitar esos servicios.
Solo hubo observaciones de los compañeros y compañeras trabajadoras de Desamparados en donde querían mayor participación y la recomendación que se hace es que el Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de San José se les convoque a los compañeros de Desamparados y tengan una comunicación más oportuna y asertiva con las oficinas judiciales de ellos y cuando se disponga de las condiciones específicas, que se cree ese Consejo de Administración en Desamparados.
En resumen, esas fueron las dos solicitudes planteadas a la Dirección Jurídica, en el caso de Osa hacemos la observación que en el caso de aprobarse esto, se conformaría en un circuito judicial y para el caso también de la formulación presupuestaria en Osa tendrían la posibilidad de formular su propio presupuesto, hoy son parte de la Administración del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur.
Al hacerlos independientes tendrían su propia posibilidad de administrar el presupuesto de la zona, lo cual viene a repercutir en que más eficientemente presentarían su presupuesto solo y no tendrían que viajar al Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur”.    
	SALEN EL MAGISTRADO ARAYA Y LA MAGISTRADA HERNÁNDEZ.
	Añade el Presidente, Magistrado Cruz: “Licenciada Valverde Bermúdez, respecto al de Osa si es favorable, respecto al Tercer Circuito no”.            
Agrega la Magistrada Solano: “Mi pregunta era para la licenciada Valverde Bermúdez, que no le entendí bien porque es que ella dictamina en forma negativa lo de Desamparados.
Adelanto, como presidí el Consejo de Administración del Primer y Tercer Circuito Judicial de San José, había múltiples gestiones de Desamparados y Pavas al circuito judicial, de alguna manera los intereses tanto que a veces tenían los Circuitos de Desamparados y Pavas eran diferentes al del Primer Circuito Judicial y de alguna manera siempre sentí que había algún tipo de protección o alejamiento, sobre todo de intereses.
No solo por territorio sino además por la conformación misma del Consejo de Administración, donde hay un representante de las diferentes categorías, pero generalmente ellos no participaban en esa designación, de alguna manera siempre había algún tipo de problema en ese sentido.
No logré comprender bien porque ese informe negativo de la licenciada Valverde Bermúdez”.      
Señala la Magistrada Aragón Cambronero: “El mío es muy semejante al de la magistrada Solano, es que nosotros lo hemos vivido en carne propia con el Anexo A del Segundo Circuito Judicial de San José, esto que estamos muy cercanos al edificio del Segundo Circuito Judicial de San José, los problemas de administración son muy disímiles los que puede existir entre el Segundo Circuito Judicial de San José y el Anexo A.
Pero independientemente de eso me llama la atención el informe en el entendido que a Osa se le está dando sin ser circuito judicial y se está diciendo que para efectos de darle su propio Consejo de Administración se tendrá que modificar y crear un nuevo circuito judicial, así entendí.
En Desamparados se le está negando precisamente porque no es circuito judicial, por lo menos eso entendí, dejo claro que tal vez fue una mala interpretación mía.
Sin embargo, pienso que en estos casos, aún y cuando pueda existir la cercanía al Primer Circuito Judicial de San José, creo que los compañeros y compañeras que laboran en zonas diversas al centro neurológico, que es el primer circuito judicial, tienen necesidades muy diferentes a las prioridades que pueda tener el primer circuito.
Pero amén de eso, porque lo digo por experiencia, uno siempre está en minoría, cuando llega a donde está el órgano central, la administración de San José, Desamparados, por ejemplo, los compañeros que conforma ese bloque van siempre a estar en minoría con el poder que puede tener el Primer Circuito Judicial de San José.
Yo digo que en estos casos deben valorarse además las especiales condiciones que esos compañeros y compañeras requieren en una zona, por ejemplo, tan conflictiva como puede ser Desamparados y las zonas aledañas, nada más para efectos prácticos”.
Indica el Magistrado Molinari: “Voy un poco por el camino que han dicho las compañeras, pero no me queda claro, licenciada Valverde Bermúdez, qué circunstancias tiene Osa para otorgárselas y qué circunstancias tiene Desamparados para no otorgárselas, ya que ambas se están conociendo a la vez, a mí no me queda claro cuál es la diferencia entre una y otra como para otorgarle a uno el Consejo de Administración y en la otra no.
Me preocupa, igual que a las magistradas Solano y Aragón Cambronero, la verdadera posibilidad que tenga Desamparados de ser escuchado en Consejo de Administración de aquí.
Yo también fui presidente de ese mismo Consejo hace muchos años y recordaba los problemas que tenía la gente que no estaba aquí, y generalmente no se escucha, salvo a la gente que es representada, que normalmente es gente del Primer Circuito Judicial de San José, entonces quería saber esas diferencias y además si ustedes consideraron como es que podría integrarse la gente de Desamparados al Consejo de Administración del Primer Circuito”.
Aclara la licenciada Valverde Bermúdez: “En el análisis que realizamos decimos que no hay una línea base para poder determinar claramente un documento de guía para poder determinar cuándo se abre un Consejo de Administración, pero también analizamos cuales eran las características que se han analizado para poder abrirlo, dos de las características básicas y fundamentales que se han determinado para que esta Corte tome la decisión son;
Que se cuente con un edificio que centralice las diferentes oficinas judiciales.
Que se cuente con una administración del lugar, para que funja como Secretaría de Administración de la zona de ese Consejo de Administración.
	En el caso de Osa ya cumple con esa particularidad, tiene un edificio que concentra a las diferentes oficinas judiciales y cuenta con una administración que va a fungir como Secretaría de todas las decisiones que tome el Consejo de Administración, esa es la diferencia que hay con respecto a Desamparados.
	Con respecto a Desamparados, no tenemos un lugar donde se concentren todas esas oficinas de la zona y no tenemos una administración particular del circuito en Desamparados, sino que disponemos de una sola administración en San José que es la que se encarga de administrar la zona del circuito en Desamparados.
	Esas son las dos particularidades que se consideran de fondo para poder determinar si se crea o no, porque es básico fundamental que exista una administración en el circuito para coadyuve en la ejecución de esas decisiones del Consejo de Administración”.
	Expresa el Magistrado Segura Bonilla: “En realidad es una preocupación en relación con los circuitos de Desamparados que creo que también ese problema lo tendría Pavas, puesto que la representación, es si no me equivoco, a San José Centro, la única forma de que sean escuchados es que haya verdaderamente una democratización del Consejo de Administración en San José.
	¿Qué paso en el Segundo Circuito? Muy diferente el sistema, porque los compañeros del Contencioso se organizaron y son muchísimo más jueces 3 y 4 que el Primer Circuito Judicial, entonces de una vez hicieron el quórum y están representados en el Consejo de Administración.
	Me parece que a priori, bajo esos dos argumentos, llegar y decir que no se le podría dar un Consejo de Administración en concreto a Desamparados y a Pavas en algún momento, sería como decirles ustedes están mal y van a seguir mal porque no les vamos a dar la solución pronto, ¿Cuál es? El edificio, algo que es propio de la administración, que se lo pueda dar, les dice, ustedes están mal y como están tan mal y siguen mal, van a seguir mal, porque no hay posibilidad de darle ni el edificio ni el administrador.
	En realidad, la magistrada Solano no me deja mentir, es muy poca la participación que tienen como voz y voto en el Consejo de Administración de San José, es casi que un doble castigo, es como estar encerrado en prisión y le digan, lamentablemente usted no puede seguir aquí porque está en prisión, no puede tener ningún derecho, esa era la observación en relación con ellos”.
	Dice el Magistrado Cruz: “Nada más así, a vuelo de pájaro, muy rápido, el tema parece que se está centrando mucho en la participación, porque en la representatividad Desamparados tiene minoría y probablemente ocurre lo mismo con Pavas, lo cual es un tema importante pero no es el medular para esto, lo que pasa es que las circunstancias hacen que si no se tiene edificio se hace muy difícil, pareciera que el tener edificio es muy significativo para crear un Consejo, lo cual me parece muy razonable.
	Pero también tenemos que pensar en eso que usted acaba de decir, que es la participación”.
	Indica la licenciada Nacira Valverde: “Lo que quería ampliar es que nosotros también detectamos eso que ustedes nos están indicando, el tema de la participación, nosotros incorporamos en el informe precisamente una recomendación donde textualmente le solicitamos a la Administración del Primer Circuito Judicial, si ustedes así lo disponen, proponer fortalecer el mecanismo de participación e invitación al personal judicial del Tercer Circuito Judicial de San José.
	Con eso ellos tendrían que proponer cuál va a ser la forma para fortalecer ese mecanismo de participación de estas personas del Tercer Circuito Judicial.
	Si ustedes así lo están considerando, que también están indicando Pavas como una necesidad, se podría ampliar que, aunque no es un tema de estudio, también se incluya, no solamente Desamparados, sino que Pavas, en este planteamiento que ellos van a utilizar para fortalecer este mecanismo de participación e invitación hacia estas personas”.
	Responde el Presidente, magistrado Cruz: “Le sugeriría lo siguiente, el Consejo en Osa es importante y no visualizo una gran objeción, pero si también en el acuerdo de Corte, tomar lo que acaba de decir la licenciada Valverde Bermúdez, en el sentido de que deben tomarse las medidas para asegurar una participación paritaria o de una mayor participación en Pavas y en Desamparados en el Consejo de Administración.
	Me parece que si Corte resuelve eso, le da un impulso para ir reduciendo los problemas que tiene, que creo que uno fundamental, de lo que ustedes han dicho, es el tema de participación ¿Les parece? ¿Están de acuerdo?”.
	Agrega la suplente Aragón Cambronero: “Es que a mí esas posiciones así tan amplias me parece que hay que ponerles un límite temporal para efectos de que pueda concretarse una participación mayor en los términos que está exponiendo la licenciada Valverde Bermúdez, pero dar un plazo”.
	Responde la licenciada Valverde Bermúdez: “El impulso vendría de parte de la Administración del Primer Circuito, que ellos son los encargados del Consejo de Administración”.  
	Prosigue el Presidente, magistrado Cruz: “Pero que lo supervise la Dirección de Planificación para coordinarlo, ¿le parece? Creo que con eso resolvemos un tema importante”.
Se dispuso: 1.) Tener por conocido el acuerdo adoptado por el Consejo Superior, referente a la creación de un Consejo de Administración en la localidad de Osa y en el Tercer Circuito Judicial de San José. 2.) Aprobar la creación del Consejo de Administración en la localidad de Osa.  3.) Solicitar al Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de San José, se sirva fortalecer el mecanismo de participación e invitación al personal judicial del Tercer Circuito Judicial de San José (Desamparados y Pavas) dentro de las sesiones que lleva a cabo ese Consejo de Administración. Lo anterior, en el entendido de que la Dirección de Planificación supervisará y coordinará para que se dé en la forma planteada. 
	El magistrado Sánchez se abstiene de votar. 
ARTÍCULO XXIV
SALEN EL MAGISTRADO CASTILLO Y EL MAGISTRADO SUPLENTE SEGURA BONILLA.
	Documentos N° 6914-18, 10002-16/ 4871-2018, 1620-18, 3096-18, 3369-18, 5137-18 y 13096-18

	El Consejo Superior en sesión N° 49-18 celebrada el 31 de mayo del año en curso, artículo LXXV, tomó el acuerdo que literalmente dice: 
 “Mediante oficio Nº 392-PLA-2018 del 27 de abril de 2018, el Ing. Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, remite el informe en relación a las observaciones recibidas mediante el oficio 039-DJ-2018 por la licenciada Vera Monge Monge, Jefa del Digesto de la Jurisprudencia, a fin de que sea valorado en asocio con el oficio 235-PLA-2018 del 13 de marzo de 2018, en el que se adjuntó el informe definitivo 9-OI-B-2018, de la Dirección de Planificación; que literalmente dice:

“Mediante oficio 3154-18, del 21 de marzo del 2018, el Lic. Carlos T. Mora Rodríguez, Subsecretario General de la Corte, solicitó considerar dentro del oficio 235-PLA-2018 del 13 de marzo del 2018, que adjunta el informe 9-OI-2018 de esta Dirección, el documento 039-DJ-2018 remitido por la Licda. Vera Monge Monge, Jefa del Digesto de la Jurisprudencia, que remite observaciones a ese informe, además solicita al Consejo Superior, separarse del criterio técnico de la Dirección de Planificación y acoger las recomendaciones planteadas por el Digesto de Jurisprudencia.

A continuación, se detallan las observaciones realizadas por la  Licda. Monge Monge; así como,  el criterio de esta Dirección:




	Apartado
	Observaciones realizadas por Jefatura del Digesto Jurisprudencia
	Observación de la Dirección de Planificación
	

	Antecedentes
	El criterio de clasificación del Digesto se realiza de acuerdo con una visión general de información acerca de temas de interés público, pero esa afirmación es ambigua y no coincide con el trabajo técnico que se hace en el Digesto de Jurisprudencia.
	Se incorporó en el informe definitivo 9-OI-B-2018, según oficio remitido al Consejo Superior 235-PLA-2018 del 13 de marzo del 2018.
	

	Justificación
	El fundamento principal del informe se justifica en que al desarrollar por parte de la Dirección de Tecnología de la Información un nuevo sistema del SCIJ, el cual deberá ser utilizado por todos los Centros de Jurisprudencia de las Salas de Casación, Sala Constitucional y el Digesto de Jurisprudencia, se evidencia la necesidad de eliminar la duplicidad de clasificación y publicación de las sentencias emitidas por las Salas de Casación.
	Se incorporó en el informe definitivo 9-OI-B-2018, según oficio remitido al Consejo Superior 235-PLA-2018 del 13 de marzo del 2018.
	

	Información Relevante
	Punto 3.5), el informe indica que el 32% de las sentencias publicadas por el Digesto también son publicadas por las salas de casación; no obstante, se considera que el porcentaje correcto es 17.3%, como resultado del análisis de las estadísticas del informe del 2016 del Digesto de Jurisprudencia.

	El 32% se obtuvo del análisis de un histórico de publicaciones durante el período del 2011 al 2016, por lo que se aclara en el informe definitivo 9-OI-B-2018, según oficio remitido al Consejo Superior 235-PLA-2018, que para el 2016, esa misma relación corresponde aproximadamente a un 18%.
	

	Elementos conclusivos
	Punto 4.6), para el 2016 el porcentaje correcto es 17,3 y no 32% como se indicó en el informe.
 
Asimismo, dentro de la cantidad de sentencias pendientes de clasificar no se consideró la cantidad de sentencias del Tribunal de Inspección Judicial que por problemas técnicos no se han podido publicar.
	El 32% se obtuvo del análisis de un histórico de publicaciones durante el período del 2011 al 2016, por lo que se aclara en el informe 9-OI-B-2018, que para el 2016 esa misma relación corresponde aproximadamente a un 18%.

Respecto a las sentencias del Tribunal de la Inspección Judicial, según la información remitida en su oportunidad por la Jefatura del Digesto, en el 2011, se clasificaron y publicaron 815 sentencias, mientras que para el 2012 fueron 25; sin embargo, a partir del 2013, no fue posible recopilar las sentencias porque no fueron remitidas por el Tribunal de la Inspección Judicial y en su mayoría fueron dictadas de manera oral. Por lo anterior, para el presente informe no fue posible medir la carga de trabajo real que representa el Tribunal de la Inspección Judicial, porque no se ejecutó durante el período analizado.
	

	Recomendaciones
	Para la recomendación 5.1) la duplicidad en la clasificación de las sentencias emitidas por las salas de casación no debe resolverse con fundamento en el fortalecimiento de los centros de jurisprudencia de las salas de Casación, ya que el hecho de que las necesidades de información crezcan y que la tecnología avance, lejos de debilitar al Digesto de Jurisprudencia, deberían fortalecerlo. Debe tomarse en cuenta la tendencia de integración, estandarización y uniformidad en el tratamiento de la jurisprudencia, la cual es analizada, encaminada y coordinada desde la Cumbre de Poderes Judiciales.

	De acuerdo con el estudio de factibilidad presentado por la Dirección de Tecnología de la Información en el oficio 787-DTI-2017, conocido por Consejo Superior en la sesión 57-17, celebrada el 13 de junio del 2017, artículo L, el diseño de la nueva versión del SCIJ contempla que cada Sala de Casación y Constitucional se encargará de la sistematización de su jurisprudencia.
Además de lo anterior, la recomendación de trasladar únicamente dos puestos de Profesional en Derecho 1 a las Salas Primera (1) y Segunda (1), se realiza con la finalidad de permitir al Digesto de Jurisprudencia concentrar sus esfuerzos en la carga de trabajo más representativa en su volumen actual, los Tribunales de Apelación, por lo que se considera que el Digesto de Jurisprudencia podrá impulsar una mejora en el servicio que  brinda al usuario interno y externo, así como fortalecer áreas que por la carga de trabajo actual, no es posible cubrir en su totalidad.
	

	 
	Para la recomendación 5.2), la despersonalización de las sentencias es propia del personal auxiliar, por lo que emplear recurso profesional en esa labor, contraría el principio de racionalidad y buen uso de los recursos públicos. 

Por parte de las salas se debería dar un buen uso del recurso, dedicándolo a las funciones jurisdiccionales asignadas y no a labores accesorias como las de los centros de jurisprudencia.

	La norma reglamentaria que establece el deber del Digesto respecto a la despersonalización, pretende garantizar el cumplimiento de la ley; considerando que quien hace la publicación responde por la aplicación debida de las normas al respecto; por lo anterior, se considera que el personal profesional que clasifica y publica las sentencias, debería también despersonalizarlas, con la finalidad de lograr un proceso lineal y así de esta manera eliminar el cuello de botella existente, ya que existen dos auxiliares administrativos que realizan esta función para brindar insumo a nueves profesionales en derecho.

Los centros de jurisprudencia de las Salas tienen la dirección de la Presidenta o Presidente de cada Sala, lo cual facilita el desarrollo de proyectos que vuelvan más eficiente y accesible el servicio a los usuarios, su desaparición sería un impacto negativo para las personas internas y externar que utilizan sus servicios.
	

	
	Respecto a la recomendación 5.4), las labores administrativas de   apoyo que realiza la Técnica o Técnico Supernumerario son muy importantes para el buen funcionamiento de la oficina. La pérdida de ese recurso, como se manifestó en su momento ante el Consejo Superior, implicaría la pérdida de controles, problemas en la recopilación de sentencias (que no será totalmente automática aún en la nueva versión del sistema), pérdida de seguimiento por formatos incorrectos, alimentación de la página, apoyo en la despersonalización, entre otros. 
Se requiere resolver la situación de estas labores, que no es posible reasignar a otro puesto como se indicó también ante el Consejo Superior en alguna de las gestiones hechas.
	Se considera que al trasladar la labor de despersonalización a los Profesionales en Derecho 1, los auxiliares administrativos, deberán brindar el apoyo para el buen funcionamiento del despacho. Adicionalmente como parte de la reestructuración propuesta, el Digesto continúa con la misma cantidad de recurso técnico, por lo cual no se está debilitando.
	

	
	La recomendación 5.7), relacionada con valorar la realización de una migración de las sentencias clasificadas por los centros de las salas a la nueva versión del SCIJ, es inoportuna, debido a que ya se coordinó lo necesario con la Dirección de Tecnología de la Información.
	Se eliminó la recomendación del informe definitivo 9-OI-B-2018, según oficio remitido al Consejo Superior 235-PLA-2018 del 13 de marzo del 2018.
	

	
	Igualmente, para la recomendación 5.8), se indicó que la nueva versión del "SCIJ" se debe diseñar con base en los requerimientos del Convenio Interinstitucional vigente con la Procuraduría General de la República; no obstante, esa recomendación inoportuna, debido a que ya se adquirió un buscador de tecnología actualizada.
	Se eliminó de la recomendación del  informe definitivo 9-OI-B-2018, según oficio remitido al Consejo Superior 235-PLA-2018 del 13 de marzo del 2018, lo indicado de que el nuevo diseño del "SCIJ" debe ser con base en  los requerimientos del citado convenio.
	

	
	En el punto 5.9), se indica que se deberá diseñar una segunda etapa del proyecto del "SCIJ" para automatizar el proceso de clasificación y publicación de las sentencias; sin embargo, esa idea se planteó hace décadas y se determinó que ningún sistema puede suplir la capacidad humana de análisis de texto.
	Se modificó la recomendación del informe definitivo 9-OI-B-2018, según oficio remitido al Consejo Superior 235-PLA-2018 del 13 de marzo del 2018, para que se valoré la posibilidad de diseñar un proceso automático de clasificación.
	

	
	Respecto a la recomendación 5.11), se considera grosera la solicitud de valorar la migración de las sentencias clasificadas por el Digesto de Jurisprudencia, provenientes de las salas de casación.

	Según lo indicado por la Dirección de Tecnología de la Información, se acordó migrar la clasificación realizada por los centros de jurisprudencia de las salas y la del Digesto de Jurisprudencia; por lo anterior, se eliminó la recomendación del informe definitivo 9-OI-B-2018, según oficio remitido al Consejo Superior 235-PLA-2018 del 13 de marzo del 2018 relacionado a esa valoración.
	

	
	Respecto a la recomendación 5.12, no se está considerando en la carga de trabajo, las resoluciones del Tribunal de Inspección Judicial; tampoco se está analizando el problema de sentencias faltantes, no recopiladas, formatos incorrectos, entre otros; situación que es de conocimiento de la Auditoría Judicial y se espera resolver. No se considera en el estudio, la gestión de la Jurisdicción civil y del Magistrado Molinari, para que incorporen las sentencias de los nuevos Tribunales de apelación en materia Civil y Laboral.

	Respecto a las sentencias del Tribunal de la Inspección Judicial, según la información remitida por la Licda. Vera Monge Monge, Jefa del Digesto, en el 2011, se clasificaron y publicaron 815 sentencias, mientras que para el 2012 fueron 25, sin embargo, a partir del 2013 no fue posible recopilar las sentencias porque no fueron remitidas por el Tribunal de la Inspección Judicial y en su mayoría fueron dictadas de manera oral. Por lo anterior, para el presente informe no fue posible medir la carga de trabajo real que representa el Tribunal de la Inspección Judicial, porque no se ejecutó durante ese período.

Adicionalmente, se debe señalar que durante el período comprendido entre el 2011 y el 2016, el 32% de las sentencias publicadas por el Digesto de Jurisprudencia también fueron publicadas por las Salas de Casación; sin embargo, previniendo el incremento en la carga de trabajo que podrían generar los Tribunales de Apelación Civil, Laboral y la Inspección Judicial, se recomendó únicamente el traslado del 20% del personal profesional.

Por lo anterior, se mantiene el criterio emitido de redistribuir únicamente el 20% del personal profesional.
	

	
	En relación con la recomendación 5.13), se ignora que el Digesto atiende necesidades de información, de usuarios internos y externos, comunidad jurídica y no jurídica, expertos, investigadores y principiantes. Se ignora que la formación en las universidades para la carrera de Derecho no es estándar y por eso se cuenta con búsqueda libre y búsqueda temática. Considera, que se concluye que el Digesto no está capacitado o no tiene experiencia ni experticia para hacer el trabajo que se le encomendó desde hace casi cincuenta años. 

	La recomendación, tiene la intención de que el Digesto de Jurisprudencia enfoque sus esfuerzos y experiencia en las sentencias de interés, lo que permitiría al usuario interno y externo, obtener de forma expedita esas sentencias debidamente clasificadas. La recomendación, está orientada a que se analice con las Comisiones, la necesidad de clasificar o no todas las sentencias emitidas por los Tribunales de Apelación. En ningún momento se deja de lado la forma de clasificación del Digesto sino que se está recomendando alinear e involucrar a las Comisiones en el manejo de la clasificación de las sentencias.
	

	
	Respecto a la recomendación 5.15, indica que no procede, porque no se ha cumplido con lo ordenado por el Consejo Superior en cuanto al estudio de la estructura del Digesto, el cual reflejaría que en el Digesto no sobra recurso, sino que hace falta.

	El presente informe, corresponde al estudio de la estructura del Digesto de Jurisprudencia. Dentro de la metodología del estudio de estructura elaborado por la Dirección de Planificación, se procedió a efectuar entrevistas con las oficinas vinculadas a este tema: Dirección de Tecnología de la Información, Centros de Jurisprudencia de cada una de las Salas, Digesto, Dirección Jurídica y de manera complementaria se consultó a académicos.


El estudio de estructura efectuado se amparó en las necesidades que se definieron en el estudio de factibilidad realizado por la Dirección de Tecnología de la Información, y aprobado por el Consejo Superior en la sesión 57-17, artículo L, en donde se estableció la urgencia de evitar la duplicidad de sistemas (actualmente existen tres). 

De la duplicidad de sistemas se desprende la pertinencia de que exista una sola publicación de una sentencia (y no dos como sucede actualmente).

	
	Para la recomendación 5.18), se enfatiza en que la incorporación de diferentes tesauros para la clasificación de jurisprudencia quebranta el Convenio Interinstitucional vigente con la Procuraduría General de la República y podría generar responsabilidad para la institución.

	En las recomendaciones 5.17 y 5.18 del informe definitivo 9-OI-B-2018, según oficio remitido al Consejo Superior 235-PLA-2018 del 13 de marzo del 2018, ya se había contemplado recomendar a la Dirección Jurídica, analizar los posibles cambios que se deben realizar al Convenio Interinstitucional entre la Procuraduría General de la República y el Poder Judicial, así como al Reglamento de Actuación de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales en el Poder Judicial y la Ley Orgánica del Poder Judicial. Debe indicarse que el convenio tiene más de 17 años de vigencia, por lo cual debe de actualizarse en función de las nuevas tecnologías.
	

	
	Respecto a la última recomendación dirigida a la Dirección Ejecutiva, en cuanto a un posible traslado físico de la oficina del Digesto de Jurisprudencia, existen reiteradas gestiones de traslado, que se consideran como acciones para debilitar el Digesto y que el espacio actual se considera ajustado a las necesidades del despacho.
	Se modificó la recomendación del informe definitivo 9-OI-B-2018, según oficio remitido al Consejo Superior 235-PLA-2018 del 13 de marzo del 2018, para que la Dirección Ejecutiva, en caso de considerar necesario un traslado físico, lo realicé cumpliendo con los estándares de ergonomía y salud ocupacional.
	



De igual manera, a continuación se muestran observaciones adicionales, que según el criterio de la Dirección de Planificación, no generan ningún cambio en el informe definitivo 9-OI-B-2018:

	Apartado
	Observaciones realizadas por la jefatura del Digesto de Jurisprudencia
	Criterio de la Dirección de Planificación

	Antecedentes
	Indica que la información mencionada, respecto a que se le encomendó al Digesto de Jurisprudencia la elaboración de pequeños resúmenes de jurisprudencia destinados a la sección especial, del entonces llamado Boletín Informativo de la Corte, hoy Revista Judicial, esta desactualizada.
	 Se considera una aclaración, que no cambia el fondo del informe.


	Justificación
	--------
	 

	Información Relevante
	Para el punto 3.2), indica que a partir de la creación de la Sala Constitucional, se dio un gran aumento en la cantidad de asuntos en esa materia y la Sala crea una oficina para atender a las personas usuarias que consultaban por el trámite de sus asuntos, entre otras consultas, por lo que surge la iniciativa de llevar un control o clasificación de asuntos y se empieza a emitir una Revista de Jurisprudencia Constitucional. Por su parte, el Digesto realizaba grandes esfuerzos para atender la clasificación de sentencias en materia constitucional, cuya cantidad aumentaba cada vez más, pero sin que se fortaleciera con el apoyo de nuevo personal. Ante esa imposibilidad real de cumplir con la creciente carga de trabajo y para no duplicar esfuerzos, el Digesto deja de clasificar las resoluciones en materia constitucional. En otras palabras, existe un hecho histórico, una realidad que lo justifica.

Ésta es información relevante, para comprender por qué razón no se duplican esfuerzos entre el Digesto y el Centro de Jurisprudencia de la Sala Constitucional.
	 Se toma nota de la aclaración, que no cambia el fondo del informe

	Información Relevante
	Para el punto 3.3, se debe entender que los centros de jurisprudencia de cada sala se crearon para resolver una necesidad interna de cada Sala en particular y que en consecuencia, pareciera que el Digesto no estaba o no está atendiendo las necesidades internas de las Salas; pero que se desconoce cuáles son esas necesidades que no está atendiendo el Digesto; más aún, por qué nunca se le ha llamado la atención, para que lo atienda en cumplimiento de sus deberes, de manera que el recurso de los centros de las Salas se empleen en la funciones jurisdiccionales, propias del cargo; máxime, considerando la existencia de gestiones como las de la Sala Primera para que se asigne más recurso.

Asimismo, el Digesto como ente rector de la coordinación de la política de servicio de los centros de información de las salas, coordina lo siguiente:
1)  Aporte de jurisprudencia en materia de derechos económicos, sociales y culturales para IBERIUS; esta información la preparan los centros de jurisprudencia de las Salas, el Digesto la revisa y corrige, luego envía el informe al Magistrado a cargo para su aval y finalmente la envía al grupo coordinador en México, para su inclusión al portal.
2)  Despersonalización de sentencias como trámite previo a su publicación.
3)  Trámite de solicitudes de despersonalización.
4)  En el 2015 el Digesto capacitó en análisis y clasificación de jurisprudencia, a un grupo de letradas y letrados de Sala Tercera.
	 Se toma nota de la aclaración, que no cambia el fondo del informe.


	Información Relevante
	Respecto a la mención de un repositorio en el punto 3.6), los repositorios de sentencias aún no han sido creados (se resolverá en la nueva versión del sistema). Actualmente se lleva un control manual archivando en carpetas los textos despersonalizados.

En el caso de la Sala Segunda, el Digesto remite por medio del correo los textos despersonalizados. En cuanto a las Salas Primera y Tercera, sus páginas direccionan al texto despersonalizado en el SCIJ.

	 Se considera una aclaración, que no cambia el fondo del informe.


	Información Relevante
	En los puntos 3.8) y 3.9), se menciona que en los Centros de Jurisprudencia de la Sala Primera y Sala Segunda, se actualiza la información en las diferentes herramientas informáticas, entre ellas, la página web, Tesauro y Sistema de Gestión; sin embargo, es importante indicar que todos los centros, incluyendo al Digesto de Jurisprudencia, deben actualizar esas herramientas, por lo que no es exclusivo de los citados centros de jurisprudencia.

	 Se considera una aclaración, que no cambia el fondo del informe.


	Información Relevante
	Se menciona en el punto 3.10) que el Centro de Jurisprudencia de la Sala Tercera, utiliza una técnica de indización por descriptores y restrictores; sin embargo, los restrictores son una herramienta de indización muy útil, que fue creada por el Digesto de Jurisprudencia hace muchos años y técnicamente no forman parte del tesauro (según Norma ISO). Por lo anterior, la Sala Tercera, usa Índice de temas e incluye subtemas, pero al estar incluidos dentro del listado del Índice, técnicamente no son restrictores.

De igual manera, el Centro de Jurisprudencia de la Sala Tercera, cambio el texto resumen por texto literal, adoptando el modo de contenidos de interés que usa el Digesto.
	 Se considera una aclaración, que no cambia el fondo del informe.


	Información Relevante
	En el punto 3.12) y 3.13), se muestran datos estadísticos de la cantidad de sentencias emitidas y publicadas por las Salas de la Corte Suprema; sin embargo, se considera que ese dato no tiene relación con la duplicidad que se está analizando.

	 Se considera una observación, que no cambia el fondo del informe.


	Elementos conclusivos
	El punto 4.1) menciona que en 1994 se cambió el nombre del Digesto de Jurisprudencia a Centro Electrónico de Información Jurisprudencial y que posteriormente en el 2010 se volvió al nombre original "Digesto de Jurisprudencia", por lo que el cambio de nombre obedeció a inquietudes de usuarios y preferencia por el antiguo nombre; y que no tiene ninguna relación con el trabajo que se hace, organización o actualización tecnológica. Se observa a lo largo del texto, información desactualizada sobre el Digesto, que coincide en parte con textos de estudios anteriores.

	Se considera una aclaración, que no cambia el fondo del informe.
 

	Elementos conclusivos
	Respecto al punto 4.2) el cual menciona que los centros de jurisprudencia de las salas coadyuvan directamente en el proceso de resolución de los asuntos, al sistematizar y divulgar las sentencias, mediante procedimientos eficaces generadores de un servicio consistente con los objetivos del Poder Judicial y las necesidades y expectativas de las personas usuarias internas y externas, por lo que, de manera indirecta o implícita, se está sosteniendo que el Digesto no trabaja de la misma manera.

	Se considera una observación, que no cambia el fondo del informe.
 

	Elementos conclusivos
	En el punto 4.3) se indica que en el informe 1771-PLA-2009, del entonces Departamento de Planificación, se recomendó la política que distribuía las funciones, donde los Centros debían clasificar, analizar y actualizar las sentencias según las directrices propias, en tanto el Digesto lo haría con las sentencias de las Salas, de los entonces denominados Tribunales de Casación (actuales Tribunales de Apelación de Sentencia ) y las de los otros tribunales de diversas materias; sin embargo, es importante indicar que, por los Tribunales de Apelación de Sentencia se refiere a los de apelación de sentencia penal, pero no se indica cuales ni cuántos son en la actualidad y de igual manera cuando se indica "otros tribunales”, corresponden también a tribunales de apelación, por lo que se considera que la información esta desactualizada.

	Se consideran aclaraciones, que no cambian el fondo del informe.
 

	Elementos conclusivos
	En el punto 4.4), se indica que la Dirección de Tecnología de la Información estima pertinente definir la forma en la que las Salas de Casación, el Digesto y el Centro de la Sala Constitucional clasificarán su información y la publicarán en ese único sistema del SCIJ, no obstante, esa información se encuentra desactualizada, dado que a finales de 2016 se realizó una primera reunión para analizar el tema y a partir de allí, se inició la definición de los aspectos que se mencionan. 
	 Se consideran aclaraciones, que no cambian el fondo del informe.


	Elementos conclusivos
	El punto 4.5) menciona que el Digesto de Jurisprudencia analiza y publica las sentencias emitidas por las salas de casación con un criterio diferente al emitido por los centros de jurisprudencia de cada una de las salas, por lo que reitero que si lo fundamental para los centros de jurisprudencia de las Salas, es el criterio interno y las necesidades internas de cada Sala; deben analizarse esos criterios y esas necesidades, para valorar en qué medida el Digesto no las satisface o dejó de hacerlo.
Se requiere de un análisis profundo y técnico, que permita concluir y emitir recomendaciones de manera objetiva y fundamentada; atendiendo criterios y estándares técnicos derivados del tratamiento de la información.

	Se considera una aclaración, que no cambian el fondo del informe.
 

	Elementos conclusivos
	Para el punto 4.6), aclara que el apoyo que brinda la técnica o técnico supernumerario en las labores administrativas, se realizan conforme lo aprobado en su oportunidad por el Consejo Superior.

	Se considero en el análisis la  observación. 

	Elementos conclusivos
	El punto 4.8), destaca la importancia del servicio que brindan los Centros de Jurisprudencia de las Salas de la Corte Suprema a las personas usuarias, ya que es altamente especializado, en contraposición con un servicio más generalizado que brinda el Digesto, por lo que es necesario indicar que el Digesto de Jurisprudencia considera que la tendencia ha sido el fortalecimiento de los centros de jurisprudencia de las Salas y de manera simultánea al debilitamiento del Digesto, con la negación de herramientas necesarias para la implementación de “Whatsapp” y “Call center”.

	 Se considera una observación, que no cambia el fondo del informe.


	Recomendaciones
	La recomendación 5.14) no toma en consideración el esfuerzo constante que realiza el Digesto y que la carga de trabajo se alimenta cada día con nuevos votos remitidos por los despachos jurisdiccionales. De manera que, siempre habrá trabajo pendiente tanto en los procesos de revisar, completar ficha, despersonalización, como en el proceso de análisis y clasificación.
	 Se considera una observación, que no cambia el fondo del informe.







Se deja así rendido el informe en relación a las observaciones recibidas mediante el oficio 039-DJ-2018 remitido por la Licda. Vera Monge Monge, Jefa del Digesto de la Jurisprudencia, lo anterior, para ser sometido a valoración por el Consejo Superior en asocio con el oficio 235-PLA-2018, del 13 de marzo del 2018, que adjuntó el informe definitivo 9-OI-B-2018, de la Dirección de Planificación, con la finalidad de que se analicen ambos criterios y se acojan las recomendaciones que ayuden a maximizar los recursos institucionales”.

-0-

Posteriormente, mediante oficio N° 235-PLA-2018 de fecha 13 de marzo de 2018, suscrito por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación, en atención al oficio 9285-16, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 23 de agosto de 2016, artículo XLIV, en donde remitió el informe 9-OI-2018-B, suscrito por el licenciado Minor Anchía Vargas, Jefe interino del Subproceso de Organización Institucional, relacionado con el análisis de la estructura del Digesto de Jurisprudencia y de los Centros de Jurisprudencia de las Salas de la Corte; que literalmente dice: 
“(…)
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	Metodología
	Se realizaron entrevistas con la Dirección de Tecnología de la Información para analizar los requerimientos del nuevo sistema, se tuvo una entrevista con personal de la Sala Primera, Segunda, Tercera y Constitucional y Digesto quienes procedieron a indicar las funciones que ellos desempeñaban actualmente.



	I. Antecedentes
	El Digesto de Jurisprudencia, anteriormente denominado Centro Electrónico de Información Jurisprudencial, inició como oficina de la Corte Suprema de Justicia en 1973, su labor primordial ha sido continuar, hasta su debida conclusión y posterior aplicación, el Proyecto de Digesto de Jurisprudencia de la Sala de Casación; posteriormente se le encomendó la elaboración de pequeños resúmenes de jurisprudencia, destinados a la sección especial del entonces llamado Boletín Informativo de la Corte, hoy Revista Judicial.
[bookmark: _Hlk493700314]En la sesión de trabajo de presupuesto 2007, celebrada el 29 de marzo de 2006, artículo VI, se le solicitó al entonces Departamento de Planificación realizar un estudio del Centro Electrónico de Información Jurisprudencial y de los centros ubicados en las diferentes salas, lo cual fue contestado en el informe 1486-PLA-2008 de la Dirección de Planificación. El criterio técnico vertido en esa oportunidad fue que no existía duplicidad de funciones entre los abogados analistas del Centro Electrónico de Información Jurisprudencial (Digesto) y las abogadas y abogados de los centros electrónicos de información de cada Sala, debido a que respondían a criterios diferentes de clasificación: unos respondían al criterio de clasificación establecido por el Digesto, de acuerdo a un análisis técnico de conformidad con normas y estándares de indización y clasificación propios de la ciencia de la documentación e información, el cual tiene como objetivo principal rescatar los contenidos de interés con carácter jurídico y público; mientras que el proceso de análisis y sistematización de la información efectuada en los centros de información de las Salas de Casación y en el Centro de Información Jurisprudencial de la Sala Constitucional, responde en primer lugar a aspectos puntuales de interés específico de cada Sala y a lineamientos internos que responden a requerimientos propios de cada Sala y las personas usuarias especializadas de cada uno de ellos. 

Finalmente, el Consejo Superior en la sesión 54-17, artículo XCIX, del 2 de junio del 2017 acordó que la Dirección de Tecnología de la Información (DTI) debía devolver la plaza de Profesional en Informática que le fue asignada en la sesión 10-17 del 9 de febrero del 2017, artículo CVI, al Digesto de Jurisprudencia, hasta que la Dirección de Planificación remitiera el estudio solicitado en la sesión 108-16 del 1 de diciembre del 2016, artículo XCVI.  Cabe aclarar, que, si bien ahí estuvo una persona profesional en informática, lo que hizo la DTI, en acatamiento de ese acuerdo, no fue devolver ese profesional sino una plaza de Técnica o Técnico Supernumerario, lo anterior según lo acordado por el Consejo Superior en la sesión 58-17, artículo IX del 15 de junio del 2017.

	II. Justificación
	Actualmente el Digesto de Jurisprudencia recopila, clasifica y publica sus sentencias, a través del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), de igual forma que la Sala Constitucional. La Sala Segunda y la Sala Tercera lo hacen a través del Sistema de Índice Temático y la Sala Primera a través de su página Web – gestión en línea, esto le implica duplicidad de funciones y de recurso humano a la Dirección de Tecnología de la Información, al tener que dar sostenibilidad a tres sistemas relacionados con la clasificación y publicación de jurisprudencia. Consecuentemente la Sala Segunda y la Sala Tercera, solicitan mejoras informáticas a la Dirección de Tecnología de la Información del Sistema de índice Temático y por otro lado son necesarios cambios en el Sistema Integrado de Jurisprudencia, lo cual le resta recursos y eficiencia a la referida Dirección, porque desde el punto de vista tecnológico se utilizan tres plataformas diferentes para realizar funciones similares. 

Debido a que los sistemas anteriormente mencionados, serán sustituidos por el nuevo Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), el cual se encuentra en desarrollo, es preciso analizar la duplicidad que se presenta en las labores de clasificación y publicación realizadas por los Centros de Jurisprudencia de las Salas de Casación y el Digesto de Jurisprudencia, en virtud de que con la implementación de la nueva herramienta informática se debe utilizar un único medio para la publicación de esos datos a las personas usuarias.


	III. Información Relevante
	3.1.- Se realizaron reuniones con la Jefatura de la Sección de Sistemas de Información y con los dos profesionales a cargo del desarrollo de la nueva versión del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ). Señalan que tecnológicamente el hecho de que en el Poder Judicial se de la publicación de dos clasificaciones de jurisprudencia (una por criterios de la Dirección del Digesto y otra por las Salas de Casación) en tres sistemas diferentes, es una duplicidad de esfuerzos porque se le debe dar mantenimiento y mejoras a los referidos sistemas.


3.2.- Desde el punto de vista tecnológico en el proceso de la publicación de sentencias existen cinco grandes pasos: recopilar, completar, despersonalizar, analizar y finalmente publicar. Para las sentencias de los Tribunales[footnoteRef:8] el proceso es efectuado de manera completa por el Digesto de Jurisprudencia; mientras que para la Sala Constitucional lo efectúa el Centro de Información de esa Sala. Para las Salas Primera, Segunda y Tercera, el Digesto se encarga de los pasos hasta la despersonalización; sin embargo, la clasificación (análisis) la efectúan de manera simultánea el Digesto y cada Sala con criterios diferentes entre ellos, mientras que la publicación se efectúa en el caso del Digesto y la Sala Constitucional en el Sistema Costarricense de Información Jurídica, mientras que en la Sala Primera la publicación se realicen la página web de la Sala y para la Sala Segunda y Tercera en el Índice temático. [8: ] 


3.3.- Según la política integral aprobada por la Corte Plena para los distintos centros de información jurisprudencial, los centros de cada Sala deben clasificar, analizar y actualizar las sentencias de acuerdo con las directrices propias de cada sala, mientras que el Digesto de Jurisprudencia lo hace con las sentencias de las Salas, los entonces denominados Tribunales de Casación (actuales Tribunales de Apelación de Sentencia Penal) y las de los otros tribunales. Adicionalmente la Corte Plena le dio al Digesto la rectoría de la coordinación de la política de servicio de los centros de información de las Salas.

3.4.- El Digesto de Jurisprudencia, se encuentra constituido por una Jefa o Jefe del Digesto, nueve plazas de Profesionales en Derecho 1, una Secretaria 2, tres Auxiliares Administrativos, todas con sus funciones claramente definidas. Adicionalmente, cuenta con una plaza de Técnica o Técnico Supernumerario[footnoteRef:9]proporcionada por la Dirección de Tecnología de la Información. Informática/o. [9: ] 


3.5.- La carga del trabajo del Digesto se ha incrementado de 12727 sentencias publicadas en el 2011 a 22683 sentencias en el 2016, sea un 80% adicional. También se debe resaltar que, durante ese mismo período el 32% de las sentencias publicadas por el Digesto también fueron publicadas por las Salas Primera, Segunda y Tercera en los diferentes sistemas que utilizan cada una de ellas; no obstante, se determinó que específicamente para el 2016 para esa misma relación el porcentaje correspondió aproximadamente al 18%.

3.6.- El Digesto de Jurisprudencia ha sido a nivel institucional un rector en la protección de datos y despersonalización de sentencias, inclusive en el Reglamento de actuación de la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales se definieron las responsabilidades para el Digesto. 

3.7.- El Reglamento de actuación de la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial, aprobado por la Corte Plena, establece que el Digesto y los centros jurisprudenciales de las Salas se encargarán de la publicación respectiva de las resoluciones y sentencias, una vez que han sido depositadas en el Repositorio Único de Sentencias Judiciales Despersonalizadas (RUSJD). El artículo 10 define que el Digesto será el ente encargado de la administración de ese repositorio.

3.8.- El Centro de Jurisprudencia de la Sala Primera está compuesto por una plaza de Profesional en Derecho 3 y la naturaleza del puesto es garantizar el acceso a la información de las personas usuarias, tanto internas como externas, mediante la actualización de diferentes herramientas informáticas, entre ellas, la página web, Tesauro y Sistema de Gestión.

3.9.- El Centro de Jurisprudencia de la Sala Segunda está compuesto por una plaza de Profesional en Derecho 3, la naturaleza del puesto radica principalmente en asistir a las Magistradas y Magistrados de la Sala, en la búsqueda de información o jurisprudencia, para lo que requiere actualizar el tesauro, página web y editar la revista electrónica y CD de jurisprudencia de esa Sala.

3.10.- El Centro de Jurisprudencia de la Sala Tercera está compuesto por una plaza de Profesional en Derecho 3 quien se encarga de darle mantenimiento a las páginas Web, tanto penal adultos como de penal juvenil, revisión, análisis y clasificación constante de cada una de las sentencias de la Sala que se emiten, mediante la técnica de indexación por descriptores, restrictores, extractos literales de interés y vínculos con otros fallos en similar sentido, atención de consultas, elaboración de proyectos de resolución, boletín de jurisprudencia, evacuación de consultas, estudios jurídicos, capacitaciones, entre otras.

3.11.- El Centro de Jurisprudencia de la Sala Constitucional está integrado por dos abogadas o abogados a tiempo completo, una abogada o abogado a medio tiempo y cinco técnicas o técnicos judiciales. Actualmente se encuentra dividido en dos áreas: Labor sustantiva y “Call Center de Jurisprudencia.” La labor principal del área sustantiva es la sistematización de la jurisprudencia al pie de votación para mantener la información actualizada, el mantenimiento de los asuntos temáticos de ingresos, emisión de boletines, protección de datos de las sentencias con información sensible, según la indicación de esa condición en el Sistema de Gestión por las letradas y letrados de la Sala y actualización de la página web. Mientras que el área de “Call Center de Jurisprudencia” atienden consultas por correo electrónico, teléfono y personalmente con la información que genera la parte sustantiva del Centro.

3.12.- Al comparar la cantidad de asuntos terminados en las Salas de la Corte Suprema, se estima que aproximadamente el 83% de las sentencias emitidas durante el 2015 y 2016, se realizaron en la Sala Constitucional. 

3.13.- Al comparar la cantidad de sentencias publicadas por el Digesto de Jurisprudencia y el Centro de la Sala Constitucional, se determina que el Digesto, durante el 2015 y 2016, publicó aproximadamente un 35% más sentencias que el Centro de Jurisprudencia de la Sala Constitucional.

3.14.- El Convenio Interinstitucional entre la Procuraduría General de la República y el Poder Judicial para la sostenibilidad del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ) establece que ese sistema debe contener todas las sentencias de las Salas de la Corte Suprema de Justicia, de las Salas de Casación y las más relevantes de los Tribunales. Este convenio obliga a respetar los aspectos de tesauro jurídico, acceso al servicio de consulta, pantalla inicial estándar, pantalla convencional similar a la presentación inicial, forma de acceso y búsqueda de información, permitir enlaces y asumir costos de modificación de sus sitios web.

3.15.- La versión preliminar de este informe fue puesta en consulta mediante el oficio 119-PLA-2018 del 1 de febrero del 2018, a la Licda. Vera Monge Monge, Jefa del Digesto de Jurisprudencia, por lo que a continuación se muestra de forma resumida las observaciones remitidas, así como el criterio de esta Dirección:

	N°
	Observaciones del Digesto de Jurisprudencia
	Criterio de la Dirección de Panificación

	1
	Considera que los sistemas de información deben incorporar tanto las necesidades de la persona usuaria como de la persona no experta. Además de que el interés de cada Sala es muy importante, pero el interés institucional y el interés de las personas e instituciones usuarias externas también es importante.
	Se coincide con el Digesto en la observación de la importancia que tiene la información jurisprudencial para la persona usuaria, pero se estima que ésta debe adaptarse a las nuevas tecnologías, por lo cual es indispensable la implementación de un nuevo sistema que evite las duplicidades actuales en las publicaciones. 


	2
	Indica que expresamente en ningún momento se dejaron de atender las necesidades internas de las Salas; más aún, nunca se le ha llamado la atención al Digesto.


	Se entiende que la creación de los centros de jurisprudencia de las Salas de Casación y Constitucional, tenía como objetivo clasificar sus propias sentencias bajo criterios específicos, sin demerito del trabajo realizado por el Digesto de Jurisprudencia. 

	3
	
Emite el criterio de que los recursos de los centros de jurisprudencia de las Salas deben destinarse a su función sustantiva y dejar la función de clasificación y publicación de sentencias, únicamente al Digesto.


 
	Pensar en la desaparición de los centros de jurisprudencia de cada una de las Salas generaría un impacto negativo a la persona usuaria, debido a que actualmente los servicios son sumamente accesibles, aunado a que las personas usuarias cuentan con una clasificación emitida por el mismo ente que dictó la sentencia, con sus propios criterios. Los centros de jurisprudencia de las Salas tienen la dirección de la Presidenta o Presidente de cada Sala, lo cual facilita el desarrollo de proyectos que vuelvan más eficiente y accesible el servicio.

	4
	Considera que la duplicidad en las clasificaciones de las sentencias, no deben resolverse con fundamento en el fortalecimiento de los centros de jurisprudencia de las salas de Casación, ya que considera que el hecho de que las necesidades de información crezcan y que la tecnología avance, lejos de debilitar al Digesto de Jurisprudencia, deberían fortalecerlo. Indica que debe tomarse en cuenta la tendencia de integración, estandarización y uniformidad en el tratamiento de la jurisprudencia, la cual es analizada, encaminada y coordinada desde la Cumbre de Poderes Judiciales.
	De acuerdo con el estudio de factibilidad presentado por la Dirección de Tecnología de la Información en el oficio 787-DTI-2017, conocido por Consejo Superior en la sesión 57-17, celebrada el 13 de junio del 2017, artículo L, el diseño de la nueva versión del SCIJ contempla que cada Sala de Casación y Constitucional se encargará de la sistematización de su jurisprudencia.

Además de lo anterior, la recomendación de trasladar únicamente dos puestos de Profesional en Derecho 1 a las Salas Primera (1) y Segunda (1), se realiza con la finalidad de permitir al Digesto de Jurisprudencia concentrar sus esfuerzos en la carga de trabajo más representativa en su volumen actual, los Tribunales de Apelación, por lo que se considera que el Digesto de Jurisprudencia podrá impulsar una mejora en el servicio que  brinda al usuario interno y externo, así como fortalecer áreas que por la carga de trabajo actual, no es posible cubrir en su totalidad.


	5
	Considera que la labor de despersonalización de sentencias no es labor propia de profesionales en Derecho sino de personal auxiliar. Indica que la labor de despersonalización se ha atendido aproximadamente desde el año 2005 y que el Digesto es el despacho referente en esta labor, el cual, pese al escaso personal auxiliar, ha realizado la tarea.

Adiciona que, con fundamento en todos los comentarios hechos y la verdad real, al Digesto no le sobra recurso, sino que requiere fortalecimiento. 
	Tal y como lo indica la Jefatura del Digesto, la norma reglamentaria que establece el deber del Digesto respecto a la despersonalización, pretende garantizar el cumplimiento de la ley; así como la uniformidad, considerando que quien hace la publicación responde por la aplicación debida de las normas al respecto; por lo anterior, se considera que el personal profesional que clasifica y publica las sentencias, debería también despersonalizarlas y no asignarlas al personal de apoyo administrativo, con la finalidad de lograr un proceso lineal, debido a que actualmente el Digesto de Jurisprudencia dispone únicamente de dos auxiliares administrativos exclusivos para esa labor, los cuales generan insumo para nueve Profesionales en Derecho 1, lo que genera un cuello de botella importante. Adicionalmente en la Sala Constitucional esta función es desarrollada por un Profesional en Derecho 3, lo que evidencia que el proceso lineal es más óptimo y lleva igualmente implícito el proceso de revisión.


	6
	Respecto a la devolución del puesto de Técnica o Técnico Supernumerario, indica que las labores administrativas de apoyo que realiza ese puesto, son muy importantes para el buen funcionamiento de la oficina. La pérdida de ese recurso, como se manifestó en su momento ante el Consejo Superior, implicaría la pérdida de controles, problemas en la recopilación de sentencias (que no será totalmente automática aún en la nueva versión del sistema), pérdida de seguimiento por formatos incorrectos, alimentación de la página, apoyo en la despersonalización, entre otros. Se requiere resolver la situación de estas labores, que no es posible reasignar a otro puesto como se indicó también ante el Consejo Superior en alguna de las gestiones hechas.
	Se considera que al trasladar la labor de despersonalización a los Profesionales en Derecho 1, los auxiliares administrativos deberán brindar el apoyo administrativo necesario para el buen funcionamiento del despacho. Adicionalmente como parte de la reestructuración propuesta, el Digesto continúa con la misma cantidad de recurso técnico, por lo cual no se está debilitando.

	7
	Respecto a la recomendación 5.12, indica que no se está considerando en la carga de trabajo, las resoluciones del Tribunal de Inspección Judicial, que deben despersonalizarse todas; tampoco se está analizando el problema de sentencias faltantes, no recopiladas, formatos incorrectos, entre otros; situación que es de conocimiento de la Auditoría Judicial y se espera resolver. No se considera en el estudio, la gestión de la Jurisdicción civil y del Magistrado Molinari, para que incorporen las sentencias de los nuevos Tribunales de apelación en materia Civil, y  Laboral.

	Respecto a las sentencias del Tribunal de la Inspección Judicial, según la información remitida por la Licda. Vera Monge Monge, Jefa del Digesto, en el año 2011, se clasificaron y publicaron 815 sentencias, mientras que para el 2012 fueron 25, sin embargo, a partir del 2013 no fue posible recopilar las sentencias porque no fueron remitidas por el Tribunal de la Inspección Judicial y en su mayoría fueron dictadas de manera oral. Por lo anterior, para el presente informe no fue posible medir la carga de trabajo real que representa el Tribunal de la Inspección Judicial, porque no se ejecutó durante ese período.

Adicionalmente, se debe señalar que durante el período comprendido entre el 2011 y el 2016, el 32% de las sentencias publicadas por el Digesto de Jurisprudencia también fueron publicadas por las Salas de Casación; sin embargo, previniendo el incremento en la carga de trabajo que podrían generar los Tribunales de Apelación Civil, Laboral y la Inspección Judicial, se recomendó únicamente el traslado del 20% del personal profesional.

Por lo anterior, se mantiene el criterio emitido de redistribuir únicamente el 20% del personal profesional.



	8
	Respecto a la recomendación 5.12, indica que se ignora que el Digesto atiende necesidades de información, de usuarios internos y externos, comunidad jurídica y no jurídica, expertos, investigadores y principiantes. Se ignora que la formación en las universidades para la carrera de Derecho no es estándar y por eso se cuenta con búsqueda libre y búsqueda temática. Considera, que se concluye que el Digesto no está capacitado o no tiene experiencia ni experticia para hacer el trabajo que se le encomendó desde hace casi cincuenta años. 
	La recomendación, tiene la intención de que el Digesto de Jurisprudencia enfoque sus esfuerzos y experiencia en las sentencias de interés, lo que permitiría al usuario interno y externo, obtener de forma expedita esas sentencias debidamente clasificadas. La recomendación, está orientada a que se analice con las Comisiones, la necesidad de clasificar o no todas las sentencias emitidas por los Tribunales de Apelación. En ningún momento se deja de lado la forma de clasificación del Digesto sino que se está recomendando alinear e involucrar a las Comisiones en el manejo de la clasificación de las sentencias.

	9
	Respecto a la recomendación 5.15, indica que no procede esta recomendación, porque no se ha cumplido con lo ordenado por el Consejo Superior en cuanto al estudio de la estructura del Digesto, el cual reflejaría que en el Digesto no sobra recurso, sino que hace falta.
	El presente informe, corresponde al estudio de la estructura del Digesto de Jurisprudencia. Dentro de la metodología del estudio de estructura elaborado por la Dirección de Planificación se procedió a efectuar entrevistas con las oficinas vinculadas a este tema: Dirección de Tecnología de la Información, Centros de Jurisprudencia de cada una de las Salas, Digesto, Dirección Jurídica y de manera complementaria se consultó a académicos.
El estudio de estructura efectuado se amparó en las necesidades que se definieron en el estudio de factibilidad realizado por la Dirección de Tecnología de la Información, y aprobado por el Consejo Superior en la sesión 57-17, artículo L, en donde se estableció la urgencia de evitar la duplicidad de sistemas (actualmente existen tres). De la duplicidad de sistemas se desprende la pertinencia de que exista una sola publicación de una sentencia (y no dos como sucede actualmente).

	10
	Considera que la incorporación de diferentes tesauros para la clasificación de jurisprudencia quebranta el Convenio y podría generar responsabilidad para la institución, como se indicó.
	En las recomendaciones 5.17 y 5.18, ya se había contemplado recomendar a la Dirección Jurídica, analizar los posibles cambios que se deben realizar al Convenio Interinstitucional entre la Procuraduría General de la República y el Poder Judicial, así como al Reglamento de Actuación de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales en el Poder Judicial y la Ley Orgánica del Poder Judicial. Debe indicarse que el convenio tiene más de 17 años de vigencia, por lo cual debe de actualizarse en función de las nuevas tecnologías.



Asimismo, se remitió copia del presente estudio al Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáciga, Presidente de la Sala Primera; al Magistrado Orlando Aguirre Gómez, Presidente de la Sala Segunda; Magistrada Doris Arias Madrigal, Presidenta de la Sala Tercera; Magistrado Ernesto Jinesta Lobo, Presidente de la Sala Constitucional, Dirección de Tecnología de la Información, Dirección Jurídica y Despacho de la Presidencia, por lo que a continuación se detallan las observaciones recibidas:

	N°
	Observaciones remitidas por otros despachos consultados
	Criterio de la Dirección de Panificación

	1
	La Dirección de Tecnología de la Información indica que para la recomendación 5.7, no es posible que la nueva versión del SCIJ se apegue a los requerimientos del Convenio Interinstitucional vigente con la Procuraduría, debido a que ésta estipula que la clasificación de la jurisprudencia será realizada por el Digesto y el Centro de Jurisprudencia de la Sala Constitucional y en el estudio de factibilidad aprobado por el Consejo Superior en la sesión 57-17, celebrada el 13 de junio del 2017, artículo L, se consideró que cada sala se encargará de la sistematización de su jurisprudencia con base en su propio Tesauro. Además, añadió, que el convenio fue definido hace aproximadamente 17 años, la tecnología ha variado, y que el nuevo sistema incorpora cambios importantes para accesibilidad de la persona usuaria.
	Debido a lo indicado por la Dirección de Planificación, se procedió a eliminar de la recomendación 5.7, lo relacionado a que el diseño de los sistemas se debe realizar con base en los requerimientos del citado convenio.

	2
	Para la recomendación 5.10, la Dirección de Tecnología de la Información indica que de común acuerdo con las Salas y el Digesto, al nuevo SCIJ se migrarán ambas clasificaciones, es decir, la realizada por el Digesto de Jurisprudencia y por el Centro de Jurisprudencia de cada Sala. 
	Se procedió a eliminar de la recomendación 5.10, lo relacionado con la valoración de la migración de las sentencias clasificadas por el Digesto de Jurisprudencia.

	3
	Solicita se aclare quién será el encargado de clasificar la jurisprudencia del Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo.
	Se procedió a aclarar ese tema en las recomendaciones 5.2 y 5.12.

	4
	El Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Presidente de la Sala Primera, indica que se encuentra de acuerdo con las recomendaciones y que en cuanto se determine la distribución de las plazas que corresponde a cada Sala, se sugiere, si es posible, destacar al licenciado Pablo Salazar Carvajal para el Centro Electrónico Casacional de la Sala Primera. 
	Se solicita a la Dirección de Gestión Humana tomar en consideración lo indicado por el Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga.

	5
	La MSc. Sonia Villegas Grijalba, Coordinadora del Centro de Jurisprudencia de la Sala Constitucional, solicita valorar la posibilidad de brindar una plaza adicional de Profesional en Derecho, al Centro de Jurisprudencia de la Sala Constitucional, en virtud de que cuenta con únicamente dos recursos y medio para atender las necesidades de jurisprudencia de la citada Sala.
	Debe destacarse que la naturaleza del estudio que se efectuó, radica en la estructura del Digesto, el cual cubre temas de las Salas de Casación, por lo tanto la redistribución de recursos se justificó en los temas que dejarán de ser vistos por el Digesto provenientes de las referidas Salas de Casación. 


	6
	El Magistrado Orlando Aguirre Gómez, Presidente de la Sala Segunda, solicita considerar la posibilidad de que la persona que ocupe la plaza que se traslada, no solo despersonalice, sino que también colabore con otras funciones propias del Centro de Jurisprudencia.


	Se agrega a la recomendación 5.2.

	7
	La Sala Tercera por medio del Sr. Francisco Lemus Viquez, indica no tener observaciones.  Mediante correo del 26 de febrero.
	





	IV. Elementos Conclusivos
	A continuación, se detallan las conclusiones de la investigación: 

4.1.- El Digesto de Jurisprudencia data de 1973, y su función inicial fue el Proyecto de Digesto de Jurisprudencia de la Sala de Casación, para luego elaborar resúmenes de jurisprudencia, revisando las sentencias de Casación, y las de las dos Salas civiles y las dos penales y de los tribunales superiores (Civil, Trabajo y Contencioso Administrativo). En 1994 se estableció un nuevo proceso de clasificación y sistematización de la jurisprudencia, y se cambió el nombre a Centro Electrónico de Información Jurisprudencial. Posteriormente, en el 2010 se volvió al nombre original “Digesto de Jurisprudencia”.

4.2.- El Consejo Superior ha solicitado un nuevo estudio del Digesto de Jurisprudencia y de los centros de jurisprudencia de las Salas de la Corte. La Dirección de Planificación había realizado el informe 1486-PLA-2008, donde valoró concentrar las plazas de los centros en el Digesto. En esa ocasión se recomendó mantener los centros de información de las Salas, porque coadyuvaban directamente en el proceso de resolución de los asuntos, al sistematizar y divulgar las sentencias, mediante procedimientos eficaces generadores de un servicio consistente con los objetivos del Poder Judicial y las necesidades y expectativas de las personas usuarias internas y externas. Esto permitía una mejora del servicio esencial e inmediato de información proporcionado a las Magistradas y Magistrados, letradas y letrados, factor clave para un mejor servicio de Administración de Justicia. Además, se concluyó que no existía duplicidad de funciones del Digesto y de los centros porque respondían a criterios diferentes de clasificación: donde el Digesto tenía una visión general de información sobre temas de interés público, mientras que el análisis y sistematización de la información de los centros de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional, respondían a aspectos puntuales de interés específico de cada Sala y a lineamientos internos o requerimientos propios. 

4.3.- El Consejo Superior aprobó el informe 1486-PLA-2008, y mantuvo los centros de información de las Salas, y solicitó a la Dirección de Planificación una política integral para esos centros. En el informe 1771-PLA-2009, se recomendó la política que distribuía las funciones, donde los Centros debían clasificar, analizar y actualizar las sentencias según las directrices propias, en tanto el Digesto lo haría con las sentencias de las Salas, de los entonces denominados Tribunales de Casación (actuales Tribunales de Apelación de Sentencia), y las de los otros tribunales[footnoteRef:10] de diversas materias, aplicando los procesos vigentes en el SCIJ, para ponerla a disposición de las personas usuarias. Además, el Digesto sería el ente rector de coordinación de la política de servicio de los centros de información de las Salas y en consecuencia debían coordinar, sin perjuicio de las disposiciones internas de cada Sala. [10: ] 


4.4.- La Dirección de Tecnología de la Información (DTI) realiza la migración y rediseño del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), utilizado por el Digesto de Jurisprudencia y el Centro de Jurisprudencia de la Sala Constitucional. Esa dependencia estima que la publicación de dos clasificaciones de jurisprudencia (una por criterios del Digesto y otra por los de las Salas de Casación), en tres  sistemas automatizados diferentes, es una duplicidad de esfuerzos, porque se debe dar mantenimiento y mejoras a los sistemas, y estiman pertinente definir la forma en la que las Salas de Casación, el Digesto y el Centro de la Sala Constitucional clasificarán su información y la publicarán en ese único sistema (SCIJ). La DTI está en capacidad de diseñar en la nueva versión del “SCIJ” apartados o módulos en los que se visualice la información publicada de cada uno de los Centros de Jurisprudencia.

4.5.- Se ha definido el macroproceso de ejecución del trabajo que realizan los Centros de Información Jurisprudenciales de cada Sala y del Digesto, en cinco grandes pasos: recopilar las sentencias, completarlas, despersonalizarlas, analizar la jurisprudencia, y publicarlas. La participación del Digesto y de los centros de las Salas varía en cada caso, donde algunos aplican el ciclo completo, en tanto otros solamente realizan algunos pasos, a saber: Digesto aplica el ciclo completo para la publicación de las sentencias de los Tribunales, Sala Primera, Segunda y Tercera; no obstante, es importante aclarar que en el caso de las Salas, se analizan y se publican las sentencias con un criterio diferente al emitido por los centros de jurisprudencia de cada una de las Salas; Centros de Jurisprudencia de las Salas Primera, Segunda y Tercera analizan y publican sus propias sentencias a partir de la información despersonalizada del Digesto, donde la clasificación de cada Centro es con criterios diferentes a los del Digesto, y El Centro de Jurisprudencia de la Sala Constitucional realiza el ciclo completo con criterios de la Sala. Con la metodología actual, se requieren cuatro procesos diferentes de publicación, duplicando la publicación del Digesto y de los Centros de las Salas Primera, Segunda y Tercera. La consecuencia para la persona usuaria con la metodología actual es que en el mismo sistema SCIJ se puede encontrar la misma sentencia clasificada dos veces, con criterios diferentes (Digesto y la respectiva Sala), e inclusive con diferentes síntesis, criterios, clasificaciones o descriptores de la sentencia, lo que no es correcto técnicamente.

4.6.- El Digesto de Jurisprudencia tiene claramente definida su función sustantiva, y sus adicionales. Funge como ente rector de la coordinación de la política de servicio de los centros de información de las Salas. Además, en la Ley Orgánica del Poder Judicial en el artículo 84, se establece que el Digesto dependerá jerárquicamente del Consejo Superior. Cuenta con una estructura de recurso humano definida (1 Jefa o Jefe del Digesto, 9 Profesionales en Derecho 1, 1 Secretaria o Secretario 2, 3 Auxiliares Administrativas o Administrativos y 1 Técnica o Técnico Supernumerario proporcionada por la DTI), quienes también tienen definidas sus labores. Cumple con las funciones estipuladas en el Reglamento de actuación de la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial, y como Repositorio Único de Sentencias Judiciales Despersonalizadas (RUSJD). Proporciona información a través de la red interna y externa (intranet e Internet), y la publicación la realiza en el SCIJ y en su página Web, en que se incluyen los textos completos de las sentencias y los extractos clasificados mediante descriptores y restrictores, en que se ponen a disposición compendios de jurisprudencia y varias opciones de búsqueda. Ofrece información jurisprudencial y normativa en forma integrada, así como referencia bibliográfica según el contenido de la sentencia. Tiene a su cargo las sentencias de las Salas, los entonces tribunales de casación (actuales Tribunales de Apelación de Sentencia Penal) y otros tribunales [footnoteRef:11]del Poder Judicial de diversas materias; también pone a disposición diferentes enlaces con otros centros de información, algunos de los cuales utilizan la misma terminología para la sistematización, mediante el tesauro, así como las diferentes aplicaciones del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ). [11: ] 


La carga de trabajo del Digesto, medida por la variable “sentencias publicadas”, presenta un comportamiento creciente en los últimos seis años (2011-2016), con un incremento del 80% en el período. En ese lapso se tiene que la distribución de sentencias publicadas muestra un 68% de los Tribunales y un 32% de las diferentes Salas de Casación; no obstante, se determinó que específicamente para el 2016, el 18% de las sentencias publicadas por el Digesto de Jurisprudencia correspondieron a las emitidas por las Salas de Casación.

Adicional, se tiene pendiente de clasificar a junio de 2017 un remanente de más de seis mil sentencias.

El Digesto contaba con un recurso humano informático, el cual fue trasladado a la Dirección de Tecnología de la Información y esta le facilitó un puesto técnico o técnica supernumeraria que le ha dado soporte administrativo y tecnológico a las labores cotidianas de esa oficina.

4.7.- La despersonalización de las sentencias es una labor crítica para la Institución en cumplimiento de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus datos personales, ante la cual el Digesto desempeña un papel rector, tal como lo establecen los artículos 7, 9, 10 y 18 del Reglamento Institucional.

4.8.- Los centros de jurisprudencia de las Salas Primera, Segunda, Tercera y Constitucional se han consolidado en los últimos años, y juegan un papel fundamental en la generación de conocimiento, asesoría y apoyo a las labores del personal interno, colaboración en la resolución de asuntos y han innovado en la atención de consultas de personas usuarias como proyectos de atención a través de “Whatsapp” y “call center”. Las distintas Presidencias de las Salas consultadas, coinciden en la importancia de mantener estratégicamente el análisis y publicación de la jurisprudencia en sus propias Salas, argumentando el sacrificio realizado al destinar recursos propios, con el fin de brindar un servicio de información altamente especializado a sus personas usuarias, en contraposición con el servicio más generalizado que brinda el Digesto. 

Es importante mencionar, que dentro de las funciones sustantivas realizadas por los Profesionales en Derecho 3B del Centro de Jurisprudencia de la Sala Constitucional, se encuentra el proceso de protección de datos de las sentencias de la Sala Constitucional, así como la clasificación de las mismas.

4.9.- El promedio anual de sentencias emitidas por las Salas de Corte Suprema, durante el 2015 y el 2016, fue de 21.971 resoluciones, en donde aproximadamente el 82% se realizaron en la Sala Constitucional, un 6% en la Sala Primera y en la Segunda y el restante 5% en la Sala Tercera. Ahora bien, a nivel institucional únicamente el Digesto de Jurisprudencia y el Centro de Jurisprudencia de la Sala Constitucional realizan el proceso completo de publicación de sentencias, por lo que al comparar la cantidad de sentencias publicadas, durante el 2015 y el 2016, se determinó que el Digesto de Jurisprudencia publicó un 35% más sentencias que el Centro de Jurisprudencia de la Sala Constitucional, lo que denota que el trabajo realizado en el Centro de la Sala Constitucional es significativo, ya que el Digesto de Jurisprudencia publica las sentencias de las Salas I,II,III y los Tribunales del Poder Judicial.

4.10.- El convenio interinstitucional entre la Procuraduría General de la República y el Poder Judicial para la sostenibilidad del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ) tiene un alto impacto en la población costarricense debido a que a través de ese sistema se genera conocimiento.

4.11.- En concordancia con el ordenamiento jurídico costarricense (Artículo 9 del Código Civil y artículo 13 de la Ley de Jurisdicción Constitucional), las resoluciones judiciales que se consideran jurisprudencia son únicamente las emitidas por las Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia, la Sala Constitucional y la Corte Plena al aplicar la ley, la costumbre y los principios generales del Derecho.

4.12.- A pesar de que la información de las sentencias de los Tribunales no se considera técnicamente jurisprudencia, la información es muy sensible para las personas usuarias debido a que a través de ella se genera un libre acceso a la información en concordancia con el artículo 30 de la Constitución Política. Para la docencia, investigadores y abogadas y abogados litigantes la información de las sentencias de los Tribunales es de mucha utilidad para sus tareas, generación de conocimiento, análisis y transparencia.



	V. Recomendaciones
	Luego del análisis realizado, esta Dirección plantea las siguientes recomendaciones:

A la Corte Plena 

5.1.- En el momento que sea factible utilizar la nueva herramienta informática   del Sistema Costarricense de Información Jurídica “SCIJ” diseñada e implantada por la Dirección de Tecnología de la Información,  se recomienda autorizar a cada una de las Salas de Casación (Sala Primera[footnoteRef:12], Segunda y Tercera), para que sean las únicas que puedan recopilar, completar, despersonalizar, clasificar y publicar toda su  jurisprudencia tal y como lo realiza hoy día la Sala Constitucional,  con la finalidad de mantener la transparencia y accesibilidad de la información, de acuerdo a la normativa vigente. [12: ] 


Con el cumplimiento de esta recomendación se eliminaría la duplicidad en la clasificación y publicación de sentencias, debido a que se está desarrollando un único sistema que sustituirá los tres actuales (estudio de factibilidad de la Dirección de Tecnología de la Información), en el cual la persona usuaria podría identificar una misma sentencia clasificada dos veces, si no se corrige la debilidad actual. 

Al Consejo Superior

5.2.- Autorizar a partir de que se apruebe la recomendación 5.1 que el Digesto de Jurisprudencia mantenga la despersonalización, clasificación y publicación de las sentencias emitidas por los Tribunales de Apelación (Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, Tribunal de Familia, Tribunal Agrario, Tribunales Laborales, Tribunales Civiles, Tribunal Notarial y Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda[footnoteRef:13]),  con ello, debe trasladarse recursos a las Salas de Casación para que ellas puedan despersonalizar sus propias sentencias; se movería el porcentaje representativo de la carga de trabajo que el Digesto perdería,  equivalente a un 20%, lo que representa dos Profesionales en Derecho 1, los cuales se asignarían a la Sala Primera (1) y Sala Segunda (1); en relación a la Sala Tercera ya se cuenta con un recurso extraordinario (durante el 2018) que podría reforzar esta labor. Es importante agregar, que el personal trasladado a los centros de jurisprudencia, además de realizar la despersonalización, también deberán apoyar en las labores propias del centro de jurisprudencia al que fueron designados. [13: ] 


5.3.- Autorizar la publicación de la circular contenida en el Anexo 1 del presente informe, relacionada con la responsabilidad de las letradas y letrados de las Salas de Casación y las juezas y jueces de los Tribunales de Apelación, de chequear en las sentencias la opción de datos sensibles para los casos en que la información contenida sea de acceso restringido. Lo anterior, con la finalidad de que el Digesto de Jurisprudencia o las Salas de Casación[footnoteRef:14], realicen la protección de datos únicamente de aquellas sentencias indicadas por las letradas, los letrados, juezas y jueces. [14: ] 


5.4.- En vista de que la plaza de Técnica o Técnico Supernumerario, proporcionada por la Dirección de Tecnología de la Información, tiene asignadas labores propias de la Jefatura como asignar trabajo, se recomienda que la misma sea devuelta al Centro de Apoyo a la Función Jurisdiccional y que las labores sean asumidas tanto por la Jefatura, como por el personal administrativo del Digesto de Jurisprudencia.
A la Dirección de Tecnología de la Información

5.5.- Implementar una herramienta informática acorde con las necesidades de cada una de las Salas de la Corte, para que la nueva versión del “SCIJ” cumpla con los estándares vigentes en esas dependencias.

5.6.-Dentro del Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales, se debe contemplar que tecnológicamente y de forma automatizada se efectúe el proceso de despersonalización de las sentencias catalogadas como de acceso restringido (activación de la casilla de datos sensibles que aparece en el Sistema de Gestión y en el Escritorio Virtual), por parte de los Tribunales de Apelación y las Salas de la Corte.

5.7.- Contemplar dentro de la nueva versión del “SCIJ” las modernas técnicas que existan en el mercado empresarial para búsqueda de información.

5.8.- Valorar la posibilidad de diseñar una segunda etapa del proyecto del SCIJ en la cual se alcance la automatización del proceso de clasificación y publicación de las sentencias directamente de los sistemas informáticos origen, para lo cual se deberá validar su factibilidad técnica con los Centros de Jurisprudencia y con el Digesto de Jurisprudencia. Esta mejora informática permitiría en un futuro cambiar sustancialmente la labor que hoy realiza el Digesto.

A los Centros de Jurisprudencia de las Salas Primera, Segunda, Tercera y Constitucional

5.9.- Mantener sus funciones actuales de clasificación especializada en cada una de las Salas. En el momento que se implemente la nueva versión del sistema “SCIJ” serán los únicos responsables de recopilar, completar, despersonalizar, clasificar y publicar  las sentencias que emanan de su Sala (específicamente para la Sala Primera, también serán los únicos responsables de la jurisprudencia del Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo). 

5.10.- Participar activamente en el diseño de la nueva versión del “SCIJ” y dar el visto bueno al sistema una vez concluida su fase de desarrollo. Mientras tanto, seguirán utilizando los sistemas que actualmente operan en cada una de ellas.  

Al Digesto de Jurisprudencia

5.11.- Se recomienda que de forma inmediata la labor de despersonalización sea efectuada por los Profesionales en Derecho 1, de esta forma se realizará el proceso de despersonalización, clasificación y publicación como un proceso lineal, eliminando el cuello de botella existente, tal como sucede en la Sala Constitucional.

5.12.- Dentro de la mejora continua de los procesos del Digesto, deberá analizar, en forma conjunta con las Comisiones, los parámetros para clasificar las sentencias emitidas por los Tribunales de Apelación (Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, Tribunal de Familia, Tribunal Agrario, Tribunales Laborales, Tribunales Civiles, Tribunal Notarial y Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda[footnoteRef:15]) para mostrar clasificadas en el “SCIJ” únicamente las resoluciones catalogadas como relevantes, con la finalidad de que el recurso profesional se dedique de forma prioritaria a otros temas de interés. El resto de sentencias se mostrarán de forma íntegra en el “SCIJ”. [15: ] 


5.13.- Poner al día las sentencias del SCIJ, antes de finalizar el primer semestre del 2018. De esta forma, no se limitará la labor de migración de las sentencias clasificadas a la nueva versión del “SCIJ”.

5.14.- Deberá coordinar con las respectivas Salas de Casación y con la Dirección de Tecnología de la Información, el momento idóneo y las condiciones técnicas necesarias, para realizar el cambio del sistema de trabajo propuesto, lo cual deberá ser informado al Consejo Superior para la aprobación y comunicaciones correspondientes.

A la Dirección de Gestión Humana


5.15.-  Deberá realizar el estudio con la finalidad de identificar las plazas que se trasladarán a las Salas de Casación, de acuerdo a los criterios establecidos. Valorando dentro de sus competencias técnicas las solicitudes de las Presidencias de las Salas. 

A la Dirección de Planificación

5.16.-Evaluar por parte del Subproceso de Evaluación seis meses después de la implementación del nuevo sistema del “SCIJ” la carga de trabajo del Digesto de Jurisprudencia, para medir el impacto de las recomendaciones, con el objetivo de determinar el procedimiento de implementación del escenario escogido institucionalmente.

A la Dirección Jurídica

5.17.- Valorar si es necesario un cambio en el Convenio Interinstitucional entre la Procuraduría General de la República y el Poder Judicial para la sostenibilidad del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), dada la modificación propuesta en la metodología de trabajo en la cual cada Sala de Casación clasificará y publicará únicamente su propia jurisprudencia.

5.18.- Analizar los cambios que se deberán realizar en el Reglamento de Actuación de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales en el Poder Judicial y la Ley Orgánica del Poder Judicial, originados por la reestructuración de los Centros de Jurisprudencia de cada Sala.

A la Dirección Ejecutiva

5.19-En caso de considerar necesario el traslado físico de la oficina del Digesto de Jurisprudencia, se recomienda que el área dispuesta para ese fin debe ser suficiente para albergar la totalidad del personal con que dispondrá luego del traslado de plazas recomendado en el presente informe (una jefatura, siete Profesionales en Derecho 1, una Secretaria o Secretario 2 y tres Auxiliares Administrativos (uno de ellos dedicado a la atención al público)), cumpliendo con los estándares de ergonomía y salud ocupacional.

Ahora bien, en caso de no acogerse las recomendaciones 5.1. y 5.2 de este informe, se deberá considerar la totalidad del personal existente (habría que adicionar dos puestos más de Profesional en Derecho 1).  


	VI. Diagnósticos y propuestas de mejora del DIGESTO
	El documento anexo contiene todo el análisis realizado y que sustentan las recomendaciones presentadas.  En este archivo va anexo la propuesta de circular. 






	Realizado por:
	Ing. Jorge Rodríguez Salazar y Licda. Arlene Ruiz Barrantes, Profesionales 2 del Subproceso de Organización Institucional.

	Aprobado por:
	Lic. Minor Anchía Vargas, Jefe a.i. Subproceso de Organización Institucional

	Visto bueno:
	Nacira Valverde Bermúdez, Directora a.i. de Planificación 
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Asimismo, el Consejo Superior tuvo conocimiento de la copia del Oficio N° 158-18-SAO-2018 de fecha 08 de febrero de 2018, suscrito por el Lic. Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial a.i., dirigido a la Licda. Vera Monge Monge, Jefa del Digesto de Jurisprudencia, mediante el cual remitió el informe final correspondiente al Estudio efectuado por la Sección de Auditoria Operativa, denominado “Estudio operativo en el Digesto de Jurisprudencia”, que literalmente dice:
“(…) 

Estudio operativo en el Digesto de Jurisprudencia
INTRODUCCIÓN
Trámite de los informes de auditoría según la Ley General de Control Interno
El artículo 36 de la Ley General de Control Interno, establece el tratamiento que los titulares subordinados encargados de las áreas evaluadas, deben dar a los informes de fiscalización que emite la Auditoría Interna, el cual incluye, la orden de implementación de las recomendaciones vertidas en el informe o el planteamiento de discrepancia ante el Jerarca, en el plazo de diez días hábiles a partir de la fecha de recibido el documento.

A su vez, el artículo 39 de la citada Ley advierte de la responsabilidad administrativa o civil que puede acarrear sobre los responsables, la inobservancia de las recomendaciones emitidas por la Auditoría Interna. 

Origen del estudio
La presente evaluación tiene origen en el Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Judicial para el año 2017, conocido por Corte Plena en sesión Nº 35-16 celebrada el 19 de diciembre de 2016, artículo IV.

Objetivo general
Evaluar si el Digesto de Jurisprudencia, ejecuta con eficiencia sus funciones, garantizando que las personas usuarias tengan acceso adecuado, seguro y oportuno de la información bajo su responsabilidad.

Alcance y naturaleza
El presente estudio es de naturaleza operativa y el período de evaluación consideró el año 2016 al primer semestre 2017, con fecha de corte al 8 de setiembre de ese año, al recibirse criterio legal solicitado, extendiéndose en aquellos aspectos que resultaron relevantes.

Para su desarrollo se aplicaron las pruebas de cumplimiento, sustantivas y procedimientos analíticos pertinentes, en relación con el trabajo que ejecuta el Digesto de Jurisprudencia. Entre las principales actividades se destacan:
k.          Entrevistas y consultas con la Jefatura de la oficina y personal asignado.
l.            Revisión de diversos estudios realizados por la Dirección de Planificación, lectura de actas de Corte Plena y Consejo Superior así como de informes rendidos por la Dirección de Gestión Humana, entre otros.
m.        Análisis de los diversos mecanismos de control instaurados en la oficina auditada. 
n.          Estadísticas emitidas por el personal adscrito al Digesto, así como la generada mediante el Sistema Informático SCIJ.
o.          Encuesta realizada a una muestra de personas usuarias.
p.          Revisión de una muestra de jurisprudencia despersonalizada, extraída del Sistema SCIJ.

Equipo de trabajo
El estudio fue desarrollado por  el auditor Welesley Henry Martínez, con la colaboración del licenciado Minor Zúñiga González, bajo la coordinación de la Licda. María Jesús Jiménez Soto, Jefa de la Sección de Auditoría Operativa.

Normativa técnica aplicada
Para la ejecución de este estudio se observaron las Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público y las Normas Generales de Auditoría para el Sector Público, ambas promulgadas por la Contraloría General de la República.
Limitaciones al estudio
Durante la realización del estudio se presentaron algunos eventos que limitaron su desarrollo, los cuales se detallan seguidamente:

1.          La complejidad y la poca claridad de los informes semanales rendidos por los profesionales en derecho asignados al Digesto de Jurisprudencia, así como la inconsistencia de dicha información con respecto a los reportes obtenidos del Sistema Costarricense de Información Jurídica, limitan las labores de supervisión y control, según lo expuesto en el resultado 3.2 del presente informe, con especial interés al momento de evaluar la productividad individual y global de la cantidad de sentencias asignadas con respecto al trabajo efectuado durante un determinado periodo.
2.          Limitación para obtener del Sistema Costarricense de Información Jurídica el historial de las sentencias, sobre su estado o reportes diversos para conciliar esta información con los controles manuales internos implementados paralelamente en función de los requerimientos del auditoraje.  
3.          Limitación relacionada con la recopilación de sentencias, ya que el Sistema Costarricense de Información Jurídica no cuenta con un reporte que genere el número de asuntos bajo esta condición; es decir, no existe información de la cantidad de sentencias recopiladas (asuntos entrados) y tampoco la herramienta informática guarda un historial del estado de los fallos. 
4.          Al momento de la visita de la Auditoría al realizar la prueba de campo para valorar el proceso de teletrabajo de los y las analistas, la Jefatura del Digesto se comunicó con algunas de las personas que se encontraban realizando actividades bajo esa modalidad, alertándoles sobre nuestra presencia lo cual afectó los resultados de la valoración relacionada con la productividad individual de trabajo remoto.
5.          Inexistencia de indicadores confiables sobre la cantidad de sentencias recopiladas para el año 2016, que permitan establecer comparaciones con otros periodos de actividad.
Difusión verbal de los resultados
Los resultados de la presente evaluación fueron puestos en conocimiento de la jefatura del Digesto de Jurisprudencia mediante el informe en borrador N° 1390-88-SAO-2017, los cuales se comentaron en la audiencia efectuada el 21 de diciembre del 2017, con la Licda. Vera Monge Monge, Jefa de la oficina auditada. Asimismo, participaron Indira Calvo, Gian Muir Young y Uriel García Regalado, profesionales de la Dirección de Tecnología de Información.  Posteriormente, el 18 de enero de 2018 se efectuó otra reunión con la jefatura del Digesto, en relación con una recomendación emitida.

También, se realizó audiencia el 16 de enero de 2018, con el Lic. Randall Quirós Soto, Jefe de la Sección Desarrollo Organizacional de la Dirección de Planificación, respecto a una recomendación dirigida a su dependencia.

Por otra parte, el 19 de enero de 2018, se expusieron los principales resultados de este estudio a los integrantes del Consejo Superior, con la participaron del Dr. Carlos Chinchilla Sandí, Presidente de la Corte, Máster Carlos Montero Zúñiga, Lic. Carlos Mora Rodríguez, Lic. Ramiro Salvador Arauz Montero, Lic. Gary Amador Badilla, así como de la Licda. Patricia Bonilla Rodríguez, Directora del Despacho de la Presidencia de la Corte.

La discusión de los resultados de auditoría tratados durante esta etapa, permitió considerar las observaciones expuestas por las áreas auditadas y las responsables de implementación de las mejoras propuestas; las cuales se han incorporado al informe en lo pertinente.
ANTECEDENTES
El Digesto de Jurisprudencia fue creado el 6 de noviembre de 1972, según acuerdo de Corte Plena, acta N° 53, artículo XXVII, no obstante, la atención al público se brindó a partir del año 1974. Asimismo, esta oficina se encuentra dentro del Ámbito Auxiliar de Justicia y bajo la dirección del Consejo Superior, según el artículo 84 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

A partir de ese momento, el despacho bajo análisis realiza el estudio y clasificación de las sentencias emitidas por la Corte Suprema de Justicia, así como la elaboración y publicación de jurisprudencia, además elabora índices para facilitar la ubicación de la información. Posteriormente, en el año 2000 mediante un convenio entre el Poder Judicial y la Procuraduría General de la República, se crea el Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), con el propósito de uniformar los procesos de sistematización, archivo y recuperación de la jurisprudencia, de igual manera, se incorporó el tesauro (herramienta de indización única), el cual relaciona la terminología para la clasificación  y consulta de la información y por último, a través del sitio web de esta herramienta, se permite la consulta integrada de jurisprudencia, textos normativos y otros documentos asociados de interés jurídico.  
RESULTADOS DEL ESTUDIO
Producto de la auditoría realizada en el área bajo estudio, se determinaron las situaciones que se detallan a continuación:

Importancia de realizar un análisis integral en el Digesto de Jurisprudencia que apoye el logro de los objetivos propuestos. 
A fin de tener mayor claridad, en el presente apartado se realiza el análisis respectivo considerando diversos puntos de importancia:

1.2       Estructura Funcional y Organizacional

Con el paso de los años, la transformación que ha experimentado el Poder Judicial, el aumento en los índices de criminalidad, la entrada de asuntos y resolución de casos a nivel nacional, así como  la creación de nuevos despachos jurisdiccionales, han generado efectos directos en las tareas asignadas al Digesto de Jurisprudencia, por cuanto crearon nuevas oficinas de similar naturaleza en las Salas que integran la Corte Suprema de Justicia, ante su necesidad de disponer con centros de acopio de la jurisprudencia emitida, para contar con acceso oportuno a ese tipo de información.

Entre las funciones asumidas por estos Centros de Jurisprudencia de las Salas está revisar, analizar y clasificar jurisprudencia enfocada a los criterios y necesidades internas de cada una, aparte de realizar otras funciones como la elaboración de estadísticas relacionadas con el trámite de expedientes y el apoyo en la elaboración de proyectos de sentencias. Debido a la creación de estas oficinas, las personas usuarias solicitan jurisprudencia según la materia especializada bajo su dominio. 

Las labores descritas, no incluyen la despersonalización de las sentencias emitidas, como lo estable la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales (Ley N°8968) y el Reglamento de Actuación del Poder Judicial, por cuanto esta función en específico es realizada por el Digesto que tiene esas sentencias a su cargo, con excepción del Centro de la Sala Constitucional, el cual procesa su propia información. 

Por ley, la oficina evaluada es la responsable del estudio y clasificación de las sentencias así como de la elaboración y publicación de extractos de jurisprudencia, por lo tanto, siendo el ente rector en este tipo de actividad conforme al primer estudio relacionado con la duplicidad de funciones ordenado en reunión de presupuesto del Consejo Superior, según el artículo LXXI del acuerdo N° 70-2008, del 18 de setiembre de 2008, el cual dio como resultado la creación de la Política General Integral para los centros de jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, ratificado en sesión N° 4-10 de la Corte Plena celebrada el 1 febrero de 2018.

Con respecto a este tema, en la audiencia celebrada el 16 de enero de 2018, se puso en conocimiento a esta Auditoría que actualmente se encuentra en proceso de revisión por parte de la Jefatura de la Dirección de Planificación, el estudio efectuado para analizar la posible duplicidad de funciones entre el Digesto y los Centros de Jurisprudencia de las Salas, en relación con la nueva versión del Sistema Costarricense de Información Jurídica. 

Ahora bien, el 23 de agosto de 2016, el Consejo Superior en la sesión N° 79-16, artículo XLIV, acordó lo siguiente:

En virtud de que se estima que es necesario actualizar y mejorar las funciones que prestan las distintas oficinas que dependen del Consejo Superior, para que respondan a las demandas de servicio actuales de forma eficiente, se acordó: Solicitar a la Dirección de Planificación que realice un estudio integral del Digesto de Jurisprudencia, relacionado con las labores que realiza, y que las valore con respecto a los Centros de Jurisprudencia de la Salas Primera, Segunda, Tercera y Constitucional, a fin de que no exista duplicidad de funciones y optimizar el uso de los recursos institucionales. Además, deberá revisar su estructura e informar a este Consejo las recomendaciones correspondientes. (El subrayado no corresponde al original).

Una vez consultada la Dirección de Planificación sobre el alcance del estudio precitado, indicó que no se está considerando la evaluación de la estructura organizacional del Digesto como tal, sino lo relativo al trabajo realizado por este despacho y los restantes centros de similar naturaleza creados en las Salas de la Corte.

Es importante mencionar, que desde el año 2000 al 30 de julio de 2017, el personal de la oficina auditada ha experimentado los siguientes cambios: 

                                       I.                Según el informe N° 212-DO-2000 del 18 de octubre de 2000, la Dirección de Planificación recomendó que la estructura del Digesto estuviera compuesta de la siguiente manera:

   1 Jefa del Digesto de Jurisprudencia
   1 Abogado Asistente 1, persona encargada de revisar las sentencias de los otros abogados
   5  Abogados Asistentes 1
   1 Programador 2
   2 Oficinistas 2
   1 Secretaria
   1 Conserje 2

La conformación anterior, se refleja en la siguiente ilustración:

Figura N°1
Estructura organizacional actual
del Centro Electrónico de Información Jurisprudencial
Agosto 2000

Fuente: Informe N° 212-DO-2000, de la Dirección de Planificación del 18 de octubre de 2000.
Como se puede observar, en ese entonces laboraban 12 personas en diferentes puestos, de las cuales un abogado Asistente 1, tenía la función de revisar las sentencias de los demás Profesionales en Derecho.  

                                    II.                Con respecto a la estructura actual del Digesto de Jurisprudencia que data del año 2008, cabe indicar que producto del informe N° 065-PLA-DO-2007 del Departamento de Planificación, se proporcionaron las últimas dos plazas de Profesional en Derecho 1 para ese año, lo cual se ha mantenido hasta la fecha. La integración vigente se detalla a continuación:

Personal asignado al Digesto de Jurisprudencia
Al 11 de agosto de 2017


Fuente: Elaboración propia de esta Auditoría, basada en la investigación realizada.

Para visualizar con detalle lo anterior, se presenta la siguiente figura:

Figura N°2
Organigrama del Digesto de Jurisprudencia
Agosto de 2017 


Fuente: Elaboración propia de la Auditoría, con base en la investigación realizada.

Con base en la información anterior, se observa que la oficina auditada posee actualmente 15 plazas, no obstante, cabe aclarar que una de las funcionarias tiene permiso sin goce de salario y otra persona goza de un permiso con goce de salario sin sustitución, debido a que está elaborando un diccionario de interés institucional y a la vez brindando una colaboración con el equipo redactor del “Diccionario panhispánico del español jurídico”, por consiguiente la carga de trabajo se divide entre el resto de profesionales, lo cual es analizado más adelante.

Respecto al avance de la obra precitada, se conoció por parte del Consejo Superior en sesión N°61-17, de fecha 27 de junio del 2017, artículo CVIII y se procedió a comunicar que el diccionario se encuentra publicado y habilitado para consulta en la página del Digesto. Posteriormente, mediante correo electrónico de fecha 1º de setiembre del 2017, el Departamento de Prensa y Comunicación informó a todas las personas servidoras judiciales la existencia del índice de jurisprudencia en el espacio señalado.

Por su parte, en relación con la plaza del Profesional en Informática, ésta fue trasladada a la Dirección de Tecnología de Información, mientras que la Dirección de Planificación rinda el informe que corresponda, según así lo indican las actas del Consejo Superior N° 54-17 del 2 de junio de 2017, artículo XCIX y Nº 58-17 de 15 de junio de 2017, artículo IX. En tanto se resuelva lo citado, se facilitó en condición de préstamo al Digesto de Jurisprudencia, una plaza de Técnico Supernumerario, para cubrir las funciones realizadas anteriormente por el Informático.

Además, se comprobó que este profesional efectuaba labores no contempladas en el Manual de Puestos de la Dirección de Gestión Humana, como por ejemplo la coordinación con los despachos jurisdiccionales en cuanto al envío de la jurisprudencia, la asignación de las sentencias al personal auxiliar y profesional, además de llevar el control y estadísticas que al efecto emite esta oficina, tanto individual como global, lo cual se detallará más adelante.
 
-              Carga de trabajo en el Digesto de Jurisprudencia

Según se mencionó con anterioridad, el volumen de trabajo del Digesto se ha visto incrementado con el pasar de los años. A continuación se muestran los datos estadísticos para el quinquenio 2012-2016 y el I semestre del año 2017:

Cuadro N°2
Total de sentencias judiciales 
Del 1º de enero 2012 al 30 de junio 2017



Fuente: Auditoría Judicial, basada en el reporte informe de labores del Digesto de Jurisprudencia del SCIJ.

Como se muestra en el cuadro anterior, se utilizaron los datos que brinda el informe de labores del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), respecto del lapso precitado, para observar el comportamiento estadístico de las sentencias completadas, analizadas y publicadas por parte del Digesto y precisamente en la primera variable, se observa una disminución importante en el periodo 2013, debido a la publicación de la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, Ley 8968, aunque luego se nota un incremento paulatino en los demás años. 

Por otra parte, las sentencias analizadas y publicadas, se incrementaron 62% en el 2013 y disminuyeron en el siguiente período, debido al bajo desempeño que presentó una de las abogadas asistentes, según lo informado por la Jefatura del Digesto a esta Auditoría, mediante correo electrónico del 11 de agosto de 2017. 

La carga de trabajo aumentó particularmente en el proceso de despersonalización de resoluciones Judiciales, por dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 7 del Reglamento de Actuación de la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales en el Poder Judicial, por cuanto señala que el Digesto de Jurisprudencia es el responsable de la protección de datos de las sentencias a su cargo, siendo esta función realizada por dos Auxiliares Administrativos, con la colaboración de la Secretaria, quien además debe cumplir con las labores propias de su puesto. 
Respecto al ingreso de asuntos en esta oficina, seguidamente se presenta la información de los últimos dos años tomados como referencia:

Cuadro N°3
Total de sentencias recopiladas (recibidas) en el Digesto de Jurisprudencia 
Períodos 2015 y 2016

Fuente: Control de sentencias recopilas del Informático del Digesto.

Las cifras del cuadro anterior, se obtuvieron directamente del control manual que utilizaba el Profesional en Informática, por cuanto el sistema SCIJ no genera reportes de este tipo, según fue señalado en el apartado 1.7 Limitaciones del informe. En este despacho durante el año 2015 se recopilaron 16.600 fallos; sin embargo para el periodo 2016 la información se encuentra incompleta debido a la pérdida de eso datos y de los respaldos correspondientes que en su momento mantenía el mencionado profesional. Por consiguiente, en virtud de la incertidumbre que existe para conocer y validar la cantidad de sentencias que se recopilan por año en el Digesto de Jurisprudencia, no se puede considerar esta información como un indicador, ni para conciliar los datos del trabajo desarrollado.

Con respecto a los asuntos por asignar en el Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ) al 12 de julio de 2017 se contabilizaron 6.157 sentencias (ver Anexo N° 1), sin considerar aquellas pendientes de recopilar de los despachos jurisdiccionales.

-              Sistema de Distribución de Trabajo

El método utilizado para la repartición del trabajo consiste en asignar al personal administrativo 160 asuntos por semana y a los profesionales en derecho 60 fallos en ese lapso, más 8 de recargo debido a que un analista tiene un permiso con goce de salario, para un total de 68 casos por abogado. 

La cuota actual de trabajo fue establecida por criterio de la Jefatura del despacho, según se desprende del correo enviado por la titular del puesto, el día 14 de agosto de 2017, el cual indica lo siguiente:

“Las cuotas de trabajo, tanto para el proceso revisar completar fichas, como para análisis y clasificación de sentencias, históricamente las ha establecido la Jefatura de acuerdo con la experiencia y considerando la cantidad de sentencias pendientes, los resultados obtenidos o posibles de obtener, el esfuerzo, compromiso y responsabilidad esperable de las personas que trabajan en el despacho; todo, con el fin de cumplir con los objetivos y metas establecidas en el Plan Anual Operativo.
 
Las cantidades actuales se establecieron hace aproximadamente cinco años con sustento en el mismo criterio. Debe reconocerse, sin embargo, que el distinto grado de complejidad aunado a la diversa extensión de los textos, dificulta el manejo de una cantidad; de ahí que es normal que unas semanas se logre sacar menos o más cantidad de sentencias, para ambos procesos.

Este tema ha presentado dificultad, reclamos e inconvenientes y precisamente por esa razón se solicitó apoyo de la Auditoría; reitero, a fin de que nos ayuden a establecer de manera objetiva las cantidades de sentencias a asignar para los respectivos procesos.

Cabe indicar que también es difícil medir, a priori, el perfil profesional y personal para desempeñarse en el Digesto, dada la labor particular de que se trata; en consecuencia, solo ha podido medirse en la práctica, a través de los resultados obtenidos respecto a las sentencias asignadas.”

El responsable históricamente de realizar la distribución del trabajo lo era el informático asignado a esta oficina, quién ejerció esta labor hasta el momento de su traslado a la Dirección de Tecnología de Información[footnoteRef:16].  Actualmente, la tarea de comentario es ejecutada por un Técnico Supernumerario, el cual está en condición de préstamo a la espera de que la Dirección de Planificación solucione la situación de la plaza. Lo anterior, se sustentó en el conocimiento mostrado por esa persona en el manejo del sistema informático, a fin de facilitar la asignación de los casos.  [16: ] 

 
Considerando tales eventos, la Ley General de Control Interno establece en su artículo N° 13, inciso c, como deberes del jerarca y titular subordinado, el evaluar el funcionamiento de la estructura organizativa de la institución y tomar las medidas pertinentes para garantizar el cumplimiento de los fines institucionales; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable.

Por su parte, las Normas Generales de Control Interno, Ambiente de control, punto 2.5 Estructura Organizacional expresa:

“El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias y de conformidad con el ordenamiento jurídico y las regulaciones emitidas por los órganos   competentes, deben procurar una estructura que defina la organización formal, sus relaciones jerárquicas, líneas de dependencia y coordinación, así como la relación con otros elementos que conforman la institución, y que apoye el logro de los objetivos. Dicha estructura debe ajustarse según lo requieran la dinámica institucional y del entorno y los riesgos relevantes.”

Debido a los cambios que experimenta toda oficina y la institución en general, se requiere la evaluación constante de las estructuras organizacionales que dieron origen a su creación, a fin de que sean adaptadas a las condiciones actuales y permita un adecuado aprovechamiento de los recursos asignados. 

En el caso específico del Digesto de Jurisprudencia, según informe de la Dirección de Planificación N° 212-DO-2000 del 18 de octubre de 2000, se estableció una cuota  de trabajo a los abogados asistentes de 40 a 50 sentencias semanales y la distribución en ese momento la realizaba la secretaria de esta oficina como parte de sus labores.  

Posteriormente, esa Dirección en el informe de plazas nuevas para el año 2008, N° 065-PLA-DO-2007, realizó un análisis técnico para reforzar al Digesto con dos plazas de Profesional en Derecho 1, pero no revisó ni actualizó la cuota precitada, por lo que no se puede determinar si la cantidad de sentencias asignadas a la fecha del auditoraje, está relacionada con la capacidad operativa del personal técnico y profesional del Digesto, considerando los cambios tecnológicos y más que se han suscitado desde hace 17 años y los parámetros que internamente ha considerado la Jefatura para equilibrar lo citado. 

Se tiene conocimiento además, que en el transcurso del presente año la Dirección de Planificación analizó la situación de los diferentes centros de jurisprudencia en relación con la labor que realiza el Digesto, sin embargo, al 30 de noviembre 2017[footnoteRef:17] se desconocen los resultados del estudio y las recomendaciones contenidas en ese documento por cuanto aún no es oficial. No obstante, mediante indagaciones efectuadas con los responsables de esta evaluación, se determinó que no se incluyó el examen de la estructura organizacional de la oficina bajo estudio. [17: ] 


Por consiguiente a la fecha, no existe un  estudio integral que determine cuáles son los requerimientos actuales del Digesto, tanto en su estructura funcional y organizacional, que considere aspectos de recurso humano y organización interna, delimitación de tareas, análisis de cargas laborales (establecimiento de cuotas de trabajo, grado de complejidad de los asuntos) y otros requeridos, de tal manera que se brinden alternativas de solución que permitan optimizar los recursos, fortalecer el sistema de control interno, lograr una distribución equitativa y acertada de tareas, entre varios asuntos de su interés. 

Es importante de igual manera, considerar el avance que va experimentando el Poder Judicial en torno a los cambios tecnológicos como la incorporación de las sentencias orales en los despachos judiciales y la firma digital, ya que actualmente el Digesto no cuenta con las herramientas necesarias para tratar este tipo de jurisprudencia ni para despersonalizar los votos orales.

Con respecto al tratamiento de los datos personales en las sentencias orales, el Asesor Jurídico de la Auditoría Judicial, mediante oficio N°17-UJ-2017 de fecha 8 de setiembre del año en curso, señaló lo siguiente:

“…tal y como lo señaló la Directora del Digesto de Jurisprudencia, la oficina que tiene a su cargo, actualmente sufre de una imposibilidad material para cumplir a cabalidad con lo dispuesto en el reglamento de cita, ya que la Institución no ha desarrollado instrumentos tecnológicos adecuados para cumplir con esa función.”

Finalmente, tal como se ha descrito en los resultados de este apartado, existen factores externos e internos los cuales podrían generar riesgos de índole operativa que limiten al Digesto en el cumplimiento de sus metas, especialmente en lo relacionado con el tratamiento efectivo de la jurisprudencia en su totalidad y la despersonalización de datos, esto por cuanto con el paso del tiempo se le han adjudicado estas labores a nuevas oficinas creadas en las distintas Salas de la Corte Suprema de Justicia, justificado en parte por las cargas laborales existentes, lo anterior, podría afectar el servicio público e incrementar la probabilidad de afectar la reputación al Poder Judicial, debido a la imagen brindada a la persona usuaria, quién acude en primera instancia a la oficina creada para tales fines pero dependiendo de la información requerida se debe dirigir a los otros centros creados, al no estar concentrada esta labor en el Digesto, según se ha hecho alusión.  Asimismo, al no existir criterios técnicos actuales para determinar las cuotas de trabajo individuales y la capacidad operativa del personal de la oficina auditada, tampoco se pueden medir la eficiencia y eficacia del trabajo realizado en esta oficina.

Es necesario hacer alusión, que el Consejo Superior en acta N° 80-17 de las ocho horas del treinta de agosto de dos mil diecisiete, artículo XLI, acordó:

Previamente a resolver lo que corresponda, estar a la espera del estudio integral del Digesto de Jurisprudencia solicitado por este Consejo a la Dirección de Planificación en sesión N° 79-16 celebrada el 23 de agosto de 2016, artículo XLIV, lo anterior por cuanto se podrían redistribuir plazas del Digesto para ubicarlas en la Sala Primera.

Ante lo citado, la Jefatura de la oficina evaluada, emitió el oficio número 152-DJ-2017, del 17 de noviembre de 2017, señalando lo siguiente:

“Sorprende por ello y es motivo de gran preocupación lo que se consigna en el acuerdo aquí relacionado, lo cual se puede considerar como un juicio de valor a priori o adelanto de criterio no razonado, con respecto al estudio que se encuentra pendiente sobre el Digesto, su estructura y la duplicidad que realizan los Centros de Jurisprudencia de las Salas”.

De igual manera, es importante señalar, que esta Auditoria realizó una encuesta por medio del correo electrónico a 112 personas usuarias[footnoteRef:18] de los servicios que brinda el despacho evaluado, (tanto internas como externas del Poder Judicial) entre el 29 de junio al 17 de junio de 2017 y se calificó el servicio brindado por el Digesto de Jurisprudencia como bueno y muy bueno, tanto en la calidad de la información, como el tiempo de respuesta, el cual se considera corto y razonable. Empero, debe hacerse la aclaración que en algunos casos específicos las personas encuestadas confundieron esta oficina con los otros Centros creados en las Salas, lo cual afecta en cierta medida el puntaje global obtenido.  [18: ] 


Finalmente, mediante una muestra aleatoria de 20 sentencias penales, publicadas en el Sistema Costarricense de Información Jurídica, de la Sala Tercera y Tribunales de Apelación Penal de Cartago, San Ramón, San José y Santa Cruz, de los años 2015 a 2017, se evidenció que el Digesto despersonaliza los fallos que contienen datos sensibles, de este modo se aplica la Ley 8968 y el Reglamento de Actuación de la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales en el Poder Judicial. 

Relevancia de mejorar el sistema de control interno del Digesto de Jurisprudencia.

El Digesto de Jurisprudencia recopila, analiza y publica las sentencias de las Salas de la Corte y Tribunales Superiores, utilizando para tal propósito el Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ). Según se hizo referencia en el apartado anterior, esta oficina contaba con una plaza de Profesional en Informática 1, cuya labor consistía en recopilar las sentencias de los diferentes despachos jurisdiccionales para incorporarlas al sistema SCIJ y posteriormente asignar los fallos al personal administrativo encargado de la despersonalización de datos, así como completar las fichas respectivas y finalmente, asignarlas a los Analistas Jurídicos para su debido estudio y publicación en la página web de la precitada herramienta. 

En virtud de las funciones que ejecutaba el informático, los diversos mecanismos de control existentes en la oficina evaluada fueron diseñados e implementados por la Jefatura del Digesto con apoyo de este profesional, quien desde el año 1990 hasta diciembre de 2016 (Sesión de Consejo Superior N°108-16, del 1 de diciembre, artículo XCVI), formó parte de la estructura organizacional del Digesto de Jurisprudencia, incluso informalmente colaboró hasta el mes de junio de 2017, lo que sirvió de apoyo a la oficina auditada para realizar la recopilación y asignación de sentencias tanto a los auxiliares administrativos como a los profesionales en Derecho, para la respectiva despersonalización, análisis y publicación de jurisprudencia. De este modo era la única persona que realizaba esta función dentro del Digesto. 

Si bien, la Jefatura esta oficina tiene establecida como prioridad analizar las sentencias de las Salas, así como definir la materia que conoce cada profesional en Derecho, según se indicó con anterioridad, la asignación del trabajo es una tarea que venía realizando el Profesional en Informática bajo los criterios de selección considerados por la jefatura del Digesto.

Por otra parte, varios analistas efectúan sus tareas bajo la modalidad de teletrabajo entre dos y tres días a la semana, lo que conlleva el analizar y publicar en la página web la jurisprudencia respectiva, pero se desconoce si las sentencias tramitadas bajo esta modalidad son de vieja data o de reciente asignación, por cuanto el control como tal e informes emitidos, no permiten determinar esos detalles.

Considerando los informes de labores semanales remitidos por el personal del Digesto a la Jefatura de esa oficina, se evidenció que la información incluida no coincide con los datos del sistema SCIJ, por cuanto al no contener el número de la sentencia analizada, se limita a confrontar o conciliar los datos brindados por dicha herramienta.

Es necesario traer a colación, que la Jefatura del Digesto asume regularmente otras labores tales como reunir, integrar y uniformar la jurisprudencia para la publicación en el Portal del Conocimiento de la Red IBERIUS; atiende y ejecuta los proyectos de jurisprudencia sobre derechos económicos, sociales y culturales; asimismo, el proyecto denominado “Plataforma de apoyo sobre los derechos de las personas en situación de vulnerabilidad”. Además, integra y participa en el Consejo Asesor del Observatorio de Violencia de Género contra la Mujer y Acceso a la Justicia, atiende las necesidades de cooperación y capacitación que requieran otros centros de información, instituciones y personas usuarias, delegaciones de otros países interesados en el sistema de jurisprudencia y metodología en análisis y clasificación de sentencias; coordina y envía jurisprudencia para su publicación en sitios destinados a la cooperación e intercambio entre países. 

La ejecución de las actividades descritas, abarcan parte considerable del tiempo laboral de la funcionaria a cargo, limitando a su vez la supervisión de los diversos controles que conforman la rendición de cuentas de esta oficina.

En relación con el Manual de puestos de la Jefatura del Digesto de Jurisprudencia, aprobado en sesión del Consejo Superior Nº 56-09 celebrada el 26 de mayo  del 2009, artículo LXX; la naturaleza del trabajo consiste en “Dirección, supervisión y ejecución de las tareas del Digesto de Jurisprudencia.”  Por su parte, en cuanto a las tareas que desarrollaba el Profesional en Informática, el manual respectivo establece las siguientes funciones principales:

                                        i.                Ejecutar actividades profesionales en las áreas de sistemas operativos, de información,  redes,  correo electrónico, intranet, Internet, entre otras.
                                      ii.                Coadyuvar con la administración y dar  mantenimiento a los sistemas desarrollados o los que distribuya el Departamento de Informática para la región.
                                    iii.                Ejecutar labores de soporte técnico informático a los equipos, sistemas operativos, impresoras entre otras.
                                    iv.                Efectuar labores de análisis, diseño, documentación, programación, transición y producción de sistemas informáticos.
                                      v.                Elaborar programas que apoyen las labores de las oficinas judiciales, siempre y cuando no obstaculicen el Plan General Informático del Poder Judicial.
                                    vi.                Brindar asistencia y capacitación a los usuarios con relación al uso y funcionamiento de los paquetes de oficina, software de comunicaciones, etc. y en los sistemas informáticos utilizados por los despachos judiciales.
                                  vii.                Aplicar el antivirus y verificar que todas las máquinas se actualicen.
                                viii.                Solucionar problemas de conexión a la red.
                                    ix.                Instalar y desinstalar sistemas.
                                      x.                Agregar los campos y las actualizaciones de los sistemas.
                                    xi.                Crear usuarios y otorgar permisos en la red.
                                  xii.                Realizar los respaldos de los  servidores.
                                xiii.                Realizar el inventario de Hardware y Software así como  de los suministros necesarios para el funcionamiento de la tecnología.
                                xiv.                Mantener en óptimas condiciones de funcionamiento los equipos de computación de las oficinas judiciales de la región.
                                  xv.                Brindar soporte de video conferencia y apoyar  los servicios de video grabación.
                                xvi.                Reportar las fallas de los equipos a las empresas contratadas por el Poder Judicial para el mantenimiento respectivo y controlar que una vez reparados reingresen a la oficina correspondiente en el menor tiempo posible en óptimas condiciones de funcionamiento.
                              xvii.                Preparar informes sobre las actividades informáticas realizadas cuando las circunstancias así lo ameriten y a solicitud de la jefatura inmediata.
                            xviii.                Apoyar a los analistas de sistemas en el diseño de bases de datos.
                                xix.                Atender y resolver consultas relacionadas con las labores del puesto.
                                   xx.                Realizar otras labores propias del cargo.

Asimismo,  las debilidades identificadas en los mecanismos existentes, la Ley General de Control Interno en el artículo 7,  establece la obligatoriedad de contar con un sistema de control interno aplicable, completo, razonable, integrado y congruente con las competencias y atribuciones institucionales.

Por otra parte, las Normas de Control Interno para el Sector Público en el apartado 2.5.3, “Separación de funciones incompatibles y del procesamiento de transacciones”, señala lo siguiente:

“El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben asegurarse de que las funciones incompatibles, se separen y distribuyan entre los diferentes puestos; así también, que las fases de autorización, aprobación, ejecución y registro de una transacción, y la custodia de activos, estén distribuidas entre las unidades de la institución, de modo tal que una sola persona o unidad no tenga el control por la totalidad de ese conjunto de labores.

Cuando por situaciones excepcionales, por disponibilidad de recursos, la separación y distribución de funciones no sea posible debe fundamentarse la causa del impedimento. En todo caso, deben implantarse los controles alternativos que aseguren razonablemente el adecuado desempeño de los responsables.” (El subrayado no corresponde al original).”

En cuanto al ítem 2.5.4  Rotación de labores  de las normas citadas, expresa: “El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben procurar la rotación sistemática de las labores entre quienes realizan tareas o funciones fines, siempre y cuando la naturaleza de tales labores permita aplicar esa medida. (El subrayado no corresponde al original).
De este modo el punto 4.5.1 Supervisión constante de las Normas de Control Interno para el Sector Público, señala: “El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben ejercer una supervisión constante sobre el desarrollo de la gestión institucional y la observancia de las regulaciones atinentes al SCI, así como emprender las acciones necesarias para la consecución de los objetivos.” (El subrayado no corresponde al original).

Los eventos identificados respecto al sistema de control interno que prevalece en el Digesto de Jurisprudencia, surgen debido a diversas causas, las cuales se exponen a continuación:

-              El proceso de recopilación de sentencias, evidencia la inexistencia de un registro sobre la cantidad de resoluciones compiladas por despacho, por cuanto a esta oficina le ingresan estos asuntos, pero no existe un control formalizado que permita brindar el debido seguimiento a las sentencias pendientes de compilar.
-              Existencia de labores incompatibles con el puesto desempeñado, debido al sistema de distribución de trabajo desde la recopilación de la sentencia hasta la asignación tanto a los auxiliares como a los abogados analistas, la ha ejecutado en forma íntegra el Profesional en Informática, sin existir criterio técnico para hacer una selección o filtro entre las sentencias de vieja data con respecto a la de recién ingreso, su nivel de complejidad y otros parámetros necesarios para una equilibrada repartición. Lo anterior, sustentado en el conocimiento que se tiene de la herramienta informática, el cual puede ser aprendido y ejercido por personas con la capacitación requerida, tal y como se efectúa en los diferentes despachos judiciales del país, los cuales cuentan con multiplicidad de sistemas para el desarrollo de sus funciones y no se requiere de la presencia de un profesional en informática para ejercer ese tipo de labores.
Lo anterior, sin dejar de lado que no existe una segregación de funciones adecuada, dado que solamente una persona es la encargada de recopilar y asignar todas las sentencias y a su vez emitir los reportes respectivos.
-              Necesidad de una mejor y mayor supervisión ejercida por la jefatura, la cual es limitada debido a las múltiples labores atendidas. Aunado a lo descrito, resulta relevante analizar cuáles de sus tareas complementarias pueden ser asignadas al personal que le asiste, a fin de fortalecer el sistema de control interno existente.
Es importante resaltar que según se extrae del informe N°212-DO-2000 del 18 de octubre de 2000, en su momento una de las personas que ejercía como Abogado asistente realizaba la revisión de las sentencias de los otros abogados.  
-              Los mecanismos de control diseñados no poseen toda la información requerida a fin de resultar eficientes y permitan medir con mayor objetividad el desempeño del personal asignado a esta oficina, sin dejar de lado las limitaciones presentados por la herramienta respecto a los reporteadores necesarios para facilitar esta labor, sin tener que depender de registros manuales.
En este caso debe resaltarse las gestiones elaboradas por la Jefatura respectiva para fortalecer lo expuesto, lo cual consta en el documento MAP-DTI-011 del Proyecto denominado Migración y rediseño del SCIJ – Aplicaciones Control Sentencias y Sentencias, por cuanto actualmente se están analizando los requerimientos que permitirán corregir distintas situaciones, entre ellos, los siguientes reportes:

1.          Reporte de trabajo realizado.
2.          Reporte de términos con clasificación estratégica.
3.          Reporte de seguimiento.
4.          Reporte de sentencias con clasificación estratégica asociada y marcadas como relevantes.
-              La información relativa al teletrabajo está inmersa en la asignación general del control manual denominado “Cantidad de trabajo asignado”, reportando un número de sentencias en general; sin embargo, el detalle del número de esa sentencia, el expediente al cual pertenece, la modalidad de trabajo, entre otras variables que permitan su adecuado seguimiento y verificación, debe complementarse con los datos obtenidos del sistema en el módulo de seguimiento, específicamente en los reportes de trabajo pendientes por analista, a fin de  determinar la cantidad de días que la sentencia ha permanecido en determinado estado de tramitación.
El mantener de forma centralizada la labor de recepción y asignación del trabajo en una persona profesional en informática y sin la adecuada supervisión respecto del trabajo efectuado, ha generado que a la fecha ocurriera pérdida importante de información derivada de los controles y coordinaciones entre los despachos y el Digesto, debido al traslado de esta plaza a la Dirección de Tecnología de Información y deficiencias d respaldo

Los hechos citados materializan riesgos de afectación al sistema de Control Interno de la oficina auditada, como por ejemplo las limitantes existentes para identificar las cargas de trabajo, medir el nivel de eficiencia y eficacia requerida por profesional y personal administrativo.

Beneficio de que los formatos utilizados para la emisión de sentencias permitan el uso apropiado por parte del personal del Digesto de Jurisprudencia 

Según se ha hecho referencia con anterioridad, el Digesto de Jurisprudencia del Poder Judicial para el ejercicio de las labores encomendadas, utiliza el Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), a fin de analizar y clasificar las sentencias, que emiten las Salas y Tribunales del Poder Judicial, según su competencia.

Mediante la revisión efectuada por esta auditoría con fecha de corte al 19 de junio de 2017, se detectó que la oficina evaluada tiene acumuladas 765 sentencias en formato PDF, emitidas por el Tribunal Agrario y 165 fallos sin el nombre de los jueces, provenientes del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José y que se encuentran pendientes de análisis.

En ese sentido, es importante aclarar que como parte de las tareas a su cargo, el Digesto recopila sentencias de diferentes despachos y reciben algunas en formato PDF, el cual no es compatible con el sistema que se utiliza. De igual manera, las remitidas en RTF y que ingresaron sin el nombre de los jueces no se pueden publicar, tal como lo establecen los artículos 134, 154, del Código Procesal Civil y apartado 144 del Código Procesal Penal. Además, en ocasiones los despachos no tienen la práctica de enviar las sentencias al buzón del Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales.

Para realizar su trabajo con los estándares de calidad requeridos, la oficina evaluada requiere del empleo de los formatos utilizados por la institución en la emisión de sentencias permitan la protección de datos personales y elaboración de contenidos de interés (debiendo utilizar los formatos RTF, Word, HTML); sin embargo, si en el despacho de origen no se utilizan las plantillas que proporciona el Sistema de Gestión para elaborar la sentencia al momento de enviarla al buzón del SCIJ, no se genera el archivo en RTF, ni el HTML, en estos casos es cuando el Digesto solamente recibe la sentencia en formato PDF. Al respecto, indicó la profesional informática encargada del sistema SCIJ que se ha presentado la inconsistencia expuesta seguidamente:

“Anteriormente, nosotros tratamos de incorporar al SCIJ un convertidor de formato PDF a RTF, pero al realizar las transformaciones, el documento perdía la conformación original y otras características que complicaban el trabajo de los analistas del Digesto. En ese momento se analizaron varias opciones, pero se obtuvieron los mismos resultados. La mejor alternativa fue generar el RTF desde el sistema de Gestión.”
 
Según el criterio anterior, se reafirma la importancia para que en las oficinas judiciales se utilicen las plantillas disponibles en el Sistema de Gestión, en apego a la normativa emitida en la institución dirigida al uso de los formatos y plantillas incorporados en las herramientas informáticas de gestión.

Considerando las situaciones expuestas, es pertinente traer a colación la Circular N°126-2015  del 24 de julio de 2015, remitida por la Secretaría General de la Corte, en cuanto al deber de enviar las sentencias y autos con carácter de sentencia, al buzón del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), provisto en el Sistema de Gestión y activar el indicador de Datos Sensibles cuando estas resoluciones los contengan.

En las actividades realizadas por el Digesto de Jurisprudencia, es importante acatar lo dispuesto en las “Normas de control interno para el Sector Público”, particularmente en su artículo 1.2, referente a los objetivos del Sistema de Control Interno. Adicionalmente este mismo cuerpo normativo en sus numerales 5.1, 5.2, 5.3, definen lo pertinente a los Sistemas de Información su flexibilidad y armonización con los objetivos propuestos.

En línea con lo descrito, los atributos fundamentales de la calidad de la información están referidos a la confiabilidad, oportunidad y utilidad se encuentran en las normas 5.6.1, 5.6.2 y 5.6.3 del manual de normas citado en el párrafo anterior.

Como causa de la situación expuesta, se determinó que para emitir las sentencias asociadas a expedientes digitales tramitados en el Sistema de Gestión y en el Escritorio virtual, los jueces utilizan la firma digital y la firma holográfica, de esta manera cuando el fallo posee lo citado, el archivo pasa a PDF por seguridad del documento, pero al momento de su traslado al Digesto de Jurisprudencia, el formato es incompatible con el Sistema Costarricense de Información Jurídica, así mismo no se cuenta con las herramientas tecnológicas requeridas, por ejemplo, un convertidor de texto para facilitar el trabajo lo citado.

Por otra parte, con las mejoras efectuadas al Sistema de Gestión relacionadas con el envío de las sentencias al Digesto de Jurisprudencia, se determinó la existencia de tres formatos a utilizar, estos son PDF, RTF y HTML, pero algunos despachos en ocasiones remiten la información utilizando las dos últimas opciones mencionadas sin el nombre de los jueces en el documento, situación presentada hasta la fecha de la evaluación de auditoría. Al respecto, el Profesional en Informática encargado del Escritorio Virtual señalo que la mejora la cual incorpora el nombre de los firmantes en los documentos enviados al Digesto ya existía como tal, pero es hasta marzo de 2017 cuando se actualizó la funcionalidad y por ende, cualquier asunto ingresado antes de esa fecha presentaba la condición descrita. 

Con la visita de esta Auditoría en fecha 22 de junio de 2017, a uno de los despachos judiciales que no remitían la jurisprudencia por medio del Sistema de Gestión, se evidenció la falta de uso de la mejora precitada, enviando las sentencias a un buzón común del cual el Digesto las recopilaba, situación corregida en el citado momento. 

La incompatibilidad de los formatos y la falta de firmas en determinados documentos, ha generado atraso y acumulación en los análisis de labores a cargo del Digesto, por cuanto los funcionarios de esta oficina deben invertir tiempo extraordinario en este tipo de tareas, debiendo copiar, arreglar y confrontar las sentencias con el documento original.

La situación descrita puede ocasionar la materialización del riesgo reputacional, al brindarse un inadecuado servicio a las personas e instituciones usuarias en cuanto a la publicación tardía de las sentencias en el Sistema Costarricense de Información Jurídica, originando quejas o molestias al respecto y una mala imagen institucional. 

Por otra parte, puede suscitarse el riesgo de publicar información incorrecta, generado por un error humano, debido al procedimiento de copiar las sentencias a otro formato utilizando la herramienta inadecuada.  

CONCLUSIÓN DEL ESTUDIO
En la evaluación practicada no se lograron determinar la eficiencia y eficacia con la que el Digesto de Jurisprudencia ejecuta sus labores, dadas las limitaciones citadas en el aparte N°1.7 de este documento. Sin embargo, se evidencian requerimientos importantes de subsanar relacionados con el sistema de control interno, tales como la carencia de una estructura organizacional acorde con las condiciones actuales y de esta manera tener claridad respecto a las competencias de esta oficina, las cuotas de trabajo asociadas a la capacidad operativa del personal asignado, sin dejar de lado la necesidad de mejores actividades de control, incluida una mayor y oportuna supervisión y el fortalecimiento de los mecanismos y sistemas utilizados para tales propósitos.

Por otra parte, en cuanto al acceso y oportunidad de la información otorgada por el Digesto, como resultado de la encuesta aplicada, se obtuvo que el servicio brindado a las personas usuarias, fue valorado como muy bueno, tanto en la calidad de la información, como el tiempo de respuesta, el cual se considera entre corto y razonable. 
RECOMENDACIONES DEL ESTUDIO
Con la finalidad de fortalecer las áreas susceptibles de mejora, analizadas en el presente informe, a continuación se emiten las recomendaciones propuestas: 

A los Integrantes del Consejo Superior 

             Analizar los resultados expresados en este informe en conjunto con la información aportada por el estudio estructural y organizacional del Digesto de Jurisprudencia que debe efectuar la Dirección de Planificación según recomendación 4.2, con la finalidad de aplicar las acciones pertinentes para maximizar el uso de los recursos presupuestarios asignados al Poder Judicial en función de brindar a las personas usuarias un servicio ágil y eficiente.

Plazo de implementación propuesto: Primer semestre 2018

A la Directora de la Dirección de Planificación

             Realizar un estudio estructural y organizacional del Digesto de Jurisprudencia, según el acuerdo del Consejo Superior en la sesión N° 79-16, artículo XLIV del 23 de agosto de 2016, considerando al menos las diversas situaciones señaladas en el apartado 3.1 del presente informe.  

Plazo de implementación acordado: Primer trimestre 2018


A la Jefatura de la Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción

             Brindar asesoría a la jefatura del Digesto de Jurisprudencia en temas relacionados con el Sistema de Control Interno, sensibilización para facilitar el ambiente de control, capacitación específica en SEVRI y en mejores prácticas, en función de promover la importancia de la gestión de riesgos, control, supervisión y rendición de cuentas en las actividades desarrolladas en la oficina auditada.

Plazo de implementación acordado: Segundo semestre 2018

A la Directora de la Dirección de Tecnología de Información 

4.4	Analizar la viabilidad de integrar las nuevas versiones del Sistema Costarricense de Gestión y del Sistema Costarricense de Información Jurídica para que se garantice la efectiva y oportuna remisión de sentencias en diferentes formatos al Digesto de Jurisprudencia, incluyendo las emitidas oralmente. Así mismo, brindar una solución informática para convertir las sentencias anteriormente recibidas en PDF, al formato compatible con los sistemas informáticos facilitados por la institución.

Plazo de implementación acordado: II semestre 2018


A la Jefatura del Digesto de Jurisprudencia
	 
4.5	Fortalecer la labor de supervisión, control y seguimiento, en lo referente a las actividades asignadas al personal técnico y profesional de la oficina a su cargo, lo anterior en virtud de las situaciones evidenciadas en los resultados del presente informe de auditoría.

Plazo de implementación: Inmediato
OTRAS OBSERVACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN

Es importante mencionar que se recibió información adicional por parte de la Jefatura del Digesto de la Jurisprudencia la cual fue analizada en lo pertinente por esta Auditoría. Adicionalmente, es preciso indicar que las dudas o apreciaciones realizadas tanto en las audiencias como en los citados documentos, fueron consideradas en los resultados del informe y en los ajustes de las recomendaciones originalmente planteadas. (…)”

- 0 -

Mediante oficio N° 065-DJ-2018 del 04 de mayo de 2018, la Licda. Vera Monge Monge, Jefa del Digesto de Jurisprudencia, indica literalmente:
“(…) 

Mediante Oficio N° 392-PLA-2018, la Dirección de Planificación contesta lo solicitado por la Secretaría de la Corte, según Oficio N° 3154-18 en el cual se indicó: 

“Con instrucciones del licenciado Carlos T. Mora Rodríguez, Subsecretario General de la Corte y con el fin de que se rinda el informe correspondiente, muy respetuosamente le remito el oficio N° 039-DJ-2018 de 20 de marzo en curso, en que la licenciada Vera Monge Monge, Jefa del Digesto de la Jurisprudencia, por las razones que expone, solicita que la gestión que presenta, sea tomada en cuenta dentro del oficio N° 235-PLA-2018, presentado por la Dirección a su cargo, relacionado al “Análisis de la estructura del Digesto de Jurisprudencia y de los Centros de Jurisprudencia de las Salas de la Corte”.

Dicha Dirección organiza su respuesta en una tabla con tres columnas; la segunda de ellas titulada “Observaciones realizadas por Jefatura del Digesto Jurisprudencia” y con ello se debe entender que lo que se lee en esa segunda columna son las afirmaciones u observaciones consignadas por la jefatura del Digesto en el Oficio 039-DJ-2018.

Sin embargo, como se puede constatar mediante el cotejo de los documentos, se incurre en el error que se señaló en el mismo Oficio 039-DJ-2018, dado que se resumen y expresan las observaciones hechas por el Digesto, con cambios o connotación que no corresponden. Lo afirmo con sumo respecto, seriedad y preocupación, porque lejos de allegar claridad, crea confusión y falta a la verdad.

Con el fin de no extenderme, pero cumpliendo con el deber de fundamentar, resulta suficiente cotejar, como ejemplo claro y contundente, la observación citada en la primera fila de la tabla y que copio de manera literal: 

	Apartado
	Observaciones realizadas por Jefatura del Digesto Jurisprudencia
	Observación de la Dirección de Planificación

	Antecedentes
	El criterio de clasificación del Digesto se realiza de acuerdo con una visión general de información acerca de temas de interés público, pero esa afirmación es ambigua y no coincide con el trabajo técnico que se hace en el Digesto de Jurisprudencia.
	Se incorporó en el informe definitivo 9-OI-B-2018, según oficio remitido al Consejo Superior 235-PLA-2018 del 13 de marzo del 2018.



La primera parte de la observación expresa: “El criterio de clasificación del Digesto se realiza de acuerdo con una visión general de información acerca de temas de interés público”; pero esa afirmación nunca se ha sostenido por esta jefatura; al contrario, se reprocha como conclusión contenida en el informe de la Dirección de Planificación.

Se indica (en la tercera columna) que esa observación se “incorporó en el informe definitivo… 235-PLA-2018”.  Sin embargo, bajo el título “IV. Elementos Conclusivos” se lee:

“4.8.- … Las distintas Presidencias de las Salas consultadas, coinciden en la importancia de mantener estratégicamente el análisis y publicación de la jurisprudencia en sus propias Salas, argumentando el sacrificio realizado al destinar recursos propios, con el fin de brindar un servicio de información altamente especializado a sus personas usuarias, en contraposición con el servicio más generalizado que brinda el Digesto.” (la negrita no pertenece al original).

Cabe agregar que no se analiza de manera integral el Oficio 039-DJ-2018 y por ello omite respuesta acerca de las recomendaciones, así como otros reproches que hace el Digesto.

Me permito adicionar con mucho respeto, que el Digesto es un órgano auxiliar de la Administración de Justicia, a la cual sirve, a través de la  clasificación y disponibilidad de la jurisprudencia, la cual también pone al servicio de la comunidad jurídica y no jurídica.

Cuenta con funciones claramente definidas y competencia técnica en el tratamiento de la información jurisprudencial, cuya experticia no puede y no debe ignorarse a los efectos de tomar una decisión tan importante como lo es quitarle su razón de ser, so pretexto de que: 1) sobrevinieron sendos Centros de Jurisprudencia en las Salas de la Corte, 2) el “sacrificio” que hacen las Salas para dedicar parte de su recurso al funcionamiento de dichos centros, 3) la Dirección de Tecnología de la Información está unificando los sistemas de Jurisprudencia en uno solo, para eliminar la duplicidad en cuanto a sistemas de jurisprudencia.

Se indica so pretexto, porque: a) las conclusiones y recomendaciones del estudio contradicen e ignoran la realidad de que el Digesto efectúa un trabajo técnico y especializado, como se puede constatar de los resultados dispuestos en el sitio web y la recuperación de la información jurisprudencial a través de diferentes opciones, dentro de las cuales se encuentran descriptores o temas del lenguaje técnico jurídico; b) los profesionales en Derecho del Digesto han realizado esfuerzos personales para especializarse en diferentes áreas del Derecho; c) los sistemas de jurisprudencia de las Salas se están migrando al SCIJ que es el que usa el Digesto y que se creó “a la medida” con los criterios de clasificación del Digesto, pues se consideró que es “el mejor”; d) no se ha hecho un estudio comparativo con casos concretos, de la clasificación que hace el Digesto y la que hacen los Centros de las Salas; e) no se considera que resulta más oneroso para la institución el mantenimiento de diferentes centros de jurisprudencia, con estructura propia; f) el empleo de criterios distintos y particulares por los diferentes centros de jurisprudencia, para realizar el trabajo de clasificación genera dificultades para la recolección de jurisprudencia como insumo para informes institucionales; g) la publicación y disponibilidad de la jurisprudencia se estará realizando en el mismo sitio web, de manera que no se trata ya de bancos de datos especializados para cada una de las Salas de la Corte, por materia, rama o área jurídica sino que toda la jurisprudencia estará en disponible en el mismo sitio web con la nueva versión del SCIJ.

Es preciso insistir, que no se visitó al Digesto, para analizar en la realidad el trabajo que se hace, los diferentes procesos y las actividades asignadas a cada puesto. No se consultó al Digesto sobre sus necesidades, expectativas, proyectos, visión, sobre el avance de la migración y requerimientos pendientes. No se verificó en la realidad, lo correspondiente a las funciones que se dejan descubiertas con el traslado de la plaza de informático, sino que se recomienda quitar la labor de despersonalización a los Auxiliares para que asuman esas tareas descubiertas. Se recomienda recargar la despersonalización a los Profesionales en Derecho pero a su vez quitarle el 20% de profesionales para trasladarlo a las Salas. Se esquiva que el personal auxiliar ha venido realizando bien la despersonalización, solo que se requiere reforzar el recurso. No se preguntó ni se escuchó al Digesto; todo lo cual ha generado gran angustia y desmotivación en el personal, que siente menoscabo de su derecho a ser escuchado e incertidumbre sobre la permanencia del despacho; de ahí las manifestaciones y reproches que respetuosamente se han dirigido ante el Honorable Consejo Superior.

Conforme a lo expresado, por la experiencia acumulada a lo largo de años de trabajo en el Digesto y con el debido respeto, me permito manifestar que el interés institucional y la optimización de los recursos públicos, demandan una cuidadosa revisión de los documentos e información relacionada con este asunto y su confrontación con la realidad.

La institución requiere certidumbre, accesibilidad, agilidad y seguridad en el tratamiento de la jurisprudencia, para garantizar su recuperación, inmediatez y eficacia en la búsqueda a través del sitio web. A esos efectos, el empleo de estándares internacionales, uniformidad y objetividad en el tratamiento; así como el uso de herramientas técnicas creadas y recomendadas por las ciencias de la documentación e información, constituyen un aliado insoslayable, máxime considerando la realidad actual de un mundo globalizado, en el cual la agilidad es una exigencia, control y medida de la calidad, eficiencia y eficacia.

Por lo anterior, de la manera más respetuosa y apelando al derecho a ser oída, reitero lo expresado en el Oficio 039-DJ-2018, solicito su análisis integral conjuntamente con este escrito y el resto de documentos relacionados.

Así mismo, se conceda una audiencia previa a su decisión, para exponerles sobre la labor que realiza el Digesto, herramientas empleadas y resultados que se obtienen, incluyendo una presentación del sitio web en su versión actual y nueva versión. (…)”
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Seguidamente, la licenciada Vera Monge Monge, Jefa del Digesto de Jurisprudencia, mediante correo electrónico del 30 de mayo de 2018, manifestó lo siguiente: 
“Según lo conversado sobre el Informe de la estructura del Digesto y documentos relacionados, que están para conocerse por el Consejo Superior el día de mañana; dadas las afirmaciones sin respaldo de que los Centros de Jurisprudencia de las Salas hacen una “clasificación especializada en contraposición con la clasificación general que hace el Digesto”, lo cual solo podría analizarse revisando la realidad; es decir, con vista de la clasificación hecha para sentencias específicas, según los resultados de la consulta directa a los sistemas de jurisprudencia y que a la fecha no se ha realizado. Me permito aportar para su conocimiento dos documentos con algunos ejemplos comparativos, como una pequeña muestra de la realidad, de donde se puede inferir clasificaciones coincidentes e incluso idénticas que no solo comprueban el trabajo especializado y técnico que hace el Digesto, sino también la falsedad de tal afirmación.

Estamos en la mejor disposición de presentar los sistemas y realizar búsquedas para mayor claridad, si a bien lo tiene considerar el Consejo Superior.”
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Se acordó: 1) Tener por rendido los informes Nº 392-PLA-2018 y 235-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, relacionados con el informe 9-OI-2018-B, sobre el análisis de la estructura del Digesto de Jurisprudencia y de los Centros de Jurisprudencia de las Salas de la Corte. De igual manera, se tiene por rendido el informe N° 158-18-SAO-2018 de la Auditoría Judicial, correspondiente al “Estudio operativo en el Digesto de Jurisprudencia”. 2) Acoger las recomendaciones de la Auditoría Judicial, contenidas en el informe N° 158-18-SAO-2018, por lo que se avalan las siguientes: a) En cuanto al requerimiento a la Dirección de Planificación, de realizar un estudio estructural y organizacional del Digesto de Jurisprudencia, según el acuerdo del Consejo Superior en la sesión N° 79-16, artículo XLIV del 23 de agosto de 2016, considerando al menos las diversas situaciones señaladas en el apartado 3.1 del informe de auditoría; se tiene por ejecutada dicha recomendación con el informe N° 235-PLA-18, el cual se analizó por parte de este Consejo junto con los resultados de la Auditoría. b) La Jefatura de la Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción deberá brindar asesoría a la jefatura del Digesto de Jurisprudencia en temas relacionados con el Sistema de Control Interno, sensibilización para facilitar el ambiente de control, capacitación específica en SEVRI y en mejores prácticas, en función de promover la importancia de la gestión de riesgos, control, supervisión y rendición de cuentas en las actividades desarrolladas en la oficina auditada. c) La Dirección de Tecnología de Información deberá analizar la viabilidad de integrar las nuevas versiones del Sistema Costarricense de Gestión y del Sistema Costarricense de Información Jurídica para que se garantice la efectiva y oportuna remisión de sentencias en diferentes formatos al Digesto de Jurisprudencia, incluyendo las emitidas oralmente. Así mismo, brindar una solución informática para convertir las sentencias anteriormente recibidas en PDF, al formato compatible con los sistemas informáticos facilitados por la institución. d) La Jefatura del Digesto de Jurisprudencia deberá fortalecer la labor de supervisión, control y seguimiento, en lo referente a las actividades asignadas al personal técnico y profesional de la oficina a su cargo, lo anterior en virtud de las situaciones evidenciadas en los resultados del informe de auditoría. 3) Acoger las recomendaciones de la Dirección de Planificación, contenidas en el informes 235-PLA-2018, por lo que se avalan las siguientes: a) Solicitar a Corte Plena, se autorice a cada una de las Salas de Casación (Sala Primera, Segunda y Tercera), para que sean las únicas que puedan recopilar, completar, despersonalizar, clasificar y publicar toda su jurisprudencia, tal y como lo realiza hoy día la Sala Constitucional, ello, en el momento que sea factible utilizar la nueva herramienta informática del Sistema Costarricense de Información Jurídica “SCIJ” diseñada e implantada por la Dirección de Tecnología de la Información, con la finalidad de mantener la transparencia y accesibilidad de la información, de acuerdo a la normativa vigente. Además, con el cumplimiento de esta recomendación se eliminaría la duplicidad en la clasificación y publicación de sentencias, debido a que se está desarrollando un único sistema que sustituirá los tres actuales (estudio de factibilidad de la Dirección de Tecnología de la Información), en el cual la persona usuaria podría identificar una misma sentencia clasificada dos veces, si no se corrige la debilidad actual. b) Una vez aprobada la recomendación anterior por parte de la Corte Plena, se autoriza que el Digesto de Jurisprudencia mantenga la despersonalización, clasificación y publicación de las sentencias emitidas por los Tribunales de Apelación (Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, Tribunal de Familia, Tribunal Agrario, Tribunales Laborales, Tribunales Civiles, Tribunal Notarial y Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, considerando tanto el Tribunal Contencioso Administrativo como el Tribunal de Apelación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda).  Además, se avalaría el traslado de recurso humano a las Salas de Casación para que puedan despersonalizar sus propias sentencias; por lo que se movería el porcentaje representativo de la carga de trabajo que el Digesto perdería, equivalente a un 20%, lo que representa dos Profesionales en Derecho 1, los cuales se asignarían a la Sala Primera (1) y Sala Segunda (1); siendo que, en relación a la Sala Tercera ya se cuenta con un recurso extraordinario (durante el 2018) que podría reforzar esta labor.  El personal trasladado a los centros de jurisprudencia, además de realizar la despersonalización, también deberá apoyar en las labores propias del centro de jurisprudencia al que fueron designados. c) Autorizar la publicación de la circular contenida en el Anexo 1 del presente informe, relacionada con la responsabilidad de las letradas y letrados de las Salas de Casación y las juezas y jueces de los Tribunales de Apelación, de chequear en las sentencias la opción de datos sensibles para los casos en que la información contenida sea de acceso restringido. Lo anterior, con la finalidad de que el Digesto de Jurisprudencia o las Salas de Casación, realicen la protección de datos únicamente de aquellas sentencias indicadas por las letradas, los letrados, juezas y jueces (esta labor se iniciará cuando se tenga terminado y validado el nuevo sistema “SCIJ”).  d) En vista de que la plaza de Técnica o Técnico Supernumerario, proporcionada por la Dirección de Tecnología de la Información, tiene asignadas labores propias de la Jefatura como asignar trabajo, se ordena que sea devuelta al Centro de Apoyo a la Función Jurisdiccional y que las labores sean asumidas tanto por la Jefatura, como por el personal administrativo del Digesto de Jurisprudencia. e) La Dirección de Tecnología de Información deberá implementar una herramienta informática acorde con las necesidades de cada una de las Salas de la Corte, para que la nueva versión del “SCIJ” cumpla con los estándares vigentes en esas dependencias. Además, dentro del Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales, se debe contemplar que tecnológicamente y de forma automatizada se efectúe el proceso de despersonalización de las sentencias catalogadas como de acceso restringido (activación de la casilla de datos sensibles que aparece en el Sistema de Gestión y en el Escritorio Virtual), por parte de los Tribunales de Apelación y las Salas de la Corte.  Así como, contemplar dentro de la nueva versión del “SCIJ” las modernas técnicas que existan en el mercado empresarial para búsqueda de información. También, deberá valorar la posibilidad de diseñar una segunda etapa del proyecto del SCIJ en la cual se alcance la automatización del proceso de clasificación y publicación de las sentencias directamente de los sistemas informáticos origen, para lo cual se deberá validar su factibilidad técnica con los Centros de Jurisprudencia y con el Digesto de Jurisprudencia. Esta mejora informática permitiría en un futuro cambiar sustancialmente la labor que hoy realiza el Digesto. f) Los Centros de Jurisprudencia de las Salas Primera, Segunda, Tercera y Constitucional deberán mantener sus funciones actuales de clasificación especializada en cada una de las Salas.  En el momento que se implemente la nueva versión del sistema “SCIJ” serán los únicos responsables de recopilar, completar, despersonalizar, clasificar y publicar  las sentencias que emanan de su Sala (específicamente para la Sala Primera, también serán los únicos responsables de la jurisprudencia del Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo).  Además, deberán participar activamente en el diseño de la nueva versión del “SCIJ” y dar el visto bueno al sistema una vez concluida su fase de desarrollo. Mientras tanto, seguirán utilizando los sistemas que actualmente operan en cada una de ellas. g) Los Profesionales en Derecho 1 del Digesto de Jurisprudencia, deberán de forma inmediata realizar la labor de despersonalización, de esta forma se realizará el proceso de despersonalización, clasificación y publicación como un proceso lineal, eliminando el cuello de botella existente, tal como sucede en la Sala Constitucional.  Además, dentro de la mejora continua de los procesos del Digesto, deberá esa Jefatura analizar, en forma conjunta con las Comisiones, los parámetros para clasificar las sentencias emitidas por los Tribunales de Apelación (Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, Tribunal de Familia, Tribunal Agrario, Tribunales Laborales, Tribunales Civiles, Tribunal Notarial y Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda) para mostrar clasificadas en el “SCIJ” únicamente las resoluciones catalogadas como relevantes, con la finalidad de que el recurso profesional se dedique de forma prioritaria a otros temas de interés. El resto de sentencias se mostrarán de forma íntegra en el “SCIJ”.  De igual manera, deberán poner al día las sentencias del SCIJ, antes de finalizar el primer semestre del 2018. De esta forma, no se limitará la labor de migración de las sentencias clasificadas a la nueva versión del “SCIJ”. Deberá también la Jefatura del Digesto de Jurisprudencia coordinar con las respectivas Salas de Casación y con la Dirección de Tecnología de la Información, el momento idóneo y las condiciones técnicas necesarias, para realizar el cambio del sistema de trabajo propuesto, lo cual deberá ser informado al Consejo Superior para la aprobación y comunicaciones correspondientes. h) La Dirección de Gestión Humana deberá realizar el estudio con la finalidad de identificar las plazas de Profesional en Derecho 1 del Digesto de Jurisprudencia que se trasladarán a las Salas de Casación, de acuerdo a los criterios establecidos. Valorando dentro de sus competencias técnicas las solicitudes de las Presidencias de las Salas. i) La Dirección de Planificación deberá evaluar, por parte del Subproceso de Evaluación, seis meses después de la implementación del nuevo sistema del “SCIJ”, la carga de trabajo del Digesto de Jurisprudencia, para medir el impacto de las recomendaciones, con el objetivo de determinar el procedimiento de implementación del escenario escogido institucionalmente.  j) La Dirección Jurídica deberá valorar si es necesario un cambio en el Convenio Interinstitucional entre la Procuraduría General de la República y el Poder Judicial para la sostenibilidad del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), dada la modificación propuesta en la metodología de trabajo en la cual cada Sala de Casación clasificará y publicará únicamente su propia jurisprudencia. Además, analizará los cambios que se deberán realizar en el Reglamento de Actuación de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales en el Poder Judicial y la Ley Orgánica del Poder Judicial, originados por la reestructuración de los Centros de Jurisprudencia de cada Sala. k) La Dirección Ejecutiva, en caso de considerar necesario el traslado físico de la oficina del Digesto de Jurisprudencia, deberá considerar que el área dispuesta para ese fin debe ser suficiente para albergar la totalidad del personal con que dispondrá luego del traslado de plazas recomendado en el presente informe (una jefatura, siete Profesionales en Derecho 1, una Secretaria o Secretario 2 y tres Auxiliares Administrativos (uno de ellos dedicado a la atención al público), cumpliendo con los estándares de ergonomía y salud ocupacional. 4) Tomar nota de las manifestaciones realizadas por la Licda. Vera Monge Monge, Jefa del Digesto de Jurisprudencia, mediante el oficio N° 065-DJ-18. 5) Hacer este acuerdo de conocimiento del Digesto de Jurisprudencia, de las Salas Primera, Segunda, Tercera y Sala Constitucional, de la Dirección de Tecnología de la Información, de la Dirección Ejecutiva, de la Corte Plena, de la Dirección Jurídica, de la Dirección de Gestión Humana, de la Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción, así como del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para lo que a cada una corresponda. 6) La Dirección de Planificación y la Auditoría Judicial realizarán el seguimiento correspondiente e informarán oportunamente a este Consejo lo pertinente. Se declara acuerdo firme.”
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La licenciada Vera Monge Monge, en ese entonces Jefa del Digesto de Jurisprudencia en oficio Nº 083-DJ-2018 del 15 de junio último, indicó:
 “Con sumo respeto, sobre lo acordado por el Consejo Superior, en sesión N° 49-18 del 31 de mayo del 2018, ARTÍCULO LXXV, expreso el sentir del personal del Digesto de Jurisprudencia, con el ruego de escucharlo y considerarlo.

De la información relacionada con el estudio estructural del Digesto y de manera especial, de las manifestaciones y reproches expresados por el Digesto en varios oficios dirigidos al Consejo Superior[footnoteRef:19], se colige que durante casi dos años estuvimos pendientes y a la espera de contar con un estudio técnico que incluyera análisis de herramientas y criterios de clasificación, distribución de funciones y actividades, proyectos y necesidades, análisis específico de resultados y análisis comparativo tomando como base una muestra de sentencias. [19: ] 


Ese análisis comparativo sería necesario y determinante a efectos de obtener una conclusión técnica, razonada, clara y contundente. Estaría orientado a revisar la clasificación que para una misma sentencia realizan el Digesto y el respectivo Centro de Jurisprudencia de la Sala. De de esa manera se podrían derivar conclusiones técnicas y objetivas para su caracterización como trabajo técnico y especializado, en apego al contenido de interés expresado en la sentencia y constitutivo de criterio orientador, integrador o informador, reiterativo o precedente y que debe clasificarse en el sistema de jurisprudencia. Sin embargo, se echó de menos en el estudio e informe elaborado por la Dirección de Planificación, en el cual se fundamenta la decisión del Honorable Consejo Superior. Sin duda, dicho informe responde a la necesidad de justificar la permanencia de los Centros de Jurisprudencia de las Salas, no a la revisión de la estructura y organización del Digesto.

Por lo tanto, respetuosos de lo acordado y de la realidad, hemos entendido que el fundamento de la decisión es más bien el interés de contar con un centro de jurisprudencia en cada una de las Salas de Casación, con sus propios criterios y su propio tesauro; de manera que el Digesto dejaría de ser el Digesto de Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. Interpretamos entonces que es una decisión política o estratégica que el Digesto no continúe clasificando la jurisprudencia de las Salas de casación, no por un análisis o calificación de sus resultados, sino porque se considera importante mantener los centros de Jurisprudencia de las Salas.

Con la convicción de que nuestro trabajo cumple con estándares internacionales de calidad, especialidad y tecnicismo; atributos que se reflejan en nuestro sistema de jurisprudencia y en un sitio web creado a la medida, admirado por países del área y cuya plataforma tecnológica se encuentra en proceso de migración y actualización; muy respetuosamente y para su consideración, nos permitimos aclarar acerca de lo dispuesto por el Consejo Superior, lo siguiente:

Acuerdo 2). a) del Consejo Superior:

El Consejo Superior tiene por realizado el estudio estructural y organizacional del Digesto, pese a la recomendación de Auditoría Judicial, que deriva precisamente de la ausencia de un análisis específico, comparativo y técnico de la realidad (pues tuvo a la vista en forma previa el informe de Planificación).

Acuerdo 3). a) del Consejo Superior:

Por la confusión que presenta la frase “con la finalidad de mantener la transparencia y accesibilidad de la información”, corresponde aclarar que el Digesto ha mantenido y mantiene publicada y clasificada la información a su cargo (incluyendo las sentencias de las Salas de Casación), en forma transparente, accesible y conforme a la normativa vigente.

Así mismo y como parte de sus labores, ha realizado y realiza esfuerzos de manera conjunta y constante con la Dirección de Tecnología de la Información, para garantizar la sostenibilidad, mejoramiento, disponibilidad y actualización del sistema y su plataforma tecnológica.

La duplicidad no deviene de la unificación de sistemas de jurisprudencia, sino de  la creación de Centros de Jurisprudencia en las Salas de Casación, que empezaron a duplicar la labor del Digesto.

El Digesto considera importante conservar la clasificación que hasta la fecha ha hecho, pues no todas las sentencias están clasificadas por las Salas.

Acuerdo 3). b) del Consejo Superior:

La clasificación de contenidos de interés y sentencias dictadas por Tribunales colegiados de apelación, se sumó hace muchos años por encargo de la Autoridad Superior; así como, atendiendo necesidades de personas usuarias internas y externas.

Es importante considerar la copiosa información de interés existente en dichos votos, sobre temas estratégicos como género y violencia contra la mujer, acceso a la justicia, población o grupos en condición vulnerable, ambiental, persona menor de edad, medidas cautelares, entre otros.

Es innegable, la utilidad de dichas sentencias, junto a las de casación y las dictadas en materia constitucional, para atender,  responder y rendir cuentas sobre la aplicación de normativa internacional en materia de derechos humanos y otros temas derivados de compromisos institucionales y estatales; así mismo, para la investigación y el desarrollo del Derecho.

Se aprueba por el Consejo Superior la recomendación de trasladar dos plazas de profesional en Derecho, con base en la disminución de la carga de trabajo en cuanto a las sentencias de casación, pese a que no se analizó el trabajo pendiente en relación con las cargas de trabajo y procesos, para determinar de manera efectiva si sobra personal en el Digesto. Se supone erróneamente que si los profesionales en Derecho asumen el proceso de despersonalización se pondría al día el trabajo, porque la labor de despersonalización, cabe insistir, en primer lugar no corresponde a profesionales sino a personal auxiliar, de manera que sería una subutilización de recurso profesional por parte de la institución; máxime considerando que los auxiliares administrativos del Digesto han realizado ese proceso de manera satisfactoria. En segundo lugar, absorbe mucho tiempo que debería dedicarse al análisis y clasificación, labor propia de profesionales en Derecho. Por lo tanto, la propuesta acogida por el Consejo Superior, además de restarle recurso profesional al Digesto para fortalecer los centros de las Salas, disminuye aún más el recurso profesional dedicado al análisis y clasificación, mediante el recargo de la función de despersonalización. En consecuencia, se coloca al Digesto en una situación de imposibilidad de hacer frente a la carga de trabajo, aún sin considerar que no se incluyó el trámite de sentencias de los nuevos Tribunales de apelación, establecidos con la reciente Reforma Procesal Laboral y respecto a lo cual existe solicitud expresa por parte de la Comisión de la Jurisdicción Civil; sin considerar tampoco las resoluciones dictadas por el Tribunal de Inspección Judicial (estas últimas se dejaron de tramitar hace algunos años, debido a problemas técnicos; pero se retomará al implementarse la nueva versión del sistema).

Por otra parte, el Consejo Superior dispuso (Sesión N° 50-18 del 1° de junio del 2018, ARTÍCULO LXXXII) el traslado inmediato del funcionario Juan Pablo Salazar Carvajal con su plaza de profesional en Derecho, del Digesto hacia la Sala Primera de la Corte y ordenó también el traslado del Diccionario del Digesto, obra que se empezó a desarrollar en el Digesto desde hace más de siete años. En consecuencia, el traslado de recurso ya se ejecutó en cuanto a la Sala Primera, si bien se indican funciones distintas en ambos acuerdos.

Acuerdo 3). c) del Consejo Superior:

Se traslada a los despachos jurisdiccionales, de manera exclusiva, la decisión sobre cuáles votos corresponde despersonalizar, pero no se ordena la modificación inmediata del Reglamento de actuación de la ley 8968 sobre la protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales. Este cambio complica y afecta la celeridad del trámite de solicitudes de despersonalización o quejas por omisiones e implica otras modificaciones inmediatas al reglamento, pues dichas solicitudes ya no serían atendidas ni resueltas por el Digesto en cuanto a las sentencias a su cargo, sino por los despachos jurisdiccionales, que deberían comunicar lo resuelto al Digesto para su ejecución. Además, se debería determinar si el Digesto continuaría resolviendo las solicitudes basadas en el derecho al olvido o se trasladarían también al despacho que dictó la sentencia. Tampoco se aclara que los errores en la despersonalización, sí serían responsabilidad del Digesto respecto de las sentencias a su cargo.

Acuerdo 3). d) del Consejo Superior:

Se aprueba reintegrar la plaza proporcionada por la Dirección de Tecnología de la Información, la cual se mantuvo en calidad de préstamo y dado el traslado definitivo del informático del Digesto a esa Dirección, sin haber realizado el estudio correspondiente y sin considerar las recomendaciones derivadas del informe de la Unidad de Control Interno que recomendó dicha dotación, considerando y verificando su rol dentro de las labores del Digesto.

Acuerdo 3). e) del Consejo Superior:

Precisamente con el Proyecto de Migración del SCIJ lo que se pretende es actualizar la plataforma tecnológica del sistema y el mejorar las herramientas de búsqueda procurando mayor accesibilidad y celeridad; así como, garantizando su disponibilidad, seguridad y confiabilidad. Al incorporar los sistemas de los centros de jurisprudencia de las Salas, se complica el SCIJ, fundamentalmente porque se deben incorporar los índices temáticos de cada uno para que funcionen junto al tesauro del Digesto.

Llama la atención lo resuelto en cuanto a “… diseñar una segunda etapa del proyecto del SCIJ en la cual se alcance la automatización del proceso de clasificación y publicación de las sentencias directamente de los sistemas informáticos origen… Esta mejora informática permitiría en un futuro cambiar sustancialmente la labor que hoy realiza el Digesto.” En forma clara, se puede entender que el fin es eliminar al Digesto, bajo el entendido de que la clasificación de las sentencias a su cargo sea automática, pues en forma expresa se indica que se refiere a las que estén a cargo del Digesto, por lo cual debe entenderse que no aplicaría a los Centros de Jurisprudencia de las Salas. En consecuencia, sin entrar a analizar a fondo este punto, es preciso aclarar que la posibilidad de automatizar la clasificación por tema según contenidos de interés, con relaciones entre jurisprudencia y normativa, cuestión que es muy distinta a las posibilidades que brinda la búsqueda por tema dentro de los documentos (textos), nos hemos permitido reiterar e insistir en este reproche, de manera muy respetuosa, con base en las siguientes inquietudes:

¿Cómo se puede explicar que eventualmente se logre construir una herramienta que clasifique automáticamente solo sentencias a cargo del Digesto y que no se pueda o no se deba aplicar a las sentencias que estén a cargo de los Centros de Jurisprudencia de las Salas, ni a otros documentos emitidos y publicados por la institución?

¿Por qué no se incluyen todos los documentos, si es que se trata de un mejoramiento, disminución de costos y optimización de recursos?

¿Y la despersonalización también sería automática y aplicable únicamente a las sentencias que tramite el Digesto?

Acuerdo 3). f) del Consejo Superior:

Debido a la integración o unificación de sistemas que se está realizando con el Proyecto de Migración del SCIJ, todas las sentencias se publicarán y dispondrán en el sitio web del SCIJ. En consecuencia, no se mantendrán bancos de información independientes o especializados para cada Sala de la Corte ni para el Digesto, sino que se mantendrá la búsqueda respecto de todos los despachos jurisdiccionales, con la posibilidad de filtrar por uno de ellos, como se permite en el sitio actual del SCIJ, pero con las mejoras que ofrece la nueva plataforma tecnológica, en cuanto a agilidad y cercanía.

Es importante señalar que el Digesto tiene dentro de sus proyectos, atender la necesidad de contar con información íntegra por despacho, considerando rango de fecha, descriptor (tema) y restrictor (subtema). Esto se obtendría a través de la página del Digesto por consulta actualizada al nuevo sitio web y permitiría atender las necesidades de información especializada o específica por los criterios dichos: despacho, rango de fecha y tema. 

Cabe indicar que también permitirá retomar la publicación de la otrora revista de jurisprudencia, que por razones técnicas dejó de publicar el Digesto, pero que se hará en línea, con las ventajas y mejoramiento que ofrece la tecnología actual, cuya implementación hemos estado esperando.

Acuerdo 3). g) del Consejo Superior:

Sin embargo, el personal auxiliar del Digesto ha realizado la despersonalización de manera satisfactoria; por ello, asignarla al personal profesional no corresponde con el perfil del puesto, constituye subutilización de recurso profesional y provocaría retraso en las labores de análisis y clasificación.

La coordinación que se dispone con las diferentes comisiones para determinar los parámetros de clasificación, pone en evidencia las omisiones y carencias del estudio, pues ignora que el Digesto ha aplicado y aplica las pautas fijadas por la Corte Plena en el acuerdo mediante el cual dispuso su creación como oficina permanente y adscrita a la Corte Suprema de Justicia (Corte Plena, Sesión N° 53 de 06 de noviembre de 1972, Artículo XXVII). Sin embargo, no hay ningún inconveniente en coordinar y se espera que produzca un mayor y mejor acercamiento en beneficio del interés institucional.

Se ordena “deberán poner al día las sentencias del SCIJ, antes de finalizar el primer semestre del 2018”, pero el acuerdo se está tomando a un mes de finalizar el primer semestre y condicionado al aval de la Corte Plena.

Acuerdo 3). h) del Consejo Superior:

Como se mencionó líneas atrás, por orden del Consejo Superior se trasladó de inmediato una de las plazas junto con el Diccionario del Digesto, hacia la Sala Primera de la Corte; sin realizar el estudio correspondiente por la Dirección de Gestión Humana, conforme lo ordenó el mismo Consejo Superior.

En resumen, acudimos con sumo respeto ante la Honorable Corte Plena para que considerando: a) la trayectoria y reconocimiento que ha tenido el Digesto de Jurisprudencia, como órgano auxiliar de la Administración de Justicia, con competencia técnica y funcional para el análisis y clasificación de la jurisprudencia; b) el trabajo pionero del Digesto en la creación, implementación, desarrollo y mejoramiento de herramientas, métodos y sistema de jurisprudencia; c) el rol del Digesto como punto global de contacto interno y externo en materia de jurisprudencia; d) la implementación, mediante acuerdo de Corte Plena, de la política integral y uniforme para los distintos centros de información jurisprudencial (Sesión N° 04-10 de 1° de febrero de 2010); e) que dicha política de integralidad, estandarización y uniformidad mantiene vigencia y relevancia en la institución e incide en la agilidad para la recuperación de la información; f) que así mismo, esa política justifica la necesidad de continuar contando con un punto de contacto institucional en materia de jurisprudencia, que facilite las gestiones y atención de solicitudes, dentro de las cuales se pueden citar: los informes institucionales sobre aplicación y cumplimiento de normativa internacional; el seguimiento y actualización de la Plataforma de apoyo sobre los derechos de las personas en situación de vulnerabilidad; el rescate de jurisprudencia sobre temas estratégicos.

Se resuelva: reconocer el trabajo del Digesto de Jurisprudencia y disponer su mantenimiento y permanencia como centro encargado del tratamiento de la jurisprudencia; con el deber de atender las solicitudes y requerimientos de las Salas de casación, implementando y poniendo a su disposición, para uso interno de la Salas y de las personas usuarias la consulta específica de sus votos, por tema, datos del voto y rango de fecha. En consecuencia, se deje sin efecto el traslado de plazas de Profesional en Derecho del Digesto y la devolución de la plaza de Técnico prestada por la Dirección  de Tecnología de la Información, esta última hasta que se cumpla con el estudio y resuelva lo correspondiente.

En segundo lugar y solo en caso de no acogerse lo anterior, se mantenga el Digesto de Jurisprudencia para el tratamiento de las sentencias dictadas por los tribunales de apelación y resoluciones en materia disciplinaria; en este caso, se requeriría resolver lo correspondiente en cuanto a punto de contacto institucional, atención de informes, actualización de plataformas de intercambio con otros países del área, política integral y ente rector, normas citadas y relacionadas con el quehacer del Digesto.

Finalmente, sea que la Corte Plena acoja una u otra solución, se mantenga lo recomendado en el Informe de Auditoría Judicial, a fin de que se realice el estudio que se echa de menos, se apoye y fortalezca al Digesto según se requiera.

De esta manera y en apego a los valores institucionales de transparencia y responsabilidad, dejo expuesto el sentir del personal y la defensa del despacho a mi cargo.”
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En sesión N° 41-18 celebrada el 3 de setiembre de 2018, artículo XXII, se tuvo por recibido el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 49-18 celebrada el 31 de mayo de 2018, artículo LXXV, así como la gestión remitida por la licenciada Vera Monge Monge, Jefa del Digesto de Jurisprudencia, mediante oficio Nº 083-DJ-2018 y se dispuso, previamente a resolver lo que corresponda, trasladar las diligencias a la magistrada suplente Allón Zúñiga, para que realizara una valoración del tema e hiciera una propuesta a la Corte.
La magistrada suplente Allón Zúñiga, en oficio MAZ N° 004-2018 de 2 de noviembre de 2018, expresó: 
“Con ocasión del encargo efectuado por el señor Presidente de la Corte, don Fernando Cruz Castro, en la sesión N° 41-18 del 3 de setiembre del año en curso, ARTÍCULO XXII, me permito rendir el informe correspondiente, relacionado con el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión No.  49-18 del 31 de mayo de 2018, artículo LXXV, donde conoció los oficios Nos. 235-PLA-2018 del 13 de marzo de 2018 y 392-PLA-2018 del 27 de abril de 2018, ambos elaborados por la Dirección de Planificación, con los que se adjuntó el informe  9-OI-B-2018. 

El informe 9-OI-2018-B, suscrito por el licenciado Minor Anchía Vargas, Jefe interino del Subproceso de Organización Institucional, corresponde a un “Análisis de la estructura del Digesto de Jurisprudencia y de los Centros de Jurisprudencia de las Salas de la Corte”.

ORIGEN DEL INFORME 9-OI-2018-B.

El 23 de agosto de 2016, el Consejo Superior en la sesión N° 79-16, artículo XLIV, acordó:

“En virtud de que se estima que es necesario actualizar y mejorar las funciones que prestan las distintas oficinas que dependen del Consejo Superior, para que respondan a las demandas de servicio actuales de forma eficiente, se acordó: Solicitar a la Dirección de Planificación que realice un estudio integral del Digesto de Jurisprudencia, relacionado con las labores que realiza, y que las valore con respecto a los Centros de Jurisprudencia de la Salas Primera, Segunda, Tercera y Constitucional, a fin de que no exista duplicidad de funciones y optimizar el uso de los recursos institucionales. Además, deberá revisar su estructura e informar a este Consejo las recomendaciones correspondientes”.

Sin embargo, la suscrita observa que en la “Justificación”  con la que se presenta al Consejo Superior el Informe 9-OI-2018-B, remitido por la Dirección de Planificación al Consejo Superior, solamente se menciona la duplicidad de funciones señalada por la Dirección de Tecnología,  al tener que dar sostenibilidad a tres sistemas relacionados con la clasificación y publicación de la jurisprudencia, lo cual le resta recursos y eficiencia a la referida Dirección de TI, porque desde el punto de vista tecnológico se utilizan tres plataformas diferentes para realizar funciones similares.

Actualmente el Digesto de Jurisprudencia recopila, clasifica y publica sus sentencias, a través del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), de igual forma que la Sala Constitucional. La Sala Segunda y la Sala Tercera lo hacen a través del Sistema de Índice Temático y la Sala Primera a través de su página Web – gestión en línea.  Es decir, utilizan tres sistemas distintos para el análisis y clasificación de la jurisprudencia, lo que en criterio de la Dirección de T.I. le implica duplicidad de funciones y de recurso humano, porque se le debe dar mantenimiento y mejoras a los referidos sistemas.

Para claridad, se debe apuntar que desde el punto de vista tecnológico en el proceso de la publicación de sentencias existen cinco pasos: recopilar, completar, despersonalizar, analizar y finalmente publicar.  Respecto de las sentencias de los tribunales (de Familia, Tribunal Agrario, Tribunal Contencioso Administrativo, Tribunales Laborales, Tribunales Civiles, Tribunales de Apelación de Sentencia Penal y Tribunal Notarial) este proceso lo realiza de manera íntegra el Digesto

En la Sala Constitucional la totalidad del proceso lo efectúa el Centro de Información de esa Sala. 

Respecto de las sentencias de las Salas Primera, Segunda y Tercera, el Digesto se encarga de los pasos hasta la despersonalización; sin embargo, a partir de ahí, la clasificación o análisis la efectúan de manera simultánea tanto el Digesto como cada una de las Salas, solo que con criterios diferentes entre sí.  

Además, la publicación de su información la realiza el Digesto y la Sala Constitucional en el Sistema Costarricense de Información Jurídica. La Sala Primera la realiza en la página web de esa Sala; y la Sala Segunda y Tercera en el Índice temático de las páginas de esas Salas.

 Según la política integral aprobada por la Corte Plena para los distintos centros de información jurisprudencial, los centros de cada Sala deben clasificar, analizar y actualizar las sentencias de acuerdo con las directrices propias de cada sala, mientras que el Digesto de Jurisprudencia lo hace con las sentencias de las Salas, los entonces denominados Tribunales de Casación (actuales Tribunales de Apelación de Sentencia Penal) y las de los otros tribunales. Adicionalmente la Corte Plena le dio al Digesto la rectoría de la coordinación de la política de servicio de los centros de información de las Salas.

ACUERDO DEL CONSEJO SUPERIOR.

En la sesión N° 49-18 del 31 de mayo de 2018, artículo LXXV,  el Consejo Superior analizó el oficio 235-PLA-2018 del 13 de marzo de 2018, en el que se adjuntó el informe definitivo 9-OI-B-2018, de la Dirección de Planificación; así como el oficio Nº 392-PLA-2018 del 27 de abril de 2018, suscrito por el Ing. Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación en el que remitió las observaciones hechas por la licenciada Vera Monge Monge, Jefa del Digesto de la Jurisprudencia.
 
Dentro de las recomendaciones formuladas, el mencionado Informe 9-OI-B2018 de la Dirección de Planificación recomienda:

A Corte Plena:

5.1.- En el momento que sea factible utilizar la nueva herramienta informática   del Sistema Costarricense de Información Jurídica “SCIJ” diseñada e implantada por la Dirección de Tecnología de la Información,  se recomienda autorizar a cada una de las Salas de Casación (Sala Primera[footnoteRef:20], Segunda y Tercera), para que sean las únicas que puedan recopilar, completar, despersonalizar, clasificar y publicar toda su  jurisprudencia tal y como lo realiza hoy día la Sala Constitucional,  con la finalidad de mantener la transparencia y accesibilidad de la información, de acuerdo a la normativa vigente. [20: 	 Incluye el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo.] 


Con el cumplimiento de esta recomendación se eliminaría la duplicidad en la clasificación y publicación de sentencias, debido a que se está desarrollando un único sistema que sustituirá los tres actuales (estudio de factibilidad de la Dirección de Tecnología de la Información), en el cual la persona usuaria podría identificar una misma sentencia clasificada dos veces, si no se corrige la debilidad actual.

Al Consejo Superior

5.2.- Autorizar a partir de que se apruebe la recomendación 5.1 que el Digesto de Jurisprudencia mantenga la despersonalización, clasificación y publicación de las sentencias emitidas por los Tribunales de Apelación (Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, Tribunal de Familia, Tribunal Agrario, Tribunales Laborales, Tribunales Civiles, Tribunal Notarial y Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda[footnoteRef:21]),  con ello, debe trasladarse recursos a las Salas de Casación para que ellas puedan despersonalizar sus propias sentencias; se movería el porcentaje representativo de la carga de trabajo que el Digesto perdería,  equivalente a un 20%, lo que representa dos Profesionales en Derecho 1, los cuales se asignarían a la Sala Primera (1) y Sala Segunda (1); en relación a la Sala Tercera ya se cuenta con un recurso extraordinario (durante el 2018) que podría reforzar esta labor. Es importante agregar, que el personal trasladado a los centros de jurisprudencia, además de realizar la despersonalización, también deberán apoyar en las labores propias del centro de jurisprudencia al que fueron designados. [21: 	 Considera tanto el Tribunal Contencioso Administrativo como el Tribunal de Apelación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda.] 


5.3.- Autorizar la publicación de la circular contenida en el Anexo 1 del presente informe, relacionada con la responsabilidad de las letradas y letrados de las Salas de Casación y las juezas y jueces de los Tribunales de Apelación, de chequear en las sentencias la opción de datos sensibles para los casos en que la información contenida sea de acceso restringido. Lo anterior, con la finalidad de que el Digesto de Jurisprudencia o las Salas de Casación[footnoteRef:22], realicen la protección de datos únicamente de aquellas sentencias indicadas por las letradas, los letrados, juezas y jueces. [22: 	 Esta labor se iniciará cuando se tenga terminado y validado el nuevo sistema “SCIJ”.] 


5.4.- En vista de que la plaza de Técnica o Técnico Supernumerario, proporcionada por la Dirección de Tecnología de la Información, tiene asignadas labores propias de la Jefatura como asignar trabajo, se recomienda que la misma sea devuelta al Centro de Apoyo a la Función Jurisdiccional y que las labores sean asumidas tanto por la Jefatura, como por el personal administrativo del Digesto de Jurisprudencia.

A la Dirección de Tecnología de la Información

5.5.- Implementar una herramienta informática acorde con las necesidades de cada una de las Salas de la Corte, para que la nueva versión del “SCIJ” cumpla con los estándares vigentes en esas dependencias.

5.6.-Dentro del Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales, se debe contemplar que tecnológicamente y de forma automatizada se efectúe el proceso de despersonalización de las sentencias catalogadas como de acceso restringido (activación de la casilla de datos sensibles que aparece en el Sistema de Gestión y en el Escritorio Virtual), por parte de los Tribunales de Apelación y las Salas de la Corte.
5.7.- Contemplar dentro de la nueva versión del “SCIJ” las modernas técnicas que existan en el mercado empresarial para búsqueda de información.

5.8.- Valorar la posibilidad de diseñar una segunda etapa del proyecto del SCIJ en la cual se alcance la automatización del proceso de clasificación y publicación de las sentencias directamente de los sistemas informáticos origen, para lo cual se deberá validar su factibilidad técnica con los Centros de Jurisprudencia y con el Digesto de Jurisprudencia. Esta mejora informática permitiría en un futuro cambiar sustancialmente la labor que hoy realiza el Digesto.

A los Centros de Jurisprudencia de las Salas Primera, Segunda, Tercera y Constitucional

5.9.- Mantener sus funciones actuales de clasificación especializada en cada una de las Salas. En el momento que se implemente la nueva versión del sistema “SCIJ” serán los únicos responsables de recopilar, completar, despersonalizar, clasificar y publicar  las sentencias que emanan de su Sala (específicamente para la Sala Primera, también serán los únicos responsables de la jurisprudencia del Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo). 

5.10.- Participar activamente en el diseño de la nueva versión del “SCIJ” y dar el visto bueno al sistema una vez concluida su fase de desarrollo. Mientras tanto, seguirán utilizando los sistemas que actualmente operan en cada una de ellas.  

Al Digesto de Jurisprudencia

5.11.- Se recomienda que de forma inmediata la labor de despersonalización sea efectuada por los Profesionales en Derecho 1, de esta forma se realizará el proceso de despersonalización, clasificación y publicación como un proceso lineal, eliminando el cuello de botella existente, tal como sucede en la Sala Constitucional.

5.12.- Dentro de la mejora continua de los procesos del Digesto, deberá analizar, en forma conjunta con las Comisiones, los parámetros para clasificar las sentencias emitidas por los Tribunales de Apelación (Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, Tribunal de Familia, Tribunal Agrario, Tribunales Laborales, Tribunales Civiles, Tribunal Notarial y Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda[footnoteRef:23]) para mostrar clasificadas en el “SCIJ” únicamente las resoluciones catalogadas como relevantes, con la finalidad de que el recurso profesional se dedique de forma prioritaria a otros temas de interés. El resto de sentencias se mostrarán de forma íntegra en el “SCIJ”. [23: 	 Considera tanto el Tribunal Contencioso Administrativo como el Tribunal de Apelación de lo Contencioso Administrativo.] 


5.13.- Poner al día las sentencias del SCIJ, antes de finalizar el primer semestre del 2018. De esta forma, no se limitará la labor de migración de las sentencias clasificadas a la nueva versión del “SCIJ”.

5.14.- Deberá coordinar con las respectivas Salas de Casación y con la Dirección de Tecnología de la Información, el momento idóneo y las condiciones técnicas necesarias, para realizar el cambio del sistema de trabajo propuesto, lo cual deberá ser informado al Consejo Superior para la aprobación y comunicaciones correspondientes.

A la Dirección de Gestión Humana

[bookmark: _Hlk508691004]5.15.-  Deberá realizar el estudio con la finalidad de identificar las plazas que se trasladarán a las Salas de Casación, de acuerdo a los criterios establecidos. Valorando dentro de sus competencias técnicas las solicitudes de las Presidencias de las Salas. 

A la Dirección de Planificación

5.16.-Evaluar por parte del Subproceso de Evaluación seis meses después de la implementación del nuevo sistema del “SCIJ” la carga de trabajo del Digesto de Jurisprudencia, para medir el impacto de las recomendaciones, con el objetivo de determinar el procedimiento de implementación del escenario escogido institucionalmente.

A la Dirección Jurídica

5.17.- Valorar si es necesario un cambio en el Convenio Interinstitucional entre la Procuraduría General de la República y el Poder Judicial para la sostenibilidad del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), dada la modificación propuesta en la metodología de trabajo en la cual cada Sala de Casación clasificará y publicará únicamente su propia jurisprudencia.

5.18.- Analizar los cambios que se deberán realizar en el Reglamento de Actuación de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales en el Poder Judicial y la Ley Orgánica del Poder Judicial, originados por la reestructuración de los Centros de Jurisprudencia de cada Sala.

A la Dirección Ejecutiva

5.19-En caso de considerar necesario el traslado físico de la oficina del Digesto de Jurisprudencia, se recomienda que el área dispuesta para ese fin debe ser suficiente para albergar la totalidad del personal con que dispondrá luego del traslado de plazas recomendado en el presente informe (una jefatura, siete Profesionales en Derecho 1, una Secretaria o Secretario 2 y tres Auxiliares Administrativos (uno de ellos dedicado a la atención al público), cumpliendo con los estándares de ergonomía y salud ocupacional.

Ahora bien, en caso de no acogerse las recomendaciones 5.1. y 5.2 de este informe, se deberá considerar la totalidad del personal existente (habría que adicionar dos puestos más de Profesional en Derecho 1).” 

II.- “Estudio operativo en el Digesto de Jurisprudencia”. Oficio N° 158-18-SAO-2018 de 8 de febrero de 2018, de la Auditoría Judicial.

Es relevante señalar que en ese mismo acto, el Consejo Superior tuvo conocimiento del Oficio N° 158-18-SAO-2018 de 8 de febrero de 2018, suscrito por el Lic. Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino, dirigido a la Licda. Vera Monge Monge, Jefa del Digesto de Jurisprudencia, mediante el cual remitió el informe final correspondiente al Estudio efectuado por la Sección de Auditoria Operativa, denominado Este estudio  tuvo su origen en el Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Judicial para el año 2017 cuyo objetivo general fue “Evaluar si el Digesto de Jurisprudencia, ejecuta con eficiencia sus funciones, garantizando que las personas usuarias tengan acceso adecuado, seguro y oportuno de la información bajo su responsabilidad.”

Dentro de los hallazgos de este análisis se determinó:
 “ a la fecha, no existe un  estudio integral que determine cuáles son los requerimientos actuales del Digesto, tanto en su estructura funcional y organizacional, que considere aspectos de recurso humano y organización interna, delimitación de tareas, análisis de cargas laborales (establecimiento de cuotas de trabajo, grado de complejidad de los asuntos) y otros requeridos, de tal manera que se brinden alternativas de solución que permitan optimizar los recursos, fortalecer el sistema de control interno, lograr una distribución equitativa y acertada de tareas, entre varios asuntos de su interés.

Es importante de igual manera, considerar el avance que va experimentando el Poder Judicial en torno a los cambios tecnológicos como la incorporación de las sentencias orales en los despachos judiciales y la firma digital, ya que actualmente el Digesto no cuenta con las herramientas necesarias para tratar este tipo de jurisprudencia ni para despersonalizar los votos orales.”

CONCLUSIÓN DEL ESTUDIO  DE LA AUDITORÍA:
En la evaluación practicada no se lograron determinar la eficiencia y eficacia con la que el Digesto de Jurisprudencia ejecuta sus labores, dadas las limitaciones citadas en el aparte N°1.7 de este documento. Sin embargo, se evidencian requerimientos importantes de subsanar relacionados con el sistema de control interno, tales como la carencia de una estructura organizacional acorde con las condiciones actuales y de esta manera tener claridad respecto a las competencias de esta oficina, las cuotas de trabajo asociadas a la capacidad operativa del personal asignado, sin dejar de lado la necesidad de mejores actividades de control, incluida una mayor y oportuna supervisión y el fortalecimiento de los mecanismos y sistemas utilizados para tales propósitos.

El estudio de la Auditoría recomienda
A los Integrantes del Consejo Superior 

Analizar los resultados expresados en este informe en conjunto con la información aportada por el estudio estructural y organizacional del Digesto de Jurisprudencia que debe efectuar la Dirección de Planificación según recomendación 4.2, con la finalidad de aplicar las acciones pertinentes para maximizar el uso de los recursos presupuestarios asignados al Poder Judicial en función de brindar a las personas usuarias un servicio ágil y eficiente.

A la Directora de la Dirección de Planificación

Realizar un estudio estructural y organizacional del Digesto de Jurisprudencia, según el acuerdo del Consejo Superior en la sesión N° 79-16, artículo XLIV del 23 de agosto de 2016, considerando al menos las diversas situaciones señaladas en el apartado 3.1 del presente informe.  [footnoteRef:24]  [24:  : Solicitar a la Dirección de Planificación que realice un estudio integral del Digesto de Jurisprudencia, relacionado con las labores que realiza, y que las valore con respecto a los Centros de Jurisprudencia de la Salas Primera, Segunda, Tercera y Constitucional, a fin de que no exista duplicidad de funciones y optimizar el uso de los recursos institucionales. Además, deberá revisar su estructura e informar a este Consejo las recomendaciones correspondientes.] 


ACUERDO DEL CONSEJO SUPERIOR ADOPTADO EN LA SESIÓN N° 49-18 DEL 31 DE MAYO DE 2018, ARTÍCULO LXXV,  DECLARADO FIRME

En el Acuerdo del Consejo Superior, donde se conocieron tales informes y cuyo conocimiento es remitido a esta Corte, se dispuso:

1) Tener por rendido los informes Nº 392-PLA-2018 y 235-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, relacionados con el informe 9-OI-2018-B, sobre el análisis de la estructura del Digesto de Jurisprudencia y de los Centros de Jurisprudencia de las Salas de la Corte. De igual manera, se tiene por rendido el informe N° 158-18-SAO-2018 de la Auditoría Judicial, correspondiente al “Estudio operativo en el Digesto de Jurisprudencia”. 2) Acoger las recomendaciones de la Auditoría Judicial, contenidas en el informe N° 158-18-SAO-2018, por lo que se avalan las siguientes: a) En cuanto al requerimiento a la Dirección de Planificación, de realizar un estudio estructural y organizacional del Digesto de Jurisprudencia, según el acuerdo del Consejo Superior en la sesión N° 79-16, artículo XLIV del 23 de agosto de 2016, considerando al menos las diversas situaciones señaladas en el apartado 3.1 del informe de auditoría; se tiene por ejecutada dicha recomendación con el informe N° 235-PLA-18, el cual se analizó por parte de este Consejo junto con los resultados de la Auditoría. b) La Jefatura de la Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción deberá brindar asesoría a la jefatura del Digesto de Jurisprudencia en temas relacionados con el Sistema de Control Interno, sensibilización para facilitar el ambiente de control, capacitación específica en SEVRI y en mejores prácticas, en función de promover la importancia de la gestión de riesgos, control, supervisión y rendición de cuentas en las actividades desarrolladas en la oficina auditada. c) La Dirección de Tecnología de Información deberá analizar la viabilidad de integrar las nuevas versiones del Sistema Costarricense de Gestión y del Sistema Costarricense de Información Jurídica para que se garantice la efectiva y oportuna remisión de sentencias en diferentes formatos al Digesto de Jurisprudencia, incluyendo las emitidas oralmente. Así mismo, brindar una solución informática para convertir las sentencias anteriormente recibidas en PDF, al formato compatible con los sistemas informáticos facilitados por la institución. d) La Jefatura del Digesto de Jurisprudencia deberá fortalecer la labor de supervisión, control y seguimiento, en lo referente a las actividades asignadas al personal técnico y profesional de la oficina a su cargo, lo anterior en virtud de las situaciones evidenciadas en los resultados del informe de auditoría. 3) Acoger las recomendaciones de la Dirección de Planificación, contenidas en el informes 235-PLA-2018, por lo que se avalan las siguientes:

 a) Solicitar a Corte Plena, se autorice a cada una de las Salas de Casación (Sala Primera, Segunda y Tercera), para que sean las únicas que puedan recopilar, completar, despersonalizar, clasificar y publicar toda su jurisprudencia, tal y como lo realiza hoy día la Sala Constitucional, ello, en el momento que sea factible utilizar la nueva herramienta informática del Sistema Costarricense de Información Jurídica “SCIJ” diseñada e implantada por la Dirección de Tecnología de la Información, con la finalidad de mantener la transparencia y accesibilidad de la información, de acuerdo a la normativa vigente. Además, con el cumplimiento de esta recomendación se eliminaría la duplicidad en la clasificación y publicación de sentencias, debido a que se está desarrollando un único sistema que sustituirá los tres actuales (estudio de factibilidad de la Dirección de Tecnología de la Información), en el cual la persona usuaria podría identificar una misma sentencia clasificada dos veces, si no se corrige la debilidad actual.
 
b) Una vez aprobada la recomendación anterior por parte de la Corte Plena, se autoriza que el Digesto de Jurisprudencia mantenga la despersonalización, clasificación y publicación de las sentencias emitidas por los Tribunales de Apelación (Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, Tribunal de Familia, Tribunal Agrario, Tribunales Laborales, Tribunales Civiles, Tribunal Notarial y Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, considerando tanto el Tribunal Contencioso Administrativo como el Tribunal de Apelación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda).  Además, se avalaría el traslado de recurso humano a las Salas de Casación para que puedan despersonalizar sus propias sentencias; por lo que se movería el porcentaje representativo de la carga de trabajo que el Digesto perdería, equivalente a un 20%, lo que representa dos Profesionales en Derecho 1, los cuales se asignarían a la Sala Primera (1) y Sala Segunda (1); siendo que, en relación a la Sala Tercera ya se cuenta con un recurso extraordinario (durante el 2018) que podría reforzar esta labor.  El personal trasladado a los centros de jurisprudencia, además de realizar la despersonalización, también deberá apoyar en las labores propias del centro de jurisprudencia al que fueron designados. c) Autorizar la publicación de la circular contenida en el Anexo 1 del presente informe, relacionada con la responsabilidad de las letradas y letrados de las Salas de Casación y las juezas y jueces de los Tribunales de Apelación, de chequear en las sentencias la opción de datos sensibles para los casos en que la información contenida sea de acceso restringido. Lo anterior, con la finalidad de que el Digesto de Jurisprudencia o las Salas de Casación, realicen la protección de datos únicamente de aquellas sentencias indicadas por las letradas, los letrados, juezas y jueces (esta labor se iniciará cuando se tenga terminado y validado el nuevo sistema “SCIJ”).  d) En vista de que la plaza de Técnica o Técnico Supernumerario, proporcionada por la Dirección de Tecnología de la Información, tiene asignadas labores propias de la Jefatura como asignar trabajo, se ordena que sea devuelta al Centro de Apoyo a la Función Jurisdiccional y que las labores sean asumidas tanto por la Jefatura, como por el personal administrativo del Digesto de Jurisprudencia. e) La Dirección de Tecnología de Información deberá implementar una herramienta informática acorde con las necesidades de cada una de las Salas de la Corte, para que la nueva versión del “SCIJ” cumpla con los estándares vigentes en esas dependencias. Además, dentro del Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales, se debe contemplar que tecnológicamente y de forma automatizada se efectúe el proceso de despersonalización de las sentencias catalogadas como de acceso restringido (activación de la casilla de datos sensibles que aparece en el Sistema de Gestión y en el Escritorio Virtual), por parte de los Tribunales de Apelación y las Salas de la Corte.  Así como, contemplar dentro de la nueva versión del “SCIJ” las modernas técnicas que existan en el mercado empresarial para búsqueda de información. También, deberá valorar la posibilidad de diseñar una segunda etapa del proyecto del SCIJ en la cual se alcance la automatización del proceso de clasificación y publicación de las sentencias directamente de los sistemas informáticos origen, para lo cual se deberá validar su factibilidad técnica con los Centros de Jurisprudencia y con el Digesto de Jurisprudencia. Esta mejora informática permitiría en un futuro cambiar sustancialmente la labor que hoy realiza el Digesto. f) Los Centros de Jurisprudencia de las Salas Primera, Segunda, Tercera y Constitucional deberán mantener sus funciones actuales de clasificación especializada en cada una de las Salas.  En el momento que se implemente la nueva versión del sistema “SCIJ” serán los únicos responsables de recopilar, completar, despersonalizar, clasificar y publicar  las sentencias que emanan de su Sala (específicamente para la Sala Primera, también serán los únicos responsables de la jurisprudencia del Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo).  Además, deberán participar activamente en el diseño de la nueva versión del “SCIJ” y dar el visto bueno al sistema una vez concluida su fase de desarrollo. Mientras tanto, seguirán utilizando los sistemas que actualmente operan en cada una de ellas. g) Los Profesionales en Derecho 1 del Digesto de Jurisprudencia, deberán de forma inmediata realizar la labor de despersonalización, de esta forma se realizará el proceso de despersonalización, clasificación y publicación como un proceso lineal, eliminando el cuello de botella existente, tal como sucede en la Sala Constitucional.  Además, dentro de la mejora continua de los procesos del Digesto, deberá esa Jefatura analizar, en forma conjunta con las Comisiones, los parámetros para clasificar las sentencias emitidas por los Tribunales de Apelación (Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, Tribunal de Familia, Tribunal Agrario, Tribunales Laborales, Tribunales Civiles, Tribunal Notarial y Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda) para mostrar clasificadas en el “SCIJ” únicamente las resoluciones catalogadas como relevantes, con la finalidad de que el recurso profesional se dedique de forma prioritaria a otros temas de interés. El resto de las sentencias se mostrarán de forma íntegra en el “SCIJ”.  De igual manera, deberán poner al día las sentencias del SCIJ, antes de finalizar el primer semestre del 2018. De esta forma, no se limitará la labor de migración de las sentencias clasificadas a la nueva versión del “SCIJ”. Deberá también la Jefatura del Digesto de Jurisprudencia coordinar con las respectivas Salas de Casación y con la Dirección de Tecnología de la Información, el momento idóneo y las condiciones técnicas necesarias, para realizar el cambio del sistema de trabajo propuesto, lo cual deberá ser informado al Consejo Superior para la aprobación y comunicaciones correspondientes. h) La Dirección de Gestión Humana deberá realizar el estudio con la finalidad de identificar las plazas de Profesional en Derecho 1 del Digesto de Jurisprudencia que se trasladarán a las Salas de Casación, de acuerdo a los criterios establecidos. Valorando dentro de sus competencias técnicas las solicitudes de las Presidencias de las Salas. i) La Dirección de Planificación deberá evaluar, por parte del Subproceso de Evaluación, seis meses después de la implementación del nuevo sistema del “SCIJ”, la carga de trabajo del Digesto de Jurisprudencia, para medir el impacto de las recomendaciones, con el objetivo de determinar el procedimiento de implementación del escenario escogido institucionalmente.  j) La Dirección Jurídica deberá valorar si es necesario un cambio en el Convenio Interinstitucional entre la Procuraduría General de la República y el Poder Judicial para la sostenibilidad del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), dada la modificación propuesta en la metodología de trabajo en la cual cada Sala de Casación clasificará y publicará únicamente su propia jurisprudencia. Además, analizará los cambios que se deberán realizar en el Reglamento de Actuación de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales en el Poder Judicial y la Ley Orgánica del Poder Judicial, originados por la reestructuración de los Centros de Jurisprudencia de cada Sala. k) La Dirección Ejecutiva, en caso de considerar necesario el traslado físico de la oficina del Digesto de Jurisprudencia, deberá considerar que el área dispuesta para ese fin debe ser suficiente para albergar la totalidad del personal con que dispondrá luego del traslado de plazas recomendado en el presente informe (una jefatura, siete Profesionales en Derecho 1, una Secretaria o Secretario 2 y tres Auxiliares Administrativos (uno de ellos dedicado a la atención al público), cumpliendo con los estándares de ergonomía y salud ocupacional. 4) Tomar nota de las manifestaciones realizadas por la Licda. Vera Monge Monge, Jefa del Digesto de Jurisprudencia, mediante el oficio N° 065-DJ-18. 5) Hacer este acuerdo de conocimiento del Digesto de Jurisprudencia, de las Salas Primera, Segunda, Tercera y Sala Constitucional, de la Dirección de Tecnología de la Información, de la Dirección Ejecutiva, de la Corte Plena, de la Dirección Jurídica, de la Dirección de Gestión Humana, de la Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción, así como del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para lo que a cada una corresponda. 6) La Dirección de Planificación y la Auditoría Judicial realizarán el seguimiento correspondiente e informarán oportunamente a este Consejo lo pertinente. Se declara acuerdo firme.”

Expuesto lo anterior, queda claro que la solicitud sometida a decisión de Corte Plena  es que se autorice a cada una de las Salas de Casación (Sala Primera, Segunda y Tercera), para que sean las únicas que puedan recopilar, completar, despersonalizar, clasificar y publicar toda su jurisprudencia, tal y como lo realiza hoy día la Sala Constitucional, ello, en el momento que sea factible utilizar la nueva herramienta informática del Sistema Costarricense de Información Jurídica “SCIJ” diseñada e implantada por la Dirección de Tecnología de la Información, con la finalidad de mantener la transparencia y accesibilidad de la información, de acuerdo a la normativa vigente.
 
Con ello se estima que se eliminaría la duplicidad en la clasificación y publicación de sentencias, debido a que se está desarrollando un único sistema que sustituirá los tres actuales (estudio de factibilidad de la Dirección de Tecnología de la Información), en el cual la persona usuaria podría identificar una misma sentencia clasificada dos veces, si no se corrige la debilidad actual. 

De la aprobación de esta recomendación, dependerían los siguientes cambios:

b) El Digesto de Jurisprudencia mantendría la despersonalización, clasificación y publicación de las sentencias emitidas por los Tribunales de Apelación (Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, Tribunal de Familia, Tribunal Agrario, Tribunales Laborales, Tribunales Civiles, Tribunal Notarial y Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, considerando tanto el Tribunal Contencioso Administrativo como el Tribunal de Apelación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda).  Además, se trasladarían dos Profesionales en Derecho 1 (uno a la Sala Primera y otro a la Sala Segunda) para que puedan despersonalizar sus propias sentencias. Esta cantidad de profesionales representa el equivalente a un 20% de la carga de trabajo que el Digesto, en principio, perdería.  Se indica que el personal trasladado a los centros de jurisprudencia, además de realizar la despersonalización, también deberá apoyar en labores propias del centro de jurisprudencia al que fueron designados.

h) La Dirección de Gestión Humana deberá realizar el estudio con la finalidad de identificar las plazas de Profesional en Derecho 1 del Digesto de Jurisprudencia que se trasladarán a las Salas de Casación, de acuerdo a los criterios establecidos. Valorando dentro de sus competencias técnicas las solicitudes de las Presidencias de las Salas.

j) La Dirección Jurídica deberá valorar si es necesario un cambio en el Convenio Interinstitucional entre la Procuraduría General de la República y el Poder Judicial para la sostenibilidad del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), dada la modificación propuesta en la metodología de trabajo en la cual cada Sala de Casación clasificará y publicará únicamente su propia jurisprudencia. Además, analizará los cambios que se deberán realizar en el Reglamento de Actuación de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales en el Poder Judicial y la Ley Orgánica del Poder Judicial, originados por la reestructuración de los Centros de Jurisprudencia de cada Sala.  

RAZONES DE LA PROPUESTA

En lo fundamental, el Departamento de Planificación sustenta el cambio en la asignación de funciones del Digesto de Jurisprudencia y de los Centros de Jurisprudencia de las Salas de Casación en que la Jefatura de la Sección de Sistemas de Información y  los dos profesionales a cargo del desarrollo de la nueva versión del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), señalan que tecnológicamente el hecho de que en el Poder Judicial se de la publicación de dos clasificaciones de jurisprudencia (una por criterios de la Dirección del Digesto y otra por las Salas de Casación) en tres sistemas diferentes, es una duplicidad de esfuerzos porque se le debe dar mantenimiento y mejoras a los referidos sistemas.

Efectivamente, tanto el Digesto como los centros de jurisprudencia de las Salas Primera, Segunda y Tercera realizan una función de análisis, clasificación y publicación de las sentencias de esas Salas, aunque no lo hacen de manera idéntica. A manera de ejemplo, en la Sala Segunda, cada restrictor tiene un resumen de lo que se resuelve en el fallo.  En el Informe se indica que la Sala Tercera cambió el texto resumen por texto literal, adoptando el modo de contenidos de interés que usa el Digesto.  En el Digesto al restrictor se le asocia un extracto textual de la sentencia, a la vez que se le asocian ligámenes con normativa y con jurisprudencia vinculada.  Sin embargo, esta distinción en cuanto a la forma de efectuar su trabajo no es novedosa y a los efectos de la decisión que corresponda adoptar a esta Corte es necesario mencionar el antecedente existente.

ANTECEDENTE DE LA EXISTENCIA DE LOS DOS SISTEMAS:

En el año 2008, la Dirección de Planificación había realizado un informe (el 1486-PLA-2008) donde valoró concentrar las plazas de los centros de jurisprudencia de las Salas en el Digesto. En esa ocasión se recomendó mantener los centros de información de las Salas, porque coadyuvaban directamente en el proceso de resolución de los asuntos. Se indicó que esto permitía una mejora del servicio esencial e inmediato de información proporcionado a las Magistradas y Magistrados, letradas y letrados. Además, se concluyó que no existía duplicidad de funciones del Digesto y de los centros porque respondían a criterios diferentes de clasificación:  el Digesto tenía una visión general de información sobre temas de interés público, mientras que el análisis y sistematización de la información de los centros de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional, respondían a aspectos puntuales de interés específico de cada Sala y a lineamientos internos o requerimientos propios. 
 
Ese informe fue aprobado por el Consejo Superior y mantuvo los centros de información de las Salas, además de que solicitó a la Dirección de Planificación una política integral para esos centros. En el informe 1771-PLA-2009, se recomendó la política que distribuía las funciones, donde los Centros debían clasificar, analizar y actualizar las sentencias según las directrices propias, en tanto el Digesto lo haría con las sentencias de las Salas, de los entonces denominados Tribunales de Casación (actuales Tribunales de Apelación de Sentencia), y las de los otros tribunales[footnoteRef:25] de diversas materias, aplicando los procesos vigentes en el SCIJ, para ponerla a disposición de las personas usuarias. Además, el Digesto sería el ente rector de coordinación de la política de servicio de los centros de información de las Salas y en consecuencia debían coordinar, sin perjuicio de las disposiciones internas de cada Sala. [25: 	 Tribunal de Familia, Tribunal Agrario, Tribunales Laborales, Tribunales Civiles, Contencioso Administrativo y Tribunal Notarial, 
] 


Tal y como se observa, en ese momento se advirtió el carácter instrumental que tienen para el trabajo de los magistrados y magistradas, letrados y letradas de las Salas respectivas, contar con su propio centro de jurisprudencia, los cuales, conforme se cita en el mencionado acuerdo debían clasificar, analizar y actualizar las sentencias según las directrices propias de sus Salas.  Por su parte, el Digesto lo haría con las sentencias de las Salas y de los entonces denominados Tribunales de Casación y de los otros tribunales[footnoteRef:26] de diversas materias, aplicando los procesos vigentes en el SCIJ, para ponerla a disposición de las personas usuarias.  Es decir, la visión de la operación de esos centros y la del Digesto tenía un destinatario distinto. [26: 	 Tribunal de Familia, Tribunal Agrario, Tribunales Laborales, Tribunales Civiles, Contencioso Administrativo y Tribunal Notarial, 
] 


OBJECIONES DE LA DIRECTORA DEL DIGESTO:

Frente a las recomendaciones del Informe de la Dirección de Planificación, es importante considerar las principales objeciones efectuadas por la Directora del Digesto

Considera que los sistemas de información deben incorporar tanto las necesidades de la persona usuaria como de la persona no experta. Además de que el interés de cada Sala es muy importante, pero el interés institucional y el interés de las personas e instituciones usuarias externas también es importante.

Indica que expresamente en ningún momento se dejaron de atender las necesidades internas de las Salas; más aún, nunca se le ha llamado la atención al Digesto.

Considera que la duplicidad en las clasificaciones de las sentencias, no debe resolverse con fundamento en el fortalecimiento de los centros de jurisprudencia de las Salas de Casación, ya que considera que el hecho de que las necesidades de información crezcan y que la tecnología avance, lejos de debilitar al Digesto de Jurisprudencia, deberían fortalecerlo. Indica que debe tomarse en cuenta la tendencia de integración, estandarización y uniformidad en el tratamiento de la jurisprudencia, la cual es analizada, encaminada y coordinada desde la Cumbre de Poderes Judiciales.

Considera que la labor de despersonalización de sentencias no es propia de profesionales en Derecho sino de personal auxiliar. Indica que la labor de despersonalización se ha atendido aproximadamente desde el año 2005 y que el Digesto es el despacho referente en esta labor, el cual, pese al escaso personal auxiliar, ha realizado la tarea.

Adiciona que, con fundamento en todos los comentarios hechos y la verdad real, al Digesto no le sobra recurso, sino que requiere fortalecimiento.

Respecto a la recomendación 5.12, indica que se ignora que el Digesto atiende necesidades de información, de usuarios internos y externos, comunidad jurídica y no jurídica, expertos, investigadores y principiantes. Se ignora que la formación en las universidades para la carrera de Derecho no es estándar y por eso se cuenta con búsqueda libre y búsqueda temática. Considera, que se concluye que el Digesto no está capacitado o no tiene experiencia ni experticia para hacer el trabajo que se le encomendó desde hace casi cincuenta años.

Considera que la incorporación de diferentes tesauros para la clasificación de jurisprudencia quebranta el Convenio y podría generar responsabilidad para la institución, como se indicó.  Además de que en el sistema de clasificación de los Centros de Jurisprudencia no existe uniformidad en el sistema de trabajo.

En respuesta a esas observaciones   la Dirección de Planificación ha señalado:

Pensar en la desaparición de los centros de jurisprudencia de cada una de las Salas generaría un impacto negativo a la persona usuaria, debido a que actualmente los servicios son sumamente accesibles, aunado a que las personas usuarias cuentan con una clasificación emitida por el mismo ente que dictó la sentencia, con sus propios criterios. Los centros de jurisprudencia de las Salas tienen la dirección de la Presidenta o Presidente de cada Sala, lo cual facilita el desarrollo de proyectos que vuelvan más eficiente y accesible el servicio.

El estudio de estructura efectuado se amparó en las necesidades que se definieron en el estudio de factibilidad realizado por la Dirección de Tecnología de la Información, y aprobado por el Consejo Superior en la sesión 57-17, artículo L, en donde se estableció la urgencia de evitar la duplicidad de sistemas (actualmente existen tres). De la duplicidad de sistemas se desprende la pertinencia de que exista una sola publicación de una sentencia (y no dos como sucede actualmente).

GESTIONES ADICIONALES:

La suscrita revisó en el Sistema Nexus que se implementó en lugar del SCIJ, y pude observar que en la consulta de una determinada sentencia de la Sala Segunda aparece el análisis y la clasificación de ese fallo tanto por parte del Digesto como de la Sala Segunda. Lo que en principio hace pensar en la coexistencia de ambos sistemas. En consulta a funcionarios de la Dirección de Tecnología de la Información mencionaron que ante la pendencia de la decisión que debe tomar esta Corte, se decidió incorporar en Nexus tanto el trabajo de análisis recopilado  por el Digesto como por los Centros de jurisprudencia de las Salas Primera, Segunda y Tercera, lo que se ha hecho en forma manual dado que el sistema está previsto para que se incorpore una única fuente de información, es decir, la del Digesto o la de los Centros de Jurisprudencia.

CONCLUSIONES FINALES:

Con vista en las consideraciones precedentes, la suscrita arriba a las siguientes conclusiones:

EN RELACIÓN CON LA RECOMENDACIÓN a): 

La decisión de designar a las Salas de Casación (Sala Primera, Segunda y Tercera), para que sean las únicas que puedan recopilar, completar, despersonalizar, clasificar y publicar toda su jurisprudencia, a partir del momento en que sea factible utilizar la nueva herramienta informática del Sistema Costarricense de Información Jurídica “SCIJ”  o bien mantener el Digesto con las mismas funciones que ha venido desarrollando carece de una justificación técnica que permita determinar cuál de las dos bases debe prevalecer.  Lo anterior por cuanto, tal y como lo aprobó oportunamente el Consejo Superior, las funciones de los Centros de Jurisprudencias de las Salas estaban destinadas a un fin distinto que el previsto para el Digesto de Jurisprudencia. De esta manera lo que corresponde a la Corte es definir cuál es entonces el que debe prevalecer y el informe es omiso en la definición de razones técnicas para esa decisión. Por ejemplo, carece de un estudio estadístico en el que se indique el uso o consulta que hagan las personas usuarias de uno u otro sistema; las razones por las cuales utilizan uno y no el otro; ventajas o desventajas por el que los prefieran; cual es el nivel de satisfacción de las personas usuarias respecto a uno u otro sistema. Lo anterior habida cuenta que desde su concepción, los centros de jurisprudencia y el Digesto fueron concebidos para personas usuarias distintas.

El sistema de análisis y clasificación que tiene el Digesto y los Centros de Jurisprudencia y estos entre sí, son distintos.  La jefatura del Digesto menciona que los criterios del Digesto guardan uniformidad, y asocian la sentencia con normativa y jurisprudencia vinculada al tema.  A los centros de jurisprudencia el informe le atribuye la especialidad propia a su materia.

Al menos para la Sala Segunda el sistema de consulta de jurisprudencia se modificó respecto del tradicionalmente empleado y se desconoce el impacto en las personas usuarias internas. Con el nuevo sistema NEXUS la consulta es igual tanto para personas usuarias internas como externas, lo que descarta la visión inicial que se tuvo de estos centros en el sentido de organizar su gestión conforme a los requerimientos propios de la Sala.  A partir de ahora tendrán también que cubrir las necesidades y requerimientos de las personas usuarias externas.

Con el nuevo sistema Nexus evidentemente se eliminaría la duplicidad de sistemas a los efectos del mantenimiento que señala la Dirección de Tecnología de Información, respecto de las sentencias de las Salas pues evidentemente esta Dirección debe continuar con el mantenimiento que debe brindar al Digesto respecto de las sentencias de los Tribunales cuya clasificación conservan.

En todo caso, será esta Corte la que decida la conveniencia y oportunidad de librar el análisis y publicación de la jurisprudencia de las Salas Primera, Segunda y Tercera a los Centros de jurisprudencia o al Digesto, teniendo en cuenta que la preocupación fundamental que ha motivado el Informe realizado por la Dirección de Planificación es la alegada duplicidad de funciones que debe realizar la Dirección de Tecnología de Información al tener que brindar soporte y mantenimiento a dos despachos que se considera realizan la misma función de análisis, clasificación y publicación de la jurisprudencia de las Salas de la Corte.  De igual manera, deberá ponderarse la circunstancia de que personal profesional pueda estar realizando la misma o semejante función, solo que en despachos distintos.  Se insiste en que, el Informe no contiene, salvo el tema de la especialidad de los Centros de Jurisprudencia respecto de sus propias materias, un análisis técnico que mencione cuál es el que presta un servicio de mayor impacto para las personas usuarias tanto internas como externas.

EN RELACIÓN CON LA RECOMENDACIÓN b):

En relación  con este punto b) debe considerarse  que el Informe de la Auditoría  señala que no existe un  estudio integral que determine cuáles son los requerimientos actuales del Digesto, tanto en su estructura funcional y organizacional, que considere aspectos de recurso humano y organización interna, delimitación de tareas, análisis de cargas laborales (establecimiento de cuotas de trabajo, grado de complejidad de los asuntos) y otros requeridos, de tal manera que se brinden alternativas de solución que permitan optimizar los recursos, fortalecer el sistema de control interno, lograr una distribución equitativa y acertada de tareas, entre varios asuntos de su interés.

Contrariamente a lo acordado por el Consejo Superior al tener por efectuado el Estudio Estructural del Digesto con el Informe 235-PLA-18 (que contiene el Informe 9-IO-2018) de la Dirección de Planificación, en mi criterio ese Informe no contiene ese análisis. La propia Auditoría menciona en su informe:

““consultada la Dirección de Planificación sobre el alcance del estudio precitado (9-IO-2018), indicó que no se está considerando la evaluación de la estructura organizacional del Digesto como tal, sino lo relativo al trabajo realizado por este despacho y los restantes centros de similar naturaleza creados en las Salas de la Corte…”

	Incluso, al responder a la observación efectuada por la Jefatura del Digesto quien apuntó que no se había cumplido con lo ordenado por el Consejo Superior en cuanto al estudio de la estructura del Digesto,  la Dirección de Planificación contestó afirmando que  “El estudio de estructura efectuado se amparó en las necesidades que se definieron en el estudio de factibilidad realizado por la Dirección de Tecnología de la Información, y aprobado por el Consejo Superior en la sesión 57-17, artículo L, en donde se estableció la urgencia de evitar la duplicidad de sistemas (actualmente existen tres).

 Con tales afirmaciones resulta evidente que se omitió atender la segunda parte del Acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión No. 79-16 del 23 de agosto de 2016, artículo XLIV, donde se acordó lo siguiente:

En virtud de que se estima que es necesario actualizar y mejorar las funciones que prestan las distintas oficinas que dependen del Consejo Superior, para que respondan a las demandas de servicio actuales de forma eficiente, se acordó: Solicitar a la Dirección de Planificación que realice un estudio integral del Digesto de Jurisprudencia, relacionado con las labores que realiza, y que las valore con respecto a los Centros de Jurisprudencia de la Salas Primera, Segunda, Tercera y Constitucional, a fin de que no exista duplicidad de funciones y optimizar el uso de los recursos institucionales. Además, deberá revisar su estructura e informar a este Consejo las recomendaciones correspondientes. (El subrayado no corresponde al original).
 
 Es decir, el Informe de Planificación, numéricamente solo contempla un comparativo de la carga de trabajo del Digesto en relación con la Sala Constitucional y las Salas de la Corte; y de ahí determina que con la nueva separación de funciones se debe trasladar un profesional en Derecho 1,  a los centros de jurisprudencia, con base en el porcentaje que representan las sentencias de las Salas Primera, Segunda y Tercera  (aprox. 20%) respecto de la carga de trabajo total del Digesto.  Esta conclusión estimo que no es técnica en tanto no se cuente con un análisis de las cargas laborales, cuotas de trabajo, grado de complejidad de los asuntos, tanto del Digesto como de los Centros de jurisprudencia,  pues se desconoce si ese profesional es realmente necesario en los centros de jurisprudencia y si su prescindencia afectará el funcionamiento del Digesto, que queda con un 80% de sentencias a analizar,  a la fecha tiene un retraso importante, superior a las 6000 sentencias; y es previsible que su trabajo incrementará con la entrada en vigencia de nuevos tribunales superiores a raíz de la entrada en vigencia de las reformas procesales laborales.  En todo caso, en mi criterio, el Departamento de Planificación tiene aún pendiente el estudio estructural ordenado por el Consejo Superior, el cual servirá para determinar las cargas de trabajo del Digesto y de los Centro de jurisprudencia y la necesidad, en su caso, de acordar las reestructuraciones que sean necesarias.

Por otra parte, estimo totalmente injustificado que la recomendación del traslado de un profesional a los centros de jurisprudencia, recomendado por la Dirección de Planificación se justifique de manera principal en  funciones de despersonalización de las sentencias,  y solo de manera adicional se menciona que también deberá apoyar en las labores propias del centro de jurisprudencia al que fueron designados, cuando la labor fundamental que han tenido en el Digesto es precisamente la de análisis y clasificación, propia de ese despacho.  Precisamente, la carencia de ese estudio estructural del Digesto y estimo, de los Centros de Jurisprudencia de las Salas es lo que impide tener certeza de la necesidad de efectuar ese traslado.

La tarea de despersonalización evidentemente no requiere de un conocimiento profesional. Hasta la fecha, en el Digesto de Jurisprudencia, ha sido realizada por personal técnico.   Por esa razón, esta decisión la estimo contraria a una sana política de empleo de los recursos públicos, carente de un estudio técnico adecuado de las necesidades reales de esas dependencias. De igual manera, resulta injustificada esa decisión en la medida en que tales centros ya vienen realizando la función de análisis y clasificación de los fallos de sus respectivas salas, es decir, con el acuerdo no se introduce cambio alguno en cuanto a la cantidad de sentencias por clasificar. En mi criterio no está técnicamente justificado el traslado de un Profesional en Derecho 1, porque no se expone técnicamente la necesidad que tengan estos centros de un profesional en Derecho 1, sobre todo para una labor que es eminentemente técnica, tan es así, que el informe propone que a futuro la Dirección de Tecnología promueva un sistema en el que la despersonalización de sentencias la realice el propio sistema de gestión.
Frente a esta situación,  considerando la falta de un criterio técnico sobre la estructura funcional y organizacional, que considere aspectos de recurso humano y organización interna, delimitación de tareas, análisis de cargas laborales (establecimiento de cuotas de trabajo, grado de complejidad y cantidad de los asuntos) y otros requeridos, tanto por el Digesto como por los centros de jurisprudencia,  que permitan determinar con acierto la capacidad  de producción  por profesional y las nuevas tareas ahora asumidas, se sugiere pensar en la oportunidad de que el Digesto conserve tales plazas, sin perjuicio del estudio estructural que ha sugerido la Auditoría Judicial en su Informe y que abarque tanto la actividad del Digesto como de los centros de jurisprudencia; y que a partir de ese Informe técnico se establezca el requerimiento de personal de estas oficinas, y se delimiten las funciones que corresponda a cada puesto y las cuotas de trabajo que a cada persona funcionaria le compete; a fin de maximizar el uso de los recursos presupuestarios asignados al Poder Judicial y de brindar a las personas usuarias un servicio ágil y eficiente.  Lo anterior sin perjuicio de las demás propuestas de modernización del servicio que plantea el Informe de Planificación y que corresponderá a la Corte conocer en su momento.

EN RELACIÓN CON LA RECOMENDACIÓN h):
De acuerdo con la información constante en los informes remitidos, ya uno de los Profesionales del Digesto de Jurisprudencia fue trasladado a la Sala Primera, gestión que la considero PREMATURA en tanto esta Corte aún no ha autorizado la reestructuración que propone el Consejo Superior en torno a la nueva distribución de funciones del Digesto, que es precisamente el objeto de este informe.   La jefatura del Digesto ha externado su preocupación de que se haya trasladado a la Sala Primera, el Diccionario Jurisprudencial que mantenía el Digesto, pues este corresponde a un proyecto del Digesto que comprende no solo la jurisprudencia de la Sala Primera sino de todas las Salas de la Corte.

Con las consideraciones expuestas, dejo así rendido el Informe solicitado.”

- 0 -
	Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: “Vamos a ver otro tema muy importante que tiene que ver con un informe del magistrado Olaso, magistrado hay un tema que usted tiene heredado de la magistrada Allón Zúñiga, que tiene que ver con el Digesto de Jurisprudencia, sería interesante que expusiera, a mí me parecen dos cosas, una que sí hay motivos para que subsista una oficina con esas funciones en términos generales y otra que hay que hacerle un ajuste por el cambio de circunstancias”.
	Responde el Magistrado Olaso: “El informe lo hizo la magistrada Allón Zúñiga hace bastante, el cual, en sí, es bastante largo, creo que lo pertinente sería, dado lo avanzado del tiempo, leer las conclusiones del informe que es básicamente lo relevante.
	Radica en cuanto al funcionamiento del Digesto y su vínculo con los Centros de Jurisprudencia en cada una de las Salas. La magistrada Allón Zúñiga, y en su momento yo también, avalo el informe en ciertos aspectos, nos dice que con vista en las consideraciones que hace en todo el informe, hay dos recomendaciones muy concretas la A y la B.
	La “A” consiste en la decisión de designar a las Salas de Casación, Sala Primera, Segunda y Tercera para que sean las únicas que puedan recopilar, completar, despersonalizar, clasificar y publicar toda su jurisprudencia, a partir del momento en que sea factible utilizar la nueva herramienta informática del Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), o bien, mantener el Digesto con las mismas funciones que ha venido desarrollando.
	Carecería de una justificación técnica que permita determinar cuál de las dos bases deba prevalecer, motivo por cuanto tal, como lo aprobó oportunamente el Consejo Superior, la función de los Centros de Jurisprudencia de las Salas está destinada a un fin distinto que el previsto por el Digesto de la Jurisprudencia y es por eso que se le pide el informe a ella.
	De esta manera, lo que le corresponde a la Corte es definir cuál es el que debe prevalecer, el informe, lo indica ella así, es omiso en la definición de razones técnicas para esa decisión, por ejemplo, carece de un estudio estadístico el que se identifique el uso o consulta que hagan las personas usuarias de uno u otro sistema, las razones por las cuales utilizan uno y no el otro, las ventajas y desventajas con el que los prefieren y cuál es el nivel de satisfacción de las personas usuarias respecto de uno u otro sistema.
	Lo anterior, habida cuenta que desde su concepción, los Centros de Jurisprudencia del Digesto fueron concebidos para personas usuarias distintas.
	El sistema de análisis de clasificación que tiene el Digesto, los Centros de Jurisprudencia y estos entre sí son distintos, la jefatura del Digesto menciona que la escritura del Digesto guarda uniformidad y asocian la sentencia con normativa y jurisprudencia vinculada al tema, a los Centros de Jurisprudencia, el informe le atribuye la especialidad propia a su materia.
	Al menos para la Sala Segunda, el sistema de consulta de jurisprudencia se modificó respecto al tradicionalmente empleado y se desconoce el impacto en las personas usuarias internas, con el nuevo sistema NEXUS la consulta es igual, tanto para personas usuarias internas como externas, lo que descarta la visión inicial que se tuvo de estos centros en el sentido de organizar su gestión conforme a los requerimientos propios de cada Sala.
	A partir de ahora tendrán también que cubrir las necesidades y requerimientos de las personas usuarias externas.
Con el nuevo sistema NEXUS, evidentemente se eliminaría la duplicidad de sistemas a los efectos del mantenimiento que señala la Dirección de Tecnología de Información, respecto de las sentencias de las Salas, evidentemente esta Dirección debe continuar con el mantenimiento que debe brindar al Digesto, respecto de las sentencias de los Tribunales cuya clasificación conservan.
En todo caso, será esta Corte la que decida la conveniencia y oportunidad de librar del análisis y publicación de la jurisprudencia a las Salas Primera, Segunda y Tercera, a los Centros de Jurisprudencia o al Digesto, teniendo en cuenta que la preocupación fundamental que ha motivado el informe realizado por la Dirección de Planificación, es la alegada duplicidad de funciones que debe realizar la Dirección de Tecnología de Información al tener que brindar soporte y mantenimiento a dos despachos que se considera realizan la misma función de análisis, clasificación y publicación de la jurisprudencia de las Salas de la Corte. 
De igual manera, deberá ponderarse la circunstancia de que el personal profesional pueda estar realizando la misma o semejante función, solo que en despachos distintos. Se insiste en que el informe no contiene, salvo el tema de la especialidad de los Centros de Jurisprudencia respecto de sus propias materias, un análisis técnico y eso lo recalca el informe, que menciona cuál es el que presta un servicio de mayor impacto para las personas usuarias tanto internas como externas.
En cuanto a la Recomendación “B”, en relación con este punto, debe considerarse que el informe de la Auditoría Judicial señala que no existe un estudio integral que determine cuáles son los requerimientos actuales del Digesto, tanto en su estructura funcional y organizacional, que considere aspectos de recurso humano y organización interna, delimitación de tareas, análisis de cargas laborales, establecimiento de cuotas de trabajo, grado de complejidad de los asuntos y otros requeridos.
De tal manera, que se brinden alternativas de solución que permitan optimizar los recursos, fortalecer el sistema de control interno, lograr una distribución equitativa y acertada de tareas, entre varios asuntos de su interés.
Contrariamente a lo acordado por el Consejo Superior, al tenor de lo efectuado en el Estudio Estructural del Digesto, con el informe 235-PLA-18, que contiene el Informe 9-IO-2018, de la Dirección de Planificación, en nuestro criterio podríamos decir, porque es tanto el de ella como el mío,  este informe no contiene este análisis. 
La propia Auditoría Judicial menciona en su informe, “consultada la Dirección de Planificación sobre el alcance del estudio precitado (9-IO-2018), indicó que no se está considerando la evaluación de la estructura organizacional del Digesto como tal, sino lo relativo al trabajo realizado por este despacho y los restantes centros de similar naturaleza creados en las Salas de la Corte”.
Incluso al responder a la observación efectuada por la Jefatura del Digesto, quien apuntó que no se había cumplido con lo ordenado por el Consejo Superior en cuanto al estudio de la estructura del Digesto, la Dirección de Planificación contestó afirmando, “El estudio de estructura efectuado se amparó en las necesidades que se definieron en el estudio de factibilidad realizado por la Dirección de Tecnología de la Información y aprobado por el Consejo Superior en la sesión 57-17, artículo L, donde se estableció la urgencia de evitar la duplicidad de sistemas, actualmente existen tres”.
Con tales afirmaciones resulta evidente que se omitió atender la segunda parte del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión N° 79-16, del 23 de agosto de 2016, donde se acordó lo siguiente:
“En virtud de que se estima que es necesario actualizar y mejorar las funciones que prestan las distintas oficinas que dependen del Consejo Superior, para que respondan a las demandas de servicio actuales de forma eficiente, se acordó: Solicitar a la Dirección de Planificación que realice un estudio integral del Digesto de Jurisprudencia, relacionado con las labores que realiza, y que las valore con respecto a los Centros de Jurisprudencia de las Salas Primera, Segunda, Tercera y Constitucional, a fin de que no exista duplicidad de funciones y optimizar el uso de los recursos institucionales. 
Además, deberá revisar su estructura e informar a este Consejo las recomendaciones correspondientes”. 
Es decir, el informe de la Dirección de Planificación numéricamente solo contempla un comparativo de la carga de trabajo del Digesto en relación con la Sala Constitucional y las Salas de la Corte, de ahí determina que con la nueva separación de funciones se debe trasladar un profesional en Derecho 1 a los centros de jurisprudencia, con base en el porcentaje que representan las sentencias de las Salas Primera, Segunda y Tercera, aproximadamente un 20%, respecto de la carga de trabajo total del Digesto. 
Esta conclusión estimamos que no es técnica, en tanto no se cuente con un análisis de las cargas laborales, cuotas de trabajo, grado de complejidad de los asuntos, tanto del Digesto como de los Centros de jurisprudencia. Se desconoce si ese profesional es realmente necesario en los centros de jurisprudencia y si su prescindencia afectará el funcionamiento del Digesto, que queda con un 80% de sentencias a analizar.
A la fecha tiene un retraso importante, superior a seis mil sentencias y es previsible que su trabajo incrementará con la entrada en vigencia de nuevos Tribunales Superiores, a raíz de la entrada en vigencia de las reformas procesales laborales, y diría también Civil. 
En todo caso, en mi criterio, el Departamento de Planificación tiene aún pendiente el estudio estructural ordenado por el Consejo Superior, el cual servirá para determinar las cargas de trabajo del Digesto, de los Centros de jurisprudencia y por la necesidad, en su caso, de acordar las reestructuraciones que sean necesarias.
Por otra parte, estimamos totalmente injustificado que la recomendación del traslado de un profesional a los centros de jurisprudencia, recomendado por la Dirección de Planificación, se justifique de manera principal en funciones de despersonalización de las sentencias, solo de manera adicional se menciona que también deberá apoyar en las labores propias del Centro de Jurisprudencia al que fueron designados, cuando la labor fundamental que han tenido en el Digesto es precisamente la de análisis y clasificación, propia de ese despacho. 
Precisamente, la carencia de ese estudio estructural del Digesto y estimamos, de los Centros de Jurisprudencia de las Salas, es lo que impide tener certeza de la necesidad de efectuar ese traslado.
La tarea de despersonalización evidentemente no requiere de un conocimiento profesional, hasta la fecha, en el Digesto de Jurisprudencia ha sido realizada por personal técnico. Por esa razón, esta decisión la estimamos contraria a una sana política de empleo de los recursos públicos, carente de un estudio técnico adecuado de las necesidades reales de esas dependencias. 
De igual manera, resulta injustificada esa decisión en la medida en que, tales centros ya vienen realizando la función de análisis y clasificación de los fallos de las respectivas Salas, es decir, con el acuerdo no se introduce cambio alguno en cuanto a la cantidad de sentencias por clasificar. 
En nuestro criterio no está técnicamente justificado el traslado de un Profesional en Derecho 1, porque no se expone técnicamente la necesidad que tengan estos centros de un profesional de estos, sobre todo para una labor que es eminentemente técnica, tan es así, que el informe propone que a futuro la Dirección de Tecnología de la Información promueva un sistema en el que la despersonalización de sentencias la realice el propio sistema de gestión.
Frente a esta situación, considerando la falta de un criterio técnico sobre la estructura funcional y organizacional, que considere aspectos de recurso humano y organización interna, delimitación de tareas, etcétera, tanto por el Digesto como para los centros de jurisprudencia, que permitan determinar con acierto la capacidad de producción por profesional y las nuevas tareas ahora asumidas, se sugiere pensar en la oportunidad de que el Digesto conserve tales plazas, sin perjuicio del estudio estructural que ha sugerido la Auditoría Judicial en su informe y que abarque tanto la actividad del Digesto como de los centros de jurisprudencia.
Que a partir de ese informe técnico se establezca el requerimiento de personal de estas oficinas, y se delimiten las funciones que corresponda a cada puesto y las cuotas de trabajo que a cada persona funcionaria le compete; a fin de maximizar el uso de los recursos presupuestarios asignados al Poder Judicial y de brindar a las personas usuarias un servicio ágil y eficiente. 
Lo anterior sin perjuicio de las demás propuestas de modernización del servicio que plantea el informe.
En cuanto a la Recomendación “B” también, de acuerdo a la información constante en los informes remitidos, ya uno de los Profesionales del Digesto de Jurisprudencia fue trasladado a la Sala Primera, gestión que por lo menos tanto la Magistrada Allón Zúñiga como yo consideramos prematura, en tanto esta Corte aún no ha autorizado la reestructuración que propone el Consejo Superior en torno a la nueva distribución de funciones del Digesto, que es precisamente el objeto de este informe. 
La jefatura del Digesto ha externado su preocupación de que se haya trasladado a la Sala Primera, el Diccionario Jurisprudencial que mantenía el Digesto, pues este corresponde a un proyecto del Digesto que comprende no solo la jurisprudencia de la Sala Primera sino de todas las Salas de la Corte.
Vale mencionar que para el momento en que se rinde este informe, ya en la Dirección del Digesto se había nombrado a la Licenciada Patricia Bonilla Rodríguez, que en cuanto a este informe voy a hacer las acotaciones que ella hace.
En cuanto a la autorización para que las Salas de Casación sean las únicas que puedan gestionar su propia jurisprudencia, nos dice la licenciada Bonilla Rodríguez, que respecto a la autorización para que la Sala Primera, Segunda y Tercera, sean las únicas que puedan recopilar, completar, despersonalizar, clasificar y publicar toda su jurisprudencia, me permito informarle que no tengo ninguna objeción al respecto, me hace ella la comunicación como Directora del Digesto.
Sobre el estudio de estructura funcional y organizacional del Digesto, me dice que concuerda con lo señalado en el informe, en el sentido de que está pendiente el estudio de la estructura funcional y organizacional del Digesto, el cual debe de ser realizado por la Dirección de Planificación, esto por cuanto resulta necesario en estos momentos de cambio donde se trabaja en una proyección de innovación y renovación de la oficina.
En cuanto a los traslados de los dos Profesionales en Derecho a las Salas de la Corte, agradecería, y es una situación que ella expone, que por ahora se suspenda el traslado del profesional pendiente, ya uno se trasladó a la Sala Primera, que fue al que hice referencia, esto en razón de que estima oportuno que dicha decisión se tome una vez que se realice el estudio señalado en el punto anterior, por cuanto durante esta semana de trabajo he detectado algunos apuestos de tareas que no se han ejecutado y que son de relevancia, así como otros que deben ser corregidos, sumando a los nuevos proyectos de innovación que de este estudio probablemente se desprenda que dicho personal sea requerido en la oficina.
Por último, hace una acotación que es de ella, solicita también que, aprovechando la presentación de este informe, solicita a Corte que se cambie del nombre del Digesto de Jurisprudencia a un Centro de Información Judicial, nombre que permitiría mayor proyección a dicha oficina, así como el poder ampliar los servicios que se brindan en ella.
Por otra parte, el nombre estaría conforme a las tendencias internacionales, como antecedente se tiene la decisión adoptada en la sesión 35-10, del 6 de diciembre de 2010, donde Corte Plena acordó modificar el nombre a “Centro Electrónico de Información Jurisprudencial” por el Digesto de Jurisprudencia, razón por la cual solicito que se nos autorice dicha modificación para poder iniciar con el proceso de cambio de innovación de la oficina”.
Manifiesta el Magistrado Rivas: “Lo cierto es que este informe tiene origen en el desprendimiento o en el hecho de que las Salas fueron absorbiendo la elaboración de la función que antes tenía el Digesto respecto a las sentencias de cada una de las Salas.
En las Salas se crearon centros de Jurisprudencia, cada una de las Salas tiene su propio centro que hace la clasificación y también la información al público de las sentencias propias de cada Sala, eso se dio como una especialización positiva, porque la atención al público respecto a la jurisprudencia casacional, la jurisprudencia de cada una de las Salas, la especialización tiene esta virtud.
También cada una de las personas que integraron estos centros fueron adquiriendo destrezas, habilidades que fueron buenas para lo interno, para poder satisfacer la necesidad de información interna y externamente, apareció como duplicado el trabajo que hacía cada uno de los centros de información de cada una de las Salas y lo que estaba haciendo el Digesto y la necesidad de unificar las formas informáticas de que cada una de las Salas hace este tipo de trabajo.
En algún momento se pensó que, si el Digesto iba a dejar de hacer este tipo de trabajo, el personal podría ser desplazado del Digesto a cada una de las Salas, este es el origen de esta situación, porque se vio como bueno, se vio positivo el que cada una de las Salas construyera su propio centro de jurisprudencia.
Ahora, si es cierto, me imagino que si es necesario hacer algún estudio de carácter técnico para establecer cuáles son las labores que van a quedar en el Digesto, que en aquel momento se estaba pensando que posiblemente era la clasificación de todos los Tribunales de Apelación, porque las Salas de Casación iban a tener su propia clasificación, se vio la necesidad de que eventualmente sí iba a quedar personal disponible, porque se ha trasladado el trabajo a las Salas.
En cuanto al desplazamiento de esta persona, de uno de los miembros, a la Sala nuestra, sí surgió esta posibilidad y nosotros aceptamos la participación de él, es cierto lo que dice el informe en el sentido, y todavía lo continúa haciendo él dentro de nuestra Sala, la elaboración y la actualización de ese diccionario jurídico, que no quisimos que dejara de hacer ese trabajo porque pareció importante para la Institución que él continuara con esa labor de hacer ese diccionario.
Les cuento que ese diccionario o la labor de este muchacho, ya se contiene en un diccionario jurídico panhispánico que hizo la Real Academia de la Lengua y el continúa con eso, a nosotros nos pareció que no deberíamos, a pesar de que se nos trasladó ese recurso, no podíamos ponerlo a hacer las labores propias nuestras, porque él tenía esa labor especializada y técnicamente está haciéndolo bien.
Creo que es positivo no solamente para la institución sino para todo el mundo jurídico Hispanoamericano, me parece que es bueno que lo haga la institución, pero sí en este momento lo continúa haciendo, que no son labores propias nuestras como dice el informe.
También teníamos criterio de una Directora de ese Digesto, como dice el magistrado Olaso, ahora hay otra Directora, que sí es bueno oír, que ya lo aporta el magistrado Olaso, de la nueva situación, que sí es importante conocerlo.
Lo que sí es cierto, es que a nosotros, en cada una de las Salas, sí nos interesa mantener esa labor de clasificación de nuestras propias sentencias y que eventualmente si esas labores desocupan algunos de los integrantes o algunos de los muchachos que están haciendo esa labor en el Digesto, que sea trasladado a cada una de las Salas, desde luego que son cuestiones técnicas que hay que establecer para ver cargas de trabajo y todas estas cosas”
Refiere el Magistrado Solís: “Retomando lo que acaba de decir el magistrado Rivas que en cuanto a que ahora lo que tiene que denominarse Centro de Información Jurisprudencial y no Digesto, porque el mismo termino Digesto tiene otro significado y da la idea de que las cosas no han cambiado, sí quiero rescatar el tema de que ahora el Digesto tiene una nueva persona responsable de su conducción.
Durante mucho tiempo el Digesto ha estado, lo que ahora llamamos Centro de Información, un poco enclaustrado y le comentaba a la licenciada Bonilla Rodríguez, la nueva directora, que cuando este Poder Judicial hace lo que llamamos feria de los servicios que ofrece, todas sus oficinas tienen su stand, tienen su presencia, menos el Digesto y eso no es porque se le haya prohibido, todo lo contrario, es que la jerarquía de esa oficina, la directora anterior, no mostraba ningún interés en tener ese tipo de proyección hacia afuera, porque el servicio que tiene que dar esta oficina, no solamente es para los abogados, es para la ciudadanía en general y ahí es donde quiero entrar.
Este Poder Judicial aprobó el tema de justicia abierta y se le encomendó a la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), el desarrollo de ese programa, una de las tantas proyecciones que tiene el programa de justicia abierta, tiene que ver con las sentencias al alcance del ciudadano medio, del ciudadano común.
Conversábamos, la licenciada Bonilla Rodríguez y mi persona, la posibilidad de establecer un proyecto, que ya se está redactando, para que además de dar el resumen de la sentencia desde el punto de vista técnico-jurídico, que es la sentencia que va a entender el abogado o el operador del derecho, también se haga un apéndice a esa sentencia, en el sentido de que se redacte en lenguaje común, en lenguaje simple y que el lector, ciudadano común, pueda tener un acercamiento de entendimiento a esa sentencia que resuelve temas que pueden ser de interés para ese ciudadano común.
Este es un proyecto que ya en otros países se ha comenzado a desarrollar, tuvimos de cerca el conocimiento de la experiencia Argentina y queremos también, en coordinación con lo que hasta hoy se llama Digesto, desarrollar ese programa de popularización, si cabe el término, de las sentencias.
Una sentencia redactada en términos jurídicos, nada más las entendemos los abogados, tengo también mi duda de que todos puedan entenderla de verdad, pero esa sentencia explicada en palabras llanas, en pocas palabras, para que el ciudadano común la entienda, fortalece la legitimidad de nuestro sistema jurídico y fortalece esa proyección que hacia la sociedad tiene que dar el Poder Judicial.
De ahí entonces creo que, sí es estratégica, no solamente la renovación del Digesto, sino también el fortalecimiento del mismo para estas futuras tareas que con la nueva dirección que tiene la oficina se van a desarrollar”.
Señala la Magistrada Rojas: “Precisamente por la cercanía con el Digesto de la Jurisprudencia, porque es la única oficina metida dentro del contencioso actualmente, difiero de lo que han dicho los compañeros que me han antecedido. 
Durante todos los años que tuve ahí, si acaso vi a dos personas consultando jurisprudencia, en cambio en la Sala de la Corte, un día de estos le dije a un letrado que trabaja conmigo, ese asunto ya tiene dos antecedentes, ya los vimos, pregúntele al licenciado Mauricio Guido Núñez,  que es el que se encarga de nuestra jurisprudencia, y me dijo; es que estamos un año atrasados.
Es decir, la jurisprudencia que necesitamos para resolver todos los días las Salas de la Corte, tiene dos años de retraso porque solo tenemos a una persona en esa labor. Si no está uno que se acuerda o medio acuerda, si no hubiera estado yo, habría que hacer un esfuerzo, posibilidad de sentencias contradictorias, etcétera.
Creo que el problema es que aquí creamos órganos y pasó con el BIT y con los organismos estos internacionales cuando se han creado, luego no tenemos qué hacer con las plazas y andamos inventando.
A mí me parece que eso viola las reglas de la técnica, porque tiene que servir a la administración de justicia, ustedes me dicen que el Tribunal de Apelaciones, yo les digo falso, porque el Tribunal de Apelaciones de nosotros, acuérdense que yo vine de ese Tribunal de Apelaciones y aquí está la magistrada Aragón Cambronero y el magistrado Fernández Argüello que eran mis compañeros en ese Tribunal de Apelaciones, que no me van a dejar mentir, resulta que nosotros oralizamos las expropiaciones.
Los precios de las expropiaciones, dábamos la audiencia oral, recibíamos los peritos y ahí mismo dictábamos el precio, eso solo llega hasta el Tribunal de Apelaciones, pregúntenme ustedes si los estudiantes de derecho para ir a hacer los exámenes de la judicatura tenían acceso a esa información, no, porque había que leerse la audiencia oral. El Digesto no lo hace, el único Tribunal que tenía ahí a la par no lo hacía y ahora que viene la realidad en todos los procedimientos, si así ha sido desde que se creó el Tribunal de Apelaciones, la gente que estudiaba derecho y tenía que ver expropiaciones, tenía que ver como hacía para ir al Tribunal y nosotros ahí le facilitábamos.
Creo que el Digesto de Jurisprudencia no tiene sentido al día de hoy, que hay que fortalecer las Salas de la Corte, para que den un servicio oportuno, no puede ser que uno necesite una jurisprudencia ahí mismo como usuario interno para que no se contradiga con otra cosa que dijimos el año pasado y que me salgan con que tenemos un año de atraso porque no hay recursos.
Mientras tanto qué es lo que pasa, el Digesto fue superado, pusieron a los funcionarios a hacer una función de lo que se les ocurre, me van a decir a mí de cargas de trabajo y que tiene que coger todo lo de los tribunales, dividirse y hacerlo, pero la población no necesita eso, tengo años de estar en la Jurisdicción Contencioso Administrativa y no sé la magistrada Aragón Cambronero, pero si acaso yo vi dos personas consultando.
La mayoría de gente llegaba ahí a sentarse y aprovechar para estudiar los expedientes contenciosos para ir a juicio, tenían además el área más grande de todo lo Contencioso, nosotros no teníamos donde hacer juicios y ahí estaba el Digesto de Jurisprudencia. ¿Cuánto cuesta eso? Quien dice que porque eso nadie lo está haciendo es importante.
¿Ya midieron? ¿Ya le preguntaron al usuario? ¿Ya hicieron un examen? Que yo se los puedo garantizar, de cuantos usuarios llegan a ver el Digesto de Jurisprudencia, no llegan, no hay, lo vi por años, qué sentido tiene mantener eso por si acaso.
Con respecto a la popularización, perdónenme, pero mientras nosotros tengamos la obligación de que sean los abogados los que litigan, a mí no me interesa que sea la parte común y corriente la que entienda, porque tiene que tener un abogado que lo represente, el día que la idea del magistrado Solís pueda ser aplicada, porque él mismo nos mandó un informe de Alemania donde desaparecieron los abogados. ¿Cómo los desaparecieron? La gente de cierto monto en las pretensiones para abajo se defiende sola.
Entonces si nosotros tuviéramos, que no hay poder de postulación y que la gente se tiene que defender sola de un porcentaje para abajo, yo justificaría, pero la necesidad lo obliga, crear funciones sin necesidad para mí es una mala administración de los recursos públicos, yo sí creo que estamos urgidos para que en las Salas de la Corte el personal tanto a nivel interno, que nosotros necesitamos esa jurisprudencia, como los litigantes, para hacer sus recursos de casación, tengan un mejor servicio.
Creo que conozco todas las secciones de las Salas de la Corte, creo que son muy eficientes, igual coincido en que ya no tiene sentido pagarle la labor de letrado a un funcionario que le quita la personalización a las sentencias, por Dios, en el siglo XXI un programa electrónico elimina nombres. ¿Qué estamos haciendo con esos costos?  En esta situación en que esta el país creo que tenemos que ser más creativos y más justos, creo que esos recursos tienen que trasladarse a donde están las Salas de la Corte, que es lo que los usuarios determinan.
Aquí nadie me ha traído un estudio de usuarios y es que les garantizo, que no hay usuarios en el Digesto de Jurisprudencia, lo que está haciendo ya no es de interés, fue muy importante cuando yo estudiaba, era al Digesto de Jurisprudencia donde venía a consultar aquellas fichas, era imposible para nosotros ser estudiantes sin ir a ese Digesto de Jurisprudencia, ya se desactualizó, ya no tiene la función, para mí esa es una oficina que hay que desaparecer, fortaleciendo la función que dan las Salas.
Eventualmente, dependiendo de la materia, si las circunstancias lo justifican y hubiese que extender por ejemplo a apelaciones para una eventualidad, ahí en esa misma materia, que sería en el caso de expropiaciones, por ejemplo la Sala, podría ahí mismo darse, la gente sabe que lo contencioso administrativo lo consigue todo donde está su superior jerárquico, ahí fortaleciendo estos Centros y eliminando el costo.
Tampoco he visto un representativo de costos, cuantas sentencias, porque sé que son más eficientes las Salas de la Corte. ¿Cuántas sentencias tramitan las Salas de la Corte versus cuantos funcionarios tiene el Digesto de Jurisprudencia y cuánto cuesta cada resolución que van haciéndole resumen, qué tipo de resumen? Luego, lo más importante, los usuarios. ¿Cuántos los consultan? Ahí estamos diciendo que hay una necesidad del servicio público.
Aquí estamos dando una oferta de servicio público, sin tener claro cuál es la necesidad, así creo que no podemos funcionar, mi posición va a ser que se haga el estudio para determinar el traslado de las plazas de la oficina de este organismo a las Salas de la Corte, determinándose que por Salas, si algunos tribunales que dependan de ellos eventualmente es importante ir incorporando esas materias. Que sean en esas Salas también donde se determinen, así también los magistrados tendrían un acceso más cercano a todo lo que resuelve la materia de su competencia”.
SALE EL MAGISTRADO AGUIRRE.
Aclara la licenciada Valverde Bermúdez: “Solamente para clarificar, cuando nosotros hicimos el estudio original del Digesto de Jurisprudencia, una de las preguntas fundamentales que se nos decía que teníamos que realizar era la función que realizaba el Digesto, si tenía que mantenerse o desaparecer.
Cuando nosotros entrevistamos, lo hicimos a una cantidad importante de personas, tanto a lo interno como a lo externo de la institución. La sorpresa que nos llevamos es como resulta de gran relevancia, no tanto para lo interno, si no como para lo externo de la institución, sobre todo para la academia. Cuando nos fuimos a entrevistar personas de universidades, nos comentaron lo importante que resulta para ellos en tema de jurisprudencia toda la información que aquí se recopila.
Fue uno de los criterios fundamentales en el informe que se planteó, el por qué era importante, no solo a lo interno, también a lo externo, la información que ahí se mantenía.
Como segundo apartado, nosotros revisamos las cargas de trabajo que tenían y la forma de trabajo en cómo se venía desarrollando, fue ahí donde se determinó, con el sistema informático y con las formas de trabajo, que para no duplicar las funciones que se venían realizando, se recomendaba que las Salas manejaran su jurisprudencia y el Digesto de Jurisprudencia manejara lo de Tribunales de Apelación.
Partiendo de eso se le daba una persona, para que reforzara la Sala Primera y la Sala Segunda, ya que la Sala Tercera tenía una plaza asignada extraordinaria y la Sala Constitucional se mantenía de la forma que ya venía trabajando, eso daba la posibilidad para que cada una de las Salas mantuviera su estructura. 
A partir de lo que indica el magistrado Rivas, una de las persona que se traslada a la Sala Primera, lleva la función de la confección del diccionario y esa es una función distinta de lo que planteaba el informe original, porque el informe original planteaba que la persona que se brindaba era para lo que propiamente tenía que ver con jurisprudencia.
En resumen, ese es el planteamiento original, las cargas de trabajo que había en el Digesto de Jurisprudencia se tenían que alinear, para que los profesionales que había también trabajaran en el cuello de botella que había en ese momento, porque habían muchas sentencias que despersonalizar, pero porque se creaba un cuello de botella en la parte técnica; ahí lo que dijimos es que se tiene que alinear la forma de trabajo tal cual también se hace hoy en las Salas, que se aplicara esa forma de trabajo ahí conforme también se aplicaba en las Salas.
Eso iba a determinar varias funciones, como lo leyó el magistrado Olaso, donde se establecía que quedaran en las Salas y las funciones que quedaban en el Centro de Jurisprudencia partiendo de los Tribunales de Apelación. Pero si quería contarles lo importante que fue el estudio de mercado, en relación a la academia y al acceso de consulta que tienen con respecto a esta información”.
Expresa la magistrada Varela: “Comienzo diciendo, licenciada Valverde Bermúdez, muchas gracias y al equipo que le apoya en ese estudio, no hay duda que, este es un centro importante para la institución como tal, a mí me parece que sacrificar algo, que lo que hay que hacer es mejorar la gestión, sí hay que mejorarla por supuesto, es una mejora continua que en todas las aéreas tiene que darse, mejorar las estrategias de gestión.
Ya la misma magistrada Rojas ha reconocido que hay atrasos, sí, pero atrasos justamente por la capacidad instalada que tenemos, de tal manera que no es eliminando por eliminar, a todas y a todos nos preocupa el tema de optimizar los recursos públicos, créame magistrada Rojas que no es solo usted la preocupada por eso, somos todas y todos en esta Corte, los órganos administrativos también.
Además, tenemos una deuda de hace muchos años, justamente con lo que acaba de decir la licenciada Valverde Bermúdez, que no tenemos recopilados los pronunciamientos de los Tribunales Superiores, hoy en día se impone más que nunca por las reformas que se han dado y que ahora hay muchos asuntos que quedan en manos de Tribunales de Apelaciones y hasta ahí llega.
Teniendo eso bien claro, sabemos que hay una posibilidad de un recurso antes las diferentes Salas, tanto en Civil como en Laboral por unificación de la doctrina, de tal manera que creo que más que nunca se impone fortalecer y especificarle otras funciones, que por años ha dejado de considerar el Digesto, justamente por no tener los recursos suficientes.
Recuerdo que, por ejemplo, solo podía encontrar usted en el Digesto jurisprudencia del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de San José, del Laboral, ahora son muchos Tribunales Laborales, todo eso es importante, fíjense que en este momento histórico más que nunca, y vámonos al tema colectivo, que se están dando tantos pronunciamientos diferentes, una riqueza importante para el jurista, para el estudioso del derecho.
De tal manera que nosotros no podemos privar a toda esa población de usuarios, que con lo que dice licenciada Valverde Bermúdez, queda desvirtuada la posición de la magistrada Rojas de una presunción, que ya queda desvirtuada con un estudio técnico, de tal manera que esta Corte cuenta ya, y con lo que podamos mejorar con el estudio técnico, el abordaje de las competencias que se le va a dar, creo que es muy importante.
Por lo tanto, yo diría y personalmente estoy convencida, que lejos de desaparecer un Digesto hay que remozarlo, no me queda la menor duda que con la persona que ahora se eligió por la Presidencia para llevar la bandera de esta, va a tener nuevos resultados, que solo va a ayudar a mejorar lo que esta institución debe proyectarse a la ciudadanía como decía el magistrado Solís. 	De tal manera que creo que esa es la posición y personalmente mi planteamiento va en ese sentido”.
SALE EL MAGISTRADO RAMÍREZ.
Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Magistrado Rueda, nada más quería hacerle una observación, usted sería el último del uso de la palabra, a mí me parece que lo han señalado varios, hay una gran cantidad de jurisprudencia que no es la de las Salas y esa jurisprudencia es valiosa, en lo penal me parece que es fundamental. 
De tal manera que la sistematización y el ordenamiento de esa jurisprudencia es muy importante, hay una dispersión, que del propio Digesto se pueden derivar muchas cosas, pero hay otra, creo que lo dijo la magistrada Rojas, en el tema de oralidad hay que sistematizar también que cuesta más porque hay una dispersión de cómo es que se sistematiza y como se expresa.
Conste, me parece que, en algún momento, en los próximos años, la Corte va a tener que hacer un alto en el camino, porque en el tema de que todo se resuelva, sin poner por escrito lo esencial, tiene una serie de problemas muy serios y en lo penal se ha evidenciado, creo que en algún momento eso se va a tener, eso lo puede detectar el Digesto.
De tal forma que, si bien las Salas han ido haciendo su propio digesto producto de la verticalidad, porque a qué Tribunal de Apelación se le va a ocurrir que va a poder hacerse un Digesto, pero claro una Sala sí puede hacerlo.
¿Quién ha dicho que la jurisprudencia de la cúpula es la más importante? Puede ser que lo más importante sean otras jurisprudencias, hasta hay elementos, por ejemplo, solo pienso en voz alta, todo el tema de desestimaciones, que hay una polémica que creo no tiene sustento, de que la desestimación no se puede conocer por que es parte de la instrucción, no, la desestimación es una forma de terminar el proceso.
Esa sistematización, cómo interpretan por ejemplo el tráfico de influencias, en cómo se desestima, eso es importante conocerlo, eso no está en la cúpula de las decisiones, esto está abajo. Esa visualización me parece que es muy importante para un reenfoque de lo que debe de hacer el Digesto”.
Agrega el magistrado Rueda: “Dos puntos muy concretos por la hora, primero, suscribo lo que usted indica y sobre todo en Contencioso donde hay mucha resolución oral, ahora es muy difícil ver por dónde va la jurisprudencia, ellos tienen un plan que es poder detectar los videos donde se sustente determinada tesis y que quede ahí.
Lo cual implica también una gran responsabilidad para el Juez, porque va a quedar ahí, en vivo se va a poder ver qué fue lo que dijo oralmente, por eso digo que eso me parece un proyecto.
Lo otro, es que creo que este informe de la magistrada Allón Zúñiga tiene varios aspectos, a mí me gustaría conocer el criterio técnico del órgano que hace las cosas en esta materia y que la licenciada Valverde Bermúdez nos diera puntualmente dentro de los puntos concretos que está estableciendo el informe, cual es el criterio técnico de ellos, qué puntos comparte o no, entiendo que hay puntos que sí se comparte y uno particular que no.
De manera tal que, siendo así el informe, yo pediría que no se vote como un solo, si no dentro de las 3 recomendaciones que está indicando, pero sí me gustaría tener criterio técnico del órgano respecto a este informe, muy breve.”
Consulta el Presidente, Magistrado Cruz: “¿Criterio técnico se refiere usted a planificación?”.
Responde el Magistrado Rueda: “Sí, en concreto, las recomendaciones que está dando, solamente las recomendaciones y de una manera muy puntual”.
Añade la Magistrada Solano: “Ahora que usted hacía referencia a ese tipo de resoluciones, si bien a veces interlocutorias ponen fin al proceso, también hay una gran cantidad de sentencias de los Tribunales de rangos inferiores que por su calidad ni siquiera son recurridas, que son tan buenas que las partes ni siquiera las recurren, que son importantes, que forman parte de la jurisprudencia, que a veces uno mismo, no solo yo he consultado sentencias a veces, digo mucho de los Tribunales Civiles cuando resolvíamos asuntos de carácter Civil, que quedaba uno contento de ver la calidad del trabajo y que todo eso se perdería si no se recopila.
De manera que en esa parte creo que es importante, además, dado que hace poco nombraron a la nueva Directora del Digesto, de alguna manera veo que el informe es anterior y lo menos que podríamos hacer antes de tomar una decisión es escucharla, es la nueva Jefa”.
Manifiesta el Magistrado Molinari: “Estando aquí la magistrada Solano, me gustaría señalar además que ahora en materia Civil, incluso la jurisprudencia de los tribunales se vuelve mucho más importante, porque solamente van a llegar a casación lo procesos ordinarios, que es lo único que tiene recurso de casación.
Todos los demás procesos, estamos hablando de los distintos sumarios que tenemos, de todo el tema cobratorio, por ejemplo, donde se analizan temas de obligaciones que son muy importantes, todo eso y bastante es, va a ser conocido en última instancia en Tribunales de Apelación e incluso incrementamos los Tribunales de Apelación, ahora lo tenemos por todo el país, vamos a tener jurisprudencia probablemente muy valiosa también de esos Tribunales.
Así que lo digo porque hay más Tribunales, hay más jurisprudencia que analizar, no solamente la de la Sala, como usted lo decía Presidente, Magistrado Cruz, es relevante”.
Dice el Presidente, Magistrado Cruz: “Magistrado Olaso, le iba a pedir que sintetizara qué aspectos, para poder tomar una decisión sin perjuicio de escuchar en algún momento a la magistrada Solano, que quede puntualizado porque creo que hay consenso de que el informe es adecuado, pero para que nos quede claro, obviamente me parece recordar que hay un punto que es pedirle a la Dirección de Planificación que haga un estudio sobre un determinado punto”.
[bookmark: _Hlk351789]Responde el Magistrado Olaso: “Son dos recomendaciones como bien lo concretó el magistrado Rueda, en la primera de ellas, para concluir, se recalca que el informe no contiene, salvo el tema de especialidad de los Centros de Jurisprudencia, respecto de sus propias materias, un análisis técnico que mencione cuál es el que presta un servicio de mayor impacto para las personas usuarias tanto internas como externas.
La licenciada Valverde Bermúdez ahora dijo que lo había hecho a nivel de usuario externo, pero desde el punto de vista doctrinal académico, pienso que también a la visión de usuario, no solo habría que verlo ahí, sino también desde el punto de vista de usuario cotidiano o normal.
En relación con la recomendación B, ahí se hace la indicación de que a la Dirección de Planificación incluso se le pidió un estudio de la estructura, efectuada en las necesidades que se definieron en el estudio de factibilidad realizado por la Dirección de Tecnología de la Información, y aprobado por el Consejo Superior, que se omitió atender la segunda parte del acuerdo adoptado por el Consejo Superior, en virtud de que se estima que es necesario actualizar y mejorar las funciones que prestan las distintas oficinas que dependen del Consejo Superior.
[bookmark: _Hlk351817]Solicitar a la Dirección de Planificación que realice un estudio integral del Digesto de Jurisprudencia, relacionado con las labores que realiza, y que los valore con respecto a los Centros de Jurisprudencia, además de revisar su estructura e informar a este Consejo las recomendaciones correspondientes.
Esos dos puntos serían lo concreto creo en cuanto a lo que le hace falta al informe concretar, también como bien lo han dicho las compañeras y los compañeros, la situación de la licenciada Bonilla Rodríguez, ella viene asumiendo hace una semana, prácticamente no tuvo una oportunidad muy amplia para referirse a esto, simplemente lo hizo por nota, porque eso fue lo que le quedó, pero creo que sería pertinente también bajo el amparo de la prudencia darle un plazo para que se refiera”.
Señala el Presidente, Magistrado Cruz: “Porque no pensamos en darle a la licenciada Bonilla Rodríguez, treinta días para que se refiera al informe, plantee su sugerencia sobre eso y darle a la Dirección de Planificación sesenta días para que se refiera a esos dos puntos ¿les parece?”.
Indica el Magistrado Rueda: “A mí me gustaría que concretamente, Presidente, Magistrado Cruz, en el acuerdo se indicara que, respecto de las recomendaciones, de manera muy gráfica y puntual emitan su criterio, porque si es un informe genérico se pierde mucho la cosa, con el poco tiempo que nosotros tenemos uno tiene que ir al grano, que puntualmente respecto de las recomendaciones nos indiquen su punto de vista”.
Refiere el Presidente, Magistrado Cruz: “La licenciada Bonilla Rodríguez tenía una sugerencia”.
Expresa la Licenciada Bonilla Rodríguez: “Brevemente, entiendo al magistrado Olaso, que cada Centro de Información, uno de los temas era que, las Salas se especializaran, había un punto ahí que era aprobar que a partir de ahora cada Centro de Información se haga cargo de la clasificación, recopilación, automatización, personalización, todo eso de la jurisprudencia que le corresponde. Le decía al señor Presidente que sería ideal, si fuera posible aprobar aunque sea solo ese punto, a efecto de que podamos nosotras, en este caso la licenciada Valverde Bermúdez y yo plantearles a ustedes la nueva función con base en esa nueva estructura”.
Responde el Magistrado Cruz: “Me parece muy preciso, porque a nadie se le va a ocurrir en este momento que esos centros de las Salas van a desaparecer, más bien que se consolide la situación, eso lo agregaríamos.
El acuerdo es que se consoliden los centros en cada Sala y que se redefinan, así como están, por hoy es suficiente muchas gracias”.
Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe presentado por el magistrado Olaso. 2.) Tener por hechas las manifestaciones realizadas por las señoras magistradas y los señores magistrados que hicieron uso de la palabra. 3.) Autorizar a cada una de las Salas de Casación (Sala Primera, Segunda y Tercera), para que sean las únicas que puedan recopilar, completar, despersonalizar, clasificar y publicar toda su jurisprudencia. 4.) Previamente a resolver lo que corresponda, conceder un plazo de 30 días a la licenciada Patricia Bonilla Rodríguez, Directora del Digesto de Jurisprudencia para que se refiera al informe de la Dirección de Planificación y a sus recomendaciones y 60 días a la Dirección de Planificación, con la finalidad de que realice un análisis técnico sobre cuál es el impacto en el servicio hacia las personas usuarias tanto internas como externas por parte del Digesto de Jurisprudencia y que realice un estudio integral del Digesto de Jurisprudencia, relacionado con las labores que realiza, su valoración con respecto a los Centros de Jurisprudencia, además de revisar su estructura.
A las 17:39 terminó la sesión con la presencia del Presidente, Magistrado Cruz, de las magistradas y los magistrados Rivas, Solís, Rojas, Molinari, Varela, Sánchez, Olaso, Chacón, Solano, Rueda, Salazar Alvarado, los Suplentes Aragón Cambronero, Zúñiga Morales, Esquivel Rodríguez, y Desanti Henderson.
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, PODER JUDICIAL
DIRECCION EJECUTIVA

MACROPROCESO FINANCIERO CONTABLE
depto-fico@poder-judicial.go.cr
FAX: 2295-3356 TELEFONO: 2295-3355

Oficio N° 581-FC-2018

San José, 1 de noviembre de 2018
Master
Dinorah Alvarez Acosta
Sub-Directora Ejecutiva
Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial
S. D.

Asunto: Politicas para la Administracion
de Riesgos.

Estimada sefora:

Para lo que corresponda y con el fin que si a bien lo estima, se envié para
aprobacion del Consejo Superior, se remite:

1. Politicas para la Administracion de Riesgos.

Es menester indicar, que dicho informe fue conocido por el Comité de Riesgos, en
sesion extraordinaria del 30 de octubre de 2018.

Atentamente;

Lic. José Andrés Lizano Vargas
Jefe a.i Proceso de Riesgos

MBA. Miguel Ovares Chavarria
Jefe Macroproceso Financiero Contable

JALV

CC.:
MPM. Oslean Mora Valdez, Jefe Proceso de Inversiones.
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